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COMISION DE EQUIDAD Y GENERO

Oficio de la diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena, por el que solicita
sea retirada proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
de Equidad y Género de esta soberanía, intensifique sus trabajos para atender el
rezago legislativo de iniciativas, proposiciones y minutas pendientes de dictamen,
presentada el 13 de octubre de 2010. Se retira de la Comisión de Equidad y Gé-
nero, actualícense los registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES Y DE 
PERSPECTIVA DE GENERO

Oficio del Congreso del estado de Hidalgo, con el que remite contestación a pun-
to de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del 4 de octubre
pasado, por el que se exhorta a los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de las
entidades federativas, a las autoridades correspondientes del Distrito Federal y a
las de los municipios a capacitar a sus servidores públicos en materia de derechos
humanos de las mujeres y de perspectiva de género. Se remite a la Comisión de
Equidad y Género, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE OAXACA

Oficio de la Procuraduría Agraria, con el que remite contestación a punto de acuer-
do aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del 4 de octubre pasado, por
el que se exhorta a la Secretaría de la Reforma Agraria atienda a la brevedad di-
versas demandas de los pueblos indígenas del estado de Oaxaca. Se remite a la Co-
misión de Reforma Agraria, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AUTOPISTA MEXICO-PACHUCA

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del 15 de marzo del
presente año, por el que se exhorta al Ejecutivo federal a formar por la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes mesas de negociación y verificación de perjui-
cios para resarcir los daños provocados a las viviendas circundantes de la autopis-
ta México-Pachuca, en el tramo que atraviesa Ecatepec Morelos, México. Se re-
mite a la Comisión de Transportes, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL - 
LEY GENERAL DE POBLACION

Oficio de la Cámara de Senadores con el que devuelve para los efectos de la frac-
ción D) del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal y de la Ley General de Población. Se turna a las Comisiones Unidas
de Gobernación, de Relaciones Exteriores y de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Oficio de la Cámara de Senadores con el que devuelve para los efectos de la frac-
ción D) del artículo 72 constitucional, minuta con proyecto de decreto que adicio-
na un último párrafo al artículo 32 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Se
turna a la Comisión de Desarrollo Rural, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL
EN EL RAMO DEL PETROLEO - LEY ORGANICA DE LA
ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL - 
LEY DE PETROLEOS MEXICANOS - LEY DE LA COMISION 
NACIONAL DE HIDROCARBUROS - LEY DE LA COMISION 
REGULADORA DE ENERGIA - LEY MINERA

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley Reglamentaria del Artículo 27
Constitucional en el Ramo del Petróleo, de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, de la Ley de Petróleos Mexicanos, de la Ley de la Comisión Na-
cional de Hidrocarburos, de la Ley de la Comisión Reguladora de Energía y de la
Ley Minera. Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación, de Energía y de
Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 31 de la Ley General para la Prevención y Gestión
Integral de los Residuos. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 61, 111 Y 112 CONSTITUCIONALES

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite minuta con proyecto de de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de los artículos 61,
111 y 112 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna
a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL

Oficio del Congreso del Estado de Chihuahua, con el que remite iniciativa con
proyecto de decreto que deroga la fracción VIII del artículo 387 y adiciona los ar-
tículos 390 Bis y 390 Ter del Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Jus-
ticia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE OAXACA – ESTADO DE CHIAPAS

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que se exhorta a los gobier-
nos federal, de Oaxaca y de Chiapas a realizar acciones coordinadas para realizar
todas las acciones que sean necesarias para conciliar y resolver, a la brevedad, el
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conflicto agrario y de límites que existe entre las comunidades de Los Chimala-
pas, Oaxaca, y Cintalapa, Chiapas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Interviene el diputado Heliodoro Carlos Díaz Escárraga. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado el acuerdo presentado. Comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE SONORA

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío, presenta proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a diversas autoridades federales y estatales a respetar el
estado de derecho en la disputa por la construcción del Acueducto Independencia,
en Sonora. Se considera de urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el tema participan, los diputados:

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Leonardo Arturo Guillén Medina. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Luis Marcos León Perea. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido, la Secretaría da lectura a la proposición con punto de
acuerdo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Durante la votación, desde su curul el interviene el diputado Ignacio Téllez Gon-
zález. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado el punto de acuerdo, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGURIDAD BINACIONAL MEXICO – ESTADOS UNIDOS DE AMERICA

El diputado Marcos Carlos Cruz Martínez, presenta proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores del gobier-
no federal a transmitir al gobierno de Estados Unidos el enérgico rechazo que ha-
ce esta soberanía por toda operación realizada en territorio mexicano en materia
de seguridad binacional, al margen de los mecanismos de cooperación bilaterales
para el combate del narcotráfico y la delincuencia organizada suscritos entre am-
bos gobiernos. Se considera de urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia, desde su curul realiza interpelación. . . . . . . . . 

Marcos Carlos Cruz Martínez, da respuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de la Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Pablo Escudero Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Gustavo González Hernández.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Heliodoro Carlos Díaz Escárraga. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido, la Secretaría da lectura a la proposición con punto de
acuerdo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Durante la votación, desde su curul interviene el diputado Juan Enrique Ibarra Pe-
droza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado el punto de acuerdo, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RED DE EXTORSIONADORES A GASOLINEROS

El diputado Pablo Escudero Morales, presenta proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta al Ejecutivo federal a separar temporal al Secretario de la
Función Pública, Maestro Salvador Vega Casillas para el mejor proveer de las ave-
riguaciones previas y procedimientos administrativos que involucran a su esposa
en una red de extorsionadores a gasolineros. Se considera de urgente resolución.
Se considera de urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el tema, participan los diputados:

César Augusto Santiago Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Avelino Méndez Rangel. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Marcos Pérez Esquer. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido, la Secretaría da lectura a la proposición con punto de
acuerdo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Durante la votación, desde sus curules intervienen:

Pablo Escudero Morales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Marcos Pérez Esquer. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado el punto de acuerdo, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Comunicaciones que reforma la fracción III del artículo 10 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DE ARCHIVOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Gobernación que expide la Ley Federal de Archivos. . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA
DELINCUENCIA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Gobernación que expide la Ley General para la Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PROTECCION CIVIL

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Gobernación que expide la Ley General de Protección Civil. . . . . . . . 

VOLUMEN II

PERMISOS PARA PRESTAR SERVICIOS EN 
REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dos dictámenes de la
Comisión de Gobernación que conceden permiso a 21 ciudadanos para prestar ser-
vicios en diversas representaciones diplomáticas en México, respectivamente. . . 

PERMISOS PARA ACEPTAR Y USAR CONDECORACIONES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dos dictámenes de la
Comisión de Gobernación que conceden permiso a 13 ciudadanos para prestar
aceptar y usar condecoraciones que les otorgan gobiernos extranjeros, respectiva-
mente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

Se continúa el proceso legislativo al dictamen de la Comisión de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales, con proyecto de decreto que adiciona la fracción XIII al
artículo 96, de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, discutido en la pasada sesión del día 1 del presente mes. . . . . . . . . . . . . . . 

Durante la votación en lo general y en lo particular, intervienen desde sus curules
los diputados:

Francisco Javier Orduño Valdez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Emilio Serrano Jiménez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que adiciona una
fracción XIII al artículo 96 de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

Discusión de dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Vida Silvestre, para fortalecer el sistema de unidades para el manejo y
conservación de la vida silvestre. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión los diputados:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Alejandro Carabias Icaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

César Francisco Burelo Burelo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jesús Giles Sánchez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido se aprueba. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE - LEY DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

Discusión de dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y de la Ley de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, en materia de servicios ambientales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión, las diputadas:

María Araceli Vázquez Camacho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido se aprueba. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

Discusión de dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, en materia de de-
sechos electrónicos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

181

181

181

191

192

192

193

194

194

207

207

208

209



Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados8

A discusión intervienen los diputados:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Alejandro Carabias Icaza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Araceli Vázquez Camacho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Javier Orduño Valdez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Discusión de dictamen de la Comisión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, con proyecto de decreto que adiciona los artículos 2, 23, 27, 28, 41, 58,
85, 107 y 111, y reforma el 110 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Jesús Alfonso Navarrete Prida, fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . 

A discusión se concede la palabra a los diputados:

Ovidio Cortázar Ramos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Teresa del Carmen Incháustegui Romero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Diva Hadamira Gastélum Bajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado en lo general y en lo particular el proyecto
de decreto presentado. Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales.. . . . . 

LEY DE AMPARO

Discusión de dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 6, 14, 74, 76 Bis y 120 de la Ley de Amparo, Reglamentaria
de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Pedro Vázquez González, fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

En la discusión participan, los diputados:

Víctor Humberto Benítez Treviño. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sonia Mendoza Díaz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Israel Madrigal Ceja.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Suficientemente discutido es aprobado. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES

Discusión de dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley General de Socieda-
des Mercantiles. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal, fundamenta el dictamen y presenta pro-
puestas de modificación a nombre de la Comisión, que se aceptan. . . . . . . . . . . . 

En la discusión, intervienen los diputados:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sergio Gama Dufour. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado en lo general y en lo particular, con las mo-
dificaciones aceptadas. Se devuelve a la Cámara de Senadores, para los efectos de
la fracción E), del artículo 72 constitucional.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

NEPOMUCENO MORENO NUÑEZ

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión condena el asesinato del ciudadano Nepomuceno Mo-
reno Núñez, activista del Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad y defen-
sor de los derechos humanos, acaecido en la ciudad de Hermosillo, Sonora, el 28
de noviembre del año en curso. Aprobado, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PAGO DE PEAJE DE CARRETERAS EN REHABILITACION, REPARACION
O ADECUACION

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que se exhorta al titular del
Ejecutivo federal para que instruya a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
a que el costo de pago de peaje en todos los tramos carreteros que se encuentren
en rehabilitación, reparación o adecuación, no sea cubierto por el usuario hasta en
tanto no se haya concluido la obra, y para que el seguro del viajero continúe vi-
gente en todo momento. Aprobado, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRABAJOS LEGISLATIVOS

El Presidente propone extender el tiempo de la presente sesión. Se aprueba. . . . . 

SITUACION POLITICA DEL PAIS

Sobre le tema realizan comentarios los diputados:

Carlos Flores Rico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Laura Arizmendi Campos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan Carlos Natale López.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Esthela Damián Peralta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jesús Ramírez Rangel. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Omar Fayad Meneses, desde su curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mercedes del Carmen Guillén Vicente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL

Discusión de dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que
adiciona el artículo 225 Bis al Código Penal Federal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado J. Eduardo Yáñez Montaño, fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . . . . 

Fijan la posición de su grupo parlamentario, los diputados:

Pedro Vázquez González. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juanita Arcelia Cruz Cruz.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Leonardo Arturo Guillén Medina. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión el diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado. Pasa a la Cámara de Senadores, para sus
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Discusión de dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de de-
creto que adiciona el párrafo cuarto al artículo 25 de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión, participan los diputados:

Edgardo Chaire Chavero. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Federico Ovalle Vaquera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido es aprobado el proyecto de decreto. Pasa al Ejecutivo,
para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE SEGURIDAD NACIONAL

Discusión de dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con proyecto de de-
creto que adiciona las fracciones IX y X al artículo 57 de la Ley de Seguridad Na-
cional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para la discusión del dictamen, intervienen los diputados:

Jaime Fernando Cárdenas Gracia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Juan José Guerra Abud.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Liev Vladimir Ramos Cárdenas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María de Jesús Aguirre Maldonado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido en lo general. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero, presenta propuesta de mo-
dificación que se desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es aprobado en lo general y en lo particular. Pasa a la Cámara de Senadores, para
sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

Discusión de dictamen de la Comisión de Defensa Nacional, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona los artículos 26 y 31 de la Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza, informa de moción sus-
pensiva.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Lorena Corona Valdés, fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

La Secretaría da lectura a la moción suspensiva presentada. . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza, fundamenta la moción suspensiva. . . . 

Desde su curul el diputado Rogelio Cerda Pérez, solicita posponer discusión. . . . 

El Presidente así lo consigna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN III

LAMPARAS FLUORESCENTES COMPACTAS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
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misiones Unidas de Energía y de Medio Ambiente y Recursos Naturales con pun-
tos de acuerdo a proposición presentada en la sesión del 6 de septiembre pasado,
por el que se exhorta a la Secretarías de Energía y Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para que de manera coordinada establezcan dentro de la NOM-017-
ENER/SCFI-2008. “Eficiencia Energética y Requisitos de Seguridad de Lámparas
Fluorescentes Compactas. Límites y Métodos de Prueba”, los límites máximos
permisibles de contenido de mercurio en las lámparas fluorescentes compactas
que se comercializan en territorio nacional, y que ésta sea acorde con los estánda-
res internacionales en la materia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMAS DE CAPACITACION PARA EL EMPLEO

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Equidad y Género con puntos de acuerdo a proposición presentada en
la sesión del 13 de octubre de 2010, por el que se exhorta al Ejecutivo federal a
incorporar por la Secretaría de Trabajo y Previsión Social y la Secretaría de Edu-
cación Pública la perspectiva de género en el diseño y en la implantación de los
programas de capacitación para el empleo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son aprobados los anteriores dos dictámenes. Comuníquense.. . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE MORELOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Comunicaciones con puntos de acuerdo a proposición presentada en la
sesión del 27 de septiembre pasado, que exhorta a la Comisión Federal de Teleco-
municaciones para que a través de los procedimientos legales y administrativos a
su alcance, continúe la defensa de la legalidad de las acciones contenidas en la
“Resolución mediante la cual el Pleno de la Comisión Federal de Telecomunica-
ciones determina los lineamientos que deberán observarse para modificar las áreas
de servicio local”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul el diputado Juan Gerardo Flores Ramírez, realiza observaciones
respecto a lo aprobado en la comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se da lectura al documento presentado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Interviene el diputado Juan Gerardo Flores Ramírez, y presenta modificaciones
aprobadas en la Comisión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente retira el punto de acuerdo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ECONOMIA SOCIAL Y SOLIDARIA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con
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puntos de acuerdo por los que se desecha dos iniciativas con proyecto de decreto
con proyecto de decreto que expide la Ley General de Economía Social y Solida-
ria, Reglamentaria del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presentadas en las sesiones del 30 de noviembre de 2010 y 13 de
abril de 2011. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ESTRATEGIA NACIONAL DE LA LUCHA CONTRA LA
POBREZA ALIMENTARIA, RURAL Y URBANA

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de las Co-
misiones Unidas de Agricultura y Ganadería y de Desarrollo Social, con puntos de
acuerdo por los que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que expide la
Ley General de Estrategia Nacional de la Lucha contra la Pobreza Alimentaria,
Rural y Urbana, presentada en la sesión del 2 de junio de 2010. . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, presentada en la sesión del 15 de diciembre de 2010.. . . . . . . . . . . . . . . 

REGLAMENTO DE LA CAMARA DE DIPUTADOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, con puntos de acuer-
do por los que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 182 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentada en la sesión
del 29 de septiembre de 2010. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, con puntos de acuer-
do por los que se desechan tres iniciativas con proyecto de decreto que reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presentadas en la sesión del 13 y 28 de abril y el
12 de mayo del 2010. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEMANA NACIONAL DEL RECICLAJE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
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misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que establece la última sema-
na de mayo de cada año como la Semana Nacional del Reciclaje, presentada en la
sesión del 1 de junio de 2011. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
MEDIO AMBIENTE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los
que se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 80 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio Ambiente, pre-
sentada en la sesión del 13 de septiembre pasado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Comunicaciones, con puntos de acuerdo por los que se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Telecomunicaciones, presentada en la sesión del 6 de octubre pasado.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Comunicaciones, con puntos de acuerdo por los que se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción VII del artículo 44 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones, presentada en la sesión del 11 de octubre pa-
sado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son aprobados los anteriores nueve dictámenes, archívense los expedientes como
asuntos concluidos. Y sobre el último dictamen, devuélvase al Senado para los
efectos de la fracción D) del artículo 72 constitucional.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADOS DE BAJA CALIFORNIA, COAHUILA, 
CHIHUAHUA, DURANGO, SAN LUIS POTOSI, 
SINALOA, TAMAULIPAS Y ZACATECAS

Sobre un fondo especial de atención a la sequía, con una asignación, para atender
la sequía extrema de los estados de Baja California, Coahuila, Chihuahua, Duran-
go, San Luis Potosí, Sinaloa, Tamaulipas y Zacatecas, presentada por senadores de
los estados de Baja California, de Coahuila, de Chihuahua, de Durango, de San
Luis Potosí, de Sinaloa, de Tamaulipas y de Zacatecas, desde sus curules realizan
comentarios los diputados:

José Narro Céspedes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Héctor Elías Barraza Chávez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Oscar García Barrón.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente solicita a la Comisión de Hacienda rendir informe sobre el tema.. . 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

El Presidente en términos de lo dispuesto por los artículos 100 y 102 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, informa que las iniciativas y las proposiciones
registradas en el orden del día de esta sesión y que no tuvieron la oportunidad de
presentarse en tribuna serán turnadas para su trámite. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE ACTIVIDADES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

SIGNIFICADO DE LAS SIGLAS Y ACRONIMOS INCLUIDOS. . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones de los siguientes dictámenes:

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
creto que adiciona la fracción XIII al artículo 96 de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos (en lo general y en lo particular). . . . 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Vida Sil-
vestre, para fortalecer el sistema de unidades para el manejo y conservación de la
vida silvestre (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de las Leyes Generales del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, y de Desarrollo Forestal Sustentable, en
materia de servicios ambientales (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos, en materia de desechos electrónicos
(en lo general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de decreto que adi-
ciona los artículos 2, 23, 27, 28, 41, 58, 85, 107 y 111, y reforma el 110 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (en lo general y en lo par-
ticular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que reforma los artículos 6,
14, 74, 76 Bis y 120 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y
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107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en lo general y
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Presidencia del diputado 
Emilio Chuayffet Chemor

ASISTENCIA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Pido
a la Secretaría que haga del conocimiento de esta Presi-
dencia el resultado del cómputo de asistencia de diputados.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 291 diputadas y diputados; por lo tanto, hay quórum.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor (a las
11:00 horas): Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectura al
orden del día, en virtud de que se encuentra publicado en la
Gaceta Parlamentaria.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económica
se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al orden
del día. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por
la afirmativa, señor presidente. Se dispensa la lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias.— Tercer año de
ejercicio.— LXI Legislatura.

Orden del día 

Martes 6 de diciembre de 2011.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la diputada Lucila del Carmen Gallegos Camarena, por
la que solicita el retiro de una proposición con punto de
acuerdo.

Del Congreso del Estado de Hidalgo

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, relativo a la capacitación de

los Servidores Públicos en materia de Derechos Humanos
de las Mujeres y de Perspectiva de Género.

De la Procuraduría Agraria

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, relativo a los conflictos
agrarios, primordialmente en las comunidades indígenas, en
el estado de Oaxaca.

De la Secretaría de Gobernación

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, relativo al daño provocado
a las viviendas circundantes a la autopista México-Pachuca,
en el tramo que atraviesa el Municipio de Ecatepec.

De la Cámara de Senadores

Con la que devuelve expediente de la minuta con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y de
la Ley General de Población, para los efectos de la fracción
D del artículo 72 Constitucional. (Turno a Comisión)

Con la que devuelve expediente de la minuta con proyecto
de decreto que adiciona un último párrafo al Artículo 32 de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para los efectos de
la Fracción D del artículo 72 Constitucional. (Turno a Co-
misión)

Minutas

Con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en
el Ramo del Petróleo, de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, de la Ley de Petróleos Mexicanos, de
la Ley de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, de la Ley
de la Comisión Reguladora de Energía y de la Ley Minera.
(Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma el artículo 31 de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos. (Turno a Comisión)

Con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de los artículos 61, 111 y 112 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
(Turno a Comisión)
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Iniciativas de ley o de decreto de las legislaturas de los
estados

Del Congreso del Estado de Chihuahua, con proyecto de
decreto que deroga la fracción VIII del artículo 387 y adi-
ciona los artículos 390 Bis y 390 Ter del Código Penal Fe-
deral.

Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política

Por el que se exhorta al Gobierno Federal y a los gobiernos
de los estados de Oaxaca y Chiapas para que, coordinada-
mente, realicen todas las acciones que sean necesarias para
conciliar y resolver el conflicto agrario y de límites que
existe entre las comunidades de los Chimalapas, Oaxaca, y
Cintalapa, Chiapas. (Votación)

Proposiciones calificadas por el pleno de urgente u obvia
resolución

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a diversas au-
toridades Federales y Estatales, para que respeten el estado
de derecho en el marco de la disputa por la construcción del
Acueducto Independencia en Sonora, a cargo de la diputada
Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Urgente Resolu-
ción)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SRE, para
que transmita al Gobierno de los Estados Unidos de Améri-
ca el enérgico rechazo que hace esta Soberanía por todas las
operaciones realizadas en territorio mexicano, que en mate-
ria de seguridad binacional se desarrolle al margen de me-
canismos de cooperación bilaterales para el combate del
narcotráfico y la delincuencia organizada, a cargo del dipu-
tado Marcos Carlos Cruz Martínez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente Re-
solución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, a efecto de que separe del cargo de forma temporal al
Secretario de la Función Pública, para el mejor proveer de
las averiguaciones previas y procedimientos administrati-
vos que involucran a su esposa en una red de extorsionado-
res a gasolineros, a cargo del diputado Pablo Escudero Mo-
rales, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México. (Urgente Resolución)

Declaratoria de publicidad de los dictamenes

De la Comisión de Comunicaciones, con proyecto de de-
creto que reforma la fracción III del artículo 10 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que Expide la Ley Federal de Archivos.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que Expide la Ley General para la Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que expide la Ley General de Protección Civil

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los Ciudadanos: Carla Rebeca Cor-
tés Cárdenas, Enrique García López, Blanca Cecilia Jazmín
Martínez, Alfredo De La Torre Rivera, Rubén Jorge Tapia
Ruvalcaba, Mourad Omari, Lamberto Juan Camacho Are-
llanes, Gener Chacón Sosa, Jorge Leonardo Saucedo Tor-
nero, Yaneth Yip González, Xochitl Quetzaly Cerda Gonzá-
lez, Alejandro Joel Garza Rivas y José Héctor Chávez
Padres, para prestar servicios en las Embajadas de los Esta-
dos Unidos de América, del Estado de Kuwait, del Reino de
Dinamarca, en México; y en los Consulados Generales de
los Estados Unidos de América, en Matamoros Tamaulipas
y Monterrey Nuevo León.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los Ciudadanos: Daniel Raymundo
Rocha Lay, Steven Milon Esparza, Guadalupe Moroyoqui
Navarrete, José Miguel García Galindo, Andrea Mora, Ro-
dolfo Andrés Morales Reyes, Thania Ávila Torres, y Carlos
Iván Reyna Romero, puedan prestar servicios en las Emba-
jadas de los Estados Unidos de América y Real de Noruega,
en México, y en los Consulados de los Estados Unidos de
América en Nogales, Sonora, en Guadalajara, Jalisco; en
Nuevo Laredo, Tamaulipas; en Ciudad Juárez, Chihuahua y
Monterrey, Nuevo León.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los Ciudadanos: José Nicolás Agua-
yo Ramírez, José Luis Chávez Aldana, Hernán Cano Her-
nández, José Manuel Reyes Silvestre, David Rodríguez Gó-
mez, Tomás Roberto González Sada, José Eduardo Pisa
Sámano, Carlos Francisco del Socorro Espadas Ceballos, y
José Luis Flores López, para que puedan aceptar y usar las



Condecoraciones que en diversos grados les otorgan go-
biernos extranjeros.

De la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto
que concede permiso a los Ciudadanos: Juan Martín Lieva-
nos Medina, Sergio Dionisio Fourzan Esperón, Rodrigo He-
rrera Huízar, y Carlos Tsuyoshi Kasuga Osaka, para que
puedan aceptar y usar las Condecoraciones que en diversos
grados les otorgan gobiernos extranjeros.

Dictámenes a discusión de leyes y decretos

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que adiciona una fracción XIII al
artículo 96 de la Ley General para la Prevención y Gestión
Integral de los Residuos.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Vida Silvestre, para for-
talecer el Sistema de Unidades para el Manejo y Conserva-
ción de la Vida Silvestre.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente y de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable, en materia de servicios ambientales.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos, en materia de residuos elec-
trónicos.

De la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con pro-
yecto de decreto que adiciona los artículos 2, 23, 27, 28, 41,
58, 85, 107 y 111, y reforma el artículo 110 de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 6, 14, 74, 76 bis y 120 de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley
General de Sociedades Mercantiles.

De la Comisión de Justicia, con proyecto de decreto que
adiciona el Artículo 225 Bis al Código Penal Federal.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que adiciona un Capítulo Cuarto
que se denominará “Establecimiento y Manejo de las Con-
cesiones Marinas Voluntarias para la Restauración” al Títu-
lo Segundo de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente.

De la Comisión de Desarrollo Rural, con proyecto de de-
creto que adiciona el párrafo cuarto al artículo 25 de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable

De la Comisión de Seguridad Pública, con proyecto de de-
creto que adiciona las fracciones IX y X al Artículo 57 de la
Ley de Seguridad Nacional.

De la Comisión de Defensa Nacional, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona los artículos 26 y 31 de la Ley
Federal de Armas de Fuego y Explosivos.

Dictámenes a discusión de puntos de acuerdo

De las Comisiones Unidas de Energía y de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales, con puntos de acuerdo por los que
se exhorta a la Secretaría de Energía y a la Semarnat, fijar
en la NOM-017-ENER/SCFI-2008 los límites máximos
permisibles de contenido de mercurio de las lámparas fluo-
rescentes compactas que se comercializan en el país.

De la Comisión de Comunicaciones, con punto de acuerdo
por el que exhorta a la Comisión Federal de Telecomunica-
ciones, para que continúe la defensa de la legalidad de las
acciones contenidas en la “Resolución mediante la cual el
Pleno de la Comisión Federal de Telecomunicaciones, de-
termina los lineamientos que deberán observarse para mo-
dificar las áreas de servicio local”.

De la Comisión de Equidad y Género, con punto de acuer-
do por el que exhorta al Ejecutivo Federal, a través de la Se-
cretaría del Trabajo y Previsión Social y de la Secretaría de
Educación Pública, para que incorpore la perspectiva de
Género en el diseño, organización e implementación de los
Programas de Capacitación para el empleo.

Dictámenes a discusión negativos de iniciativas

De las Comisiones Unidas de Economía, y de Fomento Co-
operativo y Economía Social, con puntos de acuerdo por los
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que se desechan dos iniciativas con proyecto de decreto que
expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria,
Reglamentaria del Artículo 25 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

De las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganadería y de
Desarrollo Social, con punto de acuerdo por el que se dese-
cha la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley
General de la Estrategia Nacional de la Lucha contra la Po-
breza Alimentaria Rural y Urbana.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con puntos de acuerdo por los que desecha la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el Artículo
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con puntos de acuerdo por los que desecha la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
182 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, con puntos de acuerdo por los que desecha tres
iniciativas con proyecto de decreto que reforman y adicio-
nan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
con proyecto de decreto que establece la última semana de
mayo de cada año, como la Semana Nacional del Reciclaje.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con puntos de acuerdo por los que se desecha la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 80 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

De la Comisión de Comunicaciones, con puntos de acuer-
do, por los que se desecha la iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal
de Telecomunicaciones.

De la Comisión de Comunicaciones, con puntos de acuer-
do, por los que se desecha la Minuta con proyecto de de-
creto que reforma la fracción VII, del artículo 44 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones.

Agenda política

Comentarios relativos a la situación política del país, a car-
go del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional.

Iniciativas

Que expide la Ley General de Consulta a los Pueblos y Co-
munidades Indígenas, a cargo del diputado Teófilo Manuel
García Corpus, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma los artículos 49 y 53 de la Ley Federal Sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos, a cargo del diputado Luis Carlos Campos Villegas, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma los artículos 6º y 10 de la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores, a cargo del diputado Ge-
rardo del Mazo Morales, del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza. (Sólo turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, de la Ley de Asistencia Social y de
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repúbli-
ca, a cargo del diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari, del
Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Sólo turno a Comi-
sión)

Que reforma los artículos 7o. y 32 de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Laura Arizmendi Cam-
pos, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.
(Sólo turno a Comisión)

Que reforma los artículos 25, 26, 27 y 28 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada María Guadalupe García Almanza, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano. (Sólo turno a Comi-
sión)

Que reforma los artículos 3o., 104 y 112 de la Ley General
de Salud, a cargo del diputado Jaime Arturo Vázquez Agui-
lar. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 5o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 24 de la Ley General de



Educación y 53 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o.
Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el
Distrito Federal, a cargo del diputado Óscar Lara Salazar,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 41 de la Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos y expide la Ley Federal de la Pirotec-
nia, a cargo del diputado Héctor Guevara Ramírez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. y 111 y adiciona un artículo 8
ter a la Ley Federal de Protección al Consumidor, a cargo
del diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar. (Turno a Co-
misión)

Que reforma los artículos 167 de la Ley General de Salud y
8o. de la Ley General de las Personas con Discapacidad, a
cargo del diputado Héctor Pedraza Olguín, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 6o. de la Ley para la Coordinación
de la Educación Superior, a cargo del diputado Héctor Pe-
draza Olguín, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. y 24 de la Ley Federal de
Competencia Económica, a cargo de la diputada María del
Carmen Izaguirre Francos, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 80 de la Ley General de Cultura Fí-
sica y Deporte, a cargo del diputado Jesús Gerardo Cortez
Mendoza, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que expide la Ley de Seguridad Alimentaria, a cargo de la
diputada María Guadalupe García Almanza y suscrita por
los diputados Laura Arizmendi Campos, Pedro Jiménez Le-
ón y María Teresa Rosaura Ochoa Mejía, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 11, 93 y 112 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Héctor Pedraza Olguín, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Ramón Martel López y suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Educación,
a cargo del diputado Jaime Arturo Vázquez Aguilar. (Turno
a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
de Comercio, a cargo del diputado Rafael Rodríguez Gon-
zález, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 14 de la Ley General de Educación,
a cargo del diputado José Ramón Martel López y suscrita
por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 1o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Ramón Martel López y suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José Ra-
món Martel López y suscrita por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta y de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo del diputado Herón Agustín Escobar
García y suscrita por el diputado Óscar González Yáñez, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Co-
misión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo y de la Ley del Impuesto Sobre la Ren-
ta, a cargo del diputado Herón Agustín Escobar García, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Co-
misión)

Que reforma el artículo 48 Bis 2 de la Ley de Instituciones
de Crédito, a cargo del diputado Jesús Gerardo Cortez Men-
doza, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)
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Que reforma los artículos 85 y 90 de la Ley Federal del Tra-
bajo, a cargo del diputado Pedro Jiménez León, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 7o. de la Ley de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, a cargo del diputado Os-
car González Yáñez, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 6o. y 93 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Laura Arizmendi Campos, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. (Turno a
Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, de la Ley Federal de Radio y Tele-
visión, de la Ley General de Salud y de la Ley General de
Población, a cargo del diputado Efraín Ernesto Aguilar
Góngora, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 23 de la Ley del Servicio Profesio-
nal de Carrera en la Administración Pública Federal, a car-
go de la diputada Gloria Trinidad Luna Ruíz, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Que reforma los artículos 3o. y 14 de la Ley General de De-
sarrollo Social, a cargo de la diputada Alba Leonila Méndez
Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 8o. de la Ley del Impuesto Especial
Sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado Oscar
González Yáñez, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Reglamentaria del Artículo 5o. Constitucional, Relativo al
Ejercicio de las Profesiones en el Distrito Federal, a cargo
del diputado Alejandro Gertz Manero, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 23 de la Ley Federal de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado El-
pidio Desiderio Concha Arellano, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 39 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Marcos Pérez Esquer, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 92 del Código Fiscal de la Federa-
ción, a cargo del diputado Marcos Pérez Esquer, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 55 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Lucila
del Carmen Gallegos Camarena, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 12 y 40 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo del diputado Jaime Oliva Ramírez, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Que reforma el artículo 42 de la Ley General de Educación,
a cargo de la diputada Lucila del Carmen Gallegos Cama-
rena, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Aguas Nacionales, a cargo del diputado José Manuel Ma-
rroquín Toledo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José Ra-
món Martel López y suscrita por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud y de la Ley Federal del Trabajo, a cargo
de la diputada Susana Hurtado Vallejo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Que reforma los artículos 17, 82 y 84 de la Ley General de
Pesca y Acuacultura Sustentables, a cargo de la diputada
María Guadalupe García Almanza, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 109 y 110 de la Ley de Migra-
ción, a cargo del diputado Jaime Oliva Ramírez, del Grupo



Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 226 Bis de la Ley del Impuesto So-
bre la Renta, a cargo del diputado Jaime Oliva Ramírez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 14 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jaime Fer-
nando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 103 y 107 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 74 y 79 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado
Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 24 y 46 de la Ley Minera, a car-
go del diputado Luis Carlos Campos Villegas, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado José Ricardo López Pescador, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 5o. de la Ley Federal de Radio y Te-
levisión, a cargo del diputado Ricardo Armando Rebollo
Mendoza, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Turno a Comisión)

Que adiciona un artículo 266 Ter al Código Penal Federal,
a cargo del diputado Ariel Gómez León, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno
a Comisión)

Que reforma el artículo 21 de la Ley Federal de Sanidad
Animal, a cargo del diputado Alfonso Primitivo Ríos Váz-
quez, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 29 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Salvador
Caro Cabrera, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 98 y 100 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo del diputado Miguel Antonio Osuna Millán y
suscrita por el diputado Sergio Tolento Hernández, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Que adiciona un artículo 19 Bis a la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal, a cargo del diputado Emilio
Serrano Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 74 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jaime
Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 7º de la Ley General de Educación,
a cargo de la diputada Lily Fabiola De la Rosa Cortés, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, a cargo del diputado Carlos Martínez Martínez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional y sus-
crita por el diputado Sami David David, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Que reforma los artículos 161 y 162 de la Ley Agraria, a
cargo de la diputada Ma. Dina Herrera Soto, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Ana Georgina Za-
pata Lucero, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)
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Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Segob, a la
STPS y al Inegi, reanuden las mesas de diálogo para la re-
contratación de 250 trabajadores del Inegi destituidos injus-
tamente de sus cargos en el año de 1998, a cargo del dipu-
tado Pedro Ávila Nevárez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del
Estado de México, para que considere la creación de la Pro-
curaduría de la Defensa de los Derechos de los Colonos, a
cargo del diputado José Francisco Javier Landero Gutiérrez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, para que a través de la SRE reitere al Gobierno de los
Estados Unidos de América la importancia de la ratificación
de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el
Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosi-
vos y otros Materiales Relacionados, adoptada por la OEA,
a cargo de la diputada Adriana Sarur Torre, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Poder Judi-
cial de la Federación, a que los procedimientos judiciales en
materia ambiental sean atendidos por los jueces de distrito
en materia administrativa, a cargo del diputado Ricardo Ar-
mando Rebollo Mendoza, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
del estado de Quintana Roo, realice las acciones necesarias
para que en colaboración con los presidentes municipales
de dicho estado, diseñen e instrumenten un programa de
prevención, protección y atención a las niñas, niños y ado-
lescentes víctimas de la explotación sexual comercial infan-
til, a cargo de la diputada Rosi Orozco, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SCT, regu-
le el cobro excesivo de las tarifas de los estacionamientos
en los aeropuertos, a cargo del diputado Guillermo Cueva
Sada, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologis-
ta de México. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Segob y a
las autoridades de las entidades federativas y gobiernos mu-

nicipales en materia de protección civil, efectúen acciones
coordinadas para evitar riesgos y tragedias en eventos ma-
sivos de temporada, a cargo del diputado Ricardo Armando
Rebollo Mendoza, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del
Estado de México, para que resuelva la problemática vial
generada por la falta de previsión en la construcción del
Distribuidor Vial “Las Armas” y agilice la conclusión de los
trabajos, a cargo del diputado José Francisco Javier Lande-
ro Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat y
a la Secretaría de Economía, cancelen el acuerdo publicado
en el DOF del día 20 de octubre de 2011, relativo a la acep-
tación de aplicar la equivalencia a la NOM-041-Semarnat-
2006, en los vehículos usados de procedencia extranjera, a
cargo de la diputada Laura Felicitas García Dávila, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los congresos
de los estados y del Distrito Federal, destinen en sus res-
pectivos presupuestos de egresos, recursos etiquetados para
prevenir y combatir la trata de personas y la protección y
asistencia a las víctimas de este delito, a cargo de la dipu-
tada María Marcela Torres Peimbert, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Segob y a
la SHCP, publiquen la lista correspondiente de ex braceros
y se radiquen a la brevedad en el Fideicomiso 2106 los re-
cursos económicos aprobados en el Presupuesto 2012, a
cargo del diputado Samuel Herrera Chávez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Junta de
Coordinación Política de esta Soberanía, proponga la con-
formación de un grupo plural de trabajo para la atención del
problema de violencia y acoso escolar en México, a fin de
coadyuvar en su reducción, a cargo de la diputada Diana Pa-
tricia González Soto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, establezca las medidas conducentes que cumplan con
lo reconocido en el Pacto Hauxa Manaka suscrito en 2008



y asimismo, se exhorta a la Secretaría de Economía, cance-
le todas las concesiones otorgadas en el área de influencia
del Área Natural Protegida y Sitio Sagrado Natural de Wi-
rikuta, tanto en la Sierra de Catorce como en El Bajío, a car-
go de la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Semarnat y
a la Comisión Nacional Forestal, den respuesta al exhorto
de la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión
del 8 de junio de 2011, relativo a acatar todas las sentencias
dictadas en el juicio de nulidad 812/09-0701-3 y su acumu-
lado 2775/09-07-01-9, del Primer Tribunal Colegiado en
Materia Administrativa del Tercer Circuito, certificado por
la Primera Sala Regional de Occidente del Tribunal Federal
de Justicia Fiscal y Administrativa; así como dar cumpli-
miento a la negación de la suspensión definitiva del 5 de oc-
tubre de 2011, a cargo del diputado David Hernández Pérez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los gobiernos
de los estados de Jalisco y Nayarit, al INAH, a la Semarnat
y a las autoridades competentes, impulsen y promuevan co-
mo patrimonio natural de la humanidad a Bahía de Bande-
ras ubicada en los límites de dichos estados, suscrito por los
diputados Rafael Yerena Zambrano, Manuel Humberto Co-
ta Jiménez y María Hilaria Domínguez Arvizu, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión).»

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Presidente.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: *Se-
ñores diputados, voy a concederles el uso de la palabra, pe-
ro el día de hoy tenemos una sesión sumamente complica-
da e incluso de abrir la agenda política; en consecuencia,
les voy a rogar que sus asuntos tengan que ver con el orden
del día, que acaba de someterse a votación la dispensa de
la lectura del acta.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta (desde
la curul): Nada más muy rápido, presidente. Para informar
que están aquí un grupo de compañeras ex trabajadoras de
Mexicana de Aviación pidiendo el apoyo de todos los di-
putados para apoyar el regreso de Mexicana de Aviación y
también para ofrecer sus calendarios a los legisladores, pi-
diendo el apoyo y la contribución de ellos para esos traba-
jadores. Gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado Fernández Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Diputado presidente, sí es sobre el orden
del día; sé que se incluyó finalmente el tema en la discu-
sión política sobre el discurso de Calderón en el Campo
Marte, que requiere una respuesta de esta soberanía.

Pero quisiera preguntarle —porque no he tenido aún res-
puesta— sobre el tema de los trabajadores de Tabasco; es-
tán en este momento en un plantón afuera de la Secretaría
de Gobernación, ya llevan dos meses; el gobernador no se
ha dignado responder, no hay ninguna solución a su justa
demanda de un laudo ya definitivo.

Finalmente, saber si la Secretaría de Gobernación nos ha
respondido algo sobre el oficio que usted giró, en torno al
semanario Desde la mala fe, que ha quedado ese asunto
pendiente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Si-
gue en trámite en relación a este último asunto.

En relación al primero, voy a girar un oficio hoy al gober-
nador con los detalles del tema, porque usted sabe, por su
servidor, que hemos estado tratando de comunicarnos y no
nos ha sido posible.

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío (desde la cu-
rul): Presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
diputado Víctor Castro.

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío (desde la cu-
rul): Le agradezco infinitamente, señor presidente. Quiero
ratificar algo que ha sucedido en Baja California Sur y que
desafortunadamente no hemos tenido eco en las autorida-
des del ISSSTE; hubo un punto de acuerdo en donde se ex-
hortó al director general del ISSSTE, para que pudiésemos
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tener el medicamento oportuno y suficiente en Baja Cali-
fornia Sur.

Debo decir públicamente que la cosa se ha agravado y hay
una situación delicadísima, menos del 50 por ciento de me-
dicamento está llegando a Baja California Sur.

Me acaban de informar en este momento, desde Los Cabos,
que ahí el asunto es más grave, todavía; no solamente no
hay medicinas, sino que no tienen médicos suficientes pa-
ra atender la demanda de esta zona tan importante del de-
sarrollo turístico en el país.

Es una pena que esté sucediendo esto, pero nuestro exhor-
to, señor presidente, poco hizo mella en el ánimo de resol-
ver este problema de abastecimiento de medicamentos pa-
ra Baja California Sur.

Le ruego que hagamos algo en este pleno para resolver un
problema que se está generando ya, incluso, problemas de
muerte en Baja California Sur; es muy grave y las autori-
dades del ISSSTE no han respondido de manera resuelta a
resolver este problema y hoy los ciudadanos de Los Cabos
exigen a las autoridades del ISSSTE resuelvan de fondo el
problema de salud, que se encuentra agravado en la zona
de Baja California Sur.

Le agradezco, señor presidente y no sé qué podamos hacer,
ya hicimos un punto de acuerdo de todas las fuerzas políti-
cas y no hay respuesta de parte de las autoridades del ISS-
STE.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
giero que una de las vías para exigir una solución sea citar
al director del ISSSTE para que comparezca ante la comi-
sión respectiva y explique esta situación.

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío (desde la cu-
rul): Presidente.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Sí,
diputado. Perdón, un minuto diputado Cárdenas. Don Víc-
tor.

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío (desde la cu-
rul): Le agradezco infinitamente a nombre del pueblo de

Baja California Sur esta disposición, señor presidente; me
parece que urge que antes de que termine el periodo pudié-
semos citar al director general del ISSSTE para ver este
asunto, como usted lo sugiere. A nombre de Baja Califor-
nia Sur, muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ins-
truyo al secretario de Servicios Parlamentarios, para el
efecto. Diputado Cárdenas.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias, señor presidente. Buenos días, compañe-
ros, buenos días, presidente. Es para preguntar por qué en
el orden del día el tema de los consejeros electorales fal-
tantes del IFE no está incluido; nos enteramos por los me-
dios de comunicación que en la Junta de Coordinación Po-
lítica ha habido reuniones.

Creo que sería importante que en cada sesión de este pleno
y a fin de ir dando cumplimiento a la sentencia del tribunal
electoral, se nos vaya informando sobre el avance de las
negociaciones o de los acuerdos que está tomando la Junta
de Coordinación Política respecto a este tema de los con-
sejeros electorales.

Por otra parte, señor presidente, hay una noticia publicada
en el New York Times, que ha generado muchas reacciones
en nuestro país y en los Estados Unidos de América, que
tiene que ver con el lavado de dinero que posiblemente
realizaron agentes de la DEA y la Cancillería mexicana no
ha protestado a ese respecto y tampoco sabemos si la Pro-
curaduría General de la República ha iniciado una averi-
guación previa sobre el lavado de dinero, que tiene relación
con el crimen organizado, que han realizado presumible-
mente algunos agentes de la DEA.

Sí les ruego muy atentamente, en el tema de los consejeros
electorales, que se nos informe en cada sesión los avances
que tenga la Junta de Coordinación Política; en este tema
de la DEA y el lavado de dinero de los agentes de la mis-
ma, que la Junta de Coordinación Política también prepare
un acuerdo, un punto de acuerdo para protestar por la inje-
rencia indebida de estos agentes en asuntos internos del
país y haya una protesta enérgica del Estado mexicano res-
pecto a estos asuntos, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
toma nota y se procederá en consecuencia. Diputado Mu-
ñoz Ledo.



El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega (desde la curul): Muchas gracias, presidente. Quie-
ro referirme con brevedad, porque es una agenda cargada,
a los dos temas, precisamente los que tocó nuestro amigo,
el diputado Jaime Cárdenas Gracia. Estamos informados,
por contactos con los grupos parlamentarios de la Cámara,
que se está encontrando ya el procedimiento para que cum-
plamos el deber a que nos constriñó el Tribunal Federal
Electoral del Poder Judicial de la Federación, relativo al
nombramiento de los tres consejeros electorales; insistiría
—como él—, en que se nos informe debidamente en cada
sesión y de ser posible que lo desahoguemos esta semana.

Hay, en apariencia, una decisión bastante avanzada, en el
sentido de que se prescinda —ya no son 17, ya nada más
quedan 14, de los 14 que me quedaban ya nada más me
quedan 13, como dice la canción—, que se proceda a hacer
una elección de personalidades eminentes en el más breve
plazo posible. 

Le rogaría que antes de que comenzara la sesión pudiéra-
mos tener un informe de usted, si está informado y si no,
que por favor alguno de los coordinadores o el presidente
de la Junta lo hiciese.

El otro tema es muy grave, el tema de la injerencia cons-
tante del gobierno de los Estados Unidos de América en
asuntos mexicanos.

A este respecto quisiera pedirle que nos ayudara a hacer un
exhorto a la secretaria de Relaciones Exteriores, porque es
la única alta funcionaria que no ha rendido su comparecen-
cia constitucional; ya hay una fecha prevista, ha estado via-
jando, estuvo en la reunión de Caracas, se va a la toma de
posesión de la presidenta de Argentina, está en principio
previsto el 13 en la tarde o el 14 en la tarde, que es el últi-
mo día del periodo de sesiones. Ojalá y pudiera ser el 13,
por todas las razones.

Si usted quisiera, en su calidad de presidente de la Mesa y
representante legal de la Cámara, hacer hoy mismo un ex-
horto a la secretaria de Relaciones Exteriores; creo que es-
taríamos cumpliendo un deber que hemos dejado pendien-
te. Gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Lo
haré hoy mismo; en relación al primer punto, tengo enten-
dido que habrá información de la Junta de Coordinación
Política.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior. Pido a la Secretaría consulte a la asamblea
si se dispensa la lectura, tomando en consideración que ha
sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Por instrucciones de esta Presidencia, se consulta a la
asamblea en votación económica si se dispensa la lectura
del acta de la sesión anterior, tomando en consideración
que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa favor de
manifestarlo. Quienes estén por la negativa favor de mani-
festarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente. Se
dispensa la lectura. 

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el jueves uno de diciembre de dos
mil once, correspondiente al Primer Periodo de Sesiones
Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Sexagésima
Primera Legislatura.

Presidencia del diputado
Emilio Chuayffet Chemor

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de dos-
cientos cincuenta y dos diputadas y diputados, a las diez
horas con dieciocho minutos del jueves uno de diciembre
de dos mil once, el Presidente declara abierta la sesión.

A las diez horas con diecinueve minutos, por instrucciones
de la Presidencia, se cierra el sistema electrónico de asis-
tencia, con un registro de doscientos cincuenta y cuatro di-
putadas y diputados.

En sendas votaciones económicas, la Asamblea dispensa la
lectura del orden del día y del acta de la sesión anterior, y
de la misma manera aprueba esta última.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
comentarios en relación con el orden del día y sobre diver-
sos temas legislativos los diputados Jaime Fernando Cár-
denas Gracia, en tres ocasiones, Porfirio Muñoz Ledo, en
tres ocasiones, ambos del Partido del Trabajo; José Ramón
Martel López, del Partido Revolucionario Institucional;
Juan Enrique Ibarra Pedroza, del Partido del Trabajo; Ilich
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Augusto Lozano Herrera, del Partido de la Revolución De-
mocrática; Pablo Escudero Morales, del Partido Verde
Ecologista de México; Felipe Solís Acero, del Partido Re-
volucionario Institucional; Agustín Carlos Castilla Marro-
quín, del Partido Acción Nacional; Pedro Jiménez León, de
Movimiento Ciudadano; Armando Ríos Piter, del Partido
de la Revolución Democrática; Herón Agustín Escobar
García, del Partido del Trabajo; Guadalupe Agosta Naran-
jo, del Partido de la Revolución Democrática; José Gerar-
do de los Cobos Silva, e Ignacio Téllez González, en dos
ocasiones, ambos del Partido Acción Nacional; Víctor Ma-
nuel Castro Cosío, y Claudia Edith Anaya Mota, ambos del
Partido de la Revolución Democrática; Amador Monroy
Estrada; y Beatriz Elena Paredes Rangel, ambos del Parti-
do Revolucionario Institucional. El Presidente hace aclara-
ciones.

Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales:

a) De la Junta de Coordinación Política, en relación con
cambios de integrante de Junta Directiva de Comisiones
Ordinarias y Grupos de Amistad. En votación económi-
ca se aprueba. Comuníquese.

b) Del diputado con licencia Rubén Moreira Valdez, con
la que informa que, de conformidad con el artículo cien-
to veinticinco de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, opta por el cargo de Gobernador
Constitucional del estado de Coahuila de Zaragoza. De
enterado. Comuníquese.

c) De la Secretaría de Gobernación, con las que remite
cuatro contestaciones a puntos de acuerdo aprobados
por la Cámara de Diputados, relativos a:

• La declaratoria de emergencia en diversos munici-
pios de estados del centro y norte del país. Se turna a
la Comisión de Gobernación, para su conocimiento.

• Para que la Secretaría de Turismo edifique una polí-
tica pública en materia turística. Se remite a la Comi-
sión de Turismo, para su conocimiento.

• Para implementar medidas urgentes para la defensa
del sector cuero-calzado-proveeduría. Se remite a la
Comisión de Economía, para su conocimiento.

• A fortalecer la permanencia, inserción, integración y
promoción laboral de las personas con discapacidad.

Se remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables, para su conocimiento.

• Tres oficios, con los que remite:

– Informe del Programa para Incrementar la Eficien-
cia Operativa en Petróleos Mexicanos y sus Organis-
mos Subsidiarios, correspondiente al Tercer Trimes-
tre de dos mil once, así como las observaciones de la
Secretaría de Energía. Se remite a la Comisión de
energía, para su conocimiento.

– Tercer Informe Trimestral de dos mil once, respec-
to de la Operación y Gestión de Petróleos Mexica-
nos. Se remite a la Comisión de energía, para su co-
nocimiento.

– Informe Final de la Evaluación Específica de Cos-
to -Efectividad dos mil diez – dos mil once del Apo-
yo para la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. Se
remite a las Comisiones de Economía, y de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

d) De la Comisión Nacional de Derechos Humanos, con
la que remite contestación a punto de acuerdo aprobado
por la Cámara de Diputados, sobre las posibles viola-
ciones a los derechos humanos de los enfermos menta-
les. Se remite a la Comisión de Derechos Humanos, pa-
ra su conocimiento.

e) Del Poder Judicial del estado de Chiapas, con la que
remite contestación a punto de acuerdo aprobado por la
Cámara de Diputados, relativo a la capacitación de los
servidores públicos en materia de Derechos Humanos
de las Mujeres y de Perspectiva de Género. Se remite a
la Comisión de Equidad y Género, para su conocimien-
to.

f) De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con
la que remite información relativa a los montos de en-
deudamiento interno neto, el canje o refinanciamiento
de obligaciones del Erario Federal y el costo total de las
emisiones de deuda interna y externa, correspondientes
al mes de octubre de dos mil once, desagregada por tipo
de fondo, efectuando la comparación correspondiente
con el mes de octubre de dos mil diez. Se remite a las
Comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.



g) De la Secretaría de Desarrollo Social, con la que re-
mite los Criterios y Requisitos de Elegibilidad de los
Programas Sociales del Ramo Veinte. Se remite a las
Comisiones de Desarrollo Social, y de Presupuesto y
Cuenta Pública, para su conocimiento.

h) De la Cámara de Senadores:

• Con la que devuelve expediente de la Minuta con
proyecto de decreto, que deroga la fracción tercera Bis
del artículo seis de la Ley de Premios, Estímulos y Re-
compensas Civiles, para los efectos de la Fracción D
del artículo setenta y dos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión
de Gobernación, para dictamen.

• Con las que remiten Minutas con proyecto de decre-
to: 

– Que concede permiso para que el Ciudadano Juan
Ignacio Gallardo Thurlow, pueda aceptar y usar la
Condecoración de la Legión de Honor, en Grado de
Caballero, que le otorga el Gobierno de la República
Francesa. Se turna a la Gobernación, para dictamen. 

– Que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, remitida para los efectos de la fracción E
del artículo setenta y dos de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
para dictamen.

Se da cuenta con acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica, por el que se exhorta al Instituto Nacional de Migra-
ción a realizar las acciones pertinentes con la finalidad de
evitar que se cometan actos de ilegalidad en contra de los
connacionales que ingresen al país durante el invierno del
presente año. Interviene en pro de acuerdo la diputada Ma-
ría de Jesús Aguirre Maldonado, del Partido Revoluciona-
rio Institucional. En sendas votaciones económicas se con-
sidera suficientemente discutido y se aprueba el acuerdo.
Comuníquese.

La Secretaría da lectura a los encabezados de los dictáme-
nes con proyecto de decreto que se encuentran publicados
en la Gaceta Parlamentaria, de las Comisiones:

a) De Medio Ambiente y Recursos Naturales:

• Que adiciona una fracción décimo tercera al artículo
noventa y seis de la Ley General para la Prevención y
Gestión Integral de los Residuos.

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Vida Silvestre, para fortalecer el Siste-
ma de unidades para el Manejo y Conservación de la
Vida Silvestre.

• Que reforma diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente y de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable, en materia de servicios ambientales.

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos, en materia de residuos electrónicos.

b) De Presupuesto y Cuenta Pública, que adiciona los
artículos dos, veintitrés, veintisiete, veintiocho, cuaren-
ta y uno, cincuenta y ocho, ochenta y cinco, ciento sie-
te, y ciento once, y reforma el artículo ciento diez de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria.

c) De Justicia, que reforma los artículos seis, catorce,
setenta y cuatro, setenta y seis bis, y ciento veinte de la
Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos ciento
tres, y ciento siete de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

La Presidencia informa a la Asamblea que de conformidad
con lo que establece el artículo ochenta y siete del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

A solicitud de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, en votación económica, se dispensan los trámi-
tes correspondientes y se someten a discusión y votación
los dictámenes con proyecto de decreto de dicha Comisión:

• Que adiciona una fracción décimo tercera al artículo
noventa y seis de la Ley General para la Prevención y
Gestión Integral de los Residuos. En votación económi-
ca se considera suficientemente discutido en lo general.
El Presidente solicita a la secretaría abrir el sistema de
votación por tres minutos, transcurrido el tiempo, el
Presidente informa a la Asamblea que habiendo un re-
sultado en la votación nominal de ciento cincuenta y
seis votos en total, no hay quórum, por lo que de con-
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formidad con lo que establece el artículo cuarenta y seis,
numeral tres, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, a las once horas con veintiocho minutos declara un 

Receso.

A las once horas con cuarenta y cuatro minutos se rea-
nuda la sesión.

La Presidencia realiza moción de ilustración y da lectu-
ra a los artículos ocho, numeral uno, fracciones segunda
y décima, y ciento cuarenta y cuatro, numeral tres, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Desde sus res-
pectivas curules hacen comentarios en relación al desa-
rrollo de la sesión los diputados Vidal Llerenas Morales,
del Partido de la Revolución Democrática, en cuatro
ocasiones; José Ramón Martel López, del Partido Revo-
lucionario Institucional, en dos ocasiones; Jaime Fer-
nando Cárdenas Gracia, Porfirio Muñoz Ledo, y Óscar
González Yáñez, del Partido del Trabajo; Arturo Ramí-
rez Bucio, del Partido Acción Nacional; Cora Cecilia Pi-
nedo Alonso, de Nueva Alianza; César Francisco Bure-
lo Burelo, del Partido de la Revolución Democrática; y
Jesús Ramírez Rangel, del Partido Acción Nacional. El
Presidente hace aclaraciones, e instruye a la Secretaría
abrir el sistema electrónico para verificar quórum, acto
seguido informa a la Asamblea que habiéndose registra-
do una asistencia de ciento ochenta y siete votos no hay
quórum, por lo que se levanta la sesión a las doce horas
con dieciséis minutos y cita para la próxima que tendrá
lugar el día martes seis de diciembre de de dos mil on-
ce, a las once horas.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Pro-
ceda la Secretaría poner a discusión el acta.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Está a discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la
palabra, en votación económica se pregunta si se aprueba.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
favor de manifestarlo. Quienes estén por la negativa favor de
manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobada. Comunicaciones.

COMISION DE EQUIDAD Y GENERO

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bicentena-
rio de la Independencia.— Centenario de la Revolución.—
LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Distinguido presidente: 

Por este conducto, la suscrita diputada Lucila del Carmen
Gallegos Camarena, con fundamento en el artículo 79, nu-
meral 2, fracción VII, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados vigente, me permito ejercer mediante el presente
oficio el derecho de retirar la proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Comisión de Equidad
y Género de esta soberanía, intensifique sus trabajos
para atender el rezago legislativo de iniciativas, propo-
siciones y minutas pendientes de dictamen, presentada
por su servidora, misma que fue turnada a la Comisión de
Equidad y Género en la sesión del jueves 13 de octubre de
2010. 

Lo anterior, porque a la fecha, la Comisión de Equidad y
Género ha hecho patente su esfuerzo laboral y político pa-
ra subsanar el rezago legislativo que en algún momento se
generó al interior del propio órgano legislativo.

Sin otro particular, y en espera de su valioso apoyo, quedo
de usted. 

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, 1o. de diciembre de 2011.— Dipu-
tada Lucila del Carmen Gallegos Camarena (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
acuerdo con el artículo 79 del Reglamento, se tiene por re-
tirada. Se ordena actualizar los registros parlamentarios.

DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES 
Y DE PERSPECTIVA DE GENERO

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escu-
do.— Poder Legislativo.— Gobierno del Estado de Hidal-
go.



Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Los diputados integrantes de la Primera Comisión Perma-
nente de Derechos Humanos de la Sexagésima Primera Le-
gislatura, emitieron informe; relativo al oficio número
D.G.P.L. 61-II-4:-1758, de fecha 4 de octubre de 2011, en-
viado por ustedes, por medio del cual exhortan a los Pode-
res Ejecutivo, Legislativo y Judicial de las entidades fede-
rativas y a las autoridades correspondientes del Distrito
Federal, a capacitar a sus servidores públicos en materia de
derechos humanos de las mujeres y de perspectivas de gé-
nero, mismo que fue leído en sesión ordinaria de esta fe-
cha, del cual les estoy enviando copia, en suplencia de la
secretaría, para su conocimiento y efectos. 

Sin otro particular por el momento, les reitero las seguri-
dades de mi consideración distinguida.

Atentamente

Pachuca, Hidalgo, a 4 de noviembre de 2011.— Licenciado Laman Ca-
rranza Ramírez (rúbrica), secretario de Servicios Legislativos del Con-
greso del Estado de Hidalgo.»

«Escudo.— Poder Legislativo.— Gobierno del Estado de
Hidalgo.

Primera Comisión Permanente de Derechos Humanos.—
Ciudadanos Integrantes de la Sexagésima Primera Legisla-
tura.

A los ciudadanos diputados Óscar Damián Sosa Castelán,
Luis Alberto Marroquín Morato, J. Ramón Flores Reyes,
Emilse Miranda Munive y Vianey Lozano Rodríguez, inte-
grantes de la Primera Comisión Permanente de Derechos
Humanos del Congreso del estado, de conformidad con lo
que establecen los artículos 75, 77, fracción VIII, 85 y de-
más aplicables de la Ley Orgánica del Poder Legislativo,
nos fue turnado para los efectos procedentes el oficio nú-
mero D,G.P.L. 61-II-4-1758, de fecha 4 de octubre de 2011,
enviado por la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, por lo que se procedió al estudio del
mismo; de conformidad con los siguientes:

Antecedentes 

Primero. En sesión ordinaria de fecha 18 de octubre de
2011 y por instrucciones del Presidente de la Directiva, nos
fue turnado el oficio número D.G.P.L. 61-II-4-1758, de fe-

cha 4 de octubre de 2011, enviado por la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, comunicando
punto de acuerdo por medio del cual exhortan a los Pode-
res Ejecutivo, Legislativo y Judicial de las entidades fede-
rativas y a las autoridades correspondientes del Distrito Fe-
deral a capacitar a sus servidores públicos en materia de
derechos humanos de las mujeres y de perspectivas de gé-
nero, solicitando la adhesión. 

Segundo. El presente asunto se registró en el Libro de Go-
bierno de la comisión respectiva, bajo el número 04/2011. 

Tercero. Como se desprende del asunto la perspectiva de gé-
nero es un enfoque analítico y metodológico que tiene como
fundamento la teoría de género· y responde a la necesidad de
abordar de manera integral, histórica y dialéctica, la sexuali-
dad humana, así como sus implicaciones económicas, políti-
cas, psicológicas y culturales en la organización social. 

Cuarto.- Asimismo se menciona que la aplicación de la
perspectiva de género, para el análisis de la sociedad y la
promoción y respeto de los principios de equidad e igual-
dad, está estrechamente vinculada con la idea de construir
una democracia más integral y progresista. 

Quinto. Destaca que en el ámbito internacional las confe-
rencias mundiales sobre la Mujer (México, 1975; Copen-
hague, 1980; Nairobi, 1985; y Pekín, 1995), y sus respecti-
vos planes de acción, han marcado objetivos y estándares
para la igualdad, la equidad de género y el reconocimiento
de los derechos humanos de las mujeres, pasando de una
concepción relacionada con la igualdad de oportunidades a
la perspectiva de la transversalización de género. 

Sexto. Otro instrumento internacional que dispone la trans-
versalización de género es la Convención sobre la elimina-
ción de todas las formas de Discriminación contra la Mujer
(CEDAW), aprobada en 1979 por la Asamblea General de
las Naciones Unidas, la cual enuncia en forma jurídicamen-
te vinculante, los principios aceptados internacionalmente
sobre los derechos de la mujer, bajo una premisa básica de
prohibir todas las formas de discriminación contra la mujer. 

Por lo anteriormente expuesto, y 

Considerando 

Primero. Que la comisión legislativa que suscribe es com-
petente para conocer sobre el presente asunto, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 70 y 85 y los demás
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relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Poder Legis-
lativo de la entidad. 

Segundo. Que aún cuando nuestro país forma parte de la
CEDAW, ha sido sede y participado de las conferencias an-
tes citadas, México aún enfrenta limitaciones para la apli-
cación de legislación internacional y los planes de acción
derivados de las conferencias, que permitan el reconoci-
miento y ejercicio de la ciudadanía de las mujeres. 

Tercero. Que el reforzamiento de las tareas de capacita-
ción de los servidores públicos cobran especial relevancia
a la luz de las reformas constitucionales en materia de de-
rechos humanos con las cuales se estableció que las y los
mexicanos gozarán de los derechos consagrados en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
en los tratados internacionales de los que el Estado mexi-
cano sea parte y de las garantías para su protección. 

En base a lo anterior y con fundamento a lo establecido por
el artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del
estado de Hidalgo, nos permitimos presentar el siguiente 

Informe 

Primero. Que en la Sexagésima Primera Legislatura del
Congreso del Estado Libre y Soberano de Hidalgo, se está
implementando la capacitación a los servidores públicos en
materia de derechos humanos de las mujeres, de perspecti-
vas de género, por lo que este asunto queda sin objeto. 

Elaborado en la sala de comisiones del Congreso del Estado Libre y
Soberano de Hidalgo, en la ciudad de Pachuca de Soto, Hidalgo, a los
veinticinco días del mes de octubre del año dos mil once.— Por la Pri-
mera Comisión Permanente de Derechos Humanos: diputado Oscar
Damián Sosa Castelán (rúbrica), diputado Luis Alberto Sosa Castelán,
diputado J. Ramón Flores Reyes (rúbrica), diputada Emilse Miranda
Munive, diputada Vianey Lozano Rodríguez (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
remite a la Comisión de Equidad y Género, para su co-
nocimiento.

ESTADO DE OAXACA

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de la Reforma Agraria.

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente; diputada
Guadalupe Pérez Domínguez, secretaria de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados.

Me refiero a la sesión del 27 de septiembre de 2011, en la
cual el pleno de la Cámara de Diputados, aprobó el punto
de acuerdo por el que se exhorta en el punto segundo, a la
Secretaría de Gobernación su intermediación para que jun-
to con la Secretaría de la Reforma Agraria, a través de la
Procuraduría Agraria, se atienda con prioridad la solución
de los conflictos agrarios, primordialmente en las comuni-
dades indígenas, en el estado de Oaxaca, por lo anterior,
comento a ustedes que en el caso particular de la conflicti-
vidad agraria en comunidades indígenas, en el estado de
Oaxaca, se han realizado las siguientes actividades: 

En el periodo 2009-2011, se ha mantenido la cercanía con
los ejidos y comunidades agrarias que han demandado los
servicios para la atención de los conflictos agrarios que
persisten en sus colindancias o incluso al interior de ellos
mismos. 

1. Una de las tareas que han permitido incidir en la so-
lución de los conflictos agrarios es la operación del Pro-
grama Fondo de Apoyo a Núcleos Agrarios sin regu-
larizar (Fanar). 

2. Se participa en el Programa de Atención a Conflic-
tos Sociales en el Medio Rural (Cosomer), bajo la res-
ponsabilidad directa de la Secretaría de la Reforma
Agraria, participando en el proceso de conciliación en-
tre las partes y en la ratificación de los convenios ante
los tribunales agrarios. 

3. En coordinación con el gobierno del estado durante
2009-2010, se trabajó por medio de comisiones inte-
rinstitucionales para la atención de los conflictos
agrarios de mayor conflictividad. 

4. Actualmente, este mismo esquema se desarrolla por
medio de una mesa agraria, en donde intervienen el
sector agrario federal, la Junta de Conciliación Agraria
del gobierno del estado, la Secretaría de Asuntos Indí-
genas del gobierno del estado, así como la representa-
ción de la Secretaría de Gobernación en la entidad. 

5. Conjuntamente con la Secretaría de Gobierno y la Se-
cretaría de Desarrollo Social, se desarrolla la propuesta
de un plan de trabajo, focalizado en regiones étnicas con
menor índice de desarrollo humano denominado Pro-



yecto de Desarrollo Regional para las Regiones Tri-
qui-Mixteca y Zapoteca-Chontal, con el cual se busca
priorizar la solución de los conflictos agrarios en 4 re-
giones indígenas del estado de Oaxaca y/o la aplicación
de los recursos federales como mecanismo para alentar
la solución de los conflictos agrarios. 

En cuanto a las actividades realizadas en el periodo 2009-
2011 en el estado de Oaxaca, destacan las siguientes: 

• En el eje de procuración de justicia, destacan 5 mil
770 conciliaciones, 9 mil 440 servicios de representa-
ción legal en juicios agrarios y amparos y 4 mil 308 trá-
mites de gestiones administrativas ante diversas depen-
dencias, en representación de los campesinos. 

• Relativo a la asesoría jurídica para la organización
agraria básica, se participó en 1461 asambleas sobre
actualización de los órganos de representación y vigi-
lancia de los ejidos y comunidades, asimismo, en 2 mil
196 asambleas relativas a las fracciones II, IV, A VI del
artículo 23 y 24 de la Ley Agraria y en cuanto a la ase-
soría para la elaboración y depósito de las listas de su-
cesión, se asesoró en 22 mil 531 asuntos. 

• Respecto al eje de apoyo al ordenamiento de la pro-
piedad rural, se apoyó en la integración de 3 mil 6 ex-
pedientes individuales de núcleos agrarios certificados,
asimismo, se participó en 154 asambleas de formalida-
des especiales y se apoyó a 58 núcleos agrarios para su
certificación a través del programa Fanar. 

• En el eje denominado asesoría jurídica en procesos
económicos es relevante el apoyo otorgado en 3 mil 343
asuntos para el acceso a programas y servicios guberna-
mentales, asimismo, la asesoría otorgada en 4 mil 676
asuntos sobre figuras asociativas, convenios y contratos. 

• Por separado es importante la actividad que se ha teni-
do en el Programa identificado como Fomento a la
Inversión Pública y Privada (FIPP), toda vez que se
ha apoyado en la elaboración de 82 proyectos de inver-
sión, lo que ha representado un recurso económico de
26 millones929 mil 773 pesos de inversión. 

Por lo anterior, se concluye que la Procuraduría Agraria en
el estado de Oaxaca, desarrolla una especial tarea para el
cumplimiento de su misión y en ningún momento hemos
descuidado la atención de los conflictos agrarios, debiendo
precisar que en este proceso todas las comunidades con

presencia ejidal o comunal han sido atendidas permanente-
mente. 

Por último, comento a ustedes que se considera que la po-
lítica actual de la institución está enfocada a atender y co-
adyuvar en la solución de la conflictividad agraria, hacién-
dolo de forma coordinada con el resto de las dependencias
del sector agrario y las instancias gubernamentales de los
tres niveles de gobierno, que conforme a sus atribuciones
tienen injerencia en el campo mexicano, procurando que
redunde en una mejor calidad de vida de los campesinos de
nuestro país con los cuales hemos refrendado nuestro com-
promiso institucional. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para expresarles
un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 22 de noviembre de 2011.— Licenciado Rocendo Gon-
zález Patiño (rúbrica), procurador agrario.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
remite a la Comisión de Reforma Agraria, para su co-
nocimiento.

AUTOPISTA MEXICO-PACHUCA

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 61-II-6-0972, sig-
nado por los diputados Jorge Carlos Ramírez Marín y Car-
los Samuel Moreno Terán, presidente y secretario, respec-
tivamente, de la Mesa Directiva de ese órgano legislativo,
me permito remitir, para los fines procedentes, copia del si-
milar número 1.3.-337/2011, suscrito por Sofía Fernández
del Castillo Quintana, encargada de la Dirección General
de Vinculación de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, así como el anexo que el mismo se menciona,
mediante los cuales responde el punto de acuerdo relativo
al daño provocado a las viviendas circundantes a la auto-
pista México-Pachuca en el tramo que atraviesa el munici-
pio de Ecatepec. 
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Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente 

México, DF, a 30 de noviembre de 2011.— Licenciado Carlos Angulo
Parra (rúbrica), titular de la Unidad de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

Maestro Carlos Fernando Angulo Parra, titular de la Uni-
dad de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.

Me refiero al oficio SEL/UEL/311/775/11, del 16 de mar-
zo de 2011, mediante el cual la Unidad de Enlace Legisla-
tivo de la Secretaría de Gobernación remite copia del pun-
to de acuerdo aprobado en la sesión celebrada el 15 de
marzo de 2011 por el pleno de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, cuyo resolutivo cito:

“Único. La Cámara de Diputados exhorta al Ejecutivo
federal para que, a través de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes, se formen mesas de negociación y
verificación de perjuicios para que sea resarcido el daño
provocado a las viviendas circundantes a la autopista
México-Pachuca en el tramo que atraviesa el municipio
de Ecatepec.” 

En atención a ello, me permito ofrecer la respuesta que, en
términos de lo establecido en el artículo 10 del Reglamen-
to Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes, obsequió el ingeniero José San Martín Romero, direc-
tor general de Desarrollo Carretero, mediante oficio
3.4.-900, de 23 de mayo de 2011, que se adjunta al presen-
te para los fines conducentes. 

Hago propicia la ocasión para enviarle un cordial saludo. 

Atentamente

México, DF, a 28 de noviembre de 2011.— Sofía Fernández del Casti-
llo Quintana (rúbrica), encargada de la Dirección General de Vincula-
ción.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

Doctor Francisco L. de Rosenzweig Mendialdua, coordi-
nador de asesores de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes.— Presente.

Me refiero a su atento oficio 1.103.-097/2011, mediante el
cual remite al ciudadano titular del ramo copia del punto de
acuerdo aprobado en la sesión celebrada el 15 de marzo de
2011 por el pleno de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, cuyos resolutivos cito: 

“Único. La Cámara de Diputados exhorta al Ejecutivo
federal para que, a través de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes, se formen mesas de negociación y
verificación de perjuicios para que sea resarcido el daño
provocado a las viviendas circundantes a la autopista
México-Pachuca en el tramo que atraviesa el municipio
de Ecatepec.” 

Sobre el particular me permito hacer de su superior cono-
cimiento que, mediante oficio signado por esta Dirección
General al presidente municipal por ministerio de ley de
Ecatepec de Morelos, estado de México, con numero de re-
ferencia 3.4.- 0874, del cual anexo copia para su atento co-
nocimiento, mediante el cual entre otros puntos, esta Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes comunica al
ciudadano presidente municipal, sobre el avance y atención
brindada a los inmuebles circundantes a las obras de mo-
dernización de la autopista en cuestión. 

No obstante, a fin de estar en posibilidad de desahogar el
compromiso derivado del punto de acuerdo de la Cámara
de Diputados, según lo refiere, se ha solicitado en el mis-
mo oficio de esta Dirección General, reunión de coordina-
ción y seguimiento al ciudadano presidente municipal, con
el objeto de tratar asuntos relativos a la autopista de refe-
rencia, en la cual se incluirá el tema de las viviendas cir-
cundantes. 

Aprovecho la ocasión para enviarle un cordial saludo.

Atentamente 

Ciudad de México, a 23 de mayo de 2011.— Ingeniero José San Mar-
tín Romero (rúbrica), director general.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

Licenciado Indalecio Ríos Velázquez, Presidente Munici-
pal por Ministerio de Ley de Ecatepec de Morelos, Estado
de México.

Como es de su atento conocimiento, el Fideicomiso de Au-
topistas y Puentes del Golfo Centro, como concesionaria



de la autopista México-Pachuca, por instrucciones de esta
Secretaría de Comunicaciones y Transportes (SCT), lleva a
cabo la ampliación y modernización del kilómetro 12+160
al 22+ 700 de la citada autopista, cuyas obras consisten en
la construcción de dos carriles adicionales por sentido, in-
cluyendo adecuaciones a estructuras y obras de drenaje. 

Sobre el particular, el ciudadano presidente municipal
constitucional de Ecatepec de Morelos presentó solicitud
para la atención de nueve puntos importantes relacionados
con dicha ampliación; al respecto y una vez analizados y
revisados en esta SCT los nueve temas en comento, me
permito hacer de su conocimiento que de acuerde a lo ins-
truido por el ciudadano titular del ramo se llegó a la con-
clusión de acuerdo a lo siguiente:

1. Protección a los inmuebles próximos a les obras que
pueden sufrir daños por los trabajos de ampliación: co-
mo resultado del dictamen técnico, de las 18 casas habi-
tación identificadas en nesgo de daño (por las condicio-
nes preexistentes de las mismas) en las inmediaciones
de la autopista, se tiene el siguiente avance; 8 demoli-
das, 0 en proceso de demolición, 10 en proceso de valo-
ración y 0 no ha sido posible su negociación. De 120 in-
muebles reportados con posibles afectaciones, se han
identificado 1.2 procedentes que han sufrido daños co-
mo consecuencia de las obras de ampliación de la auto-
pista. Se continúa con la revisión de los 102 restantes. 

Para 2 de los predios en riesgo de colapso de las 18 ca-
sas habitación identificadas con daños, se requiere el
apoyo de ese honorable ayuntamiento para obtener el
dictamen de la Dirección General de Protección Civil
Estatal ya que no ha sido posible negociación alguna pa-
ra proceder en consecuencia. 

2. Reubicación del paso inferior vehicular (PIV) San An-
drés, una vez analizadas varias alternativas propuestas en
función de la problemática técnica de cada una, se deter-
minó como alternativa definida la construcción de un pa-
so superior vehicular (PSV) en la ubicación actual (15 +
165), toda vez que para la construcción del PIV en el ki-
lómetro 15 + 300 se requeriría la liberación y afectación
del orden de 13.200 metros cuadrados incluyendo 15 ca-
sas habitación, vialidades en zona estatal y federal.

Se requerirá el apoyo de ese honorable ayuntamiento
para la gestión en obras inducidas y liberación de 2 pre-
dios del orden de 2.580 metros cuadrados para la cons-
trucción del PSV en el kilómetro 15 + 65. 

3. Ampliación de gálibos: de las 34 estructuras incluidas
en la ampliación y modernización del tramo carretero y
una vez conciliado con personal del honorable ayunta-
miento. 23 estructuras fueron mejoradas tanto en su sec-
ción vertical como horizontal. No obstante, una vez dic-
taminadas sus dimensiones en cuanto a las necesidades
de comunicación urbana, flujo vehicular y de vías de co-
municación municipal (vialidad principal; secundaria  y
de enlace), se cuenta con 9 estructuras (PSV) con gáli-
bos verticales de 4.5 a 5.5 metros que para casos excep-
cionales podrán ser utilizadas como enlaces a ambos la-
dos de la autopista, dichos pasos son los denominados;
Ejido Benito Juárez, Cuauhtémoc, 5 de Febrero, El Ga-
llo, La Palma, Bodegas, Santuario y San Carlos. 

Sobre el particular, se le comunica a ese honorable
ayuntamiento que las obras no serán modificadas debi-
do a que cumplen con los requerimientos propios de
modernización y ampliación de la citada autopista, ade-
más de que existen alternativas de circulación en la zo-
na en caso de necesitar el paso de vehículos con dimen-
siones extraordinarias. Se requiere el apoyo de ese
honorable ayuntamiento para hacer del conocimiento a
la comunidad sobre los enlaces para casos excepciona-
les. 

4. Construcción del paso superior vehicular (PSV) El
Jorobado conforme a lo acordado con autoridades mu-
nicipales y la mayoría de los vecinos, estas obras se en-
cuentran en proceso de construcción. Previo al inicio de
la construcción del PSV se comenzó la ejecución de las
obras que darán solución al drenaje pluvial en la zona
que son; la construcción del colector avenida Acueduc-
to, del colector avenida Chiapas, rehabilitación de la ca-
ja reguladora El Arenero, y la conclusión del colector
Kilómetro 19. 

5. Construcción de gaza de acceso a la autopista en la
zona del PSV Pemex. Para poder iniciar con la cons-
trucción de la gaza de incorporación a la autopista, el
Consejo de Participación Ciudadana del fraccionamien-
to Sánchez y Cia., presentó escrito el esta secretaría en
el que solicitan 12 temas a atender y 4 necesidades de
respuesta inmediata; previamente conciliado y acordado
con personal del honorable ayuntamiento y representan-
tes del Consejo, corresponde a esta SCT dar atención a
7 de los 12 temas solicitados y a 3 de las 4 respuestas in-
mediatas. Al respecto, hago de su conocimiento que los
7 temas están en proceso de atención y de las 3 respues-
tas inmediatas ya han sido atendidas. 
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Para el inicio de la construcción de dicha gaza· se re-
quiere el apoyo de ese honorable ayuntamiento para las
gestiones con los representantes del Consejo de Partici-
pación Ciudadana del fraccionamiento Sánchez y Cia.,
y permitir el inicio de los trabajos correspondientes co-
mo se acordó, así como para dar la atención de los 5 te-
mas restantes y que no corresponden a esta secretaría. 

6. Paraderos; se identificaron tres sitios para su ubicación
y construcción en ambos lados de la autopista, estos son
San Andrés (kilómetro 15 + 250 aproximadamente), Co-
atzochico (kilómetro 19 + 350 aproximadamente) y Mo-
relos (kilómetro 22 + 200 aproximadamente). Los dos
primeros se encuentran en proceso de revisión, mientras
que el paradero Morelos se encuentra construido en el
sentido de circulación Pachuca, próximo a ponerse en
operación.

Se solicita al honorable ayuntamiento la “no objeción”
en cuanto a su ubicación y el apoyo para la liberación
del derecho de vía. 

7. Construcción de barreras especiales de concreto re-
forzado para proteger contra posibles salidas de vehícu-
los por accidente: una vez conciliado y convenidos con
ese honorable ayuntamiento los sitios para la colocación
de 3,500 metros de barreras tipo New Jersey en las zo-
nas de colindancia con las casas habitación y que co-
rresponden a un nivel de seguridad TL-6 y que dicho
elemento esta validado por la Dirección General de Ser-
vicios Técnicos, a petición y solicitud del mismo perso-
nal del honorable ayuntamiento, por lo que se encuen-
tran en proceso de suministro e instalación dichas
barreras especiales de concreto. 

Asimismo, le informo que se inició la colocación de ta-
pajuntas (botaguas) en la primera semana del mes de
mayo. 

8. Colectores La Viga y Bugambilias: debido a que es-
tos colectores se encuentran fuera del derecho de vía de
la autopista, imposibilita a esta Secretaria realizar traba-
jos en los mismos. 

9. Repavimentación de calles destruidas: se identifica-
ron un total de 50 tramos de calles que requieren aten-
ción por el uso continuo de las mismas por los trabajos
de ampliación y modernización de la autopista, por lo
que a la fecha se han atendido y concluido trabajos en
13 tramos de calles dañadas, se trabaja en la rehabilita-

ción de 2 tramos adicionales y se encuentran pendientes
35 tramos de calles a atender, mismas que se ejecutarán
conforme se avance en las obras de ampliación y mo-
dernización de la autopista. 

Al respecto, agradeceré su apoyo e intervención a efec-
to de celebrar reuni6n de coordinación y seguimiento en
las oficinas de esta dirección general, con la participa-
ción de los representantes de las instancias citadas y per-
sonal a su digno cargo, con el objeto de tratar asuntos re-
lativos a las obras de la autopista de referencia, por lo
que se estará con la mayor disposición para efectuarse a
la brevedad posible. 

Aprovecho la ocasión para enviarle un cordial saludo. 

Atentamente

Ciudad de México, a 18 de mayo de 2011.— Ingeniero José San Mar-
tín Romero (rúbrica), director general.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
remite a la Comisión de Transportes, para su conoci-
miento.

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION 
PUBLICA FEDERAL - 

LEY GENERAL DE POBLACION

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, se aprobó dictamen de las Comisiones Uni-
das de Gobernación, y de Estudios Legislativos por el que
se desecha el proyecto de decreto que reformaba y adicio-
naba diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal y de la Ley General de Po-
blación. 

En consecuencia, para los efectos de lo dispuesto por la
fracción D) del artículo 72 constitucional, me permito de-
volver a ustedes el expediente respectivo. 



Atentamente

México, DF, a 29 de noviembre de 2011.— Senador Ricardo Francis-
co García Cervantes (rúbrica), vicepresidente.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a las Comisiones Unidas de Gobernación, de Rela-
ciones Exteriores y de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios, para dictamen.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, se aprobó dictamen de las Comisiones Uni-
das de Agricultura y Ganadería; y de Estudios Legislativos,
Segunda, por el que se desecha el proyecto de decreto por
el que se adicionaba un último párrafo al artículo 32 de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

En consecuencia, para los efectos de lo dispuesto en la
fracción D) del artículo 72 constitucional, me permito de-
volver a ustedes el expediente respectivo. 

Atentamente

México, DF, a 1o. de diciembre de 2011.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), vicepresidente.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Desarrollo Rural, para dictamen.

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTICULO 27 
CONSTITUCIONAL EN EL RAMO DEL PETROLEO -

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION 
PUBLICA FEDERAL - 

LEY DE PETROLEOS MEXICANOS - 
LEY DE LA COMISION NACIONAL

DE HIDROCARBUROS - LEY DE LA COMISION 
REGULADORA DE ENERGIA - LEY MINERA

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley Regla-
mentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Pe-
tróleo, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, de la Ley de Petróleos Mexicanos, de la Ley de la
Comisión Nacional de Hidrocarburos, de la Ley de la Co-
misión Reguladora de Energía y de la Ley Minera.

Atentamente 

México, DF, a 1o. de diciembre de 2011.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley
Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ra-
mo del Petróleo, de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, de la Ley de Petróleos Mexicanos,
de la Ley de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, de
la Ley de la Comisión Reguladora de Energía y de la
Ley Minera

Artículo Primero. Se reforman los párrafos tercero y cuar-
to del artículo 6o.; se adiciona un artículo 11 Bis; se refor-
ma el inciso b) y se adiciona el inciso m) del artículo 15; se
adicionan una fracción X y un nuevo párrafo segundo re-
corriéndose los demás y se reforma el actual párrafo cuar-
to del artículo 15 Bis, todos de la Ley Reglamentaria del
Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, para
quedar como sigue: 
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Artículo 6o. ...

…

Petróleos Mexicanos, sus organismos subsidiarios y sus
empresas podrán cogenerar energía eléctrica y vender sus
excedentes a la Comisión Federal de Electricidad, median-
te convenios. Dichos convenios podrán incluir asociacio-
nes de inversión en relación con los proyectos correspon-
dientes de cogeneración. 

En el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación,
se someterán a discusión, análisis, aprobación y modifica-
ción de la Cámara de Diputados los recursos destinados a
los proyectos de cogeneración de electricidad que Petróle-
os Mexicanos, los organismos subsidiarios y sus empresas
propongan ejecutar, los recursos y esquemas de inversión
pública con los que se pretendan llevar a cabo dichas obras,
así como la adquisición de los excedentes por parte de la
Comisión Federal de Electricidad, y en su caso, las asocia-
ciones de inversión con esta última entidad. 

Artículo 11 Bis. La Secretaría de Energía, la Comisión
Nacional de Hidrocarburos y la Comisión Reguladora de
Energía, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, de-
berán establecer la regulación a la quema y venteo de gas
bajo los principios de mejor aprovechamiento de los hidro-
carburos del país, así como de protección al medio am-
biente, conforme a lo siguiente: 

I. La Secretaría de Energía regulará en lo relativo a las
actividades de la industria petrolera establecidas en el
artículo 3 de esta Ley con excepción de lo señalado en
las fracciones II y III del presente artículo; 

II. La Comisión Nacional de Hidrocarburos regulará en
lo relativo a exploración y extracción de cada campo de
hidrocarburos. Esta regulación incluirá las actividades
de proceso, transporte y almacenamiento que se relacio-
nen directamente con las actividades de exploración y
extracción. 

La regulación establecerá límites mínimos de aprove-
chamiento del gas, los cuales serán obligatorios para Pe-
tróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios en los
plazos que se señalen, tomando en cuenta los trabajos e
inversiones necesarias para lograr el aprovechamiento
del gas correspondiente, y 

III. La Comisión Reguladora de Energía regulará en lo
relativo al transporte y distribución de gas que se reali-
ce por medio de duetos, así como los sistemas de alma-
cenamiento que se encuentran directamente vinculados
a los sistemas de transporte o distribución por ducto, o
que forman parte integral de las terminales de importa-
ción o distribución. 

Artículo 15. …
…

I. …

a) …

b) Reducir o evitar la quema o el venteo de gas, ob-
servando para ello la regulación que emitan, en el
ámbito de sus competencias, la Secretaría de Ener-
gía, la Comisión Nacional de Hidrocarburos y la Co-
misión Reguladora de Energía, en términos del artí-
culo 11 Bis de esta Ley; 

c) a e) ... 

II. ... 

III. ... 

a) a l) ... 

m) Reducir o evitar la quema o el venteo de gas, ob-
servando para ello la regulación que emita la Comi-
sión Reguladora de Energía, en términos del artícu-
lo 11 Bis de esta Ley. 

…
…

Artículo 15 Bis. ... 

I. a IX .... 

X. En el caso de que Petróleos Mexicanos incurra en in-
fracciones a esta Ley o a sus disposiciones reglamenta-
rias, las sanciones correspondientes deberán ser conmu-
tadas por un programa de inversión que asegure el
restablecimiento de las condiciones contempladas en el
marco regulatorio, siempre que se cumplan las dos si-
guientes condiciones: 



a) La Secretaría de Energía, la Comisión Nacional de
Hidrocarburos o la Comisión Reguladora de Energía
conforme a sus respectivas competencias aprueben el
programa de inversión correspondiente de Petróleos
Mexicanos, mediante el cual en un plazo determinado
se asegure el restablecimiento de las condiciones
contempladas en el marco regulatorio, y 

b) Que la autoridad competente autorice el presu-
puesto para el programa de inversión referido en el
inciso anterior, mismo que será de observancia obli-
gatoria. 

El incumplimiento al programa de inversión, referido en
los incisos anteriores, deberá ser sujeto de sanción en los
términos de las fracciones I a VI de este artículo con el
agravante de reincidencia. 

Previa solicitud de Pemex en la que se constate que el in-
cumplimiento se debió a causas ajenas a dicha entidad, la
instancia competente que hubiere autorizado el programa
de inversión considere, podrá autorizar a Pemex la presen-
tación de un programa de inversión modificado. 

En el caso de los servidores públicos de los organismos
descentralizados y las empresas de participación estatal
que integran la administración pública federal, las infrac-
ciones a esta Ley o a sus disposiciones reglamentarias
constituirán un incumplimiento a las obligaciones estable-
cidas en el artículo 8 de la Ley Federal de Responsabilida-
des Administrativas de los Servidores Públicos. 

…

Las demás violaciones a esta Ley y a sus disposiciones re-
glamentarias, se sancionarán con multa de mil a un millón
de veces el importe del salario mínimo, a juicio de la Se-
cretaría de Energía, la Comisión Nacional de Hidrocarbu-
ros o de la Comisión Reguladora de Energía, según corres-
ponda a sus atribuciones, las que tomarán en cuenta para
fijar su monto la gravedad de la infracción. 

…

…

…

…

Artículo Segundo. Se reforma la fracción X y se adiciona
un párrafo a la fracción XXII del artículo 33 de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, para quedar
como sigue: 

Artículo 33. A la Secretaría de Energía corresponde el des-
pacho de los siguientes asuntos: 

I. a IX. …  

X. Promover el ahorro de energía, establecer en el sec-
tor energético regulaciones en materia de eficiencia
energética y control de emisiones de gases de efecto in-
vernadero y, en su caso, expedir normas oficiales mexi-
canas como parte de la regulación. 

Realizar y apoyar estudios e investigaciones sobre aho-
rro de energía, eficiencia energética y control de emi-
siones de efecto invernadero en el sector energético, in-
cluyendo el análisis de estructuras productivas, costos,
proyectos, mercados, precios y tarifas, activos, procedi-
mientos, reglas, normas y demás aspectos relacionados; 

XI. a XXI. ...

XXII. Ordenar que se realicen visitas de inspección a
las instalaciones de los órganos, organismos y empresas
del sector, y, en general, a toda persona física o moral
que realice cualquiera de las actividades a que se refie-
re la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional
en el Ramo del Petróleo. 

En el cumplimiento de sus tareas de inspección, en el
caso de los organismos descentralizados y las empresas
de participación estatal que integran la administración
pública federal, la Secretaría podrá instruirles la contra-
tación de auditorías técnicas externas mediante la emi-
sión de disposiciones administrativas. Dichas disposi-
ciones establecerán los requisitos que deben cumplir los
contratistas de tales auditorías, así como los alcances de
las mismas; 

XXIII. a XXV .... 

Artículo Tercero. Se reforma el párrafo tercero del artícu-
lo 3o.; se reforman las fracciones III y VIII, Y se adiciona
una nueva fracción XV recorriéndose la actual para pasar a
ser fracción XVI del artículo 31, todos de la Ley de Petró-
leos Mexicanos, para quedar como sigue: 
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Artículo 3o. ... 

…

Petróleos Mexicanos, sus organismos subsidiarios y sus
empresas podrán cogenerar energía eléctrica y vender sus
excedentes a la Comisión Federal de Electricidad, median-
te convenio. Dichos convenios podrán incluir asociaciones
de inversión en relación con los proyectos correspondien-
tes de cogeneración. 

Artículo 31. En adición a lo establecido en la Ley Federal
de las Entidades Paraestatales, el Director General de Pe-
tróleos Mexicanos tendrá las siguientes atribuciones: 

I. a II. … 

III. Formular y presentar, para autorización del Conse-
jo de Administración, el plan de negocios y el programa
operativo y financiero anual de trabajo, en los que: se
comprometan metas de desempeño con base en las me-
jores prácticas de la industria petrolera; y se contemplen
los programas de inversión para el mejor aprovecha-
miento de los hidrocarburos del país, así como para la
reducción de la quema y venteo de gas, en observancia
de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional
en el Ramo del Petróleo; 

IV. a VII. …

VIII. Proponer la aplicación de medidas en la industria
petrolera para el desarrollo tecnológico y para asegurar
la calidad de sus productos, así como para elevar la efi-
ciencia energética y reducir las emisiones de gases de
efecto invernadero; 

IX. a XIV. …

XV. Informar al Consejo de Administración, así como a
los Comités competentes, de cualquier incumplimiento
a las disposiciones de la Ley Reglamentaria del Artícu-
lo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo que le se-
an notificadas por las autoridades correspondientes, y 

XVI. Las demás que se prevean en el Estatuto Orgánico
de Petróleos Mexicanos y otros ordenamientos jurídicos
aplicables. 

Artículo Transitorio 
del Artículo Tercero del Decreto 

Único. Petróleos Mexicanos deberá presentar al Congreso
de la Unión, en el plazo de un año a partir de la entrada en
vigor del presente decreto, un programa de trabajo de man-
tenimiento e inversiones, con metas calendarizadas, para
elevar la eficiencia energética del Sistema Nacional de Re-
finación. Dicho programa deberá contar con la previa apro-
bación de la Secretaría de Energía. 

Artículo Cuarto. Se reforma el inciso f) del artículo 3o.; y
se adiciona una nueva fracción XIV al artículo 4o. reco-
rriéndose la numeración de las siguientes fracciones, todos
de la Ley de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, para
quedar como sigue: 

Artículo 3o. Para la consecución de su· objeto, la Comi-
sión Nacional de Hidrocarburos deberá apegarse estricta-
mente a la política de hidrocarburos, a la Estrategia Nacio-
nal de Energía y a los programas que emita la Secretaría de
Energía y ejercerá sus funciones, procurando que los pro-
yectos de exploración y extracción de Petróleos Mexicanos
y de sus organismos subsidiarios se realicen con arreglo a
las siguientes bases: 

a) a e) …

f) La reducción al mínimo de la quema y venteo de gas
en los trabajos de exploración y extracción de hidrocar-
buros, así como en el almacenamiento y transporte que
se relacionen directamente con las actividades de explo-
ración y extracción, observando las bases anteriormente
señaladas. 

Artículo 4o. Corresponde a la Comisión Nacional de Hi-
drocarburos, lo siguiente: 

I. a XIII. …

XIV. En el cumplimiento de sus tareas de supervisión,
inspección, verificación y certificación, la Comisión po-
drá instruir a Petróleos Mexicanos la contratación de au-
ditorías técnicas externas mediante la emisión de dispo-
siciones técnicas. Dichas disposiciones establecerán los
requisitos que deben cumplir los contratistas de tales au-
ditorías, así como los alcances de las mismas; 



XV. Realizar las visitas de inspección que le solicite la
Secretaría de Energía, entregándole el informe corres-
pondiente; 

XVI. Emitir opinión sobre la asignación o cancelación
de asignación de áreas para fines de exploración y ex-
plotación petrolíferas a que se refiere el artículo 50 de la
Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el
Ramo del Petróleo; 

XVII. Opinar sobre los permisos para el reconocimien-
to y la exploración superficial a efecto de investigar sus
posibilidades petrolíferas, en términos de lo dispuesto
por el artículo 70 de la Ley Reglamentaria invocada en
la fracción anterior. 

XVIII. Proponer a la Secretaría de Energía el estableci-
miento de zonas de reservas petroleras para los efectos
del artículo 80 de la Ley referida en las dos fracciones
anteriores; 

XIX. Expedir las normas oficiales mexicanas del ámbi-
to de su competencia, en los términos de la Ley Federal
de Metrología y Normalización;

XX. Supervisar, verificar, vigilar e inspeccionar la apli-
cación y el cumplimiento de las normas oficiales mexi-
canas que en la materia de su competencia se expidan; 

XXI. Evaluar la conformidad de las normas oficiales
mexicanas relativas a las materias de su ámbito de apli-
cación, y aprobar a las personas acreditadas para la eva-
luación; 

XXII. Establecer y llevar un Registro Petrolero, que se-
rá público, en el que por lo menos deberán inscribirse: 

a) Sus resoluciones y acuerdos. 

b) Los dictámenes, disposiciones y normas que ex-
pida. 

c) Los convenios, contratos y actos jurídicos que de-
ban constar en el Registro. 

d) Los Decretos de ocupación provisional, de ocu-
paron definitiva o de expropiación de terrenos que se
requieran para la industria petrolera, que obren en el
Catastro Petrolero. 

e) Las asignaciones de áreas para los efectos del ar-
tículo 5o de la Ley Reglamentaria del Artículo 27
Constitucional en el Ramo del Petróleo, que obren
en el Catastro Petrolero. 

f) Los Decretos Presidenciales que establecen zonas
de reservas petroleras, que incorporan o desincorpo-
ran terrenos a las mismas, que obren en el Catastro
Petrolero, y  

g) Los demás documentos que señalen otros ordena-
mientos. 

XXIII. Instaurar, tramitar y resolver los procedimientos
administrativos de toda índole, que con motivo de sus
atribuciones se promuevan; 

XXIV. Determinar las violaciones a las disposiciones y
normatividad técnica y que emita, tomando las medidas
conducentes para corregirlas; 

XXV. Nombrar y remover a su Secretario Ejecutivo y a
los servidores públicos de mandos superiores conforme
a su reglamento; 

XXVI. Planear, programar, organizar, controlar y eva-
luar sus funciones y actividades; 

XXVII. Aprobar su anteproyecto presupuesto anual; 

XXVIII. Aprobar la contratación de servicios de con-
sultorías, asesorías, estudios e investigaciones, requeri-
dos para sus actividades; 

XXIX. Expedir su Reglamento Interno, y 

XXX. Las demás que le confieran esta Ley, su Regla-
mento y otros ordenamientos aplicables. 

Artículo Quinto. Se reforma la fracción VIII y se adicio-
na un párrafo a la fracción XIX del artículo 3o. de la Ley
de la Comisión Reguladora de Energía, para quedar como
sigue: 

Artículo 3o. Para el cumplimiento de su objeto, la Comi-
sión tendrá las atribuciones siguientes: 

I. a VII. ...
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VIII. Aprobar y expedir los términos y condiciones a
que deberá sujetarse la prestación de los servicios de
transporte; almacenamiento y distribución, a que se re-
fieren las fracciones VI y VII del artículo 2 de esta Ley,
incluyendo el control del venteo de gas a la atmósfera en
los términos del artículo 11 Bis de la Ley Reglamenta-
ria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petró-
leo;

IX. a XVIII. … 

XIX. Ordenar visitas de verificación, requerir la presen-
tación de información y citar a comparecer a las perso-
nas que realicen actividades reguladas, a fin de supervi-
sar y vigilar, en el ámbito de su competencia, el
cumplimiento de las disposiciones jurídicas aplicables a
las actividades reguladas. 

En el cumplimiento de sus tareas de verificación, en el
caso de los organismos descentralizados y las empresas
de participación estatal que integran la administración
pública federal, la Comisión podrá instruirles la contra-
tación de auditorías técnicas externas mediante la emi-
sión de disposiciones administrativas. Dichas disposi-
ciones establecerán los requisitos que deben cumplir los
contratistas de tales auditorías, así como los alcances de
las mismas; 

XX. a XXII. …

Artículo Transitorio 
del Artículo Quinto del Decreto

Único. La Secretaría de Energía deberá presentar al Con-
greso de la Unión, en el plazo de seis meses a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, un estudio de la Co-
misión Reguladora de Energía de las fugas de gas a la at-
mósfera en la prestación de los servicios de transporte, al-
macenamiento y distribución que la Comisión regula, así
como de la normatividad que se requiere expedir para evi-
tarla. 

Artículo Sexto. Se reforma la fracción XIII del artículo 19
de la Ley Minera, para quedar como sigue: 

Artículo 19. …

I. a XII. …

XIII. Obtener el permiso de la Secretaría de Energía pa-
ra la recuperación y el aprovechamiento de gas asocia-
do a los yacimientos de carbón mineral, conocido como
gas grisú. El aprovechamiento puede darse de tres ma-
neras: el autoconsumo, la entrega a Petróleos Mexicanos
o a la Comisión Federal de Electricidad y la generación
de electricidad como productores independientes, en tér-
minos de la Ley del Servicio Público de Energía Eléc-
trica. En el caso del autoconsumo dependiendo de la
forma en que se dé éste se sujetará a lo dispuesto en las
leyes correspondientes. 

a) ... 

b) Para el caso del transporte y servicio de entrega
del gas asociado a los yacimientos de carbón mine-
ral, conocido como gas grisú, a Petróleos Mexicanos
o a la Comisión Federal de Electricidad, será nece-
saria la celebración de un contrato en los términos de
las disposiciones administrativas que fije la Secreta-
ría de Energía. 

c) ...

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará vigor el día de su publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 1o. de diciembre de 2011.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rú-
brica), vicepresidente; senadora Ludivina Menchaca Castellanos (rú-
brica), secretaria.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a las Comisiones Unidas de Gobernación, de Ener-
gía y de Economía, para dictamen.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION 
Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.



Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 31 de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos. 

Atentamente 

México, DF, a 1o. de diciembre de 2011.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se reforma el artículo 31 de la Ley General
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos. 

Artículo Único. Se reforma la fracción V del artículo 31 de
la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los
Residuos para quedar como sigue: 

Artículo 31. Estarán sujetos a un plan de manejo los si-
guientes residuos peligrosos y los productos usados, cadu-
cos, retirados del comercio o que se desechen y que estén
clasificados como tales en la norma oficial mexicana co-
rrespondiente: 

I. a IV. … 

V. Pilas o baterías eléctricas que contengan litio, níquel,
mercurio, cadmio, manganeso, plomo o zinc; 

VI. a XV. … 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Segundo. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales realizará las modificaciones necesarias en la nor-
ma oficial mexicana correspondiente y demás disposicio-
nes que considere aplicables a fin de adecuarlo al conteni-
do del presente decreto. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 1o. de diciembre de 2011.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rú-

brica), vicepresidente; senadora Ludivina Menchaca Castellanos (rú-
brica), secretaria.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, para dictamen.

ARTICULOS 61, 111 Y 112 CONSTITUCIONALES

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a us-
tedes expediente que contiene proyecto de decreto por el
que se adicionan, reforman y derogan diversas disposicio-
nes de los artículos 61, 111 y 112 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos. 

Atentamente 

México, DF, a 1o. de diciembre de 2011.— Senador Francisco Arroyo
Vieyra (rúbrica), Vicepresidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Senadores.— México, DF.

Proyecto de Decreto 

Por el que se adicionan, reforman y derogan diversas
disposiciones de los artículos 61, 111 y 112 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se adicionan los párrafos segundo, terce-
ro, cuarto y quinto, recorriéndose en su orden los demás en
el artículo 111; se reforman el primer y segundo párrafo del
artículo 61, los párrafos primero, segundo, cuarto, quinto,
sexto recorriéndose a undécimo, séptimo recorriéndose a
noveno, y octavo recorriéndose a décimo del artículo 111;
así como el primer párrafo del artículo 112; y se derogan el
tercer párrafo del artículo 111; y el segundo párrafo del ar-
tículo 112; todos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 
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Artículo 61. Los diputados y senadores son inviolables por
las opiniones que manifiesten durante el tiempo en el que
desempeñen sus cargos, y jamás podrán ser reconvenidos,
procesados ni juzgados por ellas. 

El Presidente de cada Cámara velará por el respeto de la in-
munidad constitucional de los miembros de la misma y por
la inviolabilidad del recinto parlamentario. 

Artículo 111. Los diputados y senadores del Congreso de
la Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, los magistrados de la Sala Superior del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación, los conseje-
ros de la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho,
los diputados de la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el Procurador
General de la República y el Procurador General de Justi-
cia del Distrito Federal, así como el consejero Presidente y
los consejeros electorales del Consejo General del Institu-
to Federal Electoral, gozan de inmunidad y, por tanto, no
podrán ser privados de su libertad durante el tiempo en que
ejerzan su cargo. Sin embargo, servidores públicos podrán
ser sujetos de proceso penal, de conformidad con lo dis-
puesto en este artículo. 

Cuando exista presunta responsabilidad penal por parte de
alguno de los servidores públicos señalados en el párrafo
anterior, y una vez que se ejerza la acción penal por el titu-
lar del Ministerio Público correspondiente, el juez de la
causa determinará si ha lugar a la expedición del auto de
vinculación a proceso penal. 

En tanto se lleve a cabo el proceso penal, el servidor pú-
blico podrá seguir en su cargo. Las medidas cautelares que
el juez determine no podrán consistir en privación, restric-
ción o limitación de la libertad. 

El auto de vinculación a proceso podrá ser recurrido direc-
ta y exclusivamente ante el Pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, la cual dictará la resolución corres-
pondiente con carácter de inatacable. 

Cuando el juez de la causa dicte sentencia condenatoria de
primera instancia, el mismo juez solicitará desde luego a la
Cámara de Diputados el retiro de la inmunidad para el
efecto de que el sentenciado cese en sus funciones y quede
a disposición de la autoridad correspondiente. En la Cáma-
ra de Diputados no se producirá dictamen previo alguno y
ésta resolverá con el voto de la mayoría absoluta de sus
miembros presentes sobre el pedimento judicial dentro de

los diez días hábiles a partir de la presentación del mismo
y con audiencia del servidor público. En los recesos del
Congreso de la Unión, la Comisión Permanente convocará
de inmediato a sesión extraordinaria de la Cámara de Di-
putados, la que deberá reunirse dentro del mismo plazo. 

Si la resolución de la Cámara fuese negativa se mantendrá
la inmunidad del sentenciado, pero ello no será obstáculo
para que una vez concluido el ejercicio del cargo, las auto-
ridades procedan conforme a la ley. 

El Presidente de la República goza de inmunidad y, por lo
que a éste toca, se aplicará la misma norma y el mismo pro-
cedimiento, pero la Cámara de Diputados obrará como cá-
mara de origen para resolver sobre el pedido judicial y el
Senado será cámara revisora, la cual adoptará su decisión
dentro de los diez días hábiles a partir de que hubiera reci-
bido el proyecto de retiro de la inmunidad de parte de la
Cámara de Diputados. Para que el Senado apruebe el reti-
ro de la inmunidad y la separación del cargo es necesaria
una mayoría de las dos terceras partes de sus integrantes
presentes. En los recesos del Congreso de la Unión, la Co-
misión Permanente convocará de inmediato a sesiones ex-
traordinarias en cuanto reciba la solicitud judicial. 

Por lo que toca a los Gobernadores de los Estados, Diputa-
dos Locales de los mismos, Magistrados de los Tribunales
Superiores de Justicia de los Estados y, en su caso, los
miembros de los Consejos de las Judicaturas Locales, ma-
gistrados electorales e integrantes de los órganos superio-
res de dirección de los organismos electorales de las enti-
dades federativas, quienes también gozan de inmunidad,
cuando alguno de ellos sea sometido a un proceso penal
por la comisión de delitos federales, se procederá de la
misma forma, pero la resolución de la Cámara de Diputa-
dos se comunicará a la correspondiente legislatura local pa-
ra que la autoridad competente de la entidad federativa to-
me la resolución sobre el retiro de la inmunidad del
sentenciado. 

Si la sentencia fuera condenatoria y si se tratara de un de-
lito cometido durante el ejercicio de su encargo, no se con-
cederá al sentenciado la gracia del indulto. 

En sentencias del orden civil que se dicten contra cualquier
servidor público no se requerirá el retiro de la inmunidad. 

Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras del Con-
greso de la Unión son inatacables. Tampoco procederá nin-
guna suspensión judicial o parlamentaria contra la realiza-



ción y desarrollo de las sesiones en que las cámaras voten
sobre el retiro de la inmunidad. 

Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo dis-
puesto en la legislación penal, y tratándose de delitos por cu-
ya comisión el autor obtenga un beneficio económico o cau-
se daños o perjuicios patrimoniales, deberán graduarse de
acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de satisfa-
cer los daños y perjuicios causados por su conducta ilícita. 

Las sanciones económicas no podrán exceder de tres tantos
de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios cau-
sados. 

Artículo 112. No se requerirá el retiro de la inmunidad
cuando alguno de los servidores públicos a que hace refe-
rencia el primer párrafo del artículo 111 de esta Constitu-
ción hubiera sido sometido a proceso penal durante el tiem-
po en que se encuentre separado de su encargo. En este
caso, una vez dictado el auto de vinculación a proceso pe-
nal no podrá recobrarse la inmunidad. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF,
a 1o. de diciembre de 2011.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rú-
brica), vicepresidente; senadora Ludivina Menchaca Castellanos (rú-
brica), secretaria.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Puntos Constitucionales, para
dictamen.

CODIGO PENAL FEDERAL

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Escudo.— LXII Legislatura del Honorable Congreso del
Estado de Chihuahua.

Congreso de Chihuahua, con proyecto de decreto que de-
roga la fracción VIII del artículo 387 y adiciona el 390 Bis
y 390 Ter del Código Penal Federal

Diputado Emilio Chuayffet Chemor, Presidente de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión.

Para su conocimiento y los efectos conducentes, le remito
copia del acuerdo número 269/2011 I P.O., así como del
dictamen que le dio origen, por medio del cual esta hono-
rable soberanía envía al honorable Congreso de la Unión la
iniciativa con proyecto de decreto, por medio de la cual se
propone derogar la fracción VIII del artículo 387 y adicio-
nar dentro del Título Vigésimo, denominado “De los Deli-
tos en Contra de las Personas en su Patrimonio”, un Capí-
tulo III Ter, denominado “Usura”, con los artículos 390 Bis
y 390 Ter, todos del Código Penal Federal.

Sin otro particular de momento, le reitero a usted la segu-
ridad de mi atenta y distinguida consideración.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Chihuahua, Chihuahua, a 6 de octubre de 2011.— Diputado Gabriel
Humberto Sepúlveda Reyes, Presidente del honorable Congreso del
Estado.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado de Chihuahua.— Secretaría.

Acuerdo número 269/2011 I P.O.

La Sexagésima Tercera Legislatura del honorable Con-
greso del estado de Chihuahua, Reunida en su primer
periodo ordinario de sesiones, dentro del segundo año
de ejercicio constitucional

Acuerda

Primero. Enviar al honorable Congreso de la Unión la ini-
ciativa con proyecto de decreto, por medio de la cual se
propone derogar la fracción VIII del artículo 387 y adicio-
nar dentro del Título Vigésimo, denominado “De los Deli-
tos en Contra de las Personas en su Patrimonio”, un Capí-
tulo III Ter, denominado “Usura”, con los artículos 390 Bis
y 390 Ter, todos del Código Penal Federal, para quedar en
los siguientes términos:

Capítulo III Ter
Usura

Artículo 390 Bis. Se aplicará prisión de seis meses a
ocho años y multa de sesenta a ciento veinte veces el sa-
lario, a quien mediante convenios, documentos, o de
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cualquier otra forma, estipule comisiones, réditos o lu-
cros usurarios.

El monto de la reparación del daño será, por lo menos,
igual a la desproporción de la ventaja económica obte-
nida, o de los intereses devengados en exceso, o de am-
bos según el caso.

Artículo 390 Ter. Además de las sanciones anteriores, la
prisión se aumentará de seis meses a cuatro años:

I. A quien pretenda hacer o haga efectivos los instru-
mentos a que se refiere el artículo anterior, alterados
o no.

II. A quien realice en forma permanente o por más
de tres veces cualesquiera de las transacciones des-
critas y omita consignarlas en registros contables.

III. A quien disimule o encubra el interés o lucro me-
diante títulos de crédito o cualquier otro documento,
si no media otra causa que justifique su existencia.

Para los efectos de los artículos que anteceden, se en-
tenderá que las comisiones, réditos y lucros son usura-
rios si su importe global, anualizado, excede de sesenta
por ciento del valor real que el sujeto pasivo haya reci-
bido con motivo de la transacción de la que derive la ga-
nancia. Para valorar este porcentaje se aplicará, en su
caso, la legislación supletoria que corresponda.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Remítase copia del presente acuerdo, así como
del dictamen que le dio origen, al honorable Congreso de
la Unión, para su conocimiento y los efectos a que haya lu-
gar.

Dado en el salón de sesiones del Poder Legislativo, en la ciudad de
Chihuahua, Chihuahua, a los seis días del mes de octubre del año dos
mil once.— Diputado Gabriel Humberto Sepúlveda Reyes (rúbrica),
presidente; diputado Jaime Beltrán del Río (rúbrica), secretario; dipu-
tado Gloria Guadalupe Rodríguez González (rúbrica), secretaria.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Justicia, para dictamen.

ESTADO DE OAXACA - ESTADO DE CHIAPAS

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Bicentenario de la Independencia.— Centenario de la Re-
volución.— LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.—
Junta de Coordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que se
exhorta a los gobiernos federal, de Oaxaca y de Chiapas a
realizar acciones coordinadas para conciliar y resolver el
conflicto agrario y de límites existente entre las comunida-
des de los Chimalapas, Oaxaca, y Cintalapa, Chiapas

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, hace suya la proposición con punto de acuerdo
relativa a la materia objeto del presente, que sustenta el
diputado Heliodoro Díaz Escárraga, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, por
lo que se somete a consideración del pleno el siguiente

Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al gobierno federal, a tra-
vés de las Secretarías de Gobernación, de Reforma Agraria
y de Medio Ambiente y Recursos Naturales, así como a los
gobiernos de los estados de Oaxaca y Chiapas, para que,
coordinadamente, realicen todas las acciones que sean ne-
cesarias para conciliar y resolver, a la brevedad, el conflic-
to agrario y de límites que existe entre las comunidades de
Los Chimalapas, Oaxaca, y Cintalapa, Chiapas.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al gobierno federal, a tra-
vés de las Secretarías de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación y de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para que revise exhaustivamente los
permisos, concesiones y/o autorizaciones de explotación
forestal que pudieran haber expedido a favor de ejidos, co-
munidades o particulares en la zona en conflicto, entre Los
Chimalapas, Oaxaca, y Cintalapa, Chiapas y, en su caso,
para que las revoque o suspenda, en tanto es posible resol-
ver el conflicto agrario y de límites que en ésta se presen-
ta.

Tercero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a los gobiernos de los es-



tados de Chiapas y Oaxaca para que realicen todas las ac-
ciones a su alcance para evitar el clima de violencia en la
zona y ayudar a la solución definitiva del conflicto entre
Los Chimalapas, Oaxaca, y Cintalapa, Chiapas.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de noviembre de
2011.— Diputado Armando Ríos Piter (rúbrica), Presidente y Coordi-
nador del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrá-
tica; Diputado Francisco Rojas Gutiérrez (rúbrica p.a.), Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido del Partido Revolucionario Insti-
tucional; Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña (rúbrica p.a.), Co-
ordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Dipu-
tado Juan José Guerra Abud (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México; Diputado Pe-
dro Vázquez González (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamenta-
rio del Partido del Trabajo; Diputado Jorge Kahwagi Macari (rúbrica),
Coordinador del Grupo Parlamentario Nueva Alianza; Diputado Pedro
Jiménez León (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne el uso de la palabra, hasta por tres minutos, el diputado
Heliodoro Díaz Escárraga.

El diputado Heliodoro Carlos Díaz Escárraga: Con su
permiso, señor presidente. Señoras y señores diputados,
Santa María y San Miguel Chimalapas, los Chimalapas,
son dos comunidades indígenas oaxaqueñas ubicadas en el
istmo de Tehuantepec, desde hace más de seis décadas y
por defectos en la dotación de tierras, derivados de resolu-
ciones presidenciales, éstas enfrentan con el municipio de
Cintalapa, Chiapas, graves conflictos agrarios; los Chima-
lapas mantienen una disputa histórica por la posesión de 41
mil hectáreas de tierra dotada a ejidos de ambas entidades
federativas.

Este conflicto en diversas ocasiones ha derivado en violen-
cia, que hoy puede recrudecerse y provocar la pérdida de
vidas humanas; urge, por tanto, utilizar todos los medios
disponibles para atajar la confrontación y resolver median-
te el diálogo la conciliación y la aplicación de la ley este di-
ferendo.

Por eso en nada ayudan las actitudes de ciego nacionalis-
mo y de parcialidad autoritaria del gobierno chiapaneco,
que ha asumido en torno al tema.

Un ejemplo de esa conducta es la creación del municipio
de Belisario Domínguez, decretado por el Congreso de
Chiapas, con asignación de un territorio en disputa que se

encuentra bajo el análisis de la ley y la indefinición; esa de-
terminación, sin duda, constituye un acto de provocación,
que asimismo atenta en contra de la constitucionalidad y la
legalidad, principios que debieran ser observados por toda
autoridad; un acto antitético a la serenidad, a la prudencia,
el tacto y el ánimo conciliador que debieran regir al tratar
un asunto tan delicado y tan complejo.

Estudiosos del conflicto en y de los Chimalapas atribuyen
sui géneris y desarrollo a la explotación irracional y con fi-
nes mercantiles de los bosques de madera tropicales de al-
ta calidad por empresarios chiapanecos, por una parte, y a
la defensa de los indígenas oaxaqueños a su entorno, a su
biodiversidad y a lo que consideran su patrimonio y medio
de vida, por otra parte.

Los Chimalapas, en este caso, considero que el asunto de-
be ser analizado y resuelto por órganos imparciales e inde-
pendientes, con apego a la normatividad agraria y en su ca-
so, a la constitucional con las armas de la experiencia de
los recursos presupuestales disponibles de la mediación y
del convencimiento.

No podemos permitir que un conflicto de esta naturaleza
provoque enfrentamientos entre hermanos y estados limí-
trofes; por eso pido que este punto de acuerdo, que ha asu-
mido la Junta de Coordinación Política, se asuma de ma-
nera afirmativa por todos ustedes. Es cuanto, señor
presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
se encuentra suficientemente discutido el acuerdo.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asam-
blea en votación económica si se encuentra suficientemen-
te discutido el acuerdo. Las diputadas y los diputados que
estén por la afirmativa favor de manifestarlo. Quienes es-
tén por la negativa favor de manifestarlo. Mayoría por la
afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. Consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se aprueba.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asam-
blea en votación económica si se aprueba el acuerdo. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa favor
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de manifestarlo. Quienes están por la negativa favor de
manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado. Comuníquese. Adelante con los puntos de
acuerdo.

ESTADO DE SONORA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con el artículo 76, fracción IV del Reglamen-
to de la Cámara, tiene la palabra, por cinco minutos, el
diputado Víctor Manuel Castro Cosío, del Grupo Parla-
mentario del PRD, para presentar proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a diversas autoridades esta-
tales y federales para que respeten el Estado de derecho, en
el marco de la disputa por la construcción del Acueducto
Independencia, en Sonora.

El diputado Víctor Manuel Castro Cosío: Compañeras y
compañeros, es una exposición muy precisa la que quere-
mos hacer sobre la construcción del acueducto, que pone
en riesgo el agua del Valle del Yaqui, afectando diversas
poblaciones que se encuentran en este importante valle
agrícola de nuestro país, particularmente en el municipio
de Cajeme hay una controversia jurídica por el uso del
agua de este valle.

La construcción del acueducto Hermosillo-Valle del Yaqui
ha sido en dos ocasiones amparada y se ha detenido esta
obra; sin embargo, las autoridades estatales mantienen el
criterio de continuarla, pasando por encima de la ley.

Este asunto es un asunto controvertido que ha generado, no
sólo en la población de Sonora, sino en todo el país, la par-
te legal, jurídica, en la que nosotros, nuestra fracción, plan-
tea con toda claridad que se respete el Estado de derecho,
que se respeten los amparos para que esta obra se detenga
y se defina con toda prontitud el carácter, la importancia y
la trascendencia que tiene para la población del Valle del
Yaqui y la de Hermosillo.

Hemos insistido que el gobierno del estado respete el dere-
cho, respete lo que las autoridades jurídicas, judiciales han
establecido para que esta obra se detenga. No ha sido así;
por lo tanto, exhortamos a las autoridades locales y federa-

les para que se respete este acuerdo judicial, en donde la
obra no debe de continuar.

Hay, en el estado de Sonora particularmente, un proyecto
que no pone en riesgo el agua del Valle del Yaqui, que es
de salar el agua; fue detenido, no construido este proyecto
y hay esta importante controversia.

Llamamos a las autoridades de Sonora y a las autoridades
federales a respetar la ley y evitar que se siga construyen-
do este acueducto para que el Valle del Yaqui no sufra las
consecuencias de una obra que ha sido sumamente contro-
vertida; cuando menos exigimos que haya voluntad de las
autoridades estatales y federales para que esta obra sea de-
tenida de manera inmediata.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades federales y estatales a respetar el esta-
do de derecho en la disputa por la construcción del Acue-
ducto Independencia, en Sonora, a cargo de la diputada
Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parlamentario del
PRD

Quienes suscriben, diputados federales Claudia Edith Ana-
ya Mota y Rogelio Manuel Díaz Brown Ramsburgh, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática y del Partido Revolucionario Institucional, respecti-
vamente, de la LXI Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos
6, numeral 1, fracción I, 79, numeral 2, fracciones I, III, IV
y V, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten
a consideración del pleno la siguiente proposición con pun-
tos de acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

El Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejerci-
cio Fiscal 2011,1 publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 7 de diciembre de 2010, estableció en el artícu-
lo vigésimo tercero lo siguiente:  

Vigésimo Tercero. La liberación de los recursos públicos
que en cualquier modalidad han sido aprobados en el
presente decreto para la realización de la obra “Acue-
ducto Independencia”, con la finalidad de llevar agua de
la presa Plutarco Elías Calles, “El Novillo”, a la Ciudad de
Hermosillo, Sonora, deberá contar con el proyecto eje-
cutivo correspondiente y la autorización previa y reso-
lución favorable por parte de las autoridades compe-
tentes, que en su caso apliquen en materia de:



A) Evaluación del impacto ambiental;

B) Manifestación de impacto regulatorio;

C) Prevención, mitigación y compensación de los daños
a la ecología y al medio ambiente en términos de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente; y

D) El estudio geológico autorizado por las autoridades
correspondientes.

Por otro lado, deberá acreditar ante las autoridades fe-
derales correspondientes el cumplimiento de los requisi-
tos legalmente establecidos para la realización de la obra
y que cuenta con los títulos de posesión de los derechos
de vía de paso que correspondan para la misma.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público le asignó 400
millones de pesos. De acuerdo con la Secretaria de Medio
Ambiente y Recursos Naturales la obra tendrá un costo to-
tal de 3 mil 800 millones de pesos. 

Por su parte, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, en el artículo 51, párrafo cuarto, estable-
ce:

Artículo 51. La Tesorería de la Federación, por sí y a
través de sus diversas oficinas, efectuará los cobros y
los pagos correspondientes a las dependencias.

…

El Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría, po-
drá disponer que los fondos y pagos correspondientes a
las entidades, se manejen, temporal o permanentemente
de manera centralizada en la Tesorería de la Federación.
Asimismo, podrá suspender, diferir o determinar re-
ducciones en la ministración de los recursos, cuando
las dependencias y entidades no cumplan con las dispo-
siciones de esta Ley y el Reglamento o se presenten si-
tuaciones supervenientes que puedan afectar negati-
vamente la estabilidad financiera, reportando al
respecto en los informes trimestrales.

Señalamos lo anterior, en virtud de que el gobierno del es-
tado de Sonora, encabezado por Guillermo Padrés, recibió
recursos de la federación para la construcción del Acue-
ducto Independencia, y de acuerdo con la juez octavo de
distrito, María del Rosario Alcántara Trujillo, con sede en

Ciudad Obregón, Sonora, la obra dejaría a los agricultores
del municipio de Cajeme sin agua para el desarrollo de la
agricultura, lo que generaría desempleo, migración y au-
mento en los niveles de pobreza de la región. 

La juez ordenó resolución definitiva para suspender la
construcción del Acueducto Independencia, con el cual se
pretendía dotar a los habitantes de Hermosillo de 75 millo-
nes de metros cúbicos anuales de agua proveniente de los
municipios de Soyopa y San Pedro de la Cueva. Obra de
130 kilómetros de longitud entre la presa El Novillo y la
capital sonorense

La resolución obedece a que desde el catorce de marzo el
Gobernador Guillermo Padrés Elías se encuentra en des-
acato de suspensión provisional que prohibía continuar los
trabajos de construcción del acueducto, dictada por la mis-
ma juez el pasado treinta y uno de agosto. 

La juez María del Rosario Alcántara Trujillo2 resolvió or-
denar de inmediato al fondo de operación de obras del So-
nora Sí, suspender los trabajos de la mencionada obra y dio
vista al agente del ministerio público federal “para que ha-
ga valer lo que a su representación corresponda”, e inicie
una averiguación previa contra las autoridades. 

La decisión de la juez3 implica frenar los trabajos, ya que
queda sin efecto la licitación de la obra que se anunció el 6
de octubre de 2010 y en la cual se adjudica su construcción
a un consorcio de 16 empresas sonorenses. Además, un
acuerdo publicado el 24 de mayo por el juzgado octavo de
distrito solicita a la mencionada autoridad encargada de la
obra que gire instrucciones a quien corresponda a fin de dar
cabal cumplimiento al anterior ordenamiento.

A pesar de todo lo anterior, y desde entonces, el presidente
de la República, la Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales y la Comisión Nacional del Agua, por razo-
nes político-partidarias  y distantes de la ley, se pronuncia-
ron y se comprometieron con la conclusión de la obra.

Por su parte, el presidente de la República, Felipe Calderón
Hinojosa, el 11 de marzo de este año, en reunión con sec-
tores productivos en el Centro Cultural Musas, señaló que
la obra, es una acción “necesaria y urgente”,4 asimismo,
aseveró estar convencido de que el trasvase de agua entre
cuencas dentro del propio estado de Sonora no daña a na-
die y se comprometió a continuar apoyando  al Sonora SI
–que es el Fondo de Operación de Obras estatal.
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El pasado jueves 20 de octubre5 el secretario de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, Juan Rafael Elvira Quesa-
da, en el foro internacional Desde lo local, aseguró que los
recursos financieros para concluir la construcción del
Acueducto Independencia están garantizados, cuando la
obra presenta un avance del 50 por ciento, señalo que en el
caso del agua, sí se puede transferir las concesiones de un
ámbito agrícola o industrial, hacia un ámbito del uso pú-
blico municipal” sin embargo, y con respecto a la  situación
legal del proyecto del Acueducto, el Secretario no emitió
comentario alguno

A su vez, el director general de la Comisión Nacional del
Agua, José Luis Luege Tamargo, en comunicado de prensa
071-11,6 de fecha 3 de octubre de 2011, informó que la
construcción del Acueducto Independencia lleva un avance
de 45 por ciento, que la construcción es un asunto de segu-
ridad nacional y reitero el apoyo financiero al gobierno pa-
nista de Sonora.

El Director detalló que se continúa con la construcción de
caminos para el traslado de maquinaria, equipos y materia-
les, así como de zanjas para la instalación de la línea de
conducción de agua y que La obra se acredita con el re-
gistro en la cartera de proyectos de la Unidad de Inver-
siones de la SHCP, número 1016B040002, y se encuen-
tra inscrita dentro de los programas y proyectos de
inversión del proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación de 2012, lo cual lo que significa que la canti-
dad de recursos en el 2012 se realizará, a pesar de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y el
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2012 y del juicio en curso. 

Lo anterior demuestra que la obra es prioridad para los go-
biernos federal y estatal panistas acosta del Poder judicial
estatal y de los legítimos intereses de los habitantes de los
municipios del sur del estado.

La obra continua bajo el argumento de que el agua debía
utilizarse de forma prioritaria para el consumo humano y
las extracciones de la presa El Novillo no pondrían en ries-
go la actividad agrícola.

La resolución, ya lo anunció el gobierno del Estado, será
combatida en  la segunda instancia de un tribunal colegia-
do, donde el gobierno presume estar seguro de que ganará
el proceso judicial, al demostrar que constitucionalmente el
agua debe usarse de forma prioritaria para el consumo hu-

mano de acuerdo con lo estipulado en la Constitución Me-
xicana.

Lo anterior, se encuentra fuera de tiempo jurídico, ya que
la reforma constitucional del derecho humano al agua y a
un ambiente sano el Senado de la República lo aprobó y lo
turnó el 29 de septiembre del presente a revisión al Consti-
tuyente Reformador que representan los congresos de los
estados, lo cual lo hace un argumento notoriamente in-
aceptable. 

Cabe destacar que la obra contempla tres etapas, que son
preparación del sitio –levantamiento topográfico, manio-
bras de acarreo, entre otras–; la construcción –tendido de
tubería, excavación y varios procesos más–; y la operación
y mantenimiento –con la extracción de agua de la presa, la
conducción, etcétera. 

La obra fue licitada a favor de Exploraciones Mineras del
Desierto, SA de CV;7 con registro federal de contribuyen-
tes EMD-950206-SRA; domicilio Del Cobre s/n, 95, Par-
que Industrial, Hermosillo, Sonora, CP 83290; giro u obje-
to social de la empresa: construcción de obras civiles,
arrendamiento y venta de maquinaria y equipo. Cuenta con
empresas asociadas: Representante Exploraciones Mineras
del Desierto, SA de CV, Samuel Fraijo Flores. Mezquite
Construcciones, SA de CV, Francisco López Contreras. Te-
rracerías, Construcciones y Vías Férreas, SA de CV, Mi-
guel Ángel Ayala Guerrero. Constructora Miramar, SA de
CV, Fernando Gutiérrez López. Inmobiliaria Carlos Alber-
to, SA de CV, Fernando Gutiérrez Cohen. Tecnoasfaltos y
Terracerías, SA de CV, Alberto Mendívil Baranzini. Pro-
yectos y Consultorías del Desierto, SA de CV, Carlos Al-
fonso Peñúñuri Soto. Gluyas Construcciones, SA de CV,
Marcos Francisco Gluyas Solórzano. Constructora Trax,
SA de CV, Jesús Roberto Sitten Ayala. La Azteca Cons-
trucciones y Urbanizaciones, SA de CV, José María Galle-
gos Campoy. Grupo Krene, SA de CV, Vernon Pérez Rubio
Artee. Afel Constructores, SA de CV, Vernon Pérez Rubio
Artee. Desarrollos Tecnológicos del Noroeste, SA de CV,
Martín Alberto Flores Huerta. CSI Ingenieros México, SA
de CV, Juan Ángel Cameto Umpierrez. Acuícola del Des-
ierto, SA de CV, Armando Fraijo Flores. Proyectos y Su-
pervisión JH Romero, SA de CV, Jesús Heriberto Romero
Feliz. La licitación, de acuerdo con la juez Alcatara Truji-
llo, es ilegal y se ordenó su reposición.

Como sostenemos, esta obra se llevará a cabo por sobre lo
que sea necesario. 



En abono a nuestro argumento central, el 4 de febrero de
este año se desarrollo una consulta pública sobre el Acue-
ducto Independencia8 en la ciudad de Hermosillo, entre las
45 personas que se apuntaron para presentar una ponencia
en la reunión destaca que lo dicho por los académicos de la
Universidad de Sonora, la Universidad Nacional Autóno-
ma de México, El Colegio de Sonora, el Instituto Nacional
de Antropología e Historia, El Instituto Tecnológico de So-
nora y el Centro mexicano del Derecho Ambiental, señala-
ron que el manifiesto de impacto ambiental presentado por
el gobierno de Sonora requiere una notable transforma-
ción para que se toquen temas no contemplados en el
actual documento, como son los efectos ecológicos que
tendrá en la flora y fauna de las cuencas de origen y desti-
no del agua; las consecuencias para las comunidades de
la zona proveedora de agua; el efecto que podría tener el
cambio climático en el suministro de agua; la existencia o
no de zonas arqueológicas por donde pasará el proyecto,
sobre todo porque existen indicios de que esto es posible;
el consumo y disponibilidad de agua en Hermosillo y su
zona costera como solución alterna a la problemática de
abasto para el consumo humano; cuáles serán los efectos
sociales, económicos y de salud en la población de Her-
mosillo y Obregón por estas obra; la evaluación total so-
bre el proyecto y no de efectos fragmentarios como es la
construcción de un tubo. Todas estas observaciones y
otras sobre el manifiesto del impacto ambiental permiten
sostener que la conclusión razonable es que este proyecto
en su estado actual, no ha demostrado tener los ele-
mentos necesarios para poder ser aprobado.

El asunto, materia de la presente proposición, ya también
lo está atendiendo el Congreso del estado, a través de la
Comisión de Vigilancia del Congreso del Estado, la cual
aprobó se audite a la Secretaría de Hacienda, la Comisión
Estatal del Agua y otras dependencias involucradas en la
compra de derechos de uso de agua en Huásabas y Grana-
dos, a fin de verificar que el procedimiento haya sido ape-
gado a la legalidad.

Dicha solicitud de auditoría surge a raíz de una denuncia
presentada por ejidatarios del Valle del Yaqui, quienes so-
licitaron se investigue el uso de recursos públicos estatales
para la compra de derechos caducos de agua para el acue-
ducto Novillo, según se desprende de un dictamen de la
Comisión Nacional del Agua.

No cabe duda, el gobernador Padrés se encuentra en rebel-
día toda vez de que en resolución al proceso de amparo

promovido bajo el expediente 865/2010, no se ha detenido
la obra. 

Cabe recordar que ya hay una solicitud ante la Procuradu-
ría General República para que haga valer lo que a su re-
presentación corresponda e inicie una averiguación previa
contra las autoridades por los hechos aquí descritos.

Las promociones en contra de la obra han sido presentadas
por el Movimiento Ciudadano por el Agua, integrado por
productores agrícolas y empresarios del Valle del Yaqui,
enclavado en el sur de Sonora.

La respuesta al Movimiento de las autoridades estatales y
federales, a la defensa de sus derechos, es que la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes9 presentó una denuncia
penal contra los opositores a la construcción del Acueduc-
to Independencia, quienes el martes 6 de septiembre blo-
quearon la carretera federal 15 México-Nogales, en el po-
blado de Vícam, municipio de Guaymas.

Esta Cámara no pude estar al margen del uso indebido de
los recursos públicos federales, debe, por el contrario, estar
al pendiente del riesgo que corren los dineros del erario pú-
blico en obras sujetas a juicios. 

Ya que como autoridades, las federales y estatales, juraron
guardar y hacer guardar la Constitución, en términos del
artículo 128:

Artículo 128. Todo funcionario público, sin excepción
alguna, antes de tomar posesión de su encargo, presta-
rá la protesta de guardar la Constitución y las leyes
que de ella emanen.

Y con lo expuesto, las autoridades en comento faltan a lo
dispuesto en el artículo 134 constitucional: 

Artículo 134. Los recursos económicos de que dispon-
gan la Federación, los estados, los municipios, el Distri-
to Federal y los órganos político-administrativos de sus
demarcaciones territoriales, se administrarán con efi-
ciencia, eficacia, economía, transparencia y honra-
dez para satisfacer los objetivos a los que estén destina-
dos.

Esta Cámara se debe de pronunciar por la prevalencia del
Mn el caso del Acueducto Independencia, en Hermosillo,
Sonora, y en las actuaciones de autoridades panistas de los
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ámbitos federal y estatal, así como por la no partidización
del dinero público, que sólo dejan beneficio al partido en
turno en el ejecutivo estatal.

El pasado 3 de noviembre  para cumplir la resolución or-
denada vía exhorto por la titular del juzgado octavo de dis-
trito con sede en Ciudad Obregón, Rosario Alcántar Truji-
llo, poco antes del mediodía el personal de la judicatura
federal, con el apoyo de dos agentes del Ministerio Públi-
co de la Federación  más de una docena de elementos de la
Policía Federal y de la Procuraduría General de la Repú-
blica, se apersonaron en diferentes puntos de la obra para
ordenar a operadores de maquinaria detener los trabajos
que se venían realizando. Sin embargo la suspensión solo
duró unas  horas y actualmente los trabajos de la obra pro-
siguen.

El pasado martes 8 de los corrientes, una vez más el presi-
dente de la República, Felipe Calderón Hinojosa, el expre-
só aquí su apoyo a la construcción del acueducto El Novi-
llo-Hermosillo que lleva a cabo el gobierno estatal, que
encabeza el panista Guillermo Padrés Elías. El presidente,
señalo que “vamos a seguirle recio”, indicó el mandatario
en alusión a la obra, misma que un juez de distrito ordenó
detener al resolver a favor de los quejosos usuarios del dis-
trito de riego 041 del Valle del Yaqui un amparo contra di-
cha construcción hidráulica.

Por lo expuesto, se somete a consideración de esta honora-
ble asamblea la siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión hace un llamado al gobernador constitucio-
nal del estado de Sonora a que instruya al director del or-
ganismo público descentralizado del gobierno de Sonora
denominado “Fondo de Operación de Obras Sonora Si”, a
que acate el mandato judicial de suspensión de la obra
“Acueducto Independencia”, hasta en tanto no haya una re-
solución definitiva.

Segundo. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal a man-
tenerse al margen, por conducto de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales y de la Comisión Nacional
del Agua, del litigio entre el estado de Sonora e integrantes
del Movimiento Ciudadano por el Agua por la construcción
de la obra “Acueducto Independencia”.

Tercero. La Cámara de Diputados solicita a la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público suspender las ministracio-
nes pendientes de transferir a la obra “Acueducto Indepen-
dencia” establecida en el artículo vigésimo tercero transi-
torio el decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2011, en virtud del procedi-
miento judicial en curso.

Cuarto. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes a desistirse de la denun-
cia penal en contra los opositores a la construcción del
Acueducto Independencia, quienes bloquearon la carretera
federal 15 México-Nogales, en el poblado de Vícam, mu-
nicipio de Guaymas, Sonora.

Quinto. La Cámara de Diputados exhorta a la Procuradu-
ría General de la República a realizar las investigaciones
sobre el desacato del gobernador de Sonora y, en su caso,
dar vista a esta Cámara para procesar lo que en derecho co-
rresponda.

Notas:

1 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

2 http://www.cronica.com.mx/nota.php?id_nota=581016, 26 de mayo
de 2011

3 http://www.eluniversal.com.mx/estados/79863.html

4 http://www.diariodesonora.com.mx/nota/3436

5 http://www.noticiasmegavision.com/seccion-sonora/15571-los-re-
cursos-financieros-para-concluir-la-construccion-del-acueducto-inde-
pendencia-estan-garantizados.html

6
http://www.conagua.gob.mx/OCNO07/NotaP/Comunicado%20de%2
0Prensa%20071.pdf

7
http://www.elimparcial.com/EdicionImpresa/ejemplaresanteriores/Bus
quedaEjemplares.asp?numnota=865019&fecha=11/10/2010

8 http://foroson.com.mx/post/2011/02/04/Consulta-publica-sobre-el-
Acueducto-Independencia-La-obra-tendria-que-esperar.aspx

9 http://www.jornada.unam.mx/2011/09/08/estados/035n1est



Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de noviembre de 2011.— Di-
putados: Claudia Edith Anaya Mota, Rogelio Manuel Díaz Brown
Ramsburgh (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Para
los efectos del artículo 100 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, consulte la Secretaría a la asamblea, en vo-
tación económica, si se considera de urgente resolución.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asam-
blea en votación económica si se considera de urgente re-
solución el acuerdo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la afirmativa favor de manifestarlo. Las diputadas y
los diputados que estén por la negativa favor de manifes-
tarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
considera de urgente resolución. De conformidad con el ar-
tículo 113, numeral 1, fracción I del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, se han registrado para hablar sobre el
tema las siguientes diputadas y diputados: diputado Gerar-
do Fernández Noroña, del Partido del Trabajo, hasta por
tres minutos.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Muchas gracias, diputado presidente. Compañeros diputa-
dos, compañeras diputadas, desde el año pasado —si mal
no recuerdo—, compañeros diputados del PRI, dentro de
ellos el compañero Pompa, varios de la fracción de Sono-
ra, en el momento que se discutió el presupuesto plantea-
ron este tema y comentaron que no deberían autorizarse re-
cursos para la realización de ese acueducto; quedó un
candado ahí para que no se usara, más que bajo ciertas con-
diciones y no fue respetado, la construcción del acueducto
se continuó, que está dejando o busca dejar sin agua al Va-
lle del Yaqui, un valle muy próspero y además, está gene-
rado un negocio de pingües ganancias.

Se ha vuelto ya una costumbre en Conagua de hacer obras
públicas entregado a particulares, que se convierten en ne-
gocios más que rentables; está el propio caso en Hidalgo,
en esta zona donde se opusieron a un basurero tóxico, Zi-
mapán y después encontraron ahí un muy importante ori-
gen de agua, que está yendo a Querétaro a un acueducto
que se privatizó, en un año recuperan la inversión los par-
ticulares y dejaron sin agua a la gente de Zimapán. Lo mis-
mo se está planteando para el Valle del Yaqui.

La verdad es que es, sin duda, un problema serio el abasto
de agua en varias ciudades y Hermosillo no es la excep-
ción, pero no es llevándose el agua del Valle del Yaqui co-
mo se va a resolver este problema.

Se ha planteado la construcción de desalinizadoras para
abastecer de agua a la ciudad de Hermosillo, que tiene un
costo importante, pero no tiene los efectos devastadores
que la construcción del acueducto generaría para toda la
gente del Valle del Yaqui.

Además, la propia gente de la zona, las etnias que ahí tie-
nen su tierra original han estado oponiéndose con toda fir-
meza a la realización de esta obra.

Por estas razones, nosotros no debemos permitir que conti-
núe este atropello y sumo mi voz al planteamiento que ha
hecho aquí el compañero Víctor Castro, en el sentido de
que no se realice esta obra, de que se generen salidas dife-
rentes para el abasto de agua a la ciudad de Hermosillo, y
que se pare el negocio que está queriendo hacer el gober-
nador del estado, en detrimento de los habitantes de esta
zona, además agrícola, muy próspera, como lo es el Valle
del Yaqui; por su no atención, muchas gracias, compañeros
diputados y compañeras diputadas.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra el diputado Leonardo Artu-
ro Guillén Medina, del Partido Acción Nacional, hasta por
tres minutos.

El diputado Leonardo Arturo Guillén Medina: Gracias,
diputado presidente. Agradezco aquí el interés que se ma-
nifiesta por el estado de Sonora, pero llamo a los compa-
ñeros diputados a que estemos informados.

Su servidor es de San Luis Río Colorado, de Sonora; soy
orgullosamente sonorense, y este proyecto de Sonora Sí,
que contempla las obras del Acueducto Independencia,
presa Los Pilares y distintas obras en el proyecto que solu-
cionará el problema de suministro y distribución de agua
potable, es un proyecto muy ambicioso.

Vemos con bastante preocupación, que mientras ciudades
tan importantes como la Ciudad de México viven y se des-
arrollan por la generosidad que hay entre las distintas enti-
dades federativas que lo rodean, nos quieran limitar a los
sonorenses de poder tener agua; no sé qué sería de esta ciu-
dad si no se trae el agua de los estados que están colindan-
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do con el Distrito Federal; no sé qué sería de Baja Califor-
nia, si el agua del Río Colorado no se distribuye entre las
distintas ciudades, específicamente ciudades hermanas, co-
mo Mexicali, comparten el agua que es de la nación —hay
que aclararlo— con la ciudad de Tijuana, donde se vive un
problema de abastecimiento de agua.

Aquí el problema —se los digo de frente—, es un proble-
ma de algunos que están en esa banca final, que se oponen
al desarrollo de Sonora, que le apuestan a los problemas
entre los sonorenses y esto no se debe permitir.

El año pasado esta presa, en la que hoy se quiere distribuir
de mejor manera el agua en Sonora, se tuvo que abrir y des-
perdiciar el agua que Hermosillo requería para ocho años,
¿por qué? Porque aquí nos oponemos; constantemente en
esta Cámara de Diputados se ha procurado ponerle trabas a
esta obra.

Se los digo muy claro, así como no dudo de la autonomía
del Poder Legislativo, no hay que dudar de la autonomía
del Poder Judicial; si el Poder Judicial, en una sentencia
definitiva llega al punto a determinar, a resolver que hay
indicaciones, que hay causas, que hay argumentos para
prohibir la realización de esta obra, dejémosle esa tarea al
Poder Judicial, pero no politicemos aquí una obra que va a
ser de beneficio para todos los sonorenses.

No limitemos —todos los demás, que son de otras partes
del país— el desarrollo de una sociedad, de una población,
que lo único que quiere es tener el vital líquido para sobre-
vivir.

En meses anteriores, en semanas anteriores se ha discutido
en esta Cámara —termino, presidente, porque es un tema
importante—, en semanas anteriores se ha discutido aquí el
derecho constitucional —si no, preguntémosle a los inte-
grantes de la Comisión respectiva—, el derecho constitu-
cional a tener agua, a que los mexicanos tengamos agua, y
hoy ustedes aquí quieren negarle el derecho al agua a los
sonorenses; estamos totalmente en contra, y totalmente a
favor de que en Sonora se respete el Estado de derecho, pe-
ro se respete la autonomía de todos los Poderes. Es cuanto,
diputado presidente, muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, señor diputado. Tiene la palabra el diputado
José Luis Marcos León Perea, hasta por tres minutos.

El diputado José Luis Marcos León Perea: Con su per-
miso, señor presidente. Qué bonito es venir a gritar aquí y
decir puras mentiras; nosotros no estamos en contra, los di-
putados federales del PRI en Sonora no estamos en contra
de que Hermosillo no tenga agua; primero, se tienen que
corregir las fugas que existen en Hermosillo, que son un 40
por ciento de fugas; segundo, existen otras fuentes donde
podemos obtener agua cerca de Hermosillo, sin perjudicar
al agua que está por el sur de Sonora.

Mi postura es a favor, porque hemos sido participantes di-
rectos en el problema, defendiendo el agua, que no alcanza.

Sin embargo, el problema no solamente es el agua, sino tam-
bién un tema ecológico, social y de justicia, y es la justicia a
la que el gobernador Guillermo Padrés Elías —y lo digo con
todas las palabras: Guillermo Padrés Elías—, pretende elu-
dir desacatando las instrucciones de una juez federal, quien
otorgó primero una suspensión provisional desde antes de li-
citar la obra y que en agosto de este año se dio la suspensión
definitiva; para todas estas acciones, el gobernador Padrés,
en un claro desprecio a las leyes que juró cumplir y hacer
cumplir cuando tomó protesta, ha repetido que nadie va a pa-
rar la construcción del Acueducto Independencia, como si
viviéramos en un Estado sin derecho.

El año pasado, en esta misma tribuna, subió el diputado Dí-
az Brown, poniendo un exhorto para que se cumpliera con
todos los requisitos legales para otorgarle 400 millones de
pesos del Presupuesto de 2011, y a pesar de no cumplir con
el clausulado, el Ejecutivo federal, por medio de una de las
instancias, soslayó lo que aquí firmamos en consenso. Ade-
más, de manera extraordinaria la Secretaría de Hacienda le
otorgó 952 millones de pesos adicionales.

Con lo anterior, el gobernador de Sonora, en contubernio
con el gobierno federal, se burla también de este Poder con
su irrestricto apoyo al desacato.

No podemos permitir que se burle de dos de los tres Pode-
res que constituyen el Estado mexicano; Padrés está en cla-
ro desacato y el presidente Calderón lo avala y lo encubre.

Como si esto fuera poco, en Sonora el clima que ha des-
pertado este gobierno en desacato ya va más allá de lo
preocupante; empresarios hostigados; notarios públicos
amenazados; ciudadanos auditados e inspeccionados sis-
temáticamente, así como una amenaza anónima de muer-
te a la juez que lleva el caso, y que le iban a entregar a sus
hijos en pedazos.



Por esto mismo, y además de pedir lo que mi compañera
diputada Claudia Anaya expuso desde esta tribuna, le exi-
jo al gobierno de Sonora que cese con las intimidaciones,
porque esa manera de gobernar no va acorde con el espíri-
tu democrático que debe prevalecer en este país. Es cuan-
to, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Consulte la Secretaría a la asamblea si se en-
cuentra suficientemente discutido. Señor diputado Guillén,
¿quiere formularle una pregunta al orador? ¿La acepta?

El diputado José Luis Marcos León Perea: No, no acep-
to, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Está
bien. Consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentra
suficientemente discutido.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Por instrucciones de la Presidencia, se consulta a la asam-
blea en votación económica si se encuentra suficientemen-
te discutido el punto de acuerdo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la afirmativa favor de manifestarlo.
Quienes estén por la negativa favor de manifestarlo. Ma-
yoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. Para los efectos del artículo 113,
numeral 1, fracción III del Reglamento, se pide a la Secre-
taría dé lectura al punto de acuerdo.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Proposición con punto de acuerdo.

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión hace un llamado al ciudadano gobernador
constitucional del estado de Sonora, a que instruya al di-
rector del organismo público descentralizado del gobierno
del estado de Sonora, denominado Fondo de Operación de
Obra Sonora Sí, a que acate el mandato judicial de suspen-
sión de la obra Acueducto Independencia, hasta en tanto no
haya resolución definitiva.

Segundo. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal a man-
tenerse al margen, por conducto de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales y la Comisión Nacional
del Agua, del litigio entre el estado de Sonora e integrantes
del Movimiento Ciudadano por el Agua, por la construc-
ción de la obra Acueducto Independencia.

Tercero. La Cámara de Diputados solicita a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público suspender las ministraciones
pendientes de transferir la obra Acueducto Independencia
establecida en el artículo vigésimo tercero transitorio del
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2011, en virtud del procedimiento judi-
cial en curso.

Cuarto. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes a desistirse de la denuncia
penal en contra los opositores a la construcción del Acue-
ducto Independencia, quienes bloquearon la carretera fede-
ral 15 México-Nogales, en el poblado de Vícam, municipio
de Guaymas, Sonora.

Quinto. La Cámara de Diputados exhorta a la Procuraduría
General de la República a realizar las investigaciones sobre
el desacato del gobernador de Sonora y en su caso, dar vis-
ta a esta Cámara para procesar lo que en derecho corres-
ponda. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Pido
a la Secretaría abrir el sistema electrónico, por tres minu-
tos, para proceder a la votación del punto de acuerdo.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, hasta por tres minutos, para proceder a
la votación.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia da la más cordial bienvenida a la Cámara de
Diputados a estudiantes de primaria del Instituto San Agus-
tín, del Distrito Federal, invitados por la diputada María del
Carmen Guzmán Lozano.

Hace lo propio con alumnos de la licenciatura en Derecho
de las universidades Albert Einstein e Insurgentes, ambas
del municipio de Chalco, estado de México, invitados por
el diputado Eduardo Yáñez Montaño. Sean todos ustedes
bienvenidos.

Diputado Téllez.

El diputado Ignacio Téllez González (desde la curul):
Gracias, presidente. Sólo agradecerle mucho el que el día
viernes haya usted hecho un llamado al presidente de la

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 201155



Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados56

Comisión del Trabajo para que pueda cumplir con lo esta-
blecido en el Reglamento; le agradezco mucho la atención
que le dio a la solicitud de un servidor.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Ciérrese el sistema electrónico. Señor presidente, tenemos
207 votos a favor, 104 en contra y 5 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado. Comuníquese.

SEGURIDAD BINACIONAL MEXICO - 
ESTADOS UNIDOS DE AMERICA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con el artículo 76, fracción IV del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, tiene la palabra el diputado
Carlos Cruz Martínez, del Grupo Parlamentario del PRD,
para presentar proposición con punto de acuerdo por el que
se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores para que
transmita al gobierno de los Estados Unidos de América el
enérgico rechazo que hace esta soberanía para todas las
operaciones realizadas en territorio mexicano. Hará uso de
la palabra, hasta por cinco minutos.

El diputado Marcos Carlos Cruz Martínez: Como pro-
movente de este punto de acuerdo, voy a darles a conocer
las siguientes consideraciones:

Primero. El pasado 1o. de noviembre el subprocurador nor-
teamericano de Justicia, Lanny Breuer, reconoció que en el
2006, en el gobierno de George Bush y a través de la Agen-
cia de Alcohol, Tabaco, Armas de Fuego y Explosivos, se
permitió la entrada ilegal a México de 500 armas de asal-
to, como parte de la operación Receptor Abierto, y que és-
tas se suman a las 2 mil 500 de la operación Rápido y Fu-
rioso del 2009, del gobierno de Barack Obama.

Segundo. En una audiencia senatorial, el director de la Di-
visión Anticrimen del Departamento de Justicia estadouni-
dense, reconoció que el 70 por ciento de las 94 mil armas
recuperadas en México, en los últimos 5 años, tienen su
origen en las armerías de Estados Unidos de América y que
éstas se han convertido en la principal fuente de suministro
para los grupos delictivos, principalmente del cártel de Si-
naloa. Lo que significa que más de 65 mil armas ingresa-
ron ilegalmente al territorio mexicano con el aval del go-
bierno norteamericano.

Tercera. Esta actitud del gobierno norteamericano puede
considerarse injerencista y desestabilizadora, porque ha
contribuido a incrementar el poder de fuego de los grupos
criminales que han rebasado en algunas regiones al Estado
mexicano; el mismo Eric Holder, procurador de los Esta-
dos Unidos de América, lamentó ante el Senado norteame-
ricano que los efectos de Rápido y Furioso se sentirán du-
rante muchos años, al continuar apareciendo en escenas de
crímenes las armas contrabandeadas.

Detrás de estas acciones se encuentran los intereses de la
industria armamentista, representada por la Asociación Na-
cional del Rifle, la cual ha forzado al gobierno estadouni-
dense a no renovar la prohibición de la venta de armas de
asalto que espiró en el 2004. Después del 2004 México se
llenó de armamento terrible, flamante y de fácil acceso.

Al acabar con la prohibición de armas de asalto la Asocia-
ción Nacional del Rifle, consiguió un gran negocio en
nuestro territorio a costa de articular y armar a los grupos
criminales en México.

Cuarta. Hasta julio de 2011 la revista Zeta había documen-
tando 50 mil asesinatos conectados al crimen organizado;
éste es el precio que México ha pagado en sangre para tra-
tar de evitar que las drogas lleguen a suelo norteamericano;
entre estas vidas se cuentan las de los oficiales de la DEA,
asesinados en San Luis Potosí, que se perpetraron con ar-
mas contrabandeadas con el aval de los Estados Unidos de
América.

Quinto. El día 4 de noviembre del presente año se divulgó
un informe de la Agencia para el Control de Alcohol, Ta-
bacos, Armas de Fuego y Explosivos de los Estados Uni-
dos de América, donde se reporta una reunión realizada el
16 de noviembre de 2007, entre el entonces titular de la
PGR, Eduardo Medina Mora y Michael Mukasey, fiscal
general de los Estados Unidos de América durante el go-
bierno de George Bush, en la que se analizó y formalizó
una entrega controlada de armas introducidas a México pa-
ra detectar bandas de narcotráfico.

De resultar cierta esta información, estaríamos ante un gra-
ve caso de responsabilidad política, que afectó la goberna-
bilidad y la estabilidad del país por las malas decisiones to-
madas por los funcionarios de la PGR.

Sexta. Recientemente el New York Times difundió un re-
portaje en el que deja al descubierto la participación de la
DEA en el lavado de millones de dólares; según el reporta-



je, al igual que con la operación Rápido y Furioso, ahora la
DEA ha emprendido operaciones encubiertas para facilitar
el trasiego de millones de dólares ilegales para después la-
varlos en Estados Unidos de América y depositarlos en las
cuentas bancarias de los capos de la droga.

Séptima. Ante estos hechos que lastiman la dignidad na-
cional y que vulneran nuestra soberanía, la respuesta de la
diplomacia mexicana ha sido sumisa y vergonzosa; la Se-
cretaría de Gobernación ha sido omisa ante estos hechos —
finalizo, presidente—, que afectan la gobernabilidad y la
estabilidad interna.

De igual manera, la PGR debería emprender una investiga-
ción para fincar responsabilidad a los funcionarios, 10 fun-
cionarios que se extralimitaron en sus funciones.

Por las anteriores consideraciones me permito proponer el
siguiente punto de acuerdo de urgente resolución.

Primero. Se exhorta al titular del Poder Ejecutivo para que
a través de la Secretaría de Relaciones Exteriores trasmita
al gobierno de los Estados Unidos de América el enérgico
rechazo que hace esta soberanía por todas las operaciones
realizadas en territorio mexicano, que en materia de segu-
ridad binacional se desarrollen al margen de mecanismos
de cooperación bilateral para el combate al narcotráfico y a
la delincuencia organizada. Gracias, presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SRE a transmitir al gobierno estadounidense el enérgico
rechazo de esta soberanía a las operaciones de seguridad bi-
nacional realizadas en territorio mexicano al margen de ins-
trumentos de cooperación bilateral para combatir el narco-
tráfico y la delincuencia organizada, a cargo del diputado
Marcos Carlos Cruz Martínez, del Grupo Parlamentario del
PRD

El que suscribe, Marcos Carlos Cruz Martínez, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 6 y 79, numeral 2,
del Reglamento de la Cámara de Diputados presenta a con-
sideración de esta soberanía proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El 1 de noviembre del presente año, el Departa-
mento de Justicia de Estados Unidos, a través del subpro-
curador de Justicia Lanny Breuer reconoció que desde
2006, en el gobierno del ex presidente George Bush y a tra-

vés de la Agencia de Alcohol, Tabaco, Armas de Fuego y
Explosivos, se permitió la entrada ilegal en México de 500
armas de asalto, como parte de la operación oficial Recep-
tor Abierto, y que éstas se suman a las 2 mil 500 que se han
confirmado con la operación Rápido y Furioso, de 2009, en
el gobierno de Barack Obama.

Segunda. En audiencia senatorial el martes pasado, el di-
rector de la división anticrimen del Departamento de Justi-
cia estadounidense reconoció que 70 por ciento de las más
de 94 mil armas recuperadas en México en los últimos 5
años tiene su origen en las armerías de Estados Unidos y que
éstas se han convertido en la principal fuente de suministro
para armar a los cárteles delictivos. Eso significa que más de
65 mil armas ingresaron ilegalmente en territorio mexicano,
con el aval y la complacencia de aquel gobierno.

Tercera. En la actualidad, el Ejército Mexicano cuenta con
alrededor de 198 mil elementos activos, lo que significa
que con este contrabando de armas estadounidenses se ha-
bría dotado de un arma a 33 por ciento de los soldados del
Ejército Nacional.

Cuarta. Esta actitud del gobierno estadounidense puede
considerarse de injerencia y desestabilización porque ha
contribuido a incrementar el poder de fuego de los grupos
criminales que han rebasado en algunas regiones al Estado
mexicano.

Detrás de estas acciones se encuentran los intereses de la
poderosa industria armamentista, representada por la Aso-
ciación Nacional del Rifle, la cual ha forzado al gobierno
estadounidense a no renovar la prohibición de la venta de
armas de asalto, que expiró en 2004. A raíz del 9-11 pre-
sionaron a George Bush, quien se negó a continuar la pros-
cripción que impedía la venta de rifles automáticos o armas
de alto poder. Las consecuencias han sido brutales para
México porque para los cárteles de la droga, la aprobación
de venta de armas de asalto ha sido un regalo de Navidad
que dura el año entero. Después de 2004, México se llenó
de armamento terrible, flamante y de fácil acceso. Al aca-
bar con la prohibición de armas de asalto, la Asociación
Nacional del Rifle consiguió un gran negocio en nuestro te-
rritorio, a costa de articular y armar a varios grupos crimi-
nales en México, huestes que buscan usurpar las funciones
del Estado.

Quinta. Hasta julio de 2011, durante la administración del
presidente Felipe Calderón, la revista Zeta ha documenta-
do por lo menos 50 mil 490 asesinatos relacionados con el
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crimen organizado. Éste es el precio que México ha paga-
do en sangre por tratar de evitar que las drogas lleguen a
suelo estadounidense, y la pérdida de vidas, entre las que
se cuentan las de los oficiales de la DEA asesinados en San
Luis Potosí, se ha perpetrado con las armas que se contra-
bandean desde el país vecino, con el aval de su gobierno.

Sexta. Los efectos de esta guerra absurda han sido desas-
trosos para México: se ha fracturado el tejido social, sacri-
ficado a una generación de jóvenes mexicanos, pagado un
alto costo económico y puesto en jaque a las instituciones
del Estado mexicano. Y todo esto, tristemente con la com-
plicidad fría y cínica del gobierno estadounidense.

Séptima. El 4 de noviembre del presente año se divulgó un
informe de la Agencia para el Control de Alcohol, Tabaco,
Armas y Explosivos de Estados Unidos, donde se reporta
sobre una reunión realizada el 16 de noviembre de 2007
entre el entonces procurador general de la República,
Eduardo Medina Mora, y Michael Mukasey, fiscal general
de Estados Unidos, durante la administración de George
Bush, en la que se analizó y formalizó una de las primeras
“entregas controladas” de armas introducidas de contra-
bando en México para detectar bandas del narcotráfico. De
resultar cierta la información, estaríamos ante un grave ca-
so de responsabilidad política que afectó la gobernabilidad
y la estabilidad del país, por las malas decisiones tomadas
por los funcionarios de la PGR.

Por las anteriores consideraciones me permito proponer el
siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría de
Relaciones Exteriores del gobierno federal a transmitir al
gobierno de Estados Unidos el enérgico rechazo que hace
esta soberanía por toda operación realizada en territorio
mexicano en materia de seguridad binacional, al margen de
los mecanismos de cooperación bilaterales para el comba-
te del narcotráfico y la delincuencia organizada suscritos
entre ambos gobiernos, enmarcados por la corresponsabili-
dad y la confianza mutua.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1o. de diciembre de 2011.—
Diputado Marcos Carlos Cruz Martínez (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor orador. Tiene usted una pregunta de parte de
Cárdenas Gracia, ¿acepta?

El diputado Marcos Carlos Cruz Martínez: Sí, cómo no.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Gracias, señor diputado Marcos Cruz. Estoy de
acuerdo con su punto que me parece muy trascendente; de
hecho, al inicio de esta sesión —en la mañana—, el dipu-
tado Muñoz Ledo y su servidor señalábamos que era im-
portante un rechazo enérgico, frontal del gobierno mexica-
no a la actitud injerencista de agentes norteamericanos en
territorio nacional.

Me parece también muy importante que se haya incluido el
tema de lavado de dinero, producto del crimen organizado,
en donde según el New York Times esos recursos se lavan
en instituciones financieras y bancarias de los Estados Uni-
dos de América.

La pregunta que quiero hacerle, es si no sería también con-
veniente no solamente que interviniese la Cancillería me-
xicana, sino que también la Procuraduría General de la Re-
pública iniciara averiguaciones previas por todos estos
hechos, señor diputado, ¿qué opina usted?

El diputado Marcos Carlos Cruz Martínez: Lo que le
diría sería que aquí habría varias dependencias y varios se-
cretarios involucrados; estaría el secretario de Goberna-
ción, como responsable de la seguridad interna; estaría por
supuesto la PGR; estaría el director de Aduanas, porque
por algún lado pasaron las armas, y por supuesto que esta-
ría la secretaria de Relaciones Exteriores, que por cierto, a
pesar de los constantes exhortos que se le han hecho para
que se presente, para que asista y dé un informe a esta so-
beranía, no ha concurrido, seguramente porque la política
exterior mexicana ha sido una política exterior sumisa, ha
sido una política entreguista, ha sido una política errática,
que nos hemos aislado de América Latina, que hemos per-
dido liderazgo en América Latina y en el mundo, precisa-
mente por esta política de alineación a los intereses de los
Estados Unidos de América.

Por cierto, no viene desde ahora esta política, viene desde
que se firmó el Tratado de Libre Comercio; pudiera enun-
ciarle aquí un recuento de la política errática exterior me-
xicana.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias. Tiene la palabra, hasta por tres minutos, el diputado
Porfirio Muñoz Ledo, del Partido del Trabajo.



Perdón, licenciado, un minuto. Señor secretario, consulte a
la asamblea, de acuerdo al artículo 100 del Reglamento, en
votación económica, si se considera de urgente resolución
el punto.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Para los
efectos del artículo 100 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, se pregunta a la asamblea si se considera de ur-
gente resolución. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
considera de urgente resolución. De conformidad con el ar-
tículo 113, numeral 1, fracción I del Reglamento, se han re-
gistrado para hablar sobre el tema los siguientes diputados
y diputadas. Diputado Porfirio Muñoz Ledo.

El diputado Porfirio Alejandro Muñoz Ledo y Lazo de
la Vega: Gracias, presidente. Es de obvia y hace rato ur-
gente resolución. Basta ya de alimentar con el circuito fi-
nanciero de las armas y el financiamiento de las drogas una
guerra sin sentido.

El consentimiento expreso del gobierno de México, a tra-
vés de la Procuraduría General de la República, para esta
absurda operación llamada Receptor Abierto, en su nombre
lleva la fama; México es un receptor abierto que recibe to-
do lo que nos mandan de basura del otro lado y es un he-
cho extremadamente grave.

El tema del narcotráfico tiene tres vertientes: el financia-
miento que proviene de la venta, que asciende a 36 mil mi-
llones de dólares que ingresan al país; el financiamiento de
las armas, que asciende a 24 mil millones de dólares, que
el Ejército, la policía, la sociedad y el crimen organizado o
común, compran para mantener actividades ilícitas; en el
otro extremo está la seguridad pública, porque el origen es
la demanda del estupefaciente y ese otro tema tampoco se
ha combatido.

Quiero decir que si alguna función tiene la Secretaría de la
Defensa Nacional es justamente la defensa nacional; es la
Defensa Nacional a la que le corresponde parar el ingreso
de armas prohibidas al país, para que no nos ocurra como
en la guerra apache, entre 1830 y 1833, que infestaron el
país de armas para después alentar la sublevación en Texas.

Quiero simplemente —por el tiempo— hacer un comple-
mento a este exhorto; la negativa del gobierno de los Esta-
dos Unidos de América a la venta de armas y su estímulo,
con el pretexto de que van a localizar a través de ellas a los
narcotraficantes —cosa que nunca ha ocurrido—, es una
negativa que el gobierno de México no debiera aceptar.

México tiene un argumento mayor, Estados Unidos de
América ha suscrito y ha votado en el Consejo de Seguri-
dad de Naciones Unidas nueve embargos totales de armas
que lo obligan, porque son embargos universales; el pri-
mero, a Sudáfrica en 1977 y el último en Libia, apenas en
febrero del año anterior, y ahí no invocamos ni la Enmien-
da 2, ahí no ha invocado su posibilidad de parar la venta de
las armas de asalto; simplemente el hasta aquí al crimen
organizado, el hasta aquí al derramamiento de sangre es
una posición firme del Ejecutivo de la Unión. Muchas gra-
cias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Pablo Escudero Morales, hasta
por tres minutos.

El diputado Pablo Escudero Morales: Gracias, señor
presidente. Sin duda alguna México vive la época más vio-
lenta en su historia contemporánea; la violencia en México
sería difícil o muy difícil de entender sin las armas que se
trafican en nuestro país y que la gran mayoría provienen de
Estados Unidos de América.

El Programa denominado Rápido y Furioso, que se des-
arrolló entre 2009 y 2010, permitió la compra ilegal de ar-
mas, así como el operativo de Dispersor Abierto.

Nos hemos quedado con más de 2 mil armas, inclusive fu-
siles de asalto AK-47 (cuerno de chivo) y de alto poder, co-
mo las Barrett calibre 50 que se enviaron a nuestro país, y
no podríamos hacer este reclamo, este exhorto sin pregun-
tarnos, ¿cuántas de estas armas nos mandó Washington y
cuántas han cobrado la vida de niños, de mujeres, de hom-
bres, de inocentes? ¿Cuántas de esas armas han servido pa-
ra matar a soldados, a policías federales, a estatales y a mu-
nicipales? La preocupación la hemos hecho manifiesta en
esta Cámara, inclusive hemos ido más allá, hemos presen-
tado denuncias penales ante la PGR, mismas que hemos ra-
tificado con el objeto de buscar justicia.

John Dodson, uno de los agentes estadounidenses que par-
ticipó en el operativo de Rápido y Furioso, señaló la exis-
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tencia de dicho operativo y el conocimiento de parte del
Departamento de Justicia de los Estados Unidos de Améri-
ca; Darren Hill, agregado de la ATF en la embajada de Mé-
xico y muchos otros funcionarios, reconocieron plenamen-
te estos operativos.

Finalmente, nos acabamos de enterar que este sábado se
entregaron más de mil páginas de correos electrónicos, de-
tallando las discusiones entre los funcionarios que llevaron
a cabo este operativo y los de la procuración de justicia; en
estos mensajes los funcionarios de la oficina de Alcohol,
Tabaco, Armas y Explosivos, la cual llevó a cabo la opera-
ción, se ponen de acuerdo con los funcionarios del Depar-
tamento de Justicia sobre cómo responder a las explicacio-
nes que exigió en marzo el senador Charles Grassley, quien
acusó a la ATF de permitir la venta ilegal de miles de ar-
mas.

No podemos seguir permitiendo esta situación; es el mo-
mento de exigir el reclamo; primero, a la Secretaría de Re-
laciones Exteriores y luego, a Estados Unidos de América,
inclusive, acudir a algún tribunal internacional buscando se
pronuncie en favor de esta situación que no podemos per-
mitir.

Por eso venimos a votar a favor y pedimos el voto de todos
para acompañar este punto de acuerdo del PRD. Es cuanto,
señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. Tiene la palabra el diputado Gustavo
González Hernández, del Partido Acción Nacional.

No se encuentra en la sala. Ya llegó, ya llegó en este mo-
mento. Perdón, no te veíamos a la derecha.

El diputado Gustavo González Hernández: Con su per-
miso, señor presidente. Nosotros consideramos que este
punto de acuerdo debe ser un exhorto para que se amplíe la
investigación que ya se está realizando en la Comisión Bi-
camaral de Seguridad Nacional, y estos son los argumen-
tos.

El primer argumento es de carácter jurídico; si nosotros nos
vamos a la Ley de Seguridad Nacional, en su artículo 56,
dice claramente que las políticas y acciones vinculadas con
la seguridad nacional están sujetas al control y evaluación
del Poder Legislativo por conducto de la Comisión Bica-
maral de Seguridad Nacional.

Atendiendo a este texto, podemos deducir que esta Comi-
sión Bicamaral de Seguridad Nacional es una comisión que
se le delega la potestad del Poder Legislativo para que por
conducto de ésta se realice la evaluación de las políticas y
acciones de seguridad nacional.

Pero, ¿por qué se dan este tipo de mecanismos, dado que
ya suma México 38 países con mecanismos en los cuales
se hace rendición de cuentas a puerta cerrada?

Hay un fundamento teórico de Jeremy Bentham, quien de-
cía que todos los actos de los parlamentos tienen que ser
públicos, tiene que haber publicidad. Pero algunos actos o
discusiones que tienen que ver con el enemigo o la seguri-
dad nacional tienen que ser reservados, en cuanto a su dis-
cusión de carácter público.

Un segundo argumento, es un hecho que nosotros, yo co-
mo presidente de la Comisión Bicamaral Nacional que fui
durante un año, ya habíamos citado al doctor Poiré a prin-
cipios del año que está corriendo, en enero del 2011, y él
ya había rendido un informe sobre el tema de Rápido y Fu-
rioso; y segundo, en agosto de este mismo año también
compareció ante esta Comisión Bicamaral de Seguridad
Nacional el secretario de Gobernación y la secretaria de
Relaciones Exteriores por ordenamiento de la Comisión
Permanente, con el fundamento que les estoy indicando.

Luego entonces, desde mi punto de vista deberíamos sí ha-
cer un exhorto, pero para que la Comisión Bicamaral de
Seguridad Nacional nuevamente vaya actualizando esta in-
formación, máxime que ya existe una investigación de ca-
rácter criminal en la PGR; si nosotros seguimos dejando a
un lado la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional,
cuando es una comisión de potestad delegada plena, estarí-
amos anulando las instituciones que nosotros estamos cre-
ando por ley. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. Tiene la palabra el diputado Heliodo-
ro Díaz Escárraga, hasta por tres minutos.

El diputado Heliodoro Carlos Díaz Escárraga: Con su
permiso, señor presidente. La fracción el Partido Revolu-
cionario Institucional, a favor de este punto de acuerdo, pa-
ra que en los términos en lo que se ha decidido se proceda
a cuestionar, analizar y tomar medidas respecto a estos pro-
gramas del gobierno norteamericano, como Rápido y Fu-
rioso. Sin lugar a dudas, hemos tenido —en este tipo de



ejemplos— elementos suficientes para sacar conclusiones,
en las que esta honorable representación no puede ser ajeno.

El primero de ellos, es que quienes manifiestan combatir el
crimen organizado transnacional, con apego en la ley, son
los primeros en violar la ley; oficinas de combate al tráfico
de armas implementaron un programa, tomando a nuestro
país a ciencia y paciencia de nuestras autoridades como co-
nejillo de indias, según ellos para poder rastrear cómo ca-
minan las armas y a dónde van a parar en nuestro país.

Esto, además de haber provocado muertes, además de ha-
ber violado la ley y además de estar debilitando a las insti-
tuciones, demuestra el fracaso de una política de coopera-
ción con Estados Unidos de América en materia de
combate al narcotráfico; no es equitativa la manera en que
el gobierno norteamericano está haciendo sus oficios en es-
te combate a este crimen organizado y a este flagelo.

Por eso es que mi primer pronunciamiento, para apoyar es-
te punto de acuerdo a nombre de mi fracción, consiste en
señalar una abierta crítica y un señalamiento expreso en
contra de estas medidas adoptadas por diversas oficinas e
instituciones del gobierno norteamericano, que han venido
a reflejar programas en abierta contradicción y violación,
no solamente a las leyes norteamericanas, sino a las leyes
mexicanas: Receptor Abierto, Rápido y Furioso y ahora en-
terados por este periodista Thompson, que precisamente
una institución que está destinada al combate del narcotrá-
fico hizo un ejercicio ilegal y arbitrario, perverso, del lava-
do de dinero en nuestro país, supuestamente para rastrear
este fenómeno.

No podemos seguir permitiendo que estos sean los niveles
de cooperación con el gobierno de Estados Unidos de
América —concluyo, señor presidente—; exigimos a nues-
tras autoridades se tomen cartas en el asunto y se proceda
legalmente para castigar a los responsables y defender la
soberanía de nuestro país. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea
si se encuentra suficientemente discutido.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se consulta a la asamblea si se encuentra
suficientemente discutido. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa.
Suficientemente discutido, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. Para los efectos del artículo 113,
numeral 1, fracción III del Reglamento, se pide a la Secre-
taría dé lectura al punto de acuerdo.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Punto de
acuerdo.

Único. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría de
Relaciones Exteriores del gobierno federal, para que tras-
mita al gobierno de Estados Unidos de América el enérgi-
co rechazo que hace esta soberanía por toda operación rea-
lizada en territorio mexicano, que en materia de seguridad
binacional se desarrolle al margen de los mecanismos de
cooperación bilaterales para el combate del narcotráfico y
la delincuencia organizada, suscritos entre ambos gobier-
nos, enmarcados por la corresponsabilidad y la confianza
mutua. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Pido
a la Secretaría abra el sistema electrónico, por tres minutos,
para proceder a la votación del punto de acuerdo.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Háganse
los avisos a los que se refiere el artículo 144, numeral 2 del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, hasta por tres minutos, para proceder a la vo-
tación del punto de acuerdo.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia saluda a los estudiantes de la primaria del Ins-
tituto San Agustín, del Distrito Federal, invitados a esta Cá-
mara por la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera. Se-
an todos bienvenidos.

Diputado Enrique Ibarra, por favor.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Gracias. Para dejar constancia, presidente, en nombre
de la Comisión de ex Trabajadores Braceros, un reconoci-
miento a la Presidencia por la reunión que propició hace dí-
as con el subsecretario de Gobernación, y también agrade-
cerle en el mismo sentido, porque mañana a las 6 de la
tarde tendremos con el mismo subsecretario de Enlace Le-
gislativo, la reunión.

Pedirle sus eficaces oficios para que pueda participar en la
misma el subsecretario de Egresos de la Secretaría de Ha-
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cienda, porque el tema que trataremos está muy vinculado
a que sea expedito el pago iniciando el Presupuesto de
2012; por lo tanto, reconociéndole la reunión anterior, la
que tendremos mañana, el solicitarle intervenga para que
nos acompañe también el servidor público correspondiente
y competente de la Secretaría de Hacienda. Gracias, presi-
dente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ha-
ré el oficio de inmediato y espero que la agenda del subse-
cretario coincida con la hora de la reunión. Con mucho
gusto.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Diputado
presidente, el resultado de la votación es: 258 a favor, 2
abstenciones, 103 en contra.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado. Comuníquese.

RED DE EXTORSIONADORES A GASOLINEROS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con el artículo 76, fracción IV del Reglamen-
to de la Cámara, tiene la palabra, por cinco minutos, el
diputado Pablo Escudero Morales, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, para presentar
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
Ejecutivo federal a efecto de que se separe del cargo de
forma temporal al secretario de la Función Pública, para el
mejor proveer de las averiguaciones previas y de los pro-
cedimientos administrativos que involucran a su esposa en
una red de extorsionadores a gasolineros.

El diputado Pablo Escudero Morales: Muchas gracias,
señor presidente. El tema que venimos a tratar el día de hoy
a esta tribuna es un tema delicado, estamos hablando del
zar anticorrupción de este país, eso es lo que venimos a tra-
tar el día de hoy; por lo tanto, les pido su atención, consi-
dero que es uno de los temas más importantes de la sesión
de hoy, y también les pido que lo tratemos de la manera
más objetiva posible, por ser un tema tan delicado.

El 26 de octubre de 2009, un grupo de empresarios gasoli-
neros se encontraban hartos de la corrupción que vivían,
hartos de la extorsión por parte de la Profeco que acudía de

manera semanal y mensual a pedirles 50 mil pesos, que co-
braba personal de la Profeco cuando estaba la esposa del
secretario Vega Casillas, la licenciada Gladis.

Este grupo de gasolineros, hartos y haciendo caso al lla-
mado del Ejecutivo de denunciar cualquier acto de corrup-
ción acudió a dos instancias; la primera, a la Presidencia de
la República; la segunda, a la Procuraduría General de la
República, a denunciar que estaban siendo extorsionados
por parte del gobierno federal.

La Procuraduría General de la República inició un acta cir-
cunstanciada para dar cauce a estas denuncias; después de
ello, la elevó a una averiguación previa en la cual se hicie-
ron las investigaciones, en la cual se llegó a la conclusión
y se giraron órdenes de aprehensión. Al día de hoy hay más
de ocho servidores públicos que están privados de su liber-
tad por esta extorsión.

Hace algunos meses el vocero de la PGR, cuando se em-
pezó a mover esta información en los medios de comuni-
cación…

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se-
ñor orador, discúlpeme. Quiero pedirles a los diputados de
esta Cámara, que brinden la atención —que corresponde y
merece— al orador. Gracias.

El diputado Pablo Escudero Morales: El 20 de mayo pa-
sado, el vocero de la PGR, mediante un comunicado y una
rueda de prensa señaló que no existía averiguación previa
en contra de la señora Gladis.

Personalmente, hace unas semanas, acudí a la Procuraduría
General de la República, con los subprocuradores para co-
nocer el expediente, en donde fui informado que la infor-
mación era incorrecta, que inclusive la procuradora ya ha-
bía tomado cartas en el asunto y había removido al vocero
de la PGR por falsear información.

Me informaron también que existe una averiguación pre-
via, la número AP/PGR/UEIDT/SPM28, en la que está in-
volucrada la señora Gladis, que incluso ya ha sido declara-
da y ya está aportando pruebas.

Además de ello, me informaron que las cuentas que están
siendo investigadas están en forma mancomunada con el
secretario de la Función Pública, con el zar anticorrupción;
es decir, está siendo investigado también.



Aquí no venimos a señalar si son culpables o no, ése no es
nuestro papel, para eso confiamos plenamente en la Procu-
raduría General de la República para lo que haga.

Pero lo que sí nos preocupa, es que se puedan entorpecer
estas investigaciones, ¿por qué? Porque la PGR está pi-
diendo a la Secretaría de la Función Pública las declaracio-
nes patrimoniales de la licenciada Gladis, esposa del secre-
tario, e inclusive debiera pedir la del secretario, que obran
en poder de la propia Secretaría; es decir, ellos están res-
guardando sus declaraciones patrimoniales.

Además de ello, hay dos asuntos administrativos; la inves-
tigación que tiene que hacer el órgano interno de control de
la Profeco con estas denuncias, con un pequeño problema:
el jefe del órgano interno de control es el secretario Vega
Casilla; es decir, el empleado tiene que abrir una averigua-
ción administrativa en contra de la esposa de su jefe.

Evidentemente, todos estos elementos, la averiguación pre-
via, las investigaciones administrativas, nos obligan a ha-
cer un exhorto formal, serio al Ejecutivo, para que separe
de manera temporal de su cargo al secretario de la Función
Pública en lo que se lleva a cabo esta averiguación previa.

Insisto, no venimos a juzgar a nadie, pedimos que se acu-
da a las instituciones y confiamos en ellas. Es cuanto, se-
ñor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a separar temporalmente del encargo al
secretario de la Función Pública para garantizar el mejor
proveer de las averiguaciones previas y procedimientos ad-
ministrativos que involucran a su esposa en una red de ex-
torsionadores a gasolineros, a cargo del diputado Pablo Es-
cudero Morales, del Grupo Parlamentario del PVEM

Pablo Escudero Morales, diputado federal integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, con fundamento en el numeral 1, fracción I, del artí-
culo 6; numerales 1 y 2, del artículo 79 y artículo 113, to-
dos ellos del Reglamento de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, relativos a los derechos
de los diputados federales, para presentar ante el pleno,
puntos de acuerdo, que podrán ser tramitados bajo el pro-
cedimiento de urgente y obvia resolución, acudo ante el
pleno de esta Cámara de Diputados a presentar la siguien-
te proposición con punto de acuerdo de urgente y obvia re-
solución, por el que la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta al titular del Ejecutivo fede-

ral, a efecto de que separe del cargo de forma temporal al
secretario de la Función Pública, maestro Salvador Vega
Casillas, para el mejor proveer de las averiguaciones pre-
vias y procedimientos administrativos que involucran a su
esposa en una red de extorsionadores a gasolineros, con ba-
se en los siguientes

Antecedentes

1. El 1 de diciembre de 2006, la señora Gladis López Blan-
co fue nombrada subprocuradora de la Procuraduría Fede-
ral del Consumidor (Profeco), cargo que ocupó hasta el 15
de marzo de 2008.

2. El 26 de octubre de 2009 fue recibida en las oficinas de
la Presidencia de la Republica una carta suscrita por los ga-
solineros del sureste del país, integrantes de la Organiza-
ción de Expendedores de Petróleo (Onexpo) la cual agrupa
al 75% de las más de 9,500 estaciones de servicio en todo
México, en la que acusaban a la ex subprocuradora y los
verificadores adscritos a su oficina, de realizar cobros ile-
gales y extorsiones en su contra, que ascendían a la canti-
dad de $50,000.00 (cincuenta mil pesos 00/100 m.n.) men-
suales, los cuales se enviaban en efectivo a las oficinas de
la Subprocuraduría de Verificación en la Ciudad de Méxi-
co, cantidad que en su conjunto rondaba los
$10,000,000.00 (diez millones de pesos 00/100 m.n.).

3. El 15 de octubre de 2010, agentes de la Procuraduría Ge-
neral de la República en cumplimiento a una orden de pre-
sentación emitida por el Juez Decimosexto de Distrito en
Procesos Penales en el Distrito Federal, ingresaron a las
instalaciones de la Profeco para detener a los señores Dan-
te Gabriel Rubí Hidalgo, Gaspar Reyes Velázquez, Omar
Alejandro López Antón, Arturo Corral Villegas, Gerardo
Retana Chávez y Héctor Fernando Acosta Maldonado, ve-
rificadores que se encontraban bajo las ordenes de la seño-
ra Gladis López Blanco, a quienes se les inicio la causa pe-
nal 143/2010.

Estos antecedentes son analizados bajo los siguientes

Considerandos

Como vicecoordinador del Partido Verde y Presidente de la
Comisión de la Función Pública he señalado que diversos
medios de comunicación, respecto a la existencia de una
presunta red de extorsión al interior de las oficinas de la
Profeco, derivado de que en el mes de octubre del  año
2009, un grupo de gasolineros presentaran una denuncia
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ante la Presidencia de la Republica y en las instalaciones de
la Procuraduría General de la Republica, en contra de la ex
subprocuradora de la Profeco, la licenciada Gladis López
Blanco, quien es la esposa del actual secretario de la Fun-
ción Pública, maestro Salvador Vega Casillas.

Puedo señalar que llama mucho la atención, que la denun-
cia presentada por el grupo de gasolineros descritos en el
apartado de antecedentes del presente punto de acuerdo, y
que está dirigida en contra de la señora Gladis López Blan-
co y otras personas, solo generó que se encuentren en la
cárcel privadas de su libertad, los ex servidores públicos
Dante Gabriel Rubí Hidalgo, Gaspar Reyes Velázquez,
Omar Alejandro López Antón, Arturo Corral Villegas, Ge-
rardo Retana Chávez y Héctor Fernando Acosta Maldona-
do, verificadores que se encontraban bajo las ordenes de la
señora Gladis López Blanco, ello en atención al proceso
penal que se inició en su contra y por otra parte que el ex
vocero de la Procuraduría General de la República se halla
dedicado en ese entonces a deslindar de estos hechos a la
señora Gladis López Blanco e incluso trató de justificar el
porqué no se le estaba investigando.

Para ser más preciso, el veinte de mayo del año pasado, el
vocero de la PGR, mediante una carta señaló que la Licen-
ciada Gladis López Blanco, “no está siendo investigada
dentro de las averiguaciones previas que actualmente reali-
za la Procuradora”. Derivado de dicha declaración el sus-
crito acudí a la PGR donde se me informó que la declara-
ción era incorrecta y que si se le investigaba dentro de la
averiguación previa a la señora Gladis López, y por dicho
error se había removido al vocero de la Procuraduría.

También informó que se le investiga al Secretario de la
Función Pública toda vez que tienen las cuentas mancomu-
nadas, agregó que se había solicitado a la Secretaría de la
Función Pública la declaración patrimonial de la Señora
Gladis López Blanco.

Toda vez que existen diversos procedimientos administra-
tivos y penales abiertos como es el caso de la investigación
que deber de hacer el Órgano Interno de Control de la Pro-
feco donde está involucrada la Licenciada Gladis López
Blanco, se considera que está en riesgo, toda vez que su su-
perior jerárquico es el Secretario de la Función Pública es-
poso de la presunta responsable.

La investigación del OIC de la PGR  para determinar la
responsabilidad administrativa del Vocero de la Procuradu-
ría por informar incorrectamente  del deslinde de la Licen-

ciada Gladis López, en las averiguaciones previas, esta in-
vestigación se pone en riesgo toda vez que el superior je-
rárquico es el Secretario de la Función Pública.

Derivado de la averiguación previa que existe en la que se
investiga a la Licenciada Gladis López y  como parte de es-
ta se solicitó por parte de la PGR a la Secretaria de la Fun-
ción Pública, entregue las declaraciones patrimoniales que
se encuentran resguardadas por el titular de la dependencia
quien es esposo de la indiciada lo que puede poner en ries-
go los resultados de las investigaciones.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de este honorable pleno la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Primero. Sea votada a favor la presente proposición con
punto de acuerdo de urgente y obvia resolución, por los
motivos expuestos en el cuerpo de la misma, por lo que de-
berá ser aprobado en el pleno de esta Cámara de Diputados
sin turno a Comisión.

Segundo. Se exhorta al Titular del Ejecutivo Federal Lic.
Felipe Calderón Hinojosa, a efecto de que separe del cargo
de forma temporal al Secretario de la Función Pública,
Maestro Salvador Vega Casillas para el mejor proveer de
las averiguaciones previas y procedimientos administrati-
vos que involucran a su esposa en una red de extorsiona-
dores a gasolineros.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a los 6 días del mes de diciembre de 2011.— Diputado Pa-
blo Escudero Morales (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Para
los efectos del artículo 100 del Reglamento de la Cámara,
consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si se considera de urgente resolución.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Para los efectos del artículo 100 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, se pregunta a la asamblea si se consi-
dera de urgente resolución. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa. Mayoría
por la afirmativa, señor presidente.



El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
considera de urgente resolución. 

De conformidad con el artículo 113, numeral 1, fracción I
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se han regis-
trado para hablar sobre el tema las siguientes diputadas y
diputados: Jaime Cárdenas, Avelino Méndez, Marcos Pérez
Esquer y César Augusto Santiago.

Quiero rogarles —perdón, diputado—, que me permitan
conceder en primer término el uso de la palabra, por moti-
vos personales debe retirarse, al diputado César Augusto
Santiago, sin que esto siente un precedente. Diputado San-
tiago, por favor.

El diputado César Augusto Santiago Ramírez: Definiti-
vamente tres minutos no son suficientes, señoras, señores
diputados, para hablar del cúmulo de denuncias que tiene
la Secretaría de la Función Pública y en las que no ha he-
cho absolutamente nada; el país vive un clima de impuni-
dad, esencialmente porque la autoridad encargada de evitar
que la impunidad reine en este país es el primer delincuen-
te impune. No me parece el punto de acuerdo suficiente,
porque un exhorto creo que es conveniente para que este
hombre se retire temporalmente de la función y puedan
analizarse los graves pecados que ha cometido.

Pero quisiera también decirles que es urgente formularle al
señor secretario un juicio político, porque, vean ustedes,
apenas alcanzo hacer una enumeración de los temas que ya
fueron presentados en la Comisión Permanente, que ya le
entregamos en su mano una serie de preguntas de las serias
irregularidades que hay en distintos ámbitos de la adminis-
tración pública y éste es el momento que no se ha dignado
a contestar una sola de ellas: la estela de luz; el fideicomi-
so del bicentenario; las reservas del Seguro Social, inverti-
das en rescate de empresas quebradas; los manejos del ISS-
STE, en contrataciones con empresas que ni en el nombre
está seguros de que existen; el asunto de tanta consulta en
el que hizo un fraude monumental con los sistemas infor-
máticos de este país; el asunto de la Comisión de Luz y
Fuerza del Centro —que fue decretado con un argumento
del Ejecutivo sin cumplir con la ley del procedimiento ad-
ministrativo—; el asunto de Pemex; el asunto de los gasoli-
neros, del que ha hablado aquí el diputado Pablo Escudero.

Aquí están las preguntas otra vez, amigas y amigos; espe-
ro que cuando tengamos más tiempo abundemos en este
asunto, porque es de esencial moral republicano.

Este señor no puede seguir ahí donde está y es obligación
de nosotros pedirle que se retire. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne el uso de la palabra el diputado Jaime Cárdenas Gracia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Nuestro grupo parlamentario, desde lue-
go también está a favor de este punto de acuerdo; conside-
ramos que se trata de un caso muy grave de corrupción, que
involucra presumiblemente a la esposa del secretario de la
Función Pública, cuando ella era funcionaria, era subpro-
curadora de la Procuraduría Federal del Consumidor y te-
nía a su cargo la verificación de las gasolineras del país.

Como ya se dijo aquí, hubo una denuncia que se presentó
en el 2009, en contra de esta señora, ex subprocuradora y
de otros funcionarios de la Procuraduría Federal del Con-
sumidor; esta denuncia se presentó en la residencia oficial
de Los Pinos, después se le dio trámite en la Procuraduría
General de la República.

Hasta este momento hay cerca de ocho funcionarios públi-
cos de la Procuraduría Federal del Consumidor detenidos,
procesados, y sin embargo, por lo que ve a la ex subprocu-
radora, la señora Gladis López, aún no tenemos noticia cla-
ra de cuál será su futuro procesal.

Por la importancia de este acto de corrupción, por extor-
sionar a miles de empresas gasolineras del país, es impor-
tante que el secretario de la Función Pública se separe tem-
poralmente del cargo, porque hay procedimientos de
responsabilidad administrativa y de responsabilidad penal
en curso, en donde él tendrá o tendría que intervenir, y co-
mo tiene que ver con su esposa, por ejemplo, la entrega de
las declaraciones patrimoniales, por ejemplo, una serie de
investigaciones y pesquisas a cargo de la Procuraduría Ge-
neral de la República, en donde se solicitaría información
a la Secretaría de la Función Pública, es imprescindible que
este funcionario público se separe del cargo para que pue-
da realizarse una investigación confiable, creíble a fondo.

Eso es lo que está pidiendo este punto de acuerdo; nos su-
mamos a él, porque estamos convencidos que en México
debemos combatir la corrupción a fondo.

Agregaría algo más a lo señalado por el diputado César Au-
gusto Santiago: no solamente la posibilidad de un juicio
político, sino el rediseño de la función del control interno
en este país; nosotros consideramos que la Secretaría de la
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Función Pública, tal como está diseñada actualmente, no
tiene razón de ser; lo que tendríamos que fortalecer es a la
Auditoría Superior de la Federación. Por su atención, com-
pañeros, muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Avelino Méndez.

El diputado Avelino Méndez Rangel: Con su permiso,
señor presidente. Compañeros y compañeras diputadas, en
lugar de estar consultando nuestros teléfonos o chacotean-
do en este salón, deberíamos de estar poniendo atención a
este tema tan importante para la República; efectivamente,
el diputado Pérez Cuevas se pone en actitud de firmes pa-
ra atender este asunto.

Miren, a un año de que concluya el gobierno del presiden-
te espurio Calderón, tenemos un desastre en el país; tene-
mos escándalo tras escándalo y los integrantes de la banca-
da del PAN de forma frívola simplemente dejan pasar las
cosas.

Deberíamos de estar pidiendo no solamente que se separe
de su cargo el secretario de la Función Pública, sino la se-
cretaria de Relaciones Exteriores, por su omisión y su fal-
ta de oficio para defender los intereses del país, cuando no
hace nada ante el operativo Rápido y Furioso y el lavado
de dinero, que nos dicen que sucedió y ninguna instancia
del gobierno federal hace algo para atender este problema;
deberíamos estar pidiendo también la separación de García
Luna de la Secretaría de Seguridad Pública, porque tene-
mos en el país más de 50 mil muertos.

Al secretario de una de las Secretarías más nobles de este
país que ha creado la institución, que es la Secretaría de
Educación Pública y que con la Estela de Luz, con este
fraude gigantesco no pasa nada y eso es, compañeras y
compañeros, el gran problema que tiene este país.

Ante evidencias claras, lo que deberíamos de estar discu-
tiendo en este Congreso es cómo se reforma este Congreso
y se le da la facultad para remover a estos funcionarios y
no limitarnos a exhortos, que son prácticamente llamados a
misa, para un titular del Ejecutivo que simplemente, si son
sus cuates, no hace nada.

Por último, esta transformación es la que deberíamos bus-
car en este Congreso, tener facultades expresas para que —
ante evidencias de esta naturaleza— no prevalezca la im-
punidad y se castigue a los que cometen ilícitos.

Compañeros y compañeras diputados, estos temas que da-
ñan a la sociedad son los que deberíamos estar discutiendo
y solucionando en este Congreso. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, señor diputado. Tiene la palabra, hasta por
tres minutos, el diputado Marcos Pérez Esquer.

El diputado Marcos Pérez Esquer: Gracias, presidente.
Lamentablemente estamos aquí frente a toda una calumnia,
una calumnia contra el secretario de la Función Pública y
una calumnia contra la esposa del secretario.

No nos queda duda de que es así, porque los supuestos ac-
tos de corrupción que se denunciaron por estos gasolineros
ocurrieron justamente cuando la señora López, la esposa
del secretario, ya ni siquiera era funcionaria de Profeco. De
tal suerte que están hablando de algo que ocurrió cuando
ella ya no era funcionaria; no se le puede acusar de algo
que no ocurrió en su tiempo.

Las personas que sí están siendo procesadas y que están
siendo procesadas precisamente porque este gobierno no
tolera actos de corrupción, son personas que fueron contra-
tadas, algunas de ellas, antes de la entrada en funciones de
la señora López y otras después de la salida de la esposa
del secretario. De tal suerte que ninguna de estas personas
acusadas y procesadas trabajó a partir de que entró en fun-
ciones o trabajó en la Profeco la señora esposa del secreta-
rio.

Entendemos que la coyuntura electoral haga arder los áni-
mos beligerantes de algunos integrantes de partidos políti-
cos que se ven en la necesidad de recurrir a la calumnia y
a la difamación con la intención de ganar el respeto de la
sociedad; es así que estamos categóricamente en contra de
este ataque a un funcionario público, que se ha caracteriza-
do por un cabal y honesto desempeño en su función.

Hemos incluso lamentado que en algunos sonados casos
que se han evidenciado a los ojos de la sociedad mexicana
el sistema legal en ocasiones no ha contado con los meca-
nismos para llevarlos a la justicia.

Como ejemplos de esto se mencionan los sonados casos de
Jorge Hank Rhon, que con todo y que fue agarrado con las
manos en la masa, camina libre hoy día, o bien el multici-
tado caso de Carlos Hank, cuyos nexos con el crimen or-
ganizado fueron documentados por informes de la DEA
durante el sexenio de Zedillo.
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Así, no fue suficiente con saber de voz de Miguel de la Ma-
drid, que Raúl Salinas de Gortari, hermano del presidente
Carlos Salinas, mantenía vínculos con narcotraficantes, to-
do ello con la complicidad de su hermano, el presidente de
la República.

Imposible olvidar también cuando el ex gobernador Sócra-
tes Rizzo declaró a jóvenes estudiantes que durante los re-
gímenes priistas, el presidente tenía un fuerte control sobre
las rutas del narcotráfico, lo que impedía según su curiosa
lógica que hubiese ataques a la población y violencia como
hoy se vive.

Por todo esto, compañeros legisladores, creemos que las
baterías deberían de apuntarse precisamente adónde hace
falta, a todos esos multisonados actos de corrupción y de
impunidad y no estar levantando calumnias y difamaciones
en contra de funcionarios honestos. Es cuanto, presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, señor diputado. Consulte la Secretaría a la
asamblea si se encuentra suficientemente discutido el tema.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemen-
te discutido. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. Para los efectos del artículo 113,
numeral 1, fracción III del Reglamento de la Cámara de
Diputados, se pide a la Secretaría dé lectura al punto de
acuerdo.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Con su venia, presidente. Puntos de acuerdo

Primero. Sea votada a favor la presente proposición con
punto de acuerdo de urgente u obvia resolución por los mo-
tivos expuestos en el cuerpo de la misma, por lo que debe-
rá ser aprobado en el pleno de la Cámara de Diputados, sin
turno a comisión.

Segundo. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal, licen-
ciado Felipe Calderón Hinojosa, a efecto de que separe del
cargo de forma temporal al secretario de la Función Públi-

ca, maestro Salvador Vega Casillas, para el mejor proveer
de las investigaciones previas y procedimientos adminis-
trativos que involucran a su esposa en una red de extorsio-
nadores a gasolineros.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro. Atentamen-
te, rúbrica del diputado federal Pablo Escudero Morales. Es
cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
pide a la Secretaría abra el sistema electrónico, por tres mi-
nutos, para proceder a la votación del punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, hasta por tres minutos, para proceder a
la votación del punto de acuerdo.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia saluda a estudiantes, profesores y padres de fa-
milia de la escuela primaria Sor Juana Inés de la Cruz, del
municipio de Santa María Tlalmanalco, estado de México,
invitados por la diputada Silvia Fernández Martínez.

Hace lo propio con vecinos de la colonia El Tenayo, del
municipio de Tlalnepantla, estado de México, que fueron
invitados por el diputado Amador Monroy Estrada.

Alumnos de la escuela primaria, Doctor Epifanio Jiménez
Ávila, invitados por el diputado Luis Felipe Eguía Pérez.

Colonos de diferentes comunidades del municipio de Zum-
pango, estado de México, invitados por el diputado Raúl
Domínguez Rex. Sean todos bienvenidos.

Tiene la palabra el diputado Pablo Escudero.

El diputado Pablo Escudero Morales (desde la curul):
Gracias señor presidente. Evidentemente uno no puede
guardar silencio ante estas descalificaciones y ante un tema
tan importante como es el combate a la corrupción.

Invito al diputado Pérez Esquer y a todo el PAN, a que me
acompañe a la Procuraduría General de la República con
los subprocuradores que me dieron la información; he
mencionado ya el número de averiguación previa, esto no
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es ninguna calumnia, que no vengan a engañar al pleno.
Vayamos a la PGR a que les informen en qué averiguación
previa está la señora Gladis y el señor secretario.

Además de ello, que les den información de que ya hay pe-
ritos analizando la documentación existente para dictami-
nar el haber patrimonial de los señores; esto no es calum-
nia, ésta es la realidad y los invito a que acudamos a la
PGR.

Entonces, si alguien calumnia, son los subprocuradores de
la PGR y es lamentable que se quiera tapar la corrupción;
todos deberíamos de sumarnos para tratar de combatir la
corrupción. Es cuanto, señor presidente y está la invitación
para que vayamos con los medios a la PGR.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
diputado Pérez Esquer, por favor.

El diputado Marcos Pérez Esquer (desde la curul): Gra-
cias, presidente. Pedí la palabra por alusiones personales.

Con mucho gusto le tomo la palabra al diputado Pablo Es-
cudero de acompañarlo a la PGR, porque ello ayudará, pre-
cisamente, a lo que estoy diciendo en tribuna; es decir,
aclarar que estos funcionarios federales son totalmente ho-
nestos y cabales en el cumplimiento de su deber.

Pero también le pido y le invito, a que nos acompañe a ini-
ciar un proceso para conocer bien a bien lo que sí son ac-
tos de corrupción por parte del ex gobernador de Coahuila,
el señor Moreira, que esos sí son actos de corrupción, fal-
sificar documentos públicos para endeudar a su población,
ése es un acto de corrupción que debe ser investigado y lo
invito a que vayamos juntos a hacer esa investigación.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ade-
lante.

El diputado Emilio Serrano Jiménez (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ya
no voy a conceder sobre el punto más comentarios. Ade-
lante, señora secretaria.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Ciérrese el sistema electrónico de votación. Señor presi-
dente, se han emitido un total de 247 votos en pro, 87 en
contra y 8 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado. Comuníquese. Adelante la Secretaría con la
declaratoria de publicidad de los dictámenes.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Comunicaciones, con pro-
yecto de decreto que reforma la fracción III del artículo 10
de la Ley Federal de Telecomunicaciones

Honorable Asamblea:

Con fundamento en las facultades conferidas en los artícu-
los 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 39 y 45 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 80, 82,
84, 85, 94 y 95 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, la Comisión de Co-
municaciones somete a consideración de esta soberanía el
presente dictamen a partir de los siguientes 

Antecedentes

I. En sesión celebrada en fecha 6 de octubre de 2011 por la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
se dio cuenta del oficio de la Cámara de Senadores con el
que remite el expediente de la minuta con proyecto de de-
creto que reforma la fracción III del artículo 10 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones, suscrito por los senadores
Fernando Castro Trenti, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional,  y Juan Bueno Torio, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

II. En la misma sesión, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados, en uso de sus facultades y mediante el oficio
número DGPL 61-II-8-1660, instruyó el turno de la minu-
ta a la Comisión de Comunicaciones para estudio y dicta-
minación. 

III. Con base en lo anterior, la Comisión de Comunicacio-
nes de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados pro-
cedió al análisis y elaboración del presente dictamen. 

Contenido de la minuta

1. Los senadores Fernando Castro Trenti y Juan Bueno To-
rio señalan que la Ley Federal de Telecomunicaciones es
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un ordenamiento legal que facilitó la apertura oportuna a la
competencia de servicios de telecomunicaciones para con-
tribuir al desarrollo económico del país, incorporando line-
amientos regulatorios de vanguardia en la materia, que die-
ron lugar a un mercado de telecomunicaciones abierto, a
efecto de promover la disponibilidad en todo el territorio
nacional de los diversos servicios de telecomunicaciones,
con el propósito de coadyuvar a que los diversos agentes
económicos tengan acceso a servicios de telecomunicacio-
nes de alta calidad y bajo costo, permitiendo a la economía
en su conjunto aumentar su competitividad, ofreciendo
más y mejores opciones a los consumidores con precios in-
ternacionalmente competitivos en estas actividades, esti-
mulando una sana competencia entre los prestadores de
servicios, tal y como se establece en su propia exposición
de motivos.

De la misma forma, la Ley Federal de Telecomunicaciones
tiene por objeto promover un desarrollo eficiente de las te-
lecomunicaciones, ejercer la rectoría del Estado en la ma-
teria para garantizar la soberanía nacional; fomentar una
sana competencia entre los diferentes prestadores de servi-
cios de telecomunicaciones a fin de que estos se presten
con mejores precios, calidad y diversidad en beneficio de
los usuarios, regulando las redes públicas de telecomunica-
ciones, el espectro radioeléctrico y la comunicación vía sa-
télite.

Mencionan los proponentes que tratándose de las bandas
de frecuencia del espectro radioeléctrico, dicho ordena-
miento en su artículo 10 clasifica los usos de este bien de
dominio público en uso libre, usos determinados, uso ofi-
cial, usos experimentales y reservado.

Comentan los Senadores que el aprovechamiento de ese
bien de dominio público sin concesión ni permiso cuando
así lo determina la autoridad mediante la publicación co-
rrespondiente, se trata de bandas de uso libre.

Señalan que el uso determinado es aquel en el que se pue-
den explotar servicios de telecomunicaciones y sólo se
asigna mediante un proceso de licitación pública, donde el
gobierno federal tiene derecho a recibir el pago de una con-
traprestación por el otorgamiento del título de concesión
correspondiente.

De la misma forma, los autores del citado proyecto indican
que el uso experimental, como su propia denominación lo
señala son aquellas bandas de frecuencias que mediante
concesión directa e intransferible se otorgan para compro-

bar la viabilidad técnica y económica de tecnologías en de-
sarrollo o para pruebas temporales de equipo.

Mientras que el espectro reservado son aquellas bandas de
frecuencias no asignadas ni concesionadas por la Secreta-
ría de Comunicaciones y Transportes y que por lo tanto no
tienen ningún uso específico.

Finalmente, la autoridad puede asignar directamente es-
pectro de uso oficial, exclusivamente para la administra-
ción pública federal, gobiernos estatales y municipales,
siendo importante mencionar que estas asignaciones son
intransferibles y están sujetas a las disposiciones que en
materia de concesiones establece la ley, este tipo de asig-
naciones tienen por objeto facilitar la prestación directa de
servicios de telecomunicaciones por parte del Estado.

Argumentan los senadores que existen otros organismos
autónomos constitucionales, que requieren del uso y apro-
vechamiento de bandas de frecuencias del espectro radioe-
léctrico no para realizar una explotación comercial, sino
para cumplir con sus propios fines u objetivos, que por no
estar dentro de la administración pública en sus tres nive-
les, no pueden acceder al aprovechamiento de dicho bien
de dominio público.

Bajo ese contexto y por efecto de la desincorporación de
diversas empresas del sector paraestatal éstas salieron de la
administración pública formalmente, sin embargo, su nece-
sidad del uso de las bandas de frecuencias para la presta-
ción de servicios públicos no se extinguió por dicha desin-
corporación.

Argumentan los senadores iniciantes que tratándose del
concesionamiento, pasados o actuales, de servicios públi-
cos, tales como ferroviarios, aeroportuarios, marítimos, o
de cualquier otra índole que requieren del uso y aprove-
chamiento de frecuencias del espectro radioeléctrico para
ofrecer los servicios públicos concesionados con seguri-
dad, eficiencia y permanencia, no pueden dentro del marco
legal obtener la asignación respectiva, toda vez que el uso
oficial se encuentra acotado a la administración pública de
los tres niveles de gobierno.

Señalan los autores del proyecto, que los concesionarios de
servicios públicos pudieran acudir a un procedimiento de
licitación pública de las bandas de frecuencias no sería
práctico, debido a que, el uso y aprovechamiento de dichas
bandas de frecuencias, no implica la prestación de un ser-
vicio de telecomunicaciones en competencia, sino única-
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mente su uso y aprovechamiento en una red de radiocomu-
nicación privada, que en términos de la propia ley no re-
quiere de concesión o permiso para operar.

Aunado a lo anterior, expresan que llevar a cabo un proce-
dimiento de licitación pública para asignar bandas de fre-
cuencia a titulares de servicios públicos concesionados,
además de encarecer las bandas de frecuencias, podría cre-
ar un intermediario entre el Estado y el concesionario de
que se trate, al existir libre concurrencia al proceso cual-
quiera persona podría obtener las bandas.

Los senadores proponentes subrayan que contratar los ser-
vicios de un concesionario de red pública de telecomunica-
ciones que opera con bandas de frecuencias, implicaría que
la red interna de los organismos o de los títulos de servicios
públicos concesionados fuera operada por un tercero, lo
que podría vulnerar la seguridad en la operación de los ser-
vicios públicos o la confidencialidad además de problemas
de coincidencia en las área de cobertura que pudiera nece-
sitarse el servicio.

Por las razones antes señaladas y ante la omisión por parte
de la Ley Federal de Telecomunicaciones para contemplar
las necesidades de espectro referidas, los Senadores propo-
nentes consideran, necesario que el marco legal contemple
dentro del uso oficial, casos específicos adicionales a los
que ya contempla, para asignar el espectro.

Derivado de lo anterior, los senadores Fernando Castro
Trenti y Juan Bueno Torio proponen el siguiente 

Decreto

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artícu-
lo 10 de la Ley Federal de Telecomunicaciones para
quedar como sigue: 

Artículo 10. …

I. y II. …

III. Espectro para uso oficial: Son aquellas bandas
de frecuencias destinadas para el uso exclusivo de la
administración pública federal, gobiernos estatales y
municipales, organismos autónomos constitucionales
y concesionarios de servicios públicos, en este último
caso, cuando sean necesarias para la operación y se-
guridad del servicio de que se trate, otorgadas me-
diante asignación directa;

IV. y V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

2. Las comisiones dictaminadoras de la Cámara de Sena-
dores de la LXI Legislatura reconocen que la operación
moderna y eficiente de los servicios públicos concesiona-
dos, requiere de un acceso a frecuencias del espectro ra-
dioeléctrico y que dicha necesidad puede ser satisfecha,
con la inclusión de los organismos autónomos constitucio-
nales y de los concesionarios de servicios públicos, de
aquellos sujetos que pueden hacer uso del espectro que el
Estado ha reservado para uso oficial, con la limitante para
el caso de los concesionarios, de que el uso de dichas fre-
cuencias estará condicionado a que el mismo les resulte ne-
cesario, para la operación y seguridad del servicio de que
se trate.

Para las comisiones dictaminadoras, el hecho de conceder
acceso tanto a los organismos autónomos constitucionales,
como a los concesionarios de servicios públicos, servirá
para elevar su nivel de eficiencia y para el cumplimiento
cabal de su objeto y para el caso de los concesionarios, be-
neficiará su productividad y a la vez, puede significar en el
hacer uso eficiente del espectro que se ha reservado para
uso oficial y que actualmente se encuentra subutilizado o
sin ser explotado de manera eficiente, generando un costo
de oportunidad social.

La colegisladora subraya que el espectro radioeléctrico es
un bien intangible que no se extingue, pero resulta escaso,
al ser dividido en bandas de frecuencia, que designan una
porción del espectro radioeléctrico y cuya división se rea-
liza atendiendo a criterios técnicos relacionados con los
servicios que por las características propias de la porción
designada, resultan mayormente viables en determinada
banda, puede llegar a saturarse, de ahí la importancia de
que exista una administración efectiva y responsable del
mismo

De la misma forma, las comisiones dictaminadoras de la
Cámara de Senadores precisan que los concesionarios de
servicios públicos serán los únicos beneficiados de tal ac-
ceso a frecuencias de uso oficial, previa acreditación de
que las frecuencias de uso libre, no sean las que resulten
adecuadas para los servicios que prestan y de que estarán
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sujetos al monitoreo permanente de su uso, de tal forma
que sea usufructuado exclusivamente por agentes econó-
micos responsables de operación de los servicios públicos
objeto de la concesión que se verá beneficiada de tal acce-
so a las frecuencias solicitadas, ya que las frecuencias del
espectro radioeléctrico constituyen un activo de la nación
por lo que su asignación directa a determinados agentes
económicos debe de garantizar el mayor beneficio social
posible por lo que el acreditar el destino o uso de tales fre-
cuencias debe de ser un elemento fundamental para asignar
tal activo en forma directa.

Sin embargo, la colegisladora considera necesario estable-
cer ciertas limitantes como podrán tener asignación de es-
pectro de uso oficial, siempre y cuando no comercialicen el
uso de las bandas de frecuencias de este tipo de espectro,
asimismo, deberán pagar una contraprestación al Estado y
deberán de estar supeditados a que el espectro que se les
concesione, no lo puedan usar para prestar comercialmen-
te servicios de telecomunicaciones, por lo que no podrán
compartir con terceros el mencionado uso, ya que será ex-
clusivo para la operación y seguridad del servicio público
concesionado.

Derivado de lo anterior, las comisiones dictaminadoras
complementan con una parte final que contenga la disposi-
ción de que tendrán acceso a bandas de frecuencias desti-
nadas para el uso exclusivo de la administración pública fe-
deral, los gobiernos estatales y municipales, organismos
autónomos constitucionales y concesionarios de servicios
públicos, en este último caso, cuando sean necesarias para
la operación y seguridad del servicio de que se trate, otor-
gadas mediante asignación directa, previa evaluación del
proyecto que acredite la necesidad técnica de estos conce-
sionarios por las frecuencias que estos soliciten, así como
que deberán pagar una contraprestación al Estado y el uso
de dichas frecuencias, no lo podrán usar para prestar co-
mercialmente servicios de telecomunicaciones y no lo po-
drán compartir con terceros y estará acompañado de tres
disposiciones transitorias para permitir la entrada en vigor
y el cumplimiento del decreto propuesto, quedando de la
siguiente forma: 

Decreto

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artícu-
lo 10 de la Ley Federal de Telecomunicaciones para
quedar como sigue:

Artículo 10. ...

I y II…

III. Espectro para uso oficial: Son aquellas bandas de
frecuencia destinadas para el uso exclusivo de la admi-
nistración pública federal, gobiernos estatales y munici-
pales, organismos autónomos constitucionales y con-
cesionarios de servicios públicos, en éste último caso,
cuando sean necesarias para la operación y seguri-
dad del servicio de que se trate, otorgadas mediante
asignación directa.

Los concesionarios de servicios públicos, previo a la
asignación directa de las frecuencias destinadas para
uso oficial, deberán haber acreditado ante la Secre-
taría, la necesidad de contar con el uso de dichas
bandas de frecuencia, para la operación y seguridad
del servicio que prestan y quedarán obligados a pa-
gar por el uso de las bandas de frecuencia que se
menciona en el párrafo que antecede, la contrapres-
tación que fije la autoridad correspondiente y a no
prestar comercialmente servicios de telecomunica-
ciones con el espectro para uso oficial que les sea
asignado, no pudiendo compartirlo con terceros ya
que será única y exclusivamente para la operación y
seguridad del servicio público concesionado; 

IV. y V. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Segundo. La Secretaría en un plazo no mayor a 90
días naturales, contados a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto, implementará todas y cada
una de las acciones y medidas técnicas y operativas
que resulten necesarias para realizar la asignación
directa del espectro para uso oficial a los organismos
autónomos constitucionales y a los concesionarios de
servicios públicos.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así co-
mo las autoridades correspondientes, fijarán en un
plazo no mayor a 60 días hábiles contados a partir de
la entrada en vigor del presente decreto, el monto de
la contraprestación que los Concesionarios de Servi-
cios Públicos deban pagar al Estado por la asigna-
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ción del espectro de uso oficial de conformidad a las
leyes de la materia.

Tercero. Los concesionarios de servicios públicos de-
berán acreditar 30 días naturales antes de la fecha en
que les sean asignadas las frecuencias para uso oficial,
ante la Dirección General de Política de Telecomuni-
caciones y de Radiodifusión, de la Secretaría, la nece-
sidad de contar con el uso de esas frecuencias, para la
operación y seguridad del servicio que prestan, con la
documentación que resulte idónea de acuerdo a los
criterios elaborados para tal efecto por dicha depen-
dencia y deberán de pagar la contraprestación por la
asignación de dichas frecuencias en el plazo que tenga
a bien determinar las autoridades correspondientes.

Consideraciones de la comisión

1. Esta Comisión de Comunicaciones de la LXI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados coincide con la colegislado-
ra respecto a que existen organismos autónomos constitu-
cionales, que sin explotar comercialmente servicios de
telecomunicaciones, requieren del uso y aprovechamiento
de las bandas de frecuencia del espectro radioeléctrico pa-
ra cumplir  con objetivos, y actualmente al no pertenecer a
la administración pública federal, estatal o municipal, no
pueden acceder a este bien de dominio público. 

Esta dictaminadora coincide que la operación moderna y
eficiente de los servicios públicos concesionados, requiere
de un acceso a frecuencias del espectro radioeléctrico y que
dicha necesidad puede ser satisfecha, con la inclusión de
los organismos autónomos constitucionales y de los conce-
sionarios de servicios públicos, de aquellos sujetos que
pueden hacer uso del espectro que el Estado ha reservado
para uso oficial.

2. Sin embargo es necesario garantizar la rectoría del Esta-
do en el uso, aprovechamiento y explotación del espectro
radioeléctrico, tal como lo establece la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones en sus artículos 1, 2 y 70. 

Artículo 1. La presente ley es de orden público y tiene
por objeto regular el uso, aprovechamiento y explota-
ción del espectro radioeléctrico, de las redes de tele-
comunicaciones, y de la comunicación vía satélite.

Artículo 2. Corresponde al Estado la rectoría en ma-
teria de telecomunicaciones, a cuyo efecto protegerá la
seguridad y la soberanía de la Nación.

En todo momento el Estado mantendrá el dominio so-
bre el espectro radioeléctrico y las posiciones orbita-
les asignadas al país.

Artículo 70. La Secretaría establecerá los mecanis-
mos necesarios para llevar a cabo la comprobación de
las emisiones radioeléctricas, la identificación de inter-
ferencias perjudiciales y demás perturbaciones a los sis-
temas y servicios de telecomunicaciones, con el objeto
de asegurar el mejor funcionamiento de los servicios
y la utilización eficiente del espectro.

3. En cuanto al texto normativo, los integrantes de estas co-
misiones dictaminadoras coincidimos en la redacción pro-
puesta en la citada minuta, al considerar que tiene preci-
siones jurídico-legales necesarias que el texto original no
establece.

Derivado de lo anterior, esta dictaminadora considera pro-
cedente establecer ciertas limitantes, como son la que de
que podrán tener asignación de espectro de uso oficial,
siempre y cuando no comercialicen el uso de las bandas de
frecuencias de este tipo de espectro, asimismo, deberán pa-
gar una contraprestación al Estado y deberán de estar su-
peditados a que el espectro que se les concesione, no lo
puedan usar para prestar comercialmente servicios de tele-
comunicaciones, por lo que no podrán compartir con terce-
ros el mencionado uso, ya que será exclusivo para la ope-
ración y seguridad del servicio público concesionado.

En mérito de lo antes expuesto y para los efectos del artí-
culo 72, fracción A, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Comisión de Comunicaciones
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados somete a
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto que reforma la fracción III del artículo 10 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones

Artículo Único. Se reforma la fracción III del artículo 10
de la Ley Federal de Telecomunicaciones para quedar co-
mo sigue:

Artículo 10. ...

I. y II…

III. Espectro para uso oficial: Son aquellas bandas de
frecuencia destinadas para el uso exclusivo de la admi-
nistración pública federal, gobiernos estatales y munici-
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pales, organismos autónomos constitucionales y conce-
sionarios de servicios públicos, en éste último caso,
cuando sean necesarias para la operación y seguridad
del servicio de que se trate, otorgadas mediante asigna-
ción directa.

Los concesionarios de servicios públicos, previo a la
asignación directa de las frecuencias destinadas para
uso oficial, deberán haber acreditado ante la Secretaría,
la necesidad de contar con el uso de dichas bandas de
frecuencia, para la operación y seguridad del servicio
que prestan y quedarán obligados a pagar por el uso de
las bandas de frecuencia que se menciona en el párrafo
que antecede, la contraprestación que fije la autoridad
correspondiente y a no prestar comercialmente servicios
de telecomunicaciones con el espectro para uso oficial
que les sea asignado, no pudiendo compartirlo con ter-
ceros ya que será única y exclusivamente para la opera-
ción y seguridad del servicio público concesionado; 

IV. y V. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría en un plazo no mayor a 90 días na-
turales, contados a partir de la entrada en vigor del presen-
te decreto, implementará todas y cada una de las acciones
y medidas técnicas y operativas que resulten necesarias pa-
ra realizar la asignación directa del espectro para uso ofi-
cial a los organismos autónomos constitucionales y a los
concesionarios de servicios públicos.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como las
autoridades correspondientes, fijarán en un plazo no mayor
a 60 días hábiles contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, el monto de la contraprestación que los
concesionarios de servicios públicos deban pagar al Estado
por la asignación del espectro de uso oficial de conformi-
dad a las leyes de la materia.

Tercero. Los concesionarios de servicios públicos deberán
acreditar 30 días naturales antes de la fecha en que les se-
an asignadas las frecuencias para uso oficial, ante la Direc-
ción General de Política de Telecomunicaciones y de Ra-
diodifusión de la Secretaría, la necesidad de contar con el
uso de esas frecuencias, para la operación y seguridad del

servicio que prestan, con la documentación que resulte idó-
nea de acuerdo a los criterios elaborados para tal efecto por
dicha dependencia y deberán de pagar la contraprestación
por la asignación de dichas frecuencias en el plazo que ten-
ga a bien determinar las autoridades correspondientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de noviembre de 2011.

La Comisión de Comunicaciones, diputados: José Adán Ignacio Ru-
bí Salazar (rúbrica), presidente; Éric Luis Rubio Barthell, Baltazar
Martínez Montemayor (rúbrica), Arturo García Portillo (rúbrica), Ge-
rardo Leyva Hernández (rúbrica), Juan Gerardo Flores Ramírez (rúbri-
ca), Fernando Ferreira Olivares (rúbrica), José M. Torres Robledo (rú-
brica), María del Pilar Torre Canales, Adriana Fuentes Cortés,
secretarios; Hugo Héctor Martínez González, Rogelio Cerda Pérez,
Carlos Cruz Mendoza, Ricardo Ahued Bardahuil (rúbrica), Sofía Cas-
tro Ríos (rúbrica), Manuel Humberto Cota Jiménez, Janet Graciela
González Tostado (rúbrica), Fermín Alvarado Arroyo (rúbrica), Ana
Estela Durán Rico (rúbrica), Maurilio Ochoa Millán, Genaro Mejía de
la Merced, Javier Corral Jurado, Leonardo Arturo Guillén Medina (rú-
brica), Sergio Arturo Torres Santos (rúbrica), Aranzazu Quintanilla Pa-
dilla (rúbrica), Martha Angélica Bernardino Rojas, Francisco Hernán-
dez Juárez, Adriana Sarur Torre (rúbrica), Martín García Avilés.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY FEDERAL DE ARCHIVOS

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto
de decreto que expide la Ley Federal de Archivos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la LXI Legislatura fue
turnado para estudio, análisis y dictamen correspondiente
el dictamen con proyecto de decreto que expide la Ley Fe-
deral de Archivos.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 72 y 73, fracción XXX, y a la luz de lo dispuesto en
el 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 39 y 45, numerales 6, incisos e) y f), y 7, de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 201173



dos Mexicanos, así como 80, 157, numeral 1, fracción I,
158, numeral 1, fracción IV, y 167, numeral 4, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, y habiendo analizado el
contenido de la minuta de referencia, somete a considera-
ción de esta honorable asamblea el presente dictamen, con
base en los siguientes

Antecedentes

1. Con fecha catorce de septiembre de dos mil seis, el dipu-
tado César Camacho Quiroz, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, hacien-
do uso de la facultad que les confiere el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presentó ante el Pleno de la Cámara de Di-
putados, la iniciativa con proyecto de decreto que expide la
Ley Federal de Archivos y reforma el artículo 27, fracción
XIX, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral.

2. En la misma fecha, catorce de septiembre de dos mil
seis, el presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Co-
misión de Gobernación, con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para su estudio y análisis
correspondiente.

3. Con fecha catorce de noviembre de dos mil seis, los di-
putados Carlos Madrazo Limón, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional y Ruth Zavaleta
Salgado, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, haciendo uso de la facultad
que les confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentó
ante el Pleno de la Cámara de Diputados, la iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley Federal de Archivos.

4. En esa fecha, catorce de noviembre de dos mil seis, el
presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de
Gobernación, con opinión de la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública, para su estudio y análisis correspon-
diente.

5 El once de septiembre de dos mil siete, la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Público envió a la Comisión de Go-
bernación la valoración del impacto presupuestario de la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se crea la Ley
Federal de Archivos y reforma el artículo 27, fracción XIX,

de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
presentada por el diputado César Camacho Quiroz.

6. Al respecto, después de presentar sus consideraciones a
la comisión dictaminadora, la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública concluyó: “No hay impacto presupuestal
alguno en la Iniciativa que crea la Ley Federal de Archi-
vos”.

7. El once de septiembre de dos mil siete, la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Público envió a la Comisión de Go-
bernación la valoración del impacto presupuestario de la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se crea la Ley
Federal de Archivos, presentada por los diputados Carlos
Madrazo Limón y Ruth Zavaleta Salgado.

8. Al respecto, después de presentar sus consideraciones a
la comisión dictaminadora, la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública concluyó: “No hay impacto presupuestal
alguno en la Iniciativa que crea la Ley Federal de Archi-
vos”.

9. Con fecha dieciocho de marzo de dos mil nueve, los di-
putados integrantes de la Comisión de Gobernación apro-
baron el presente dictamen.

10. En sesión del dos de abril de dos mil nueve, la mesa di-
rectiva de la Cámara de Senadores del Honorable Congre-
so de la Unión recibió la minuta de la colegisladora con
proyecto de decreto que expide la Ley Federal de Archivos,
siendo turnada, para su estudio y dictamen, a las Comisio-
nes Unidas de Gobernación y de Estudios Legislativos.

11. En sesión del veintidós de marzo de dos mil once, el
Senado aprobó el dictamen de las Comisiones Unidas de
Gobernación y de Estudios Legislativos por el que se expi-
de la Ley Federal de Archivos, siendo aprobado por 85 vo-
tos, devolviéndose a la Cámara de Diputados para los efec-
tos del artículo 72, inciso e) de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

12. En sesión del veintinueve de marzo de dos mil once, la
Cámara de Diputados recibió la minuta de referencia, sien-
do turnada, para su estudio y dictamen, a la Comisión de
Gobernación.

13. En sesión de treinta de noviembre de dos mil once, los
integrantes de la Comisión de Gobernación aprobaron el
presente dictamen.
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Contenido de la minuta

I. La colegisladora señala que “hasta antes del año 2002, en
el que se publicó la Ley Federal de Transparencia y Acce-
so a la Información Pública Gubernamental, los grandes
cambios en el sistema político mexicano, que abonaron al
avance democrático en el país, tuvieron como objeto el im-
pulso de la competencia electoral, la consolidación del sis-
tema de partidos políticos, el incremento de la participa-
ción política ciudadana y la mejora de los mecanismos de
representación popular”, en clara alusión a la importancia
que la transparencia tiene en un sistema democrático, sis-
tema que en México no ha estado acompañado con el im-
pulso de otros principios básicos para la consolidación de
la democracia, como la transparencia de la gestión pública
y la rendición de cuentas, “salvo por acciones aisladas co-
mo la reforma del artículo 6o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en 1977, que estableció
como obligación del Estado, garantizar el derecho a la in-
formación. Cabe decir que en los siguientes veinticinco
años, ese derecho no se reglamentó ni reguló en lo especí-
fico. En ese contexto, el tema de la organización y conser-
vación de los archivos gubernamentales estuvo también re-
zagado, por no decir abandonado”.

II. Con la publicación de la Ley Federal de Transparencia
y Acceso a la Información Pública Gubernamental, no hu-
bo avances modernizadores de la regulación de los archi-
vos del país. La normatividad que hasta ese entonces se pu-
blicó sobre la materia se trató más bien de disposiciones
vinculadas con el tema del patrimonio documental y del
plazo de conservación de archivos, y no de normas técni-
cas o principios rectores de la conservación y organización
de archivos, que atendieran las mejores prácticas interna-
cionales en la organización, administración, conservación
y localización expedita de los archivos.

III. Con la publicación y entrada en vigor de la Ley Fede-
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental, sostiene acertadamente la colegisladora,
“abrió una ventana de oportunidad para avanzar en el tema
de la organización y conservación de los archivos”.

Bien se afirma que “los documentos, y por lo tanto los ar-
chivos, son el insumo principal para satisfacer la demanda
de transparencia”. Si no se cuenta con archivos bien orga-
nizados y debidamente conservados, el derecho de acceso
a la información se ve seriamente obstaculizado o incluso
anulado. La ausencia de legislación que: “regulen la orga-
nización y conservación de archivos, en muchas ocasiones,

ha tenido como consecuencia la pérdida o destrucción de
información relevante y el incremento del costo del acceso
a la información”. No se podrá lograr la transparencia en
un ambiente donde la información no está disponible y no
se puede localizar de manera expedita.

Las comisiones dictaminadoras sostienen que: “no es sufi-
ciente que el derecho de acceso esté garantizado por la ley,
sino que es necesario que existan las condiciones materia-
les para poder ejercerlo. En ese sentido, la transparencia y
el acceso a la información requieren que los documentos de
los sujetos obligados cumplan con su función principal de
ser evidencia de las actividades llevadas a cabo por estos
últimos en el ejercicio de sus atribuciones. Para ello, los
documentos deben organizarse y conservarse de forma tal
que no se comprometa su valor probatorio, y se garantice
su autenticidad, completitud, fiabilidad e inalterabilidad. El
papel de los archivos de resguardar los documentos con va-
lor continuo para la organización, al satisfacer requisitos
administrativos, fiscales, contables o legales, o al tener va-
lor histórico, es una forma de rendición de cuentas, pues
permite evidenciar los actos de los sujetos obligados ante
los ojos de otros actores”.

En ese sentido, la organización y conservación de los ar-
chivos gubernamentales es un elemento indispensable para
la rendición de cuentas, la transparencia, el acceso a la in-
formación y para la formulación y ejecución eficiente y
efectiva de políticas públicas y de las actividades del go-
bierno.

Para argumentar y sostener la importancia y necesidad de
la expedición de una Ley de Archivos, la colegisladora
analiza que con la publicación de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Gubernamen-
tal; “los sujetos obligados por esa ley tuvieron que llevar a
cabo diversas acciones con objeto de cumplir con lo esta-
blecido por dicha disposición. En el marco de esas accio-
nes, los sujetos obligados distintos al Poder Ejecutivo fe-
deral han incluido en la normatividad interna que regula los
procedimientos para ejercer el derecho de acceso a la infor-
mación, disposiciones relativas a la organización y conser-
vación de los archivos, o bien, emitido lineamientos para re-
gular la organización y conservación de los documentos
que integran sus archivos, como es el caso de los Linea-
mientos de la Comisión de Transparencia y Acceso a la In-
formación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
del dos de junio de dos mil tres, relativos a la organización,
catalogación, clasificación y conservación de la documen-
tación de este Alto Tribunal; de los emitidos por el Institu-
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to Federal Electoral en 2009, que llevan por nombre Line-
amientos Generales para la organización y conservación de
los Archivos de los Partidos y Agrupaciones Políticas Na-
cionales responsables en materia de transparencia ante el
Instituto Federal Electora; así como de los Lineamientos
Generales para la Organización y Conservación de los Ar-
chivos Administrativos del Tribunal Federal de Justicia
Fiscal y Administrativa, publicados por ese Tribunal en el
presente año; o el Manual de Archivo de la Universidad
Nacional Autónoma de México, emitido en el año 2004,
por citar algunos ejemplos”.

Respecto del Poder Ejecutivo federal, en el año 2004, con
la publicación de los Lineamientos Generales para la orga-
nización y conservación de los archivos de las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal, el
Gobierno Federal hizo un notable esfuerzo por avanzar en
el tema de la organización y conservación de los archivos.
Dichos Lineamientos establecen los instrumentos de con-
trol y consulta archivística con los que deben contar las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública Fede-
ral, así como los estándares archivísticos que deben
observar estas últimas en el mantenimiento, conservación y
depuración de los documentos de sus archivos.

Si bien los lineamientos y manuales que se han publicado
en la materia han constituido un importante esfuerzo por
organizar y sistematizar la información que generan los su-
jetos obligados; las carencias de recursos, de personal es-
pecializado, así como de infraestructura física e informáti-
ca no han permitido edificar un verdadero sistema
archivístico, entendido éste como el mecanismo a través
del cual las instituciones cuentan con información confia-
ble y oportuna sobre sus acciones de gobierno y sus resul-
tados.

IV. Advierte la colegisladora la urgencia de expedir una ley
federal: “con un diseño moderno y de largo alcance, que
establezca los criterios generales para la organización y
conservación de los archivos de los tres poderes de la
Unión y de todos los órganos federales, y que garantice la
autenticidad, completitud, fiabilidad e inalterabilidad de
los documentos que obren en los archivos de los sujetos
obligados”.

V. Una vez analizada la minuta emanada de esta Cámara y
remitida a la Colegisladora el 31 de marzo de 2009, reali-
zan una serie de modificaciones a la propuesta a fin de de-
tonar la referida política pública de mediano y largo plazo
que mejore la situación de los archivos del país, y procede

a la aprobación de la misma a fin de expedir una Ley Fe-
deral de Archivos que constituya el eje rector de la organi-
zación y conservación de los archivos en posesión de los
Poderes de la Unión, de los organismos constitucionales
autónomos y de los organismos con autonomía legal.

VI. La Colegisladora comparte que la Ley Federal de Ar-
chivos se construya a partir de cuatro principios generales:
conservación, procedencia, integridad y disponibilidad de
los documentos de archivo. Entendiendo por conservación
la adopción de medidas de índole técnica, administrativa,
ambiental y tecnológica para la adecuada preservación de
los archivos; la procedencia, es aquélla que tiene como fin
conservar el orden original de cada fondo documental pro-
ducido por los sujetos obligados en el desarrollo de su ac-
tividad institucional, para distinguirlo de otros fondos se-
mejantes; la integridad consiste en garantizar que los
documentos de archivo sean completos y veraces para re-
flejar con exactitud la información contenida; y la disponi-
bilidad se trata de la adopción de medidas pertinentes pa-
ra la localización de los documentos de archivo.

De esta forma la Cámara de Senadores propone la incorpo-
ración de un objetivo fundamental que materializa lo dis-
puesto en la fracción V del artículo 6o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en específico a
aquél que prevé la fracción III del artículo 6o. del proyec-
to de decreto, el cual señala como uno de los objetivos de
la Ley Federal de Archivos el “regular la organización y
conservación del sistema institucional de archivos de los
sujetos obligados, a fin de que éstos se preserven actuali-
zados y permitan la publicación en medios electrónicos de
la información relativa a sus indicadores de gestión y el
ejercicio de recursos públicos, así como de aquélla que por
su contenido tenga un alto valor para la sociedad”.

Con base en esos principios y objetivos, se propone que la
Ley Federal de Archivos se erija en los cuatro ejes funda-
mentales que se detallan a continuación, y respecto de los
cuales se explican las diferencias con la Minuta turnada por
la Cámara de Diputados y las modificaciones hechas por la
Cámara de Senadores.

Primer eje: Ámbito de aplicación. La colegisladora argu-
menta que el primer eje se refiere al ámbito de su aplica-
ción, esto es debe reconocer como sujetos obligados, con
los mismos deberes, al Poder Ejecutivo federal, compues-
to por la Administración Pública Federal y la Procuraduría
General de la República; al Poder Legislativo Federal, in-
tegrado por la Cámara de Diputados, la Cámara de Sena-
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dores, la Comisión Permanente y cualquiera de sus órga-
nos; al Poder Judicial de la Federación y al Consejo de la
Judicatura Federal; a los órganos constitucionales autóno-
mos; a los tribunales administrativos federales, y a cualquier
otro órgano federal. La Ley regulará a todos los poderes fe-
derales, sin exclusión alguna, lo que es indispensable para
lograr políticas públicas de largo alcance. Con esto, la Ley
garantizará que en los sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal no se cree un estado de excepción o asi-
metrías, lo que a todas luces no tendría justificación algu-
na, pues sus documentos y archivos deben correr la misma
suerte que los del Ejecutivo federal, al tratarse de docu-
mentos que registran el quehacer de instituciones públicas
de orden federal.

Observa la Cámara de Senadores, que si bien la minuta,
que la Cámara de Diputados remitió, reconoce a los mis-
mos sujetos obligados, también lo es que en el desarrollo
de las disposiciones nodales, sus artículos sólo refieren a
las dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, lo que impediría la instrumentación de una políti-
ca en materia de archivos a nivel federal y generaría asi-
metrías en la aplicación de la Ley entre los sujetos obliga-
dos. Con objeto de corregir esta situación, el proyecto de
decreto que se propone se refiere en todos los artículos en
los que resulta aplicable, a los sujetos obligados en gene-
ral, y no sólo a dependencias y entidades, lo que hace de
inicio una importante distinción entre ambos proyectos.

En este tener el Senado de la República destaca que el ar-
tículo 6o. de la Minuta remitida por esta Cámara de Dipu-
tados establece que los sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal “[…] establecerán mediante reglamentos
o acuerdos de carácter general los órganos, criterios y pro-
cedimientos institucionales relativos a la administración de
sus respectivos archivos, de acuerdo con los principios y
reglas establecidos en la presente ley”,mientras que el artí-
culo 25 del proyecto de decreto que se propone se señala
que estos sujetos obligados “establecerán mediante regla-
mentos o acuerdos de carácter general las autoridades en-
cargadas de aplicar esta ley y demás disposiciones secun-
darias a que se refiere dicho ordenamiento.” Es decir, a
diferencia de la Minuta, el proyecto de decreto sólo acepta
una excepción en lo que refiere a las autoridades que se en-
cargarán de aplicar la Ley en los sujetos obligados distin-
tos al Poder Ejecutivo federal, sin hacer mención a los cri-
terios y procedimientos institucionales, pues se considera
que éstos no tendrían que diferenciarse entre sujetos obli-
gados.

Aunado a lo anterior, y con el mismo nivel de importancia,
el artículo 2o. de la ley establece que dicho cuerpo norma-
tivo es de observancia obligatoria para los servidores pú-
blicos federales a que se refiere el artículo 108 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Nuevamente, la aplicación de la ley no se limita al Poder
Ejecutivo federal, sino que abarca a los representantes de
elección popular, a los miembros del Poder Judicial fede-
ral, los funcionarios y empleados y, en general, a toda per-
sona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cual-
quier naturaleza en el Congreso de la Unión, así como a los
servidores públicos de los organismos a los que la Consti-
tución otorgue autonomía.

Es indispensable establecer obligaciones específicas para
los servidores públicos en materia de organización y con-
servación de archivos, no sólo porque en términos del ar-
tículo 8o. de la Ley Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Públicos, es obligación de
todo servidor público “custodiar y cuidar la documenta-
ción e información que por razón de su empleo, cargo o
comisión, tenga bajo su responsabilidad, e impedir o evitar
su uso, sustracción, destrucción, ocultamiento o inutiliza-
ción indebidos”, sino porque la directa responsabilidad de
los servidores públicos en el uso de los archivos que están
a su cargo, permitirá transitar de una cultura en la que la
información gubernamental se ha concebido como un
bien del dominio privado de los servidores públicos, en la
que estos últimos han dado un manejo personalizado y
subjetivo a los archivos públicos; a una organización gu-
bernamental en la que prevalezca el principio de que los
documentos que genere, obtenga, adquiera o conserve el
gobierno son un bien público. Basta recordar que la Ley
General de Bienes Nacionales establece que los documen-
tos y expedientes de las oficinas gubernamentales son bie-
nes nacionales.

El aprovechamiento público o sociabilización de la infor-
mación gubernamental requiere, sin lugar a dudas, estable-
cer mecanismos que eviten el manejo discrecional de los
documentos y archivos por parte de los servidores públi-
cos.

Entre las responsabilidades específicas que la Ley estable-
cerá para los servidores públicos, está la prohibición de
sustraer documentos de archivo al concluir su empleo, car-
go o comisión, y la obligación de entregar a quienes los
sustituyan en sus funciones, los archivos organizados e ins-
trumentos de consulta respectivos que se encontraban bajo
su custodia.
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La falta de una disposición que de manera expresa prohíba
a los servidores públicos disponer discrecional e ilegal-
mente de la información que está bajo su custodia, y que
los obligue a entregar los archivos de manera organizada,
ha tenido como consecuencia serios abusos por parte de los
servidores públicos. No ha sido extraño conocer casos en
los que servidores públicos del más alto nivel jerárquico
han sustraído documentos al final de su administración, sin
la menor justificación, ni observancia de lo dispuesto por la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental. Y no sólo eso, sino que han hecho
uso del erario público para pagar la reproducción de la in-
formación y disfrutar en lo privado de un bien público.

Cuando un servidor público deja su empleo, cargo o comi-
sión tiene responsabilidades con relación a lo que hizo o
dejó de hacer en el puesto que desempeñó, pero no debe te-
ner más privilegios o derechos que los que la ley le otor-
gue, por lo que si el servidor público requiere tener acceso
a información fuera del ejercicio de sus funciones, deberá
ejercer su derecho a través del procedimiento que estable-
ce la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental, como lo haría cualquier per-
sona, a fin de garantizar que el acceso a la información se
dé en los términos que establece dicha ley, lo que implica
el análisis de la naturaleza de la información y el cobro de
los derechos respectivos.

En ese sentido, el artículo 7o. del proyecto de Ley estable-
ce con contundencia que “bajo ninguna excepción los ser-
vidores públicos podrán sustraer documentos de archivo al
concluir su empleo, cargo o comisión”.

A la par, el proyecto de decreto de la Colegisladora propo-
nen incluye la obligación de los servidores públicos de in-
cluir en su acta entrega-recepción, la entrega de sus archi-
vos.

Cabe señalar que este artículo es una de las modificaciones
propuestas a la Minuta turnada por la Cámara de Diputa-
dos, la cual no prevé ninguna disposición relativa a la pro-
hibición a los servidores públicos de sustraer documentos
al terminar su encargo, ni a la obligación de incluir en las
actas entrega-recepción la entrega de los archivos debida-
mente organizados.

Sin duda, una de las fortalezas de la ley estará en el ámbi-
to de su aplicación, que abarca a todos los poderes federa-
les y que es de observancia obligatoria para los servidores

públicos federales a que refiere el artículo 108 de la Cons-
titución.

Segundo eje: Diseño institucional. La colegisladora pro-
pone dotar al Archivo General de la Nación de plena auto-
nomía de gestión y personalidad jurídica, y reconocerlo
como el organismo descentralizado rector de la actividad
archivística nacional y entidad central de consulta para la
administración de los archivos administrativos e históricos.

En consecuencia, el título sexto de la ley propone modifi-
car la naturaleza del Archivo General de la Nación, para
que transite de órgano desconcentrado de la Secretaría de
Gobernación, a organismo descentralizado de la adminis-
tración pública federal.

Se propone que el director general sea designado por el
presidente de la República, o a indicación de éste, a través
del coordinador de sector, por el órgano de gobierno, lo que
de manera implícita refleja la importancia del cargo. De es-
ta forma la designación del titular del Archivo no será dis-
crecional, pues la Colegisladora propone que para ocupar
el cargo, el servidor público deberá cumplir con ciertos re-
quisitos, entre ellos, haberse desempeñado destacadamente
en actividades profesionales, de servicio público o acadé-
micas, relacionadas con la materia de la Ley Federal de Ar-
chivos.

La propuesta de transformar el Archivo General de la Na-
ción en un organismo descentralizado implica también un
cambio en su estructura interna, pues la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales establece en su artículo 17 que “la
administración de los organismos descentralizados estará a
cargo de un órgano de gobierno que podrá ser una junta de
gobierno o su equivalente y un director general”. Para el
caso específico del Archivo General de la Nación, la cole-
gisladora propone, en el artículo 46 de la ley, que su órga-
no de gobierno se componga por un presidente, que será
designado por el secretario de Gobernación; los servidores
públicos designados por los titulares de Presidencia de la
República, Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Se-
cretaría de Educación Pública y Secretaría de la Función
Pública, y el director del Archivo General de la Nación,
que tendrá voz pero no voto en la toma de decisiones.

Esta nueva conformación pretende involucrar en el tema de
archivos –que será considerado como prioritario y estraté-
gico– a instancias que toman decisiones que afectan de ma-
nera transversal a toda la Administración Pública Federal.
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Cabe señalar que según el artículo 58 de la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales, entre las facultades del Órgano
de Gobierno se encuentra establecer en congruencia con
los programas sectoriales, las políticas generales y definir
las prioridades a las que deberá sujetarse la entidad paraes-
tatal. De ahí la importancia de que el Órgano de Gobierno
del Archivo General de la Nación se encuentre integrado
por servidores públicos de instancias que toman decisiones
de políticas públicas transversales y de índole presupuesta-
ria.

Ésta es una de las modificaciones que se proponen a la Mi-
nuta de la Cámara de Diputados, pues la Ley Federal de
Archivos propuesta considera al Archivo General de la Na-
ción como un órgano desconcentrado de la Secretaría de
Gobernación, lo que no fortalece al órgano rector de la ar-
chivística nacional.

Aunado a lo anterior, la Cámara de Senadores propone que
el Archivo General de la Nación cuente con un consejo
académico asesor, integrado por académicos y expertos
destacados en materia archivística. Este consejo asesor ten-
drá la tarea de coadyuvar con el archivo para el mejor de-
sarrollo de sus atribuciones. Asimismo, se propone que el
Archivo General de la Nación cuente con un órgano con-
sultivo en materia de administración de documentos y ar-
chivos del gobierno federal, que se denominará Comité
Técnico Consultivo de los Archivos del gobierno federal,
integrado por representantes de cada dependencia y enti-
dad, cuyas funciones estarán vinculadas con la facultad del
Archivo en su carácter de entidad normativa del Ejecutivo
federal en materia de administración de documentos y ar-
chivos.

Cabe señalar que la minuta de la Cámara de Diputados
considera que el Comité Asesor del Archivo General de la
Nación se integre por dependencias de la administración
pública centralizada del Ejecutivo federal, sin tomar en
cuenta la dinámica propia del sector paraestatal, en el cual
se encuentran archivos muy relevantes para el país, como
el caso de Petróleos Mexicanos y la Comisión Federal de
Electricidad, por citar dos ejemplos.

En ese sentido, el proyecto propuesto amplía las facultades
actuales del Archivo, de forma tal que cuente con las atri-
buciones suficientes para ser un órgano rector de la archi-
vística nacional y no un mero custodio de los archivos his-
tóricos del país. La normatividad que en la actualidad
regula la actuación del Archivo General de la Nación le
otorga pocas facultades para desarrollar una política públi-

ca para organizar y conservar los archivos de la Adminis-
tración Pública Federal, y coadyuvar en esa tarea con el
resto de los poderes federales.

Se propone en el artículo 44 de la Ley, que el Archivo Ge-
neral de la Nación cuente con atribuciones para elaborar,
en conjunto con el Instituto Federal de Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos, los criterios para la organi-
zación y conservación de los archivos de las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal; estable-
cer los lineamientos para analizar, valorar y decidir el des-
tino final de la documentación y archivos liberados por las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral; dictar las normas relacionadas con conservación y
custodia de los documentos históricos de las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal; vi-
gilar y, en caso de incumplimiento de esta ley, hacer las
recomendaciones a las dependencias y entidades de la
Administración Pública para asegurar su cumplimiento y
el de sus disposiciones reglamentarias, así como hacer del
conocimiento del Órgano Interno de Control que correspon-
da las afectaciones del patrimonio documental, a efecto de
que se establezcan las responsabilidades correspondientes; y
celebrar convenios de colaboración o de concertación, según
corresponda, con los sujetos obligados distintos del Poder
Ejecutivo federal, con entidades federativas y municipios,
así como con particulares con el propósito de desarrollar
acciones que permitan la modernización de los servicios
archivísticos, el rescate y administración del patrimonio
documental de la nación, entre otras atribuciones.

Se propone la incorporación de atribuciones adicionales,
como las que se señalan a continuación, a fin de dotar al
Archivo de las facultades necesarias para desempeñarse
como un auténtico órgano rector de la archivística nacio-
nal:

· Resguardar el patrimonio documental que custodia, las
transferencias secundarias de los documentos con valor
histórico generados por Poder Ejecutivo federal y, en su
caso, otros sujetos obligados, así como aquellos docu-
mentos en posesión de particulares, que en forma vo-
luntaria y previa valoración, incorpore a sus acervos;

· Autorizar los permisos para la salida del país de docu-
mentos declarados patrimonio documental de la nación;
de aquéllos documentos originales relacionados con la
historia de México y de libros que por su naturaleza no
sean fácilmente sustituibles;
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· Reunir, organizar, preservar y difundir el acervo docu-
mental gráfico, bibliográfico y hemerográfico que res-
guarda, con base en las mejores prácticas internaciona-
les, adecuadas a la realidad nacional;

· Elaborar en coordinación con el Instituto los linea-
mientos generales para la organización y conservación
de los archivos del Poder Ejecutivo federal;

· Desarrollar sistemas para la creación, mantenimiento y
preservación de documentos electrónicos que asegure
su autenticidad, integridad y disponibilidad a través del
tiempo;

· Emitir el dictamen de baja documental para los sujetos
obligados del Poder Ejecutivo federal;

· Desarrollar investigaciones en materias históricas y ar-
chivísticas encaminadas a la organización, conservación
y difusión del patrimonio documental que resguarda y
de los archivos de las dependencias y entidades;

· Dictar las disposiciones administrativas relacionadas
con conservación y custodia de los documentos históri-
cos del Poder Ejecutivo federal;

· Proporcionar los servicios complementarios que deter-
mine el Reglamento y en términos de las disposiciones
aplicables;

· Vigilar y, en caso de incumplimiento de esta ley, hacer
las recomendaciones a las dependencias y entidades pa-
ra asegurar su cumplimiento y el de sus disposiciones
reglamentarias, así como hacer del conocimiento del
Órgano Interno de Control o de las autoridades que co-
rrespondan, las afectaciones del patrimonio documental,
a efecto de que se establezcan las responsabilidades co-
rrespondientes;

· Fomentar el desarrollo profesional de archivistas a tra-
vés de convenios de colaboración o concertación con
autoridades e instituciones educativas públicas o priva-
das;

· Participar y organizar en foros y eventos nacionales e
internacionales en la materia;

· Coadyuvar en los mecanismos para otorgar recursos
materiales y económicos a los archivos en peligro de
destrucción o pérdida;

· Promover el registro nacional de archivos históricos
públicos y privados, así como desarrollar actividades re-
lacionadas con éste;

· Realizar convenios con municipios e instituciones, en
el marco del cumplimiento de sus objetivos;

· Cooperar con otros organismos encargados de la polí-
tica del gobierno nacional en la educación, la cultura, la
ciencia, la tecnología, la información y la informática en
materia de archivos; y

· Dictar las disposiciones administrativas relacionadas
con la conservación y custodia de los documentos de ar-
chivo del Poder Ejecutivo federal.

Adicionalmente, y como una de las modificaciones a la
Minuta de la Cámara de Diputados, la Cámara de Senado-
res propone que la Ley prevea la creación del Consejo Na-
cional de Archivos, el cual será un órgano colegiado que
tendrá como principal función establecer una política na-
cional de archivos, tanto públicos como privados, así como
directrices nacionales para la gestión de documentos y la
protección de la memoria documental nacional. Este con-
sejo estará integrado por representantes de los tres Poderes
de la Unión, de los órganos autónomos constitucionales, de
los tres niveles de gobierno y del sector privado, con obje-
to de generar una auténtica política nacional de archivos.

De acuerdo con el artículo 36 del proyecto, entre las fun-
ciones del Consejo estarán las siguientes: establecer direc-
trices y criterios para una política nacional de archivos;
promover la interrelación de los archivos públicos y priva-
dos; fomentar el desarrollo de archivos administrativos ac-
tualizados; y promover la gestión, preservación y el acceso
a la información documental, entre otras.

Asimismo, el proyecto de decreto prevé la existencia del
Sistema Nacional de Archivos y del Registro Nacional de
Archivos, como instancias que coadyuvarán a la colabora-
ción, coordinación y articulación entre los archivos públi-
cos de los tres ámbitos de gobierno y los del sector priva-
do, para la gestión, preservación y acceso a la información
documental, con base en las mejores prácticas internacio-
nales; así como al registro y difusión del patrimonio de la
memoria documental país.

Por otra parte, la Cámara de Senadores consideran oportu-
no reconocer la importancia de la participación del Institu-
to Federal de Acceso a la Información y Protección de Da-
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tos y de los Comités de Información de las dependencias y
entidades de la administración pública federal, a los que re-
fiere la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental, en la instrumentación de
la Ley Federal de Archivos. La intervención de ambas ins-
tancias es fundamental, pues además de que la Ley de
Transparencia les otorga atribuciones en materia de organi-
zación y conservación de archivos, tienen camino andado
en el tema de información pública federal. Con la partici-
pación de estos actores será más sencilla la instrumenta-
ción de políticas públicas de archivos a lo largo del Go-
bierno Federal, pues tanto el Instituto como los Comités de
Información tienen una presencia real y cotidiana en las
dependencias y entidades; además, su participación directa
contribuirá, a su vez, al desarrollo de la transparencia y el
derecho de acceso, por la vinculación que hay entre estos
temas y el de archivos, como se explicó previamente. Así,
el artículo 8o. de la ley faculta a los Comités de Informa-
ción para aprobar los criterios específicos de organización
y conservación de archivos, cuestión que no prevé la mi-
nuta turnada por nuestra colegisladora.

Aunado a lo anterior, el Senado de la República considera
procedente la creación de las áreas de archivo que son in-
dispensables para la instrumentación de políticas públicas
en materia de organización y conservación de los archivos,
éstas son: la coordinación de archivos, los archivos de trá-
mite, el de concentración e histórico. Estas áreas constitui-
rán el entramado institucional sobre el cual se desplegarán
las actividades archivísticas de manera consustancial a las
tareas propias del servicio público.

Sin duda, las finanzas públicas sanas requieren de un ajus-
te en el tamaño del aparato burocrático, mediante la des-
aparición de puestos cuya existencia no esté debidamente
justificada, o bien, impidiendo la proliferación de cargos
innecesarios para la gestión pública. No obstante, la crea-
ción de las áreas antes citadas está plenamente justificada
(cabe decir, que el archivo de trámite no implica la crea-
ción de nuevos puestos y que muy pocas instituciones con-
tarán con un archivo histórico), ya que su tarea es indis-
pensable para la instrumentación de políticas públicas en
materia de archivos. De hecho, la ausencia de estas áreas
ha sido uno de los factores que ha obstaculizado el avance
en la organización de los archivos.

La ausencia de una estructura organizacional, con atribu-
ciones bien definidas y sustentadas en ley, ha dificultado
que se instrumenten políticas públicas de forma transversal
en las dependencias y entidades. La falta de un área Coor-

dinadora de Archivos ha tenido como consecuencia que
dentro de las dependencias y entidades no exista homoge-
neidad en el tratamiento de los archivos. El manejo des-
igual de los expedientes al interior de una institución com-
promete la utilidad de los archivos en la gestión pública.

En ese sentido, los artículos 10 y 12 del proyecto estable-
cen como obligación de las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, contar con un área coor-
dinadora de archivos, facultada para instrumentar políticas
públicas en materia de archivos que sean transversales, y
con atribuciones para establecer criterios en materia de or-
ganización y conservación de archivos; elaborar en coordi-
nación con los titulares de las unidades administrativas los
instrumentos de control archivístico; coordinar los proce-
dimientos de valoración y destino final de la documenta-
ción; establecer un programa de capacitación y asesoría ar-
chivísticos, y coordinar con el área de tecnologías de la
información de la dependencia o entidad, las actividades
destinadas a la automatización de los archivos y a la ges-
tión de documentos electrónicos.

Es importante señalar que la Minuta de la Cámara de Di-
putados sólo establecía la obligación de contar con el área
coordinadora de archivos para el caso de las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal. Además,
dicha Minuta no contempla un artículo específico para de-
terminar las funciones de esta área.

Asimismo, el Senado de la República considera oportuno
modificar la minuta para establecer, en su artículo 11, que
el responsable del área coordinadora de archivos cumpla
con un perfil específico y sea nombrado por el titular de la
dependencia o entidad, lo que de manera implícita recono-
ce la importancia del cargo y abona para que tenga un ni-
vel jerárquico superior. Conviene subrayar la importancia
que tiene revalorar el papel de los responsables de los ar-
chivos, lo que resulta fundamental para que la tarea archi-
vística adquiera valor en cualquier institución. No se avan-
zará con el mismo paso si los responsables de los archivos
no tienen un nivel jerárquico tal que le permita tomar deci-
siones e instrumentarlas de manera transversal en la insti-
tución, de ahí la trascendencia de que sea nombrado direc-
tamente por el titular de la dependencia y entidad y que la
tarea se asuma como un compromiso del más alto nivel.

Por otra parte, sin duda, en los años de ejercicio del dere-
cho de acceso a la información, los integrantes del Comité
de Información han desarrollado habilidades y conoci-
mientos en el tema de transparencia y acceso a la informa-
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ción, lo que no necesariamente ha ocurrido en materia de
archivos. En ese sentido, la integración del responsable de
la coordinación de archivos a ese órgano colegiado es in-
dispensable para que el Comité de Información pueda ejer-
cer adecuadamente sus atribuciones en materia de archi-
vos. Por ello, el artículo 11 de la Ley establece que el
responsable del área coordinadora de archivos formará par-
te del Comité de Información como asesor en materia de
archivos, con voz y voto.

De manera adicional, y no menos importante, es el papel
que podrá jugar el responsable de la coordinación de archi-
vos en el ejercicio del derecho de acceso a la información,
al aportar sus conocimientos sobre la organización de los
archivos de la dependencia o entidad de que se trate, para
la localización de los documentos requeridos por los soli-
citantes.

Aunado a lo anterior, estas dictaminadoras consideran in-
dispensable que la Ley contemple la creación de los archi-
vos de trámite y de concentración en cada sujeto obligado,
y establezca de manera clara sus atribuciones y obligacio-
nes, pues sus tareas son fundamentales para la debida or-
ganización y conservación de los archivos, ya que los pri-
meros son los responsables de la administración de
documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio
de las atribuciones de una unidad administrativa, mientras
que los segundos son los que administran los documentos
cuya consulta es esporádica por parte de las unidades ad-
ministrativas de las dependencias y entidades, y que per-
manecen en ella hasta su destino final. En ese sentido, los
artículos 13 al 17 establecen la obligación de los sujetos
obligados de contar con archivos de trámite y concentra-
ción y, en su caso, histórico, así como las funciones de ca-
da uno de éstos.

Si bien la minuta aprobada por la Cámara de Diputados
contempla la creación de estos archivos, no cuenta con ar-
tículos específicos en los que se establezcan con precisión
sus funciones.

Otro aspecto fundamental en el diseño institucional que la
Cámara de Senadores propone incorporar a la Minuta es
que los archivos históricos se consideren fuentes de acceso
público. A diferencia de la Minuta de la Cámara de Dipu-
tados, en la que únicamente se señalaba que el archivo his-
tórico es la “Unidad responsable de administrar, organizar,
describir, conservar y divulgar la memoria documental ins-
titucional”, el proyecto de decreto propuesto establece con
precisión que este archivo es una fuente de acceso público.

El tránsito de un documento o expediente del archivo de
concentración al histórico implica la valoración de la do-
cumentación que deba conservarse permanentemente por
tener un valor histórico. En ese sentido, en el archivo his-
tórico se conservan aquellos documentos que forman parte
del patrimonio nacional, al registrar la memoria de una ins-
titución y la historia del país.

El aprovechamiento público de la información que forma
parte de los archivos históricos requiere que estos últimos
tengan el carácter legal de fuente de acceso público. No es
suficiente que una de las tareas del archivo histórico sea di-
vulgar la memoria documental institucional, sino que es
necesario que quede establecido en ley que los documentos
que obran en esos archivos son de naturaleza pública.

La presencia de un documento en el archivo histórico sig-
nifica, de manera inevitable, que dicho documento perdió
sus valores administrativos, legales, fiscales o contables, y
que debe conservarse al tener otro tipo de valores como los
evidenciales, testimoniales e informativos.

Al dejar de formar parte de aquella documentación activa
que es necesaria para el ejercicio de las atribuciones de las
unidades administrativas, y al no ser necesaria su conser-
vación por cuestiones administrativas, legales, fiscales o
contables, sino por su valor histórico; los documentos que
forman parte de los archivos históricos no podrían actuali-
zar las causales de clasificación que prevé la Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental.

Basta recordar que el artículo 6o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Transpa-
rencia establecen que toda la información gubernamental
es pública y los particulares tendrán acceso a la misma, y
sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de in-
terés público en los términos que fijen las leyes. Asimismo,
ambas disposiciones señalan que en la interpretación del
derecho de acceso a la información prevalecerá el principio
de la máxima publicidad.

En el caso de los documentos históricos, por su propia na-
turaleza, al evidenciar, testimoniar e informar sobre la me-
moria de una institución pública y del país, el interés gene-
ral está, precisamente, en su difusión y libre acceso.

Los documentos gubernamentales deben tener una función
doble, en primera instancia, registrar y ser evidencia de lo
que se hizo en el pasado y de las decisiones institucionales
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que se tomaron, a fin de dar certeza jurídica a la organiza-
ción; pero también, cuando pierden su valor primario, es
decir, administrativo, legal, fiscal o contable, deben fo-
mentar un gobierno transparente, a través de la promoción
de la historia y memoria de las instituciones públicas, así
como garantizar la rendición de cuentas, al permitir que los
ciudadanos identifiquen con plenitud y certeza a los res-
ponsables de las decisiones gubernamentales y al proveer
de justificación y explicación a las acciones de gobierno.

En suma, el hecho de que los archivos históricos adquieran
una naturaleza pública de oficio, permitirá el acceso siste-
mático a información que aporta precisión y certeza sobre
datos del quehacer gubernamental, lo cual abonará a la ren-
dición de cuentas y transparencia de la gestión pública,
además de resultar de fundamental importancia para el es-
tudio de la historia del país, pues el valor de esta disciplina
se basa en la veracidad de los datos difundidos, y su obje-
to está en divulgar los acontecimientos pasados y dignos de
memoria.

Por otro lado, se prevé establecer con claridad en la Ley,
por una parte, que los archivos históricos son una fuente de
acceso público y, por otra, que para el acceso a la informa-
ción en ellos contenida deberán seguirse los procedimien-
tos que señalen los propios archivos.

Se propone que en la Ley Federal de Archivos se establezca
un procedimiento para acceder a los documentos con valor
histórico que contengan información confidencial. Dicho
procedimiento guarda un sano equilibrio entre la protección
de los datos personales contenidos en los documentos histó-
ricos, y el derecho de acceso a estos últimos. Por primera vez
en el país, una disposición legal establecería con precisión
el plazo y el procedimiento a seguir para acceder a la in-
formación confidencial contenida en los documentos histó-
ricos, de forma tal que se respete tanto el derecho a la pri-
vacidad y protección de los datos personales de sus
titulares, como, al mismo tiempo, el derecho de acceso que
cualquier persona tendría respecto de estos documentos
públicos con valor histórico.

Ahora bien, la Cámara de Senadores considera fundamen-
tal garantizar que las nuevas reglas de acceso a los archi-
vos históricos no obstaculicen el quehacer de los historia-
dores e investigadores. En ese sentido, el artículo 30 de la
Ley dota al Instituto Federal de Acceso a la Información y
Protección de Datos o a la autoridad equivalente en los su-
jetos obligados distintos al Poder Ejecutivo federal de fa-

cultades para determinar procedente el acceso a informa-
ción confidencial con valor histórico cuando

I. Se solicite para una investigación o estudio que se
considere relevante para el país, siempre que el mismo
no se pueda realizar sin el acceso a la información con-
fidencial, y el investigador o la persona que realice el
estudio quede obligado por escrito a no divulgar la in-
formación confidencial, ni ninguna que pueda hacer
identificable a su titular;

II. El interés público en el acceso sea mayor a cualquier
invasión a la privacidad que pueda resultar de dicho ac-
ceso;

III. El acceso beneficie de manera clara y evidente al ti-
tular de la información confidencial; y

IV. Sea solicitada por un biógrafo autorizado por el titu-
lar de la información confidencial.

A la par, una de las modificaciones a la Minuta de la Cá-
mara de Diputados, propone la obligación de las depen-
dencias y entidades de transferir al Archivo General de la
Nación sus documentos con valor histórico, a fin de garan-
tizar la debida conservación de dichos documentos, así co-
mo facilitar el acceso a los mismos y favorecer su difusión,
al encontrarse en un solo recinto.

Por otra parte, considera el Senado de la República impor-
tante prever que el Archivo General de la Nación tenga a su
cargo la sección de archivos presidenciales, y que al térmi-
no de cada mandato, la Presidencia de la República deba
efectuar las transferencias secundarias que conforme a su
catálogo de disposición documental procedan.

Tercer eje: Instrumentos de control y consulta archivís-
ticos. La Cámara de Senadores propone que los instrumen-
tos deberán ser generados por parte de los sujetos obliga-
dos a fin de contar con archivos debidamente organizados,
y sin los cuales el servicio de administración, conservación
y localización de la información que prestan los archivos se
torna imposible.

Al respecto, considera la Colegisladora imprescindible es-
tablecer en el texto de la Ley que los sujetos obligados de-
berán asegurarse de que se elaboren los instrumentos de
control y consulta archivística que propicien la organiza-
ción, administración, conservación y localización expedita
de sus archivos, por lo que deberán contar al menos con los
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siguientes: cuadro general de clasificación archivística, ca-
tálogo de disposición documental, inventarios documenta-
les (general, de transferencia y de baja) y guía simple.

Destaca la Cámara de Senadores que la Minuta turnada por
la Cámara de Diputados no contiene un artículo que de ma-
nera expresa haga referencia a estos instrumentos de con-
sulta y control archivístico.

El catálogo de disposición documental es el registro gene-
ral y sistemático que establece los valores administrativos,
legales, fiscales, contables e históricos de los documentos
de archivo, así como los plazos de conservación, clasifica-
ción de reserva o confidencialidad y el destino final; el cua-
dro general de clasificación archivística será el instrumen-
to técnico y de control que refleja la estructura de la
documentación producida o recibida por los sujetos obli-
gados con base en sus atribuciones o funciones; los inven-
tarios documentales son los instrumentos de consulta que
describen las series y expedientes de un archivo y que per-
miten su localización, transferencia o baja documental, y la
guía simple de archivo es el esquema general de descrip-
ción de las series documentales de los archivos de un suje-
to obligado, que indica sus características fundamentales
conforme al cuadro general de clasificación archivística y
sus datos generales.

Como se puede observar, estos instrumentos de control y
consulta archivística son fundamentales para la debida or-
ganización de los archivos, pues sin ellos se hace imposi-
ble una efectiva administración, conservación y localiza-
ción de los documentos recibidos y producidos por los
sujetos obligados. Es por ello, que la propuesta prevé dis-
posiciones precisas para la organización, conservación y
administración de los archivos de trámite y concentración
de los sujetos obligados, los cuales en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, establecerán, mediante reglamentos
administrativos o acuerdos de carácter general, los órganos,
criterios y procedimientos institucionales relativos a la orga-
nización, conservación y administración de sus archivos, a
efecto de garantizar la disponibilidad, localización expedita,
integridad y conservación de los documentos.

Todo ello, con el propósito de fomentar la modernización y
homogeneización metodológica de la función archivística,
y propiciar la cooperación e integración de los archivos.

Cabe destacar el hecho de que en el presente dictamen se
proponga la emisión de lineamientos que establezcan las
bases para que los archivos administrativos de los sujetos

obligados se organicen y conserven de forma completa y
actualizada, a fin de cumplir con lo dispuesto en la fracción
V del artículo 6o. constitucional, en específico, con la obli-
gación de publicar en medios electrónicos disponibles, la
información sobre indicadores de gestión y el ejercicio de
los recursos públicos. Más aún, se propone la publicación
de información con alto valor social. La idea central es pro-
mover el acceso público a información en posesión de los
sujetos obligados que genere conocimiento o facilite el ac-
ceso al mismo, y no sólo a datos que permitan la rendición
de cuentas y la transparencia de la gestión pública. Con
ello, se busca que el gobierno comparta información para
socializar el conocimiento.

Sostiene la Cámara de Senadores que uno de los beneficios
que nos brinda esta era digital es la oportunidad para acce-
der e intercambiar información y conocimiento, y para im-
pulsar la participación ciudadana. Sin duda, el papel del
Estado es fundamental para el desarrollo de instrumentos
que permitan que los ciudadanos aprovechen las ventajas
que ofrecen las tecnologías de la información. En ese sen-
tido, una ley de archivos moderna debe contemplar la ins-
trumentación de mecanismos que faciliten el acceso opor-
tuno a información que tenga valor y sea útil para la
sociedad, en otras palabras, que ordene la información pa-
ra hacerla accesible.

Los países de avanzada en el tema del gobierno abierto han
creado portales de Internet en los que ofrecen información
con alto valor para los ciudadanos. Estos países han tras-
cendido el concepto de transparencia que centraba el dere-
cho de acceso de los ciudadanos en la posibilidad de estos
últimos de demandar a su gobierno el acceso a información
pública gubernamental; para arribar a una idea moderna de
la transparencia, en la que el gobierno ofrezca de forma di-
recta, sin necesidad de que medie solicitud de acceso algu-
na, y por medios sencillos y expeditos, información que se
considera con alto valor social, sobre temas específicos de
interés general, como es el caso de los indicadores econó-
micos; el comportamiento de los mercados; cuestiones de
salud pública o ambientales; educación; elecciones; em-
pleo; comunicaciones; seguridad nacional y pública; recur-
sos naturales; población; ciencia y tecnología; seguridad
social, entre otros. Hacia ese rumbo debemos ir encami-
nando en México los esfuerzos en el tema de la transpa-
rencia: hacia la construcción de una sociedad de la infor-
mación y el conocimiento.

Por ello, el Senado de la República propone que el artícu-
lo 21 del proyecto establezca en su segundo y tercer párra-
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fos que “[…] el Archivo General de la Nación, en coordi-
nación con el Instituto y la Secretaría de la Función Públi-
ca, emitirá lineamientos para la creación y funcionamiento
de los sistemas que permitan la organización y conserva-
ción de la información de los archivos administrativos del
Poder Ejecutivo federal de forma completa y actualizada, a
fin de publicar la relativa a los indicadores de gestión, ejer-
cicio de los recursos públicos y con alto valor para la so-
ciedad.

La autoridad que establezcan las disposiciones secundarias
aplicables a los sujetos obligados distintos al Poder Ejecu-
tivo federal deberá emitir los lineamientos que señala el
presente artículo, de conformidad con las directrices que
para tal efecto emita el Consejo Nacional de Archivos”.

Cabe señalar que la minuta de la Cámara de Diputados no
incluía al Instituto Federal de Acceso a la Información y
Protección de Datos, como autoridad coadyuvante del Ar-
chivo General de la Nación para emitir lineamientos para
la creación y funcionamiento de los sistemas de organiza-
ción y conservación de los archivos.

Por otra parte, el Senado de la República proponen prever
con precisión que el plazo de conservación de los docu-
mentos en los archivos de trámite, de concentración e his-
tórico deberá considerar la vigencia documental, así como
en su caso, el periodo de reserva correspondiente, de con-
formidad con lo dispuesto por la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental.
Asimismo, se prevé que para la baja documental se requie-
ra que hayan prescrito los valores administrativos, legales,
fiscales o contables del documento, y que éste no contenga
valores históricos, además del dictamen del Archivo Gene-
ral de la Nación, para el caso de la Administración Pública
Federal, con lo que la destrucción de documentos no será
arbitraria, ni discrecional, sino que deberá cumplir con los
requisitos que establece la Ley, y seguir el procedimiento
que para tal fin se establezca.

De esta forma se pretende dar certeza sobre los archivos de
las dependencias y entidades desaparecidas o liquidadas y
rompe con ello con prácticas negativas del pasado, en las
que la desaparición de una dependencia o entidad también
implicaba la desaparición de la información que daba sus-
tento a las actividades de los servidores públicos y al ejer-
cicio de recursos públicos que en ellas se llevaron a cabo.

Como parte de los instrumentos que proponemos incluir en
la Ley Federal de Archivos para el control de la informa-

ción, está la obligación de las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal de notificar al Archivo
General de la Nación, una vez al año, el listado de docu-
mentos desclasificados el año previo y que hayan sido ob-
jeto de reserva con fundamento en el artículo 13, fraccio-
nes I a IV de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental. Esta medida per-
mitirá dejar constancia de la existencia de información res-
pecto de la cual se negó el acceso en su momento, y a la
que ya se podría tener acceso al haber sido desclasificada,
a fin de evitar la destrucción o baja de la misma sin que ha-
ya transcurrido el plazo para ello, o bien las declaraciones
de inexistencia no justificadas.

Uno de los principales retos en materia de archivos, no só-
lo en el país, sino en el mundo, es la modernización de los
mismos a través de su tránsito al ambiente electrónico. Ha-
ciendo frente a ese reto, el proyecto faculta al Archivo Ge-
neral de la Nación para emitir los lineamientos que esta-
blezcan las bases para la creación y uso de sistemas
automatizados de gestión y control de documentos tanto en
formato físico como electrónico. Asimismo, se propone
que los sujetos obligados desarrollen y establezcan políti-
cas y procesos conducentes al control de sus documentos
electrónicos por medio de la aplicación de los mismos ins-
trumentos técnico archivísticos que corresponden a los so-
portes tradicionales, así como propiciar la utilización de
herramientas informáticas que permitan su adecuada admi-
nistración.

Por otro lado, el Senado de la República considera que este
proyecto no podría llegar a buen término si no se cuenta con
servidores públicos bien capacitados que desarrollen apro-
piadamente sus responsabilidades. En esa asignatura, se pro-
pone que la ley prevea que el responsable del área coordina-
dora de archivos establezca un programa de capacitación y
asesoría archivísticos para los servidores públicos de su ins-
titución, a fin de que los mismos conozcan los conceptos
fundamentales y los instrumentos de control y consulta ar-
chivística, bajo la premisa de que cada servidor público es,
en los hechos, un archivista, sobre todo en esta era digital en
la que desde lo individual de nuestro equipo de cómputo, ge-
neramos, recibimos y almacenamos información. Asimismo,
se faculta al Archivo General de la Nación para fomentar el
desarrollo profesional de archivistas a través de convenios
de colaboración o concertación con autoridades educativas y
universidades públicas o privadas.

Así pues, el tercer eje de la Ley Federal de Archivos des-
cansa en los instrumentos de control y consulta archivísti-
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ca que son indispensables para la adecuada administración,
conservación y localización de la información que obra en
los archivos de los sujetos obligados.

Cuarto eje: Infracciones y sanciones. Uno de los pilares
de la rendición de cuentas es la aplicación efectiva de san-
ciones derivadas de responsabilidades concretas. Sin duda,
un elemento clave en la instrumentación de políticas públi-
cas son las actividades orientadas hacia la observancia de
la ley. Un esfuerzo por organizar y conservar los documen-
tos gubernamentales, que no impusiera las sanciones co-
rrespondientes por el incumplimiento de la ley, sería un
ejercicio débil y con riesgos de ser ineficiente o una simu-
lación. Para que sean efectivas las disposiciones normati-
vas, tienen que estar acompañadas de mecanismos de mo-
nitoreo y sanción eficaces, a efecto de evitar la comisión de
conductas ilícitas.

En ese sentido, la Cámara de Senadores considera impres-
cindible prever un capítulo de sanciones por incumpli-
miento de las obligaciones establecidas en la Ley, las que
sin perjuicio de las penales y civiles que correspondan, se-
rán causa de responsabilidad administrativa. Para ello, el tí-
tulo séptimo de la ley está dedicado al tema de las infrac-
ciones y sanciones.

Existe evidencia empírica sobre la relación directa entre es-
tados con economías pujantes y democracias consolidadas,
y archivos ordenados. Por años nuestro país ha contado con
una deficiente organización de archivos, lo que ha propi-
ciado la desorganización y hasta el abandono de muchos de
ellos, hecho que nos hace un Estado vulnerable. De esta
forma la Ley Federal de Archivos que se propone pretende
contribuir a revertir estas malas prácticas, y asegurar prác-
ticas de gobierno modernas y transparentes, con el firme
propósito de hacer eficiente el quehacer gubernamental al
tiempo de garantizar que cualquier persona pueda tener ac-
ceso a la información que se genera en las instituciones del
Estado mexicano, al tiempo que se transparenta la gestión
pública y se favorece la rendición de cuentas.

Por último, el Senado de la República ha considerado opor-
tuno hacer algunos ajustes de redacción a fin de clarificar
el texto del articulado y favorecer su exacta aplicación e in-
terpretación.

Habiendo establecido los antecedentes y el contenido de la
minuta, los integrantes de la Comisión de Gobernación for-
mulan las siguientes

Consideraciones

A) En lo general

1. México ha dado pasos relevantes en materia de transpa-
rencia y acceso a la información pública gubernamental. El
acceso a la información y la rendición de cuentas son con-
diciones en una sociedad que se precie de ser democrática
y transparente porque protegen bienes jurídicos valiosos
(que los ciudadanos puedan saber y acceder a información
relevante para su vida y el progreso de la comunidad) y so-
bre él se erige la viabilidad de un sistema democrático que
cumple una función vital para que los ciudadanos conozcan
el quehacer, las decisiones y los recursos que erogan sus
autoridades.

2. El 20 de julio de 2007 fue publicado en el Diario Oficial
de la Federación el decreto que reforma el artículo 6o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
por el que se estableció el derecho a la información como
una garantía tutelada por la norma fundamental, lo que su-
pone una política de estado comprometida con la transpa-
rencia y la rendición de cuentas para que la Federación, los
Estados y el Distrito Federal deban proporcionar, a través
del uso remoto de mecanismos o medios electrónicos, sus
principales indicadores de gestión y la información sobre
sus actividades para una adecuada rendición de cuentas, de
manera permanente, completa, actualizada, oportuna y per-
tinente.

4. Para hacer efectivo el derecho de acceso a la informa-
ción, es mandato constitucional que los sujetos obligados
cuenten con archivos administrativos actualizados y con-
fiables; el desarrollo de las tecnologías de la información
permite hacer de los archivos no sólo depositarios de do-
cumentos sino sistemas de gestión documental que son
fuente de información útil y valiosa para la organización
administrativa y la toma de decisiones. La creación de nor-
mas concretas para los sistemas de archivos permitirá que
la federación y sus partes integrantes puedan generar las
normatividades acordes para la organización de archivos y
los municipios, los reglamentos sobre archivos indispensa-
bles para garantizar de forma plena el derecho de acceso a
la información que tutela nuestra Constitución.

5. La discusión sobre la propuesta de Ley Federal de Ar-
chivos implica la urgencia de la conservación del patrimo-
nio documental administrativo e histórico de nuestro país
atendiendo un rezago en la conservación y en el manejo de
los archivos de los tres órdenes de gobierno; actualmente,
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una gran cantidad de documentos han cumplido sus vigen-
cias y no se transfieren a archivos históricos o bien no tie-
nen la baja correspondiente, conservándose en condiciones
críticas.

6. Los archivos públicos se encuentran en situación vulne-
rable por una estructura física inadecuada como por la fal-
ta de profesionalización de los recursos humanos responsa-
bles de su cuidado agravándose, por otro lado, ante el
manejo de los documentos electrónicos que requieren de
un control archivístico inmediato y profesional en el corto
plazo.

7. La legislación archivística requiere de órganos capaces
de dirigir la política correspondiente al tener la experien-
cia, presupuesto y recursos técnicos y humanos dedicados
al control y cuidado del patrimonio documental nacional;
en nuestro país, el Archivo General de la Nación es el ór-
gano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, rec-
tor de la archivística nacional que debe custodiar, ordenar,
describir y conservar los documentos para facilitar y pro-
mover la consulta y aprovechamiento público.

8. Sin embargo, la competencia del Archivo General de la
Nación sólo es regulada a través del Reglamento Interno de
la Secretaría de Gobernación, limitando su capacidad legal
lo que implica una dependencia presupuestal de la Secreta-
ría del ramo así como de la limitación de los recursos ma-
teriales y administrativos; al carecer de personalidad jurí-
dica, el Archivo General de la Nación es incapaz de realizar
las denuncias correspondientes por el robo, saqueo o des-
trucción del patrimonio documental de la nación.

9. A través del proyecto de decreto que expide la Ley Fe-
deral de Archivos, el Congreso de la Unión pretende dotar
a la nación de una legislación moderna que cierra el trío le-
gislativo de la Transparencia, Protección de Datos y con-
servación de Archivos. El mismo proyecto fortalece a las
autoridades rectoras de la archivística, garantizando el ac-
ceso de la población a la información generada y custodia-
da, cumpliendo con el mandato constitucional, establecido
en el artículo 6o., fracción V, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos por el que se establece que
los sujetos obligados deban preservar sus documentos en
los archivos administrativos actualizados y publicar, a tra-
vés de los medios electrónicos disponibles, la información
completa y actualizada sobre sus indicadores de gestión y
el ejercicio de los recursos públicos. El acceso a la infor-
mación requiere de conservación u custodia a través de los
archivos, como instrumentos fundamentales que evitarán

cualquier forma de uso indebido o destrucción de docu-
mentos importantes en la actividad de los sujetos obliga-
dos.

10. Una legislación federal, en conclusión, establecerá los
criterios generales que permitan la organización archivísti-
ca correcta para la modernización y eficiencia de las acti-
vidades de las entidades de los tres poderes de la unión, los
poderes estatales y municipales, así como los órganos do-
tados de autonomía constitucional y legal, de manera que
deban prever la aplicación de las tecnologías de la infor-
mación que permitan el manejo documental de manera ex-
pedita y eficiente.

B) En lo particular

A. La Ley Federal de Archivos, que se propone expedir
tendrá como objetivos: garantizar la localización y disposi-
ción expedita de documentos a través de sistemas moder-
nos de organización y conservación de los archivos; asegu-
rar el acceso oportuno a la información contenida en los
archivos y, con ello, la rendición de cuentas; regular la or-
ganización y conservación de los archivos administrativos
de los sujetos obligados, a fin de que éstos se preserven ac-
tualizados y permitan la publicación de aquella informa-
ción relativa a indicadores de gestión, ejercicio de recursos
públicos y con alto valor social; garantizar la correcta con-
servación, organización y consulta de los archivos de trá-
mite, de concentración e históricos; promover el uso y di-
fusión de los archivos históricos generados por los sujetos
obligados; favorecer la utilización de tecnologías de la in-
formación para mejorar la administración de los archivos
por los sujetos obligados; establecer mecanismos para la
colaboración entre las autoridades federales, estatales y
municipales en materia de archivos, y contribuir a la pro-
moción de una cultura de revaloración de los archivos y su
reconocimiento como eje de la actividad gubernamental.

B. La propuesta de ley establece un marco general de cri-
terios para la organización y conservación de los archivos
de los tres Poderes de la Unión y los organismos autóno-
mos del ámbito federal, y establece mecanismos de coordi-
nación y de concertación entre la Federación, los estados,
el Distrito Federal y los municipios. Cabe señalar que se
respetan los distintos ámbitos de competencias, ofreciendo
de esta manera una solución para generar prácticas archi-
vísticas comunes a nivel nacional, basadas en las teorías
archivísticas más avanzadas prevalecientes a nivel interna-
cional.
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C. La propuesta de ley establece un sistemas instituciona-
les de archivos al definir los procesos y establecer cuáles
deben ser los instrumentos de control y consulta archivísti-
ca que se lleven a cabo, de forma congruente con lo que se
establece en los Lineamientos del Archivo desarrollados
por el Archivo General de la Nación y el Instituto Federal
de Acceso a la Información y Protección de Datos.

D. Una de las bondades del proyecto de ley consiste en do-
tar al orden jurídico de criterios básicos para coordinar la
creación y su uso de sistemas automatizados de gestión y
control de documentos, así como para preservar los docu-
mentos electrónicos de archivo.

E. La propuesta de ley no es omisa a la problemática de los
archivos históricos que se encuentran dispersos, ya que es-
tablece que los documentos históricos se deben destinar a
una institución de archivo histórico, lo cual no significa un
único espacio. En el caso de la Administración Pública Fe-
deral este archivo histórico lo sería el Archivo General de
la Nación, lo que representa que las instituciones de archi-
vo histórico tiene una única función sustantiva, que es la de
preservar a largo plazo de los documentos.

Es un hecho que si los documentos se mantienen con el su-
jeto obligado que los genero, será muy difícil que los do-
cumentos puedan ser debidamente preservados, toda vez
que no está en su función la conservación adecuada de los
mismos.

F. La pertinencia de aprobar la Ley Federal de Archivos re-
sulta de la necesidad de contar con la certeza de que los ar-
chivos de dependencias extintas se conservarán, pues ac-
tualmente la obligación consiste en mantener esos archivos
por diez años, como lo prevé el artículo 245 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles.

G. La propuesta de ley prevé la obligación a los servidores
públicos federales de entregar los archivos organizados e
instrumentados de consulta y control archivístico que se
encontraban bajo su custodia junto con su acta de entrega-
recepción.

H. El artículo 52 del proyecto de Ley establece la obliga-
ción de transferir al Archivo General de la Nación los do-
cumentos de la Presidencia de la República, que se expre-
san en el catálogo de disposición documental de la
Presidencia. Esta práctica se viene llevando a cabo desde el
Presidente Francisco I. Madero, pero sólo por tradición,

hasta que fue establecida mediante un decreto por el Presi-
dente Miguel de la Madrid, pero sin establecer qué docu-
mentos deberán de transferirse.

I. Es importante destacar que los archivos históricos serán
fuente de acceso público, con ello se eliminará el procedi-
miento de acceso que se realiza mediante una solicitud co-
mo lo establece la Ley Federal de Transparencia y Acceso
a la Información Pública Gubernamental, en cuanto que es-
tos documentos pueden ser consultados de forma abierta y
pública.

J. Un tema de no poca relevancia que contiene la propues-
ta de Ley es el relativo al acceso a los datos personales con-
tenidos en los archivos. Así se propone, que de acuerdo con
las prácticas internacionales aceptadas, se defina un perio-
do de 30 años para la apertura de los datos personales con-
tenidos en los archivos, contadas a partir de la fecha de
creación de un documento, esto con la intención de no or-
denar la elaboración de versiones públicas de los mismos.
En el caso de tratarse de datos personales que afecten la es-
fera íntima del titular se ampliaría el plazo a 70 años, pro-
curando no afectar a personas vivas con la difusión de esta
información.

K. Una preocupación del Congreso de la Unión consiste en
facultar al Archivo General de la Nación para autorizar o no
la salida del territorio nacional de documentos declarados
patrimonio histórico de la nación. De esta forma se contem-
pla la posibilidad de expropiación de estos documentos, de-
clarados patrimonio de la nación, cuando se encuentren en
posesión de particulares y que corran un peligro grave para
su preservación, después de un procedimiento que incluya la
opinión técnica del Consejo Académico Asesor; de igual
forma se establece que en la venta de documentos históri-
cos nacionales, se le dé al Archivo General de la Nación el
derecho de tanto.

L. Se establece un título relativo a las Infracciones y San-
ciones, que independientemente de las responsabilidades
civiles, o penales, se aplicarán como causas de responsabi-
lidad administrativas por extraer, ocultar o destruir docu-
mentos de archivos públicos, trasladar fuera del país docu-
mentos patrimoniales de la nación, omitir entregar archivos
o documentos bajo la custodia de un funcionario público al
separarse de su empleo.

M. Se establece la creación del Consejo Nacional de Ar-
chivos que será el órgano colegiado que facilite la coordi-

Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 2011 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados88



nación entre archivos de los distintos poderes y niveles de
gobierno a modo de generar directrices archivísticas nacio-
nales. En él participaran representantes de los tres Poderes
de la Unión, niveles de gobierno, órganos autónomos, ar-
chivos privados, etcétera. Lo presidirá el director general
del Archivo General de la Nación.

N. Un tema toral de la propuesta de Ley consiste en dotar
al Archivo General de la Nación de plena autonomía, por
lo cual esta Cámara de Diputados concuerda con la Cole-
gisladora en que es de enorme trascendencia que el Archi-
vo pase hacer un órgano desconcentrado de la Secretaría de
Gobernación a uno descentralizado. Actualmente contamos
con una institución débil y con capacidad muy escasa para
cumplir su función como principal repositorio histórico de
la administración pública federal y el órgano rector de la
archivística nacional.

O. Con la finalidad de dar un buen funcionamiento del Ar-
chivo General de la Nación, el nombramiento de su direc-
tor general, que compete al presidente de la República, se
ajusta a una serie de requisitos como es su perfil a modo de
evitar que se nombre a alguien que no tenga experiencia y
conocimiento acerca de los archivos históricos. Tanto una
persona que ha tenido un puesto directivo en un archivo
histórico por cinco años o más como un doctor en historia
tiene una experiencia y conocimiento de los archivos his-
tóricos y conocer su valor.

P. Finalmente contempla la propuesta de Ley la existencia
de áreas coordinadas de archivos en las dependencias y en-
tidades de la administración pública federal, así como en
los poderes legislativos y judiciales, estableciendo sus fun-
ciones y otorgándoles un mayor rango a nivel de la organi-
zación administrativa del que actualmente en lo general po-
seen.

Q. Por lo descrito, los integrantes de la Comisión de Go-
bernación concuerdan con el proyecto de la colegisladora
por lo que se considera la remisión de la Ley Federal de Ar-
chivos al Ejecutivo para su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Por lo expuesto, y para los efectos del artículo 72, inciso a),
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, los integrantes de la Comisión de Gobernación some-
ten a consideración de la asamblea el siguiente

Decreto

Artículo Único. Se expide la Ley Federal de Archivos, pa-
ra quedar como sigue:

Ley Federal de Archivos

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único

Artículo 1. El objeto de esta ley es establecer las disposi-
ciones que permitan la organización y conservación de los
archivos en posesión de los Poderes de la Unión, los orga-
nismos constitucionales autónomos y los organismos con
autonomía legal, así como establecer los mecanismos de
coordinación y de concertación entre la federación, las en-
tidades federativas, el Distrito Federal y los municipios pa-
ra la conservación del patrimonio documental de la nación,
así como para fomentar el resguardo, difusión y acceso de
archivos privados de relevancia histórica, social, técnica,
científica o cultural.

Artículo 2. La presente ley es de observancia obligatoria
para los servidores públicos federales a que se refiere el ar-
tículo 108 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

Artículo 3. La interpretación de esta ley en el orden admi-
nistrativo corresponde

I. Al Archivo General de la Nación, en el ámbito del Po-
der Ejecutivo federal; y

II. A la autoridad que se determine en las disposiciones
secundarias aplicables a los otros sujetos obligados.

Artículo 4. Para efectos de la presente ley y su ámbito de
aplicación se entenderá por

I. Administración de documentos: Conjunto de métodos
y prácticas destinados a planear, dirigir y controlar la
producción, circulación, organización, conservación,
uso, selección y destino final de los documentos de ar-
chivo;

II. Archivo: Conjunto orgánico de documentos en cual-
quier soporte, que son producidos o recibidos por los su-
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jetos obligados o los particulares en el ejercicio de sus
atribuciones o en el desarrollo de sus actividades;

III. Archivo administrativo actualizado: Aquél que per-
mite la correcta administración de documentos en pose-
sión de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial, de
los órganos constitucionales autónomos de los tres ór-
denes de gobierno;

IV. Archivo de concentración: Unidad responsable de la
administración de documentos cuya consulta es esporá-
dica por parte de las unidades administrativas de los su-
jetos obligados, y que permanecen en él hasta su desti-
no final;

V. Archivo de trámite: Unidad responsable de la admi-
nistración de documentos de uso cotidiano y necesario
para el ejercicio de las atribuciones de una unidad ad-
ministrativa;

VI. Archivo histórico: Fuente de acceso público y uni-
dad responsable de administrar, organizar, describir,
conservar y divulgar la memoria documental institucio-
nal, así como la integrada por documentos o colecciones
documentales facticias de relevancia para la memoria
nacional;

VII. Archivo privado de interés público: Documentos o
colecciones que ostenten interés público, histórico o
cultural en poder de particulares;

VIII. Área coordinadora de archivos: La creada para de-
sarrollar criterios en materia de organización, administra-
ción y conservación de archivos; elaborar en coordina-
ción con las unidades administrativas los instrumentos de
control archivístico; coordinar los procedimientos de va-
loración y destino final de la documentación; establecer
un programa de capacitación y asesoría archivísticos;
coadyuvar con el Comité de Información en materia de
archivos, y coordinar con el área de tecnologías de la in-
formación la formalización informática de las activida-
des arriba señaladas para la creación, manejo, uso, pre-
servación y gestión de archivos electrónicos, así como
la automatización de los archivos;

IX. Baja documental: Eliminación de aquella documen-
tación que haya prescrito en sus valores administrativos,
legales, fiscales o contables, y que no contenga valores
históricos;

X. Catálogo de disposición documental: Registro gene-
ral y sistemático que establece los valores documenta-
les, los plazos de conservación, la vigencia documental,
la clasificación de reserva o confidencialidad y el desti-
no final;

XI. Clasificación archivística: Proceso de identificación
y agrupación de expedientes homogéneos con base en la
estructura funcional de los sujetos obligados;

XII. Comité de Información: Instancia respectiva de ca-
da sujeto obligado, establecida en la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental;

XIII. Comité: El Comité Técnico Consultivo de los ar-
chivos del Ejecutivo federal al que refiere el artículo 37
de la ley;

XIV. Consejo Académico Asesor: El integrado por aca-
démicos y expertos destacados en disciplinas afines a la
archivística, al que refiere el artículo 36 de la presente
ley;

XV. Consejo Nacional de Archivos: El integrado por los
representantes de los archivos de los tres niveles de go-
bierno, de los órganos constitucionales autónomos, de
instituciones académicas y de archivos privados;

XVI. Conservación de archivos: Conjunto de procedi-
mientos y medidas destinados a asegurar la preserva-
ción y la prevención de alteraciones físicas de la infor-
mación de los documentos de archivo;

XVII. Cuadro general de clasificación archivística: Ins-
trumento técnico que refleja la estructura de un archivo
con base en las atribuciones y funciones de cada sujeto
obligado;

XVIII. Dependencias y entidades: Las señaladas en la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, in-
cluidas la Presidencia de la. República, los órganos ad-
ministrativos desconcentrados, y la Procuraduría Gene-
ral de la República;

XIX. Destino final: Selección de los expedientes de los
archivos de trámite o concentración cuyo plazo de con-
servación o uso ha prescrito, con el fin de darlos de ba-
ja o transferirlos a un archivo histórico;
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XX. Documento de archivo: El que registra un acto ad-
ministrativo, jurídico, fiscal o contable, creado, recibi-
do, manejado y usado en el ejercicio de las facultades y
actividades de los sujetos obligados, independientemen-
te del soporte en el que se encuentren;

XXI. Documento electrónico: El que almacena la infor-
mación en un medio que precisa de un dispositivo elec-
trónico para su lectura;

XXII. Documento histórico: El que posee valores se-
cundarios y de preservación a largo plazo por contener
información relevante para la institución generadora pú-
blica o privada, que integra la memoria colectiva de Mé-
xico y es fundamental para el conocimiento de la histo-
ria nacional;

XXIII. Expediente: Unidad documental constituida por
uno o varios documentos de archivo, ordenados y rela-
cionados por un mismo asunto, actividad o trámite de
los sujetos obligados;

XXIV. Fondo: Conjunto de documentos producidos or-
gánicamente por un sujeto obligado, que se identifica
con el nombre de este último;

XXV. Guía simple de archivo: Esquema general de des-
cripción de las series documentales de los archivos de
un sujeto obligado, que indica sus características funda-
mentales conforme al cuadro general de clasificación
archivística y sus datos generales;

XXVI. Instituto: El Instituto Federal de Acceso a la In-
formación y Protección de Datos;

XXVII. Inventarios documentales: Instrumentos de
consulta que describen las series y expedientes de un ar-
chivo y que permiten su localización (inventario gene-
ral), transferencia (inventario de transferencia) o baja
documental (inventario de baja documental);

XXVIII. Ley: Ley Federal de Archivos;

XXIX. Metadato: Conjunto de datos que describen el
contexto, contenido y estructura de los documentos de
archivo y su administración a través del tiempo, y que
sirven para identificarlos, facilitar su búsqueda, admi-
nistración y control de su acceso;

XXX. Órganos constitucionales autónomos: El Instituto
Federal Electoral, la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, el Banco de México, el Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía, las universidades y las
demás instituciones de educación superior a las que la
ley otorgue autonomía, así como cualquier otro estable-
cido en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos;

XXXI. Patrimonio documental de la Nación: Documen-
tos de archivo u originales y libros que por su naturale-
za no sean fácilmente sustituibles y que dan cuenta de la
evolución del Estado y de las personas e instituciones
que han contribuido en su desarrollo, o cuyo valor testi-
monial, de evidencia o informativo les confiere interés
público, les asigna la condición de bienes culturales y
les da pertenencia en la memoria colectiva del país;

XXXII. Plazo de conservación: Periodo de guarda de la
documentación en los archivos de trámite, de concen-
tración y, en su caso, histórico. Consiste en la combina-
ción de la vigencia documental y, en su caso, el término
precautorio y periodo de reserva que se establezca de
conformidad con la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental;

XXXIII. Reglamento: Reglamento de la Ley Federal de
Archivos o el documento normativo equivalente que
emitan los otros sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal;

XXXIV. Sección: Cada una de las divisiones del fondo,
basada en las atribuciones de cada sujeto obligado de
conformidad con las disposiciones legales aplicables;

XXXV. Serie: División de una sección que corresponde
al conjunto de documentos producidos en el desarrollo
de una misma atribución general y que versan sobre una
materia o asunto específico;

XXXVI. Sujetos obligados:

a) El Poder Ejecutivo federal, la administración pú-
blica federal y la Procuraduría General de la Repú-
blica;

b) El Poder Legislativo federal, integrado por la Cá-
mara de Diputados, la Cámara de Senadores, la Co-
misión Permanente, la Auditoría Superior de la Fe-
deración y cualquiera de sus órganos;
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c) El Poder Judicial de la Federación y el Consejo de
la Judicatura Federal;

d) Los órganos constitucionales autónomos;

e) Los tribunales administrativos federales; y

f) Cualquier otro órgano federal;

XXXVII. Transferencia: Traslado controlado y sistemá-
tico de expedientes de consulta esporádica de un archi-
vo de trámite al archivo de concentración (transferencia
primaria) y de expedientes que deben conservarse de
manera permanente, del archivo de concentración al ar-
chivo histórico (transferencia secundaria);

XXXVIII. Valor documental: Condición de los docu-
mentos que les confiere características administrativas,
legales, fiscales o contables en los archivos de trámite o
concentración (valores primarios); o bien, evidenciales,
testimoniales e informativas en los archivos históricos
(valores secundarios);

XXXIX. Valoración documental: Actividad que consis-
te en el análisis e identificación de los valores docu-
mentales para establecer criterios de disposición y ac-
ciones de transferencia; y

XL. Vigencia documental: Periodo durante el cual un
documento de archivo mantiene sus valores administra-
tivos, legales, fiscales o contables, de conformidad con
las disposiciones jurídicas vigentes y aplicables.

Artículo 5. Los sujetos obligados que refiere esta ley se re-
girán por los siguientes principios:

I. Conservación: Adoptar las medidas de índole técnica,
administrativa, ambiental y tecnológica para la adecua-
da preservación de los archivos;

II. Procedencia: Conservar el orden original de cada
fondo documental producido por los sujetos obligados
en el desarrollo de su actividad institucional, para dis-
tinguirlo de otros fondos semejantes;

III. Integridad: Garantizar que los documentos de archi-
vo sean completos y veraces para reflejar con exactitud
la información contenida; y

IV. Disponibilidad: Adoptar medidas pertinentes para la
localización de los documentos de archivo.

Artículo 6. Son objetivos de esta ley

I. Promover el uso, métodos y técnicas que garanticen la
localización y disposición expedita de documentos a
través de sistemas modernos de organización y conser-
vación de los archivos, que contribuyan a la eficiencia
gubernamental, la correcta gestión gubernamental y el
avance institucional;

II. Asegurar el acceso oportuno a la información conte-
nida en los archivos y con ello la rendición de cuentas,
mediante la adecuada administración y custodia de los
archivos que contienen información pública guberna-
mental;

III. Regular la organización y conservación del sistema
institucional de archivos de los sujetos obligados, a fin
de que éstos se preserven actualizados y permitan la pu-
blicación en medios electrónicos de la información rela-
tiva a sus indicadores de gestión y el ejercicio de recur-
sos públicos, así como de aquélla que por su contenido
tenga un alto valor para la sociedad;

IV. Garantizar la correcta conservación, organización y
consulta de los archivos de trámite, de concentración e
históricos; para hacer eficiente la gestión pública y el
acceso a la información pública; así como para promo-
ver la investigación histórica documental;

V. Asegurar la disponibilidad, localización expedita, in-
tegridad y conservación de los documentos de archivo
que poseen los sujetos obligados;

VI. Promover el uso y difusión de los archivos históri-
cos generados por los sujetos obligados, favoreciendo la
investigación y resguardo de la memoria institucional
de México;

VII. Favorecer la utilización de tecnologías de la infor-
mación para mejorar la administración de los archivos
por los sujetos obligados;

VIII. Establecer mecanismos para la colaboración entre
las autoridades federales, estatales y municipales en ma-
teria de archivos; y
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IX. Contribuir a la promoción de una cultura de valora-
ción de los archivos y su reconocimiento como eje de la
actividad gubernamental.

Artículo 7. Bajo ninguna excepción los servidores públi-
cos podrán sustraer documentos de archivo al concluir su
empleo, cargo o comisión.

Título Segundo
De la Organización 

y Administración de los Archivos

Capítulo I
De la Organización de los Archivos

Artículo 8. Cuando la especialidad de la información o la
unidad administrativa lo requieran, la coordinación de ar-
chivos de los sujetos obligados propondrá al Comité de In-
formación o equivalente, del que deberá formar parte, los
criterios específicos de organización y conservación de ar-
chivos, de conformidad con las disposiciones aplicables y
los lineamientos que a su efecto expidan el Archivo Gene-
ral de la Nación y el Instituto, en el ámbito del Poder Eje-
cutivo federal; o bien, la autoridad que determinen las dis-
posiciones secundarias aplicables en los demás sujetos
obligados, de conformidad con las directrices que establez-
ca el Consejo Nacional de Archivos.

Las instancias a que se refiere el artículo 31 de la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental observarán las disposiciones en materia de
esta ley. Los titulares de dichas instancias o unidades ad-
ministrativas podrán determinar los criterios específicos en
materia de organización y conservación de sus archivos, de
conformidad con los Lineamientos expedidos por el Archi-
vo General de la Nación y los criterios del Consejo Nacio-
nal de Archivos, según corresponda.

Artículo 9. Los sujetos obligados asegurarán el adecuado
funcionamiento de sus archivos, para lo cual deberán adop-
tar las medidas necesarias de acuerdo con lo dispuesto en
esta ley, su reglamento y demás disposiciones aplicables,
así como, en su caso, en los criterios específicos que aprue-
be su Comité de Información o equivalente.

Los órganos internos de control del Poder Ejecutivo fede-
ral, así como las áreas que realicen funciones de contralo-
ría interna en los otros sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal, vigilarán el estricto cumplimiento de la
presente ley, en el ámbito de sus respectivas atribuciones.

Artículo 10. Los sujetos obligados contarán con un área
coordinadora de archivos encargada de elaborar y aplicar
las normas, criterios y lineamientos archivísticos determi-
nados en el marco de esta ley, su Reglamento y demás dis-
posiciones aplicables, a efecto de lograr homogeneidad en
la materia entre las unidades administrativas.

Artículo 11. El responsable del área coordinadora de ar-
chivos deberá cubrir el perfil que se estipule en el Regla-
mento; será nombrado por el titular de la dependencia o en-
tidad o por el titular de la instancia u órgano que
determinen los otros sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal, y formará parte del Comité de Informa-
ción o su equivalente como asesor en materia de archivos,
con voz y voto.

Artículo 12. El responsable del área coordinadora de ar-
chivos tendrá las siguientes funciones:

I. Elaborar y someter a autorización del Comité de In-
formación o su equivalente los procedimientos y méto-
dos para administrar y mejorar el funcionamiento y ope-
ración de los archivos de los sujetos obligados, con base
en la integración de un Plan Anual de Desarrollo Archi-
vístico y de conformidad con lo establecido en esta ley,
su Reglamento y demás disposiciones aplicables;

II. Elaborar y someter a autorización del Comité de In-
formación o su equivalente el establecimiento de crite-
rios específicos en materia de organización y conserva-
ción de archivos; así como de los expedientes que
contengan información y documentación clasificada co-
mo reservada y/o confidencial, a fin de asegurar su inte-
gridad, de conformidad con lo establecido en esta ley, su
Reglamento y demás disposiciones aplicables;

III. Elaborar, en coordinación con los responsables de
los archivos de trámite, de concentración y, en su caso,
histórico, el cuadro general de clasificación archivística,
el catálogo de disposición documental, el inventario ge-
neral, así como los demás instrumentos descriptivos y
de control archivístico;

IV. Coordinar normativa y operativamente las acciones
de los archivos de trámite, concentración y, en su caso,
histórico;

V. Establecer y desarrollar un programa de capacitación
y asesoría archivística para el sujeto obligado;
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VI. Elaborar y presentar al Comité de Información o
equivalente el Plan Anual de Desarrollo Archivístico, en
el que se contemplen las acciones a emprender a escala
institucional para la modernización y mejoramiento
continuo de los servicios documentales y archivísticos,
el cual deberá ser publicado en el portal de Internet de
cada institución, así como sus respectivos informes
anuales de cumplimiento;

VII. Coordinar los procedimientos de valoración y des-
tino final de la documentación, con base en la normati-
vidad vigente y las disposiciones establecidas por el Ar-
chivo General de la Nación, en el caso del Poder
Ejecutivo federal; o bien, por la autoridad que determi-
nen las disposiciones secundarias aplicables en los de-
más sujetos obligados; y

VIII. Coordinar con el área de tecnologías de la infor-
mación del sujeto obligado las actividades destinadas a
la automatización de los archivos y a la gestión de do-
cumentos electrónicos.

Artículo 13. Cada sujeto obligado deberá nombrar a los
responsables de los archivos de trámite, concentración y,
en su caso, histórico respectivamente.

Artículo 14. En cada unidad administrativa de los sujetos
obligados existirá un archivo de trámite, en el que se con-
servarán los documentos de uso cotidiano necesarios para
el ejercicio de las atribuciones de las unidades administra-
tivas.

Los responsables de los archivos de trámite serán nombra-
dos por el titular de cada unidad administrativa, quien de-
berá ser debidamente capacitado para cumplir las funcio-
nes inherentes a sus funciones, las cuales son las
siguientes:

I. Integrar los expedientes de archivo;

II. Conservar la documentación que se encuentre activa
y la que ha sido clasificada como reservada de acuerdo
con la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública Gubernamental, mientras conserve
tal carácter;

III. Coadyuvar con el área coordinadora de archivos en
la elaboración del cuadro general de clasificación archi-
vística, el catálogo de disposición documental y el in-
ventario general;

IV. Asegurar la integridad y debida conservación de los
archivos que contengan documentación clasificada; y

V. Las demás que señale el reglamento, los lineamientos
y demás disposiciones aplicables.

Artículo 15. Los sujetos obligados contarán con un archi-
vo de concentración, adscrito al área coordinadora de ar-
chivos, en donde se conservará aquella documentación de
uso esporádico que debe mantenerse por razones adminis-
trativas, legales, fiscales o contables.

El responsable del archivo de concentración deberá contar
con conocimientos y experiencia en archivística, y será
nombrado por el titular de la dependencia o entidad o por
el titular de la instancia u órgano que determinen los otros
sujetos obligados distintos del Poder Ejecutivo federal.

El responsable del archivo de concentración tendrá las si-
guientes funciones:

I. Conservar precautoriamente la documentación se-
miactiva hasta cumplir su vigencia documental confor-
me al catálogo de disposición documental;

II. Elaborar los inventarios de baja documental y de
transferencia secundaria;

III. Valorar en coordinación con el archivo histórico los
documentos y expedientes de las series resguardadas
conforme al catálogo de disposición documental; y

IV. Las demás que señale el Reglamento, los lineamien-
tos y demás disposiciones aplicables.

Artículo 16. Las dependencias y entidades deberán trans-
ferir sus documentos con valores históricos al Archivo Ge-
neral de la Nación, de conformidad con las disposiciones
que para ello establezca este ultimo.

Los sujetos obligados distintos del Poder Ejecutivo federal
podrán convenir con el Archivo General de la Nación, las
transferencias secundarias correspondientes. En caso con-
trario, deberán contar con un archivo histórico propio.

Artículo 17. El archivo histórico estará adscrito al área co-
ordinadora de archivos y se constituirá como fuente de ac-
ceso público, encargado de divulgar la memoria documen-
tal institucional, estimular el uso y aprovechamiento social
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de la documentación, y difundir su acervo e instrumentos
de consulta.

El responsable del archivo histórico deberá contar con co-
nocimientos y experiencia en historia y archivística, y será
nombrado por el titular de la dependencia o entidad, o por
el titular de la instancia u órgano que determinen los otros
sujetos obligados distintos al Poder Ejecutivo federal, el
cual deberá contar con un nivel mínimo de director de área.
Tendrá las siguientes funciones:

I. Validar la documentación que deba conservarse per-
manentemente por tener valor histórico, para el dicta-
men del Archivo General de la Nación en el caso del Po-
der Ejecutivo federal; o bien, de la autoridad que
determinen las disposiciones secundarias aplicables en
los demás sujetos obligados;

II. Recibir, organizar, conservar, describir y difundir la
documentación con valor histórico; y

III. Las demás que señale el Reglamento, los lineamien-
tos y demás disposiciones aplicables.

Capítulo II
De la Administración de los Archivos

Artículo 18. Todo documento de archivo en posesión de
los sujetos obligados formará parte de un sistema institu-
cional de archivos. Dicho sistema incluirá al menos los si-
guientes procesos relativos a documentos de archivos:

I. Registro de entrada y salida de correspondencia;

II. Identificación de documentos de archivo;

III. Uso y seguimiento;

IV. Clasificación archivística por funciones;

V. Integración y ordenación de expedientes;

VI. Descripción a partir de sección, serie y expediente;

VII. Transferencia de archivos;

VIII. Conservación de archivos;

IX. Prevaloración de archivos;

X. Criterios de clasificación de la información; y

XI. Auditoría de archivos.

Artículo 19. Los sujetos obligados deberán elaborar los
instrumentos de control y consulta archivística que propi-
cien la organización, administración, conservación y loca-
lización expedita de sus archivos, por lo que deberán con-
tar al menos con los siguientes:

I. El cuadro general de clasificación archivística;

II. El catálogo de disposición documental;

III. Los inventarios documentales;

a) General,

b) De transferencia; y

c) De baja; y

IV. La guía simple de archivos.

El Archivo General de la Nación, para el caso del Poder
Ejecutivo federal, o bien, las instancias que determine el
Consejo Nacional de Archivos en el caso de los demás su-
jetos obligados, proporcionarán la asesoría técnica para la
elaboración de los instrumentos de control y consulta ar-
chivística, en los términos que determine el reglamento.

El Archivo General de la Nación podrá proporcionar la ase-
soría a la que refiere el párrafo anterior a los sujetos obli-
gados distintos al Poder Ejecutivo federal previa suscrip-
ción de los convenios correspondientes.

Artículo 20. Los sujetos obligados deberán instrumentar
sistemas automatizados para la gestión documental que
permitan registrar y controlar los procesos señalados en el
artículo 18 de la Ley para documentos de archivos, así co-
mo la elaboración, captura, organización y conservación de
los documentos de archivo electrónico procedentes de los
diferentes sistemas del sujeto obligado. Esta funcionalidad
deberá contar, además, con los instrumentos de control y
consulta señalados en el artículo 19 de la ley.

En la preservación de archivos electrónicos en el largo pla-
zo, sea por necesidades del sujeto obligado o por el valor
secundario de los documentos, se deberá contar con la fun-
cionalidad de un sistema de preservación en el largo plazo,
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el cual deberá cumplir las especificaciones que para ello se
emitan.

Cuando los sujetos obligados hayan desarrollado o adqui-
rido herramientas informáticas de gestión y control para la
organización y conservación de documentos de archivo,
deberán ser adecuadas a los lineamientos a que se refiere el
artículo anterior.

Artículo 21. El Archivo General de la Nación, en coordi-
nación con el Instituto y la Secretaría de la Función Públi-
ca, emitirá los lineamientos que establezcan las bases para
la creación y uso de sistemas automatizados de gestión y
control de documentos, tanto en formato físico como elec-
trónico, a los que refiere el artículo anterior, aplicables a las
dependencias y entidades, los cuales deberán contener co-
mo mínimo disposiciones que tengan por objeto

I. Aplicar invariablemente a los documentos de archivo
electrónico los mismos instrumentos técnicos archivísti-
cos que corresponden a los soportes tradicionales;

II. Mantener y preservar los metadatos que sean creados
para el sistema;

III. Incorporar las normas y medidas que garanticen la
autenticidad, seguridad, integridad y disponibilidad de
los documentos de archivo electrónico, así como su con-
trol y administración archivística; y

IV. Establecer los procedimientos que registren la ac-
tualización, migración, respaldo u otro proceso que
afecte a los documentos electrónicos y que documenten
cambios jurídico-administrativos, tecnológicos en siste-
mas y programas o en dispositivos y equipos, que se lle-
ven a cabo e influyan en el contenido de los documen-
tos de archivo electrónico.

Asimismo, el Archivo General de la Nación, en coordina-
ción con el Instituto y la Secretaría de la Función Pública,
emitirá lineamientos para la creación y funcionamiento de
los sistemas que permitan la organización y conservación
de la información de los archivos administrativos del Poder
Ejecutivo federal de forma completa y actualizada, a fin de
publicar aquélla relativa a los indicadores de gestión, ejer-
cicio de los recursos públicos y con alto valor para la so-
ciedad.

La autoridad que establezcan las disposiciones secundarias
aplicables a los sujetos obligados distintos del Poder Eje-

cutivo federal deberá emitir los lineamientos que señala el
presente artículo, de conformidad con las directrices que
para tal efecto emita el Consejo Nacional de Archivos.

Artículo 22. Las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal deberán notificar al Archivo Gene-
ral de la Nación a más tardar el 15 de abril de cada año, el
listado de documentos desclasificados el año previo y que
hayan sido objeto de reserva con fundamento en el artícu-
lo 13, fracciones I a IV de la Ley Federal de Transparencia
y Acceso a la Información Pública Gubernamental.

Artículo 23. Los servidores públicos federales que deban
elaborar un acta de entrega-recepción al separarse de su
empleo, cargo o comisión, en términos del acuerdo emiti-
do por la Secretaría de la Función Pública o la instancia
que corresponda en los sujetos obligados distintos del Po-
der Ejecutivo federal, deberán entregar a quienes los susti-
tuyan en sus funciones, los archivos organizados e instru-
mentos de consulta y control archivístico que se
encontraban bajo su custodia.

Si a la fecha en que el servidor público se separe del em-
pleo, cargo o comisión no existe nombramiento o designa-
ción del servidor público que lo sustituirá, la entrega del in-
forme se hará al servidor público que se designe para tal
efecto.

Artículo 24. En caso de que alguna dependencia o entidad
de la Administración Pública Federal o alguna de sus uni-
dades administrativas desaparezca, se extinga o cambie de
adscripción, la autoridad correspondiente dispondrá lo ne-
cesario para que todos los documentos de archivo y los ins-
trumentos de consulta y control archivístico sean traslada-
dos a los archivos que correspondan de conformidad con
esta ley y demás disposiciones aplicables.

El instrumento jurídico por el que se determine la desapa-
rición de una dependencia o una unidad administrativa, o el
cambio de adscripción de esta última; o bien, la liquida-
ción, extinción, fusión, enajenación o transferencia de una
entidad, señalará la dependencia, entidad o instancia a la
que se transferirán los archivos respectivos.

Tratándose de la liquidación o extinción de una entidad de
la Administración Pública Federal será obligación del li-
quidador remitir al Archivo General de la Nación copia del
inventario de la documentación que se resguardará.
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Título Tercero
De los Sujetos Obligados Distintos 

del Poder Ejecutivo Federal

Capítulo Único

Artículo 25. Los sujetos obligados distintos al Poder Eje-
cutivo federal, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, establecerán mediante reglamentos o acuerdos de ca-
rácter general las autoridades encargadas de aplicar esta ley
y demás disposiciones secundarias a que se refiere dicho
ordenamiento.

Para la aplicación de la ley y emisión de regulación secun-
daria, los sujetos obligados distintos al Poder Ejecutivo fe-
deral atenderán las directrices y criterios que emita el Con-
sejo Nacional de Archivos.

Título Cuarto
Del Acceso a los Archivos Históricos 

y Autorización de Salida y Enajenación 
de Documentos

Capítulo Único

Artículo 26. Para el acceso a los documentos de los archi-
vos históricos de los sujetos obligados y del Archivo Ge-
neral de la Nación no será aplicable el procedimiento de
acceso previsto en la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental, por lo que el
acceso a los mismos se efectuará conforme al procedi-
miento que establezcan los propios archivos.

Los documentos contenidos en los archivos históricos y los
identificados como históricos confidenciales no serán sus-
ceptibles de clasificación como reservados en términos de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental.

Artículo 27. La información clasificada como confidencial
con fundamento en la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental, respecto de
la cual se haya determinado su conservación permanente
por tener valor histórico, conservará tal carácter por un pla-
zo de 30 años a partir de la fecha de creación del docu-
mento que la contenga, o bien de 70 años tratándose de da-
tos personales que afecten a la esfera más íntima de su
titular o cuya utilización indebida pueda dar origen a dis-
criminación o conlleve un riesgo grave para éste. Estos do-
cumentos se identificarán como históricos confidenciales.

Los documentos históricos confidenciales permanecerán
en el archivo de concentración de los sujetos obligados por
el plazo previsto en el párrafo anterior. Una vez cumplido
dicho plazo, dichos documentos deberán ser transferidos al
Archivo General de la Nación o archivo histórico corres-
pondiente, y no podrán ser clasificados en términos de la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental.

Artículo 28. Los sujetos obligados podrán solicitar al Ar-
chivo General de la Nación, en el caso del Poder Ejecutivo
federal, o a su archivo histórico en los demás casos, la cus-
todia de los documentos identificados como históricos con-
fidenciales cuando las condiciones físicas de su archivo de
concentración no garanticen el debido resguardo de los do-
cumentos o pongan en riesgo la conservación de los mis-
mos durante el plazo que establece el artículo 27 de la pre-
sente ley.

Sin perjuicio de lo anterior, el Archivo General de la Na-
ción o los archivos históricos, según corresponda, podrán
ordenar la transferencia a sus acervos de los documentos
históricos confidenciales de los sujetos obligados para su
custodia, cuando determinen que los archivos de concen-
tración no cuentan con las condiciones óptimas para garan-
tizar la debida organización y conservación de los mismos
por el plazo antes señalado.

Los documentos históricos confidenciales transferidos al
Archivo General de la Nación o a los archivos históricos en
calidad de custodia no formarán parte del archivo histórico
de acceso público, hasta que concluya el plazo establecido
en el artículo 27 de la presente ley.

Artículo 29. El acceso a los documentos considerados co-
mo históricos confidenciales deberá observar lo dispuesto
por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental y la presente ley.

Cuando el Archivo General de la Nación o la autoridad
equivalente en los sujetos obligados distintos al Poder Eje-
cutivo federal reciban una solicitud de acceso a documen-
tos históricos confidenciales que tengan bajo su custodia,
deberán orientar al solicitante respecto del sujeto obligado
responsable de la información.

Durante el plazo que establece el artículo 27 de la ley, el ti-
tular de la unidad administrativa que realizó la transferencia
primaria al archivo de concentración de los documentos con-
siderados históricos confidenciales, será el responsable de
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atender las solicitudes de acceso relacionadas con dichos
documentos.

Artículo 30. El Instituto o la autoridad equivalente en los
sujetos obligados distintos al Poder Ejecutivo federal po-
drán determinar procedente el acceso a información confi-
dencial con valor histórico cuando

I. Se solicite para una investigación o estudio que se
considere relevante para el país, siempre que el mismo
no se pueda realizar sin el acceso a la información con-
fidencial, y el investigador o la persona que realice el
estudio quede obligado por escrito a no divulgar la in-
formación confidencial, ni ninguna que pueda hacer
identificable a su titular;

II. El interés público en el acceso sea mayor a cualquier
invasión a la privacidad que pueda resultar de dicho ac-
ceso;

III. El acceso beneficie de manera clara y evidente al ti-
tular de la información confidencial; y

IV. Sea solicitada por un biógrafo autorizado por el titu-
lar de la información confidencial.

Artículo 31. No podrán salir del país documentos que ha-
yan pertenecido o pertenezcan a los archivos de los órga-
nos federales, entidades federativas, municipios y casas cu-
riales, así como documentos originales relacionados con la
historia de México y libros que por su naturaleza no sean
fácilmente sustituibles, sin la autorización previa del Ar-
chivo General de la Nación.

Artículo 32. En los casos de enajenación por venta de un
acervo o documento declarado patrimonio documental de
la Nación, y en general cuando se trate de documentos
acordes con lo previsto en el artículo 36, fracciones I y II,
de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos, Artísticos e Históricos, el Ejecutivo federal, a través
del Archivo General de la Nación, gozará del derecho del
tanto en los términos que establezca el Reglamento respec-
tivo.

Artículo 33. Los archivos o documentos en poder de los
particulares y de entidades públicas podrán ser recibidos en
comodato por el Archivo General de la Nación para su es-
tabilización.

En los casos que posterior a la estabilización citada en el
párrafo anterior, el Archivo General de la Nación com-
pruebe que los archivos privados de interés público y sus
documentos se encuentran en peligro de destrucción, de-
saparición o pérdida, éstos podrán ser objeto de expropia-
ción, mediante dictamen emitido por el Archivo General de
la Nación, previa opinión técnica del Consejo Académico
Asesor, en los términos de la legislación aplicable.

Artículo 34. El procedimiento y términos para la compro-
bación citada en el artículo anterior se establecerán en el
reglamento.

Título Quinto
Del Consejo Nacional de Archivos

Capítulo I
De la Integración del 

Consejo Nacional de Archivos

Artículo 35. Se crea el Consejo Nacional de Archivos co-
mo el órgano colegiado que tiene por objeto establecer una
política nacional de archivos públicos y privados, así como
las directrices nacionales para la gestión de documentos y
la protección de la memoria documental nacional.

I. El Consejo Nacional de Archivos será presidido por el
director general del Archivo General de la Nación; y

II. El funcionamiento del Consejo Nacional de Archivos
será conforme a lo dispuesto en esta ley y, en su caso, en
su reglamento.

Artículo 36. Son atribuciones del Consejo Nacional de Ar-
chivos las siguientes:

I. Establecer directrices y criterios para la aplicación de
esta ley y su Reglamento para los sujetos obligados dis-
tintos al Poder Ejecutivo federal;

II. Establecer las directrices o criterios nacionales para
el funcionamiento de los archivos que integren el Siste-
ma Nacional de Archivos destinadas a la gestión, con-
servación y acceso a los documentos de archivo;

III. Promover la interrelación de los archivos públicos y
privados para el intercambio y la integración sistémica
de las actividades de archivo;
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IV. Fomentar el desarrollo de archivos administrativos
actualizados en los poderes Ejecutivo, Legislativo, Judi-
cial de los órganos constitucionales autónomos de los
tres órdenes de gobierno;

V. Fomentar la modernización y homogeneización me-
todológica de la función archivística, propiciando la co-
operación e integración de los archivos;

VI. Establecer criterios para la descripción de documen-
tos y fuentes de información relevantes para el conoci-
miento y difusión de la historia de México, existentes en
archivos y colecciones públicas y privadas, nacionales;

VII. Promover la gestión, preservación y el acceso a la
información documental, con base en las mejores prác-
ticas internacionales;

VIII. Propiciar el uso y desarrollo de nuevas tecnologí-
as de la información, la gestión de documentos en en-
torno electrónico y las medidas para su preservación;

IX. Estimular la formación técnica de recursos humanos
en materia de archivos;

X. Recomendar medidas para la investigación en los ar-
chivos públicos y privados;

XI. Estimular la sensibilización de la sociedad acerca de
la importancia de los archivos activos como centros de
información esencial, y de los históricos como parte
fundamental de la memoria colectiva;

XII. Integrar a los representantes de archivos de institu-
ciones o entidades que no se encuentren previstos en su
conformación y que por su participación en el Sistema
Nacional de Archivos deban incluirse; y

XIII. Fomentar la organización y celebración de foros,
congresos, conferencias; elaboración de estudios, capa-
citaciones e intercambios de experiencias en materia de
archivos.

Artículo 37. El Consejo Nacional de Archivos estará inte-
grado por

I. El director general del Archivo General de la Nación,
quien lo presidirá;

II. Un representante de los archivos del Poder Ejecutivo
federal, designado por el Comité Técnico de los Archi-
vos del Ejecutivo federal;

III. Un representante de los archivos del Poder Judicial
federal, designado por la Judicatura Federal;

IV. Dos representantes de los archivos del Poder Legis-
lativo federal, designados por el presidente de la Cáma-
ra de Diputados y el presidente de la Cámara de Sena-
dores;

V. Un representante de los archivos del Banco de Méxi-
co;

VI. Un representante de los archivos de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos;

VII. Un representante del Instituto Federal Electoral;

VIII. Un representante del Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía;

IX. Un representante de los archivos de los estados y del
Distrito Federal, electo en la Reunión Nacional de Ar-
chivos;

X. Un representante de los archivos de los municipios,
electo en la Reunión Nacional de Archivos;

XI. Un representante de los archivos de los poderes ju-
diciales estatales y del Distrito Federal, electo en el En-
cuentro Nacional de Archivos Judiciales;

XII. Un representante de los archivos de los poderes le-
gislativos estatales y del Distrito Federal, electo en la
Reunión Nacional de Archivos;

XIII. Un representante del Instituto;

XIV. Un representante de los institutos o consejos de
transparencia estatales y del Distrito Federal, designa-
dos por la Conferencia Mexicana de Acceso a la Infor-
mación Pública;

XV. Un representante de las instituciones de docencia,
investigación, o preservación de archivos designado por
la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones
de Educación Superior;
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XVI. Un representante de los archivos universitarios
elegido por la Red Nacional de Archivos de Educación
Superior; y

XVII. Un representante de la Asociación de Archivos y
Bibliotecas Privadas.

Artículo 38. El Consejo Nacional de Archivos sesionará en
la sede del Archivo General de la Nación de la siguiente
forma:

I. Los integrantes del Consejo Nacional de Archivos que
se mencionan en el artículo anterior podrán nombrar un
suplente;

II. El Consejo Nacional de Archivos solo sesionará si se
reúne un quórum de la mitad más uno de sus miembros;

III. Las decisiones se tomarán por mayoría de votos de
los miembros presentes en la sesión, y el director gene-
ral del Archivo General de la Nación tendrá voto de ca-
lidad en caso de empate; y

IV. El Consejo Nacional de Archivos contará con un se-
cretario técnico, nombrado por el Archivo General de la
Nación.

Capítulo II
Del Sistema Nacional de Archivos

Artículo 39. El Sistema Nacional de Archivos es un meca-
nismo de colaboración, coordinación y articulación perma-
nente entre los archivos públicos de los tres ámbitos de go-
bierno, los privados y los del sector social, para la gestión,
preservación y acceso a la información documental, con
base en las mejores prácticas internacionales.

El Sistema Nacional de Archivos se conducirá de confor-
midad con las disposiciones previstas en esta ley, su Re-
glamento y los criterios y directrices que emita el Consejo
Nacional de Archivos.

Artículo 40. El Sistema Nacional de Archivos se integra
por los archivos del Poder Ejecutivo federal, el Poder Judi-
cial de la Federación, el Poder Legislativo federal, los or-
ganismos constitucionales autónomos, los organismos au-
tónomos por ley, las entidades federativas y el Distrito
Federal, los municipios o demarcaciones territoriales, las
universidades e instituciones de educación superior, los ar-

chivos privados declarados de interés público, y aquellos
archivos privados que soliciten ser considerados como par-
te de este sistema y acepten aplicar sus directrices.

Título Sexto
Del Archivo General de la Nación

Capítulo I
De la Operación del Archivo General de la Nación

Artículo 41. El Archivo General de la Nación es el orga-
nismo descentralizado rector de la archivística nacional y
entidad central de consulta del Poder Ejecutivo federal en
la administración de los archivos administrativos e históri-
cos de la administración pública federal. Tendrá su domici-
lio legal en la Ciudad de México y contará con autonomía
de gestión y personalidad jurídica propia para el cabal
cumplimiento de su objeto general, objetivos específicos y
metas.

Los recursos económicos generados por el Archivo Gene-
ral de la Nación serán destinados para el cumplimiento de
sus atribuciones.

Artículo 42. El Archivo General de la Nación contará con
un Consejo Académico Asesor que le asesorará con los co-
nocimientos desarrollados en las instituciones académicas
especializadas en las disciplinas vinculadas con sus funcio-
nes con el fin de alcanzar el mejor desarrollo de sus atribu-
ciones.

El Consejo Académico Asesor estará integrado por acadé-
micos y expertos destacados, de acuerdo con lo que dis-
ponga el Reglamento.

La Secretaría Técnica del Consejo Académico Asesor esta-
rá a cargo del Archivo General de la Nación.

Artículo 43. El Archivo General de la Nación contará con
un órgano consultivo en materia de administración de do-
cumentos y archivos del Gobierno Federal, que se denomi-
nará Comité Técnico Consultivo de Archivos del Ejecutivo
federal.

Las actividades del Comité deberán estar estrechamente
vinculadas con las que correspondan al Archivo General de
la Nación, en su carácter de entidad normativa del Ejecuti-
vo federal en materia de administración de documentos y
archivos.
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El Comité estará conformado por dos representantes ofi-
ciales de cada una de las dependencias y entidades del Eje-
cutivo federal, los que fungirán como miembros titular y
suplente, respectivamente, quienes deberán ser designados
formalmente por el Oficial Mayor, o equivalente, de la de-
pendencia o entidad que representen.

El Comité operará y se conducirá de conformidad con las
disposiciones previstas en el reglamento.

Artículo 44. El Archivo General de la Nación tendrá las
siguientes atribuciones:

I. Presidir el Consejo Nacional de Archivos, y proponer
la adopción de directrices nacionales en materia de ar-
chivos;

II. Resguardar el patrimonio documental que custodia,
las transferencias secundarias de los documentos con
valor histórico generados por el Poder Ejecutivo federal
y, en su caso, otros sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal, así como aquellos documentos en po-
sesión de particulares que, en forma voluntaria y previa
valoración, incorpore a sus acervos;

III. Declarar patrimonio documental de la Nación a
aquellos acervos o documentos que sean de interés pú-
blico y se ajusten a la definición prevista en esta ley;

IV. Autorizar los permisos para la salida del país de do-
cumentos declarados patrimonio documental de la na-
ción; de aquéllos documentos originales relacionados
con la historia de México y de libros que por su natura-
leza no sean fácilmente sustituibles;

V. Reunir, organizar, preservar y difundir el acervo do-
cumental gráfico, bibliográfico y hemerográfico que
resguarda, con base en las mejores prácticas internacio-
nales, adecuadas a la realidad nacional;

VI. Establecer los lineamientos para analizar, valorar y
decidir el destino final de la documentación de los suje-
tos obligados del Poder Ejecutivo federal;

VII. Emitir el dictamen de baja documental para los su-
jetos obligados del Poder Ejecutivo federal;

VIII. Desarrollar investigaciones en materias históricas
y archivísticas encaminadas a la organización, conser-
vación y difusión del patrimonio documental que res-

guarda y de los archivos de las dependencias y entida-
des;

IX. Gestionar la recuperación e incorporación a sus
acervos de aquellos archivos que tengan valor histórico;

X. Dictar las disposiciones administrativas relacionadas
con la conservación y custodia de los documentos his-
tóricos del Poder Ejecutivo federal;

XI. Preparar, publicar y distribuir, en forma onerosa o
gratuita, las obras y colecciones necesarias para apoyar
el conocimiento de su acervo, así como promover la cul-
tura archivística, de consulta y aprovechamiento del pa-
trimonio documental del país;

XII. Proporcionar los servicios complementarios que
determine el reglamento de esta ley y otras disposicio-
nes aplicables;

XIII. Determinar lineamientos para concentrar en sus
instalaciones el Diario Oficial de la Federación y demás
publicaciones de los Poderes de la Unión, de las entida-
des federativas, del Distrito Federal y de los municipios
o demarcaciones territoriales;

XIV. Establecer políticas para reunir, organizar y difun-
dir el acervo documental gráfico, bibliográfico y heme-
rográfico necesario para apoyar el desarrollo archivísti-
co y la investigación histórica nacional, con base en las
mejores prácticas internacionales adecuadas a la reali-
dad nacional;

XV. Integrar un acervo bibliohemerográfico especializa-
do en materia de archivos y temas afines;

XVI. Vigilar y, en caso de incumplimiento de esta ley,
hacer las recomendaciones a las dependencias y entida-
des para asegurar su cumplimiento y el de sus disposi-
ciones reglamentarias, así como hacer del conocimiento
del Órgano Interno de Control o de las autoridades que
correspondan, las afectaciones del patrimonio docu-
mental, a efecto de que se establezcan las responsabili-
dades correspondientes;

XVII. Fomentar el desarrollo profesional de archivistas
a través de convenios de colaboración o concertación
con autoridades e instituciones educativas públicas o
privadas;
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XVIII. Participar y organizar foros y eventos nacionales
e internacionales en la materia;

XIX. Coadyuvar en los mecanismos para otorgar recur-
sos materiales y económicos a los archivos en peligro de
destrucción o pérdida;

XX. Promover el registro nacional de archivos históri-
cos públicos y privados, así como desarrollar activida-
des relacionadas con este;

XXI. Realizar convenios con municipios e instituciones,
en el marco del cumplimiento de sus objetivos;

XXII. Cooperar con otros organismos encargados de la
política del gobierno nacional en la educación, la cultu-
ra, la ciencia, la tecnología, la información y la infor-
mática en materia de archivos;

XXIII. Dictar las disposiciones administrativas relacio-
nadas con la conservación y custodia de los documentos
de archivo del Poder Ejecutivo federal;

XXIV. Elaborar en coordinación con el Instituto los li-
neamientos generales para la organización y conserva-
ción de los archivos del Poder Ejecutivo federal;

XXV. Desarrollar sistemas para la creación, manteni-
miento y preservación de documentos electrónicos que
asegure su autenticidad, integridad y disponibilidad a
través del tiempo;

XXVI. Expedir copias certificadas, transcripciones pa-
leográficas y dictámenes de autenticidad de los docu-
mentos existentes en sus acervos así como determinar
las políticas y procedimientos para proporcionar los ser-
vicios de consulta y reprografía al público usuario, pre-
vio pago de los derechos correspondientes;

XXVII. Proponer la adopción de Normas Oficiales Me-
xicanas en materia de archivos y coadyuvar en su ela-
boración con las autoridades correspondientes;

XXVIII. Proponer ante la autoridad competente el res-
cate de documentos históricos de propiedad pública fe-
deral que se encuentren indebidamente en posesión de
particulares; y

XXIX. Las demás que le confieran otras disposiciones
jurídicas aplicables.

Artículo 45. El Archivo General de la Nación podrá cele-
brar convenios de colaboración o coordinación, según co-
rresponda, con los sujetos obligados distintos del Poder
Ejecutivo federal, con entidades federativas, el Distrito Fe-
deral y municipios, así como con particulares, con el propó-
sito de desarrollar acciones que permitan la modernización
de los servicios archivísticos, el rescate y administración del
patrimonio documental de la nación, en el marco de la nor-
matividad aplicable. Asimismo, podrá establecer vínculos
con otros archivos internacionales afines.

Sección Primera
Del Órgano de Gobierno

Artículo 46. Para el estudio, planeación y despacho de los
asuntos que le competen, el Archivo General de la Nación
contará con un órgano de gobierno, que estará integrado
por

I. Un presidente, que será designado por el presidente de
la República, y

II. Los designados por los titulares de las siguientes de-
pendencias y entidades:

a) Secretaría de Gobernación;

b) Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y

c) Secretaría de Educación Pública.

El director general del Archivo General de la Nación for-
mará parte del Órgano de Gobierno con voz pero sin voto,
y contará con las atribuciones previstas en el artículo 59 de
la Ley Federal de las Entidades Paraestatales y las demás
que le confiera el reglamento respectivo.

Artículo 47. El Órgano de Gobierno tendrá las atribucio-
nes previstas en artículo 58 de la Ley Federal de las Enti-
dades Paraestatales, así como las que le confiera el regla-
mento respectivo.

Sección Segunda
Del Director General

Artículo 48. El director general del Archivo General de la
Nación será nombrado por el presidente de la República y
deberá cubrir los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano;
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II. Tener grado académico de doctor en historia o contar
con experiencia mínima de cinco años en la dirección de
un archivo histórico o área sustantiva del mismo;

III. No haber sido condenado por la comisión de algún
delito doloso;

IV. Tener cuando menos treinta años de edad al día de la
designación;

V. No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por
consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil
con cualquiera de los miembros del Órgano de Gobier-
no; y

VI. No haber sido secretario de Estado, jefe de departa-
mento administrativo, procurador general de la Repúbli-
ca, senador, diputado federal o local, dirigente de un
partido o asociación política, gobernador de algún esta-
do o jefe del gobierno del Distrito Federal, durante el
año previo al día de su nombramiento.

Capítulo II
Del Registro Nacional de Archivos Históricos

Artículo 49. El Registro Nacional de Archivos Históricos
es un instrumento catastral del Archivo General de la Na-
ción para registrar y difundir el patrimonio de la memoria
documental del país resguardado en los archivos históricos
del Poder Ejecutivo federal, y de manera potestativa, de
otros archivos públicos y privados. El registro integrará los
datos sobre los acervos y la infraestructura de los archivos,
así como sobre los documentos declarados patrimonio do-
cumental de la nación.

Los archivos privados que sean beneficiados con fondos
federales deberán de registrarse en el Registro Nacional de
Archivos Históricos y sujetarse a las recomendaciones
emitidas por el Archivo General de la Nación.

El reglamento de la ley establecerá la forma de organiza-
ción y funcionamiento del Registro Nacional de Archivos
Históricos.

Artículo 50. Los archivos adscritos al Registro Nacional
de Archivos Históricos deberán incorporar y luego actuali-
zar anualmente los datos sobre sus acervos, conforme a las
disposiciones y requisitos que establezca el Archivo Gene-
ral de la Nación.

Los particulares propietarios de documentos o archivos de-
clarados como patrimonio documental de la Nación, ins-
critos en el Registro Nacional de Archivos Históricos, in-
formarán sobre cualquier cambio que afecte los
documentos o acervos, sea en su estado físico o patrimo-
nial.

Artículo 51. Los archivos privados que por solicitud de sus
propietarios se inscriban en el Registro Nacional de Archi-
vos Históricos, contarán con asistencia técnica por parte
del Archivo General de la Nación y se estimulará su orga-
nización, conservación, difusión y consulta.

Capítulo III
De la Sección de Archivos Presidenciales

Artículo 52. El Archivo General de la Nación tendrá a su
cargo la sección de archivos presidenciales.

Al término de cada mandato, la Presidencia de la Repúbli-
ca deberá efectuar las transferencias secundarias que con-
forme a su catálogo de disposición documental procedan.

Artículo 53. El Archivo General de la Nación emitirá los
lineamientos conforme a los cuales deberá efectuarse la
transferencia secundaria prevista en el artículo anterior.

Título Séptimo
De las Infracciones y Sanciones

Capítulo Único

Artículo 54. Sin perjuicio de las sanciones penales o civi-
les que correspondan, son causa de responsabilidad admi-
nistrativa de los servidores públicos por incumplimiento de
las obligaciones establecidas en esta ley las siguientes:

I. Hacer ilegible, extraer, destruir, ocultar, inutilizar, al-
terar, manchar, raspar, mutilar total o parcialmente y de
manera indebida, cualquier documento que se resguarde
en un archivo de trámite, de concentración o histórico;

II. Extraer documentos o archivos públicos de su recin-
to para fines distintos al ejercicio de sus funciones y
atribuciones;

III. Trasladar fuera del territorio nacional archivos o do-
cumentos públicos declarados patrimonio documental
de la nación, sin la anuencia del Archivo General de la
Nación;
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IV. Transferir a título oneroso o gratuito la propiedad o
posesión de archivos o documentos públicos;

V. Impedir u obstaculizar la consulta de documentos de
los archivos históricos sin causa justificada;

VI. Poner en riesgo la integridad y correcta conserva-
ción de documentos históricos;

VII. Actuar con negligencia en la adopción de medidas
de índole técnica, administrativa, ambiental o tecnológi-
ca para la adecuada conservación de los archivos;

VIII. No dar cumplimiento a lo dispuesto por el artícu-
lo 7o. de la presente ley; y

IX. Omitir entregar algún archivo o documento bajo su
custodia al separarse de un empleo, cargo o comisión.

Artículo 55. Los servidores públicos que contravengan es-
ta ley y sus disposiciones reglamentarias se harán acreedo-
res a las medidas de apremio y sanciones establecidas en la
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos.

Las responsabilidades administrativas serán independien-
tes de las del orden civil o penal que procedan.

Artículo 56. Los usuarios de los archivos públicos y pri-
vados y los particulares que posean archivos privados de
interés público deberán contribuir a la conservación y buen
estado de los documentos.

Cualquier mal uso, perjuicio material o sustracción de do-
cumentos realizada por los particulares a los que refiere el
párrafo anterior, será sancionada de conformidad con la
normatividad aplicable.

Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Artículo Segundo. Los sujetos obligados deberán designar
a los responsables de los archivos a que se refieren los ar-
tículos 11 y 13 de la ley, así como elaborar los documentos
de control y consulta archivísticos establecidos por el artí-
culo 19 de la presente ley, a más tardar 18 meses después
de la entrada en vigor de la presente ley.

Artículo Tercero. El Archivo General de la Nación, en co-
ordinación con el Instituto y la Secretaría de la Función
Pública, según sea el caso, expedirá los lineamientos a que
se refieren los artículos 21 y 44, fracción XXIV, de la pre-
sente ley, en los 12 meses posteriores a la publicación de la
presente ley.

Artículo Cuarto. Los documentos con datos personales
sensibles que hayan sido transferidos a un archivo históri-
co o al Archivo General de la Nación antes de la entrada en
vigor de esta ley, permanecerán en dichos archivos y con-
servarán su carácter de confidencial hasta que cumplan el
plazo que establece el artículo 27 de la presente ley.

En tanto no concluya el plazo señalado en el párrafo ante-
rior, el acceso a los mismos procederá de acuerdo con lo
dispuesto por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental.

Artículo Quinto. El Archivo General de la Nación autori-
zará la permanencia de los archivos históricos de las de-
pendencias y entidades que hayan sido creados antes de la
entrada en vigor de la presente ley, para lo cual evaluará las
condiciones físicas, materiales y administrativas en que se
encuentran los archivos, a fin de verificar la debida con-
servación, organización y difusión de la documentación, y
determinar la conveniencia de la permanencia de los archi-
vos o la transferencia de sus documentos con valor históri-
co al acervo del Archivo General de la Nación.

Artículo Sexto. El Archivo General de la Nación expedirá
los lineamientos a que se refieren los artículos 44, fraccio-
nes VI y XIII, y 52, a más tardar 2 años después de la en-
trada en vigor de la presente ley.

Artículo Séptimo. El Archivo General de la Nación expe-
dirá los lineamientos para la estructura y funcionamiento
del Consejo Académico Asesor en los siguientes 180 días
hábiles posteriores al inicio de vigencia de la presente ley.

Artículo Octavo. El Ejecutivo federal expedirá el Regla-
mento de la Ley Federal de Archivos dentro del año si-
guiente a su entrada en vigor.

Artículo Noveno. El Archivo General de la Nación publi-
cará en su portal electrónico las disposiciones y requisitos
para incorporar y actualizar los datos en el Registro Nacio-
nal de Archivos Históricos, a más tardar dentro de los 180
días hábiles posteriores a la publicación de la presente ley.
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Artículo Décimo. Los sujetos obligados distintos al Poder
Ejecutivo federal deberán establecer las autoridades a las
que refiere el artículo 25 de la presente ley a más tardar 1
año después de su entrada en vigor.

Artículo Decimoprimero. Los sujetos obligados distintos
al Poder Ejecutivo federal deberán establecer los mecanis-
mos para elegir y nombrar a los representantes del Conse-
jo Nacional de Archivos a las que refiere el artículo 35 de
la presente ley a más tardar 1 año después de su entrada en
vigor.

Artículo Decimosegundo. Se derogan todas aquellas dis-
posiciones legales o reglamentarias que contravengan la
presente ley.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a treinta
de dos mil once.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rú-
brica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza
(rúbrica en abstención), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Gastón Luken
Garza, Francisco Ramos Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez
Reyes, Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Sergio Mancilla Zayas
(rúbrica), secretarios; Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Sa-
mi David David (rúbrica), Nancy González Ulloa (rúbrica), Marcela
Guerra Castillo, Jorge Antonio Kahwagi Macari, Gregorio Hurtado
Leija (rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica),
Humberto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ra-
món Martel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Agustín To-
rres Ibarrola (rúbrica), Alejandro Encinas Rodríguez, Nazario Norber-
to Sánchez, Beatriz Paredes Rangel, Liev Vladimir Ramos Cárdenas
(rúbrica), Carlos Oznerol Pacheco Castro, Arturo Zamora Jiménez.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION 
SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto
de decreto que expide la Ley General para la Prevención
Social de la Violencia y la Delincuencia

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la Cámara de Diputados,
fue turnada para su estudio y dictamen la minuta que con-
tiene proyecto de decreto por el que se expide la Ley Ge-
neral para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia enviada por la honorable Cámara de Senadores
para efectos del artículo 72, inciso e), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Con fundamento en los artículos 72, inciso e), de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los ar-
tículos 39, 45, numeral 6, inciso e) y f) y numeral 7 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1,
fracción IV, y 167, numeral 4, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, y habiendo analizado el contenido del
proyecto remitido por la Cámara de Senadores, esta Comi-
sión somete el presente dictamen a la consideración de los
integrantes de esta honorable asamblea, de conformidad
con la siguiente:

Metodología

Esta Comisión de Gobernación encargada del análisis y
dictamen de la minuta en comento, desarrolló los trabajos
correspondientes conforme al procedimiento que a conti-
nuación se describe:

En el apartado denominado “I. Antecedentes”, se da cons-
tancia del trámite de inicio del proceso legislativo, así co-
mo de la recepción y turno para el dictamen de la minuta.

En el apartado titulado “II. Consideraciones de la Cáma-
ra de Senadores”, se expresan los razonamientos y argu-
mentos con base en los cuales se sustenta el sentido del
presente dictamen elaborado por la Cámara de Senadores.

El apartado “III. Modificaciones de la Cámara de Sena-
dores”, plantea, concretamente los cambios y ajustes jurí-
dicos y de técnica legislativa realizados por la colegislado-
ra la minuta, a fin de abonar en el enriquecimiento de ésta.

En el apartado titulado “IV. Consideraciones a la minu-
ta”, se expresan los razonamientos y argumentos con base
en los cuales se sustenta el sentido del presente dictamen
elaborado por la Cámara de Diputados a la minuta de la co-
legisladora.
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I. Antecedentes

1. Con fecha 8 de octubre de 2009, el diputado Víctor
Humberto Benítez Treviño, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
tó ante el pleno de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, la Iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se expide la Ley que crea el Organismo Pú-
blico Descentralizado Federal denominado Instituto
Nacional de Prevención del Delito, la cual fue suscrita
por los diputados Miguel Ángel García Granados y Andrés
Massieu Fernández del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional; Camilo Ramírez Puente y
Carlos Alberto Pérez Cuevas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional y Martín García Avilés, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva dispuso que la iniciativa fuera turnada a la Comisión
de Gobernación, con opinión de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para su estudio y análisis corres-
pondiente.

2. Con fecha 10 de diciembre de 2009, la diputada Alma
Carolina Viggiano Austria, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa
con proyecto de decreto que contiene el texto de la Ley
General para la Prevención Social de la Delincuencia.
En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva
dispuso que la iniciativa fuera turnada a la Comisión de Se-
guridad Pública con opinión de la Comisión de Presupues-
to y Cuenta Pública. El 15 de diciembre del mismo año, se
modificó el trámite de la iniciativa en comento, turnándose
a la Comisión de Gobernación, con opinión de las Comi-
siones de Seguridad Pública, y Presupuesto y Cuenta Pú-
blica.

3. Con fecha 28 de abril de 2010, los miembros de la Co-
misión de Gobernación de la Cámara de Diputados, discu-
tieron y aprobaron dictamen con proyecto de decreto que
expide la Ley General para la Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia, mismo que fue aprobado por
su pleno, procediendo la Mesa Directiva a enviar la minu-
ta correspondiente al Senado de la República.

4. En sesión plenaria celebrada el 29 de abril de 2010, la
Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Senado-
res dio cuenta de la Minuta proveniente de la Cámara de
Diputados que contiene proyecto de decreto por el que se
expide la Ley General para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia.

5. Con esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de
Senadores procedió a turnar la minuta a las Comisiones
Unidas de Seguridad Pública, y de Estudios Legislativos,
Primera.

6. El 27 de abril de 2010, las Comisiones de Seguridad Pú-
blica, y de Estudios Legislativos, Primera, del Senado de la
República aprobaron el proyecto de dictamen, el cual fue
puesto a la consideración de la asamblea con la misma fe-
cha. Esta decidió devolver el dictamen a comisiones con el
fin de perfeccionar su contenido y armonizarla con la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

7. Con fecha 29 de abril de 2011, las Comisiones Unidas de
Seguridad Pública y Estudios Legislativos, Primera del Se-
nado de la República, después de un detallado estudio y
análisis de la minuta, aprobaron el proyecto de Dictamen
que se puso a la consideración del Pleno de la Cámara de
Senadores.

8. En sesión plenaria celebrada el 6 de septiembre de 2011,
la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados dio cuenta de la minuta proveniente de la Cámara de
Senadores que contiene proyecto de decreto por el que se
expide la Ley General para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia para efectos del inciso e) de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

9. Con esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados procedió a turnar la minuta a esta Comisión de
Gobernación.

II. Consideraciones de la Cámara de Senadores

“Estas Comisiones Unidas coinciden con lo expresado por
la colegisladora en la necesidad de orientar el trabajo le-
gislativo hacia la regulación de la prevención de la delin-
cuencia, como forma alterna y no menos importante de
combatir a dicho fenómeno social. Además de aplicar la
fuerza de la ley, en términos de la reforma constitucional de
justicia penal y seguridad pública y el cúmulo de leyes se-
cundarias en torno a esta materia, es recomendable también
atender las causas que generan la delincuencia.

Coinciden también en la necesidad de que el instrumento
legal sea una ley general partiendo del hecho que la Cons-
titución es la base de las leyes, vértice y arista de las juris-
dicciones federal y local, principio operador de la produc-
ción normativa nacional, sin preeminencia o superioridad
de leyes federales sobre locales, ambas de igual jerarquía
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ante la Carta Magna en organización de coexistencia juris-
diccional y política.

A la par por cuanto hace al orden jurídico, pero con la ex-
cepción de la leyes generales, cuyo objeto es la distribu-
ción de competencias en materias concurrentes, por lo que
las leyes locales han de sujetarse a aquéllas, toda vez que
la concurrencia establecida por materia por la propia Cons-
titución Federal, para la Federación, las entidades federati-
vas y los municipios, será regulada por el Legislador Fede-
ral, en su función de Congreso General, bajo el criterio de
establecer en qué términos participará cada orden de go-
bierno en el marco del federalismo y la distribución de
competencias, dictando las leyes necesarias en el orden lo-
cal a partir de los lineamientos establecidos en la ley gene-
ral de la materia.

En este orden de ideas, la Constitución prescribe la concu-
rrencia por materias, y mandata al legislador federal, la
emisión de una ley general que distribuya las competencias
para los tres órdenes de gobierno o las jurisdicciones local
y federal en su caso. La obligación del Estado de garanti-
zar la seguridad pública es de carácter concurrente, en con-
secuencia, es a través de la Ley General para la Prevención
Social de la Violencia y la Delincuencia como ha de defi-
nirse la participación de los órdenes de gobierno sobre la
materia.

En este orden de ideas, los legisladores integrantes de estas
comisiones comparten la visión de la colegisladora en el
sentido de que los objetivos de esta nueva ley deben ser los
siguientes:

Coadyuvar en la formación de ciudadanos con espíritu de
solidaridad, respeto y justicia, preocupados por la preser-
vación y mejoramiento de la armonía, social y promotores
del bien común y del desarrollo estatal y nacional;

Disminuir los niveles delictivos en los medios urbano y ru-
ral, y fomentar la conciencia, en todos los habitantes del
País, sobre la composición justa de la nación;

Promover la difusión de programas y la participación ciu-
dadana en los mismos, y

Establecer la coordinación en materia de prevención del
delito en los “tres órdenes de gobierno”.

Para lograr los objetivos anteriores, la ley propuesta es ten-
dente a articular un esquema institucional para los gobier-

nos de la federación, los estados, el Distrito Federal y los
municipios que permita la coordinación de programas para
combatir las causas y factores del delito, estableciendo los
principios que deben concurrir en las bases correspondien-
tes; en lo principal el respeto irrestricto a los derechos hu-
manos. Estas Comisiones consideran acertado la elabora-
ción normativa de la llamada “política de administración
de riesgos” o política criminal preventiva. Entendida como
una actividad del Estado, que se traduzca en una reducción
de los índices delictivos, a través de un sistema verdadera-
mente eficaz, que permita su medición de manera objetiva,
libre de subjetivismos o factores políticos.

Es importante destacar que los órganos contemplados en el
proyecto llevarán a cabo sus planes, programas y acciones,
las cuales serán sometidas a su evaluación.

Estas comisiones se manifiestan satisfechas con la incor-
poración de la violencia como materia de la prevención, ya
que se estima de capital importancia agregar a la denomi-
nación de la ley la referencia expresa a la violencia como
un factor específico en la incidencia delictiva, puesto que
la violencia, en sus múltiples manifestaciones, constituye
en un gran número de caos, un prerrequisito para la exis-
tencia de la conducta delictiva.

En razón de que la violencia y el delito son expresiones de
toda una contracultura, estas comisiones ponderan de ma-
nera positiva el hecho de que la minuta estima de valor la
participación social en particular la creación, manteni-
miento y conservación de redes sociales que propicien la
convivencia armónica ganando espacios comunitarios a la
delincuencia y a los conflictos que engendran violencia.

Coinciden plenamente con la necesidad expresada en la
minuta, objeto de estudio, de expedir un ordenamiento que
regule la coordinación de esfuerzos en esta materia a nivel
preventivo, reconociendo que la estructura orgánica que se
propone es la indicada, al no redundar en mayor gasto pú-
blico, dada la existencia previa de la misma.

Lo anterior es así tomando en consideración que el fenó-
meno de la violencia y la delincuencia, debe ser abordado
desde todas las aristas, de atención multidisciplinaria, y de
grupos de la sociedad civil organizada, a partir de la coor-
dinación responsable del Estado, que cristalice los esfuer-
zos conjuntos en lo que a política criminológica se refiere.

No pasa desapercibido para los integrantes de esta comi-
sión, que una ley de esta naturaleza, exige garantizar, por
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parte del Estado en sus distintos órdenes de gobierno, la
implantación de políticas públicas cuyo objetivo específi-
co, sea la atención de zonas de alto riesgo criminógeno.
Queda claro que la pobreza, en sus tres niveles: alimenta-
ria, patrimonial y de capacidades; mientras no se eliminen
las condiciones que la propician, será uno de los factores
de riesgo más importantes en el contexto social para alen-
tar la violencia y la delincuencia.

Estas comisiones recogen y comparten las siguientes valo-
raciones de la colegisladora:

Establecimiento de la prevención como el eje funda-
mental de las políticas públicas diseñadas e implemen-
tadas para combatir la inseguridad.

Las directrices de las Naciones Unidas para la preven-
ción de la delincuencia juvenil, conocidas también co-
mo “Directrices de Riad”, adoptadas y proclamadas por
la Asamblea General en su resolución 45/112, de 14 de
diciembre de 1990, prevén, entre otras cosas, que la pre-
vención de la delincuencia juvenil es parte esencial de la
prevención del delito en la sociedad; después de todo, si
los jóvenes se dedican a actividades lícitas y socialmen-
te útiles, se orientan hacia la sociedad y enfocan la vida
con criterio humanista, pueden adquirir actitudes no cri-
minógenas. Ahora bien, para poder prevenir eficazmen-
te la delincuencia juvenil es preciso que la sociedad en
su conjunto procure un desarrollo armonioso de los ado-
lescentes y respete y cultive su personalidad desde la
primera infancia.

En este sentido, la propuesta de ley contempla, en el ar-
tículo 16, relativo a las atribuciones del Consejo Nacio-
nal, en su fracción XXII, la de identificar y desarrollar
los principales ámbitos de investigación de la preven-
ción social de la delincuencia, para realizarla por sí o
por un tercero; y de forma enunciativa se señala, en el
inciso h), la prevención de la violencia infantil y juve-
nil.

El respeto irrestricto a los derechos humanos constituye
otra pauta orientadora en el quehacer público enfocado
a la prevención social de la delincuencia, según se des-
prende de la siguiente fracción.

La función rectora del Estado se reivindica a partir de la
siguiente definición: “El Estado, en sus diversos órde-
nes de gobierno desarrollará políticas públicas integra-
les eficaces para la prevención de la violencia y la de-

lincuencia, con la participación de los diferentes secto-
res y grupos de la sociedad civil”.

La integralidad se entiende a partir de la concepción si-
guiente: La “complementariedad de los diferentes pro-
gramas de los órdenes de gobierno, incluidos los de jus-
ticia, seguridad pública, desarrollo social, económico,
cultural y de derechos humanos, con atención particu-
lar a las comunidades, las familias, las niñas y niños,
las mujeres, así como las y los jóvenes en situación de
riesgo”. La cooperación y corresponsabilidad se asume
como la exigencia de que el Estado en sus distintos ór-
denes de gobierno, y la sociedad en general, deben in-
volucrarse y desarrollar acciones conjuntas que contri-
buyan a la prevención. Las políticas de Estado en las
que serán más viables y certeras cuanto más apoyo reci-
ban de las instituciones y organizaciones civiles inclu-
yan la participación ciudadana. Como se ha señalado en
el apartado de las políticas públicas, las decisiones de
las autoridades y la actuación de las organizaciones so-
ciales, requieren el respaldo social y una opinión públi-
ca favorable. En muchas organizaciones sociales se vi-
ve la necesidad de “hacer algo por la seguridad”, están
dispuestas a participar en acciones, sólo requieren orien-
tación para que sus actividades sean más fructíferas

Un principio de extrema relevancia el denominado “de
sostenibilidad”, el cual debe entenderse como la base
para implementar políticas públicas consistentes en el
tiempo y en el espacio, pues deberá ponderarse el dise-
ño de políticas públicas en el corto, mediano y largo pla-
zo dado que la prevención social de la delincuencia re-
quiere recursos adecuados, incluyendo fondos para
estructura y actividades. La participación espontánea
contra la inseguridad o la impunidad, normalmente sur-
ge de hechos importantes e indignantes: tiende a ser an-
gustiante, de confrontación con la autoridad y efímera.
Con facilidad propone medidas radicales y aumento de
penas. Por otro lado, la participación social dirigida
desde el gobierno tiene el riesgo de no tener representa-
tividad, convocatoria ni credibilidad y puede incluso ser
manipulada. Así las cosas, es indispensable que la parti-
cipación ciudadana sea independiente, representativa,
propositiva y coadyuvante, y que tenga capacidad de in-
terlocución con las autoridades”.

La fracción VI establece, también como principio rec-
tor, el de la multidisciplinariedad. A este respecto, la ci-
tada fracción refiere “Las políticas públicas de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia deberán
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diseñarse tomando en cuenta conocimientos y herra-
mientas de distintas disciplinas y experiencias naciona-
les e internacionales.

México es una nación pluricultural. La atención dife-
renciada y las acciones afirmativas apuntan en la direc-
ción correcta al señalar que los planes y programas de
prevención “deberán considerar las necesidades y cir-
cunstancias específicas determinadas por género, así co-
mo las necesidades de grupos vulnerables o en riesgo,
mediante la atención diferenciada y acciones afirmati-
vas”, en efecto, múltiples fenómenos vinculados a la gé-
nesis, pero también a los rasgos específicos de la delin-
cuencia, hallan su origen en aspectos concretos como la
edad, el sexo o la condición social.

Finalmente, tenemos que la transparencia es, de suyo,
uno de los principios rectores más importantes pues
guarda íntima relación con el tema de las políticas pú-
blicas; la evaluación, pero sobre todo el control social,
se nutren de información; y ésta debe ser asequible,
oportuna y veraz.

La participación ciudadana como principio rector de las
políticas públicas en materia de seguridad pública.

Es del conocimiento público que el Estado, en su mayo-
ría, enfrenta únicamente con medidas policiacas y re-
presivas el fenómeno de la delincuencia; vemos cada
vez con mayor frecuencia ambiciosas reformas penales
ya concluidas o por concluir, y sin embargo, no se apre-
cia que se esté atacando las causas; vemos que es un fe-
nómeno propio de las sociedades modernas ignorar los
factores causales que generan la delincuencia; sin em-
bargo, vemos que cada vez se construyen más recluso-
rios o se establecen más o más duras penas y no se tra-
baja sobre los factores de riesgo fundamentales para el
desarrollo de un Estado o país; en suma, es apreciable
que sólo se reacciona ante los hechos delictivos y con
tristeza, se observa que de los recursos que se dedican a
seguridad pública solamente un mínimo se dedica para
la prevención del delito.

En países como Inglaterra, Francia o los Países Bajos,
los índices de delincuencia muestran marcados decre-
mentos dentro del mismo lapso que en Latinoamérica,
por ejemplo, estos mismos indicadores se incrementan.
Así, en estos y otros países, se aprecia la existencia de
programas de prevención enfocados a niños entre 7 y 12

años de edad; esto es, apostarle principalmente a la pre-
vención primaria: ayudar a esos niños en la escuela, en
la comunidad, a resolver sus problemas, etcétera. De ha-
cerlos, tendremos un efecto totalmente sano, cosa que
difícilmente se puede dar en un país en donde la violen-
cia familiar predomina de manera impresionante.

Desde principios de esta década, los indicadores en Mé-
xico demuestran que la edad más frecuente de los delin-
cuentes fluctuaba entres los 12 y 25 años y que suma ca-
si el 40 por ciento del total, es decir, la delincuencia
sigue aumentando y cada vez son más los niños los que
incursionan a las bandas delictivas y por supuesto como
no tiene una clara conciencia de lo que están haciendo,
la violencia es parte de su actuar.

Como sea, es de tomarse en cuenta que algunos factores
que inciden en el aumento de la delincuencia y la injus-
ticia son, entre otros:

Problemas sociales; entendiéndose por tales la degrada-
ción de los valores, la ramificación de la corrupción, la
disolución familiar y violencia doméstica, el alcoholis-
mo, drogadicción y pandillerismo, así como el desem-
pleo y la marginación;

Errores de gobierno: Tecnología atrasada en informáti-
ca, burocratismo y falta de compromiso de los servido-
res públicos, reclusorios que parecen “escuelas del cri-
men”, permitir la falsificación de todo tipo de
documentos situación que aprovecha el crimen, toleran-
cia para que el sector informal sea canal de mercancías
robadas y de contrabando, y

Complicidad-impunidad: Impunidad a cambio de incon-
dicionalidad en trabajos o negocios sucios; núcleos de
corrupción en cuerpos policiales, ministerio público y
tribunales, abogados del crimen organizado que aprove-
chan resquicios legales, órdenes de aprehensión incum-
plidas o sentencias injustas, en algunos casos por com-
plicidad, etc.

Es cierto que no es viable el avance significativo en se-
guridad sin mejorar sustantivamente la procuración e
impartición de justicia; empero, una reforma al sistema
de justicia penal sin otro equivalente en materia de pre-
vención de la delincuencia compromete los resultados
de la primera y paulatinamente será la causa de la defi-
ciencia total del sistema en su conjunto.
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La participación social puede contribuir a responsabili-
zar públicamente a cada autoridad federal, estatal o mu-
nicipal de sus obligaciones, y que sea la sociedad quien
exija cambios reales, eficacia, rendición de cuentas y re-
sultados.

En todo caso, no es posible soslayar que se requiere de
perfeccionar las políticas de comunicación social para
que los medios contribuyan mejor a la prevención del
delito y al ejercicio del derecho a la información verda-
dera y oportuna sobre índices delictivos e indicadores
de gestión de las autoridades de seguridad pública.

La participación propicia un mayor compromiso en el
respeto y garantía del derecho a la seguridad pública y a
la justicia pronta, completa e imparcial y sirve como
instrumento para rechazar activamente la injusticia, la
corrupción y la impunidad.

Estas comisiones dictaminadoras consideran que la expe-
dición de la ley que proponen los diputados es oportuna y
de justicia social, ya que además de aplicar la ley a la de-
lincuencia poniendo tras las rejas a los infractores de la ley
penal, es de equidad un ordenamiento que sustraiga princi-
palmente a los jóvenes de ser reclutados principalmente
por la delincuencia organizada y tener acceso a oportuni-
dades para el desarrollo de su personalidad.

Si bien la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública dispone diferentes atribuciones en materia de pre-
vención del delito entre las instancias y las autoridades que
integran el Sistema Nacional de Seguridad Pública, estas
Comisiones Unidas consideran plenamente justificable la
expedición de la presente ley por atender a una problemá-
tica que requiere instituciones y actores debidamente espe-
cializados en la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia.

Asimismo se coincide con la importancia que reviste la re-
gulación de esta materia, tomando en consideración que la
prevención del delito y su ampliación, la prevención de la
violencia y la delincuencia, constituye la hipótesis funda-
mental para abatir el proceso criminógeno.

Finalmente se coincide plenamente con el dictamen de la
colegisladora, por cuanto hace a la modificación en la de-
nominación del proyecto de ley que da origen a la minuta
en estudio, toda vez que para los efectos de ésta ley se con-
sidera prevención social de la violencia y la delincuencia al
conjunto de políticas públicas orientadas a reducir factores

de riesgo que favorecen la generación de violencia y la de-
lincuencia, así como influir en sus distintas causas y mani-
festaciones.”

De lo expresado por la Cámara de Senadores en las consi-
deraciones aquí vertidas, se desprende la necesidad de ha-
cer adecuaciones jurídicas y de técnica legislativa por la
colegisladora en los siguientes términos:

III. Modificaciones de la Cámara de Senadores

Primera. Se considera necesario precisar la disposición
Constitucional que se reglamenta, a efectos de englobar la
materia de la presente ley en el ámbito de la seguridad pú-
blica. Por tal motivo, en artículo 1 se especifica el objeto o
razón de ser de la Ley, de tal suerte que quede delimitado
el campo de actuación de la prevención social de la violen-
cia y la delincuencia, lo que permitirá diferenciarla de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública o
de la Ley de la Policía Federal, ambas también reglamen-
tarias del artículo 21 constitucional. 

Tanto el proyecto de Ley como la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, establecen bases de coor-
dinación entre la Federación, los estados, el Distrito Fede-
ral y los municipios, por lo que son leyes supletorias que en
todo caso deben observarse y referenciarse. Dicho lo ante-
rior se propone la siguiente redacción:

Minuta

Artículo 1. La presente ley es de orden público e inte-
rés social y tiene por objeto establecer las bases para:

I. La planeación, formulación, implementación y eva-
luación de políticas públicas en materia de prevención
social de la violencia y la delincuencia entre la Federa-
ción, los estados, el Distrito Federal y los municipios, en
el ámbito de sus respectivas competencias, y

II. La articulación, coordinación y ejecución de progra-
mas, proyectos y acciones con el fin de combatir las
causas y factores que confluyen en la violencia y la de-
lincuencia.

Dictamen

Artículo 1. La presente ley es de orden público e inte-
rés social y de observancia general en todo el territorio
nacional y tiene por objeto establecer las bases de co-
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ordinación entre la federación, los estados, el Distri-
to Federal y los municipios en materia de prevención
social de la violencia y la delincuencia en el marco
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, previsto
en el artículo 21 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Por cuestiones de orden y en atención a la modificación he-
cha al artículo 1, se mueve la redacción de las fracciones I
y II con ajustes a su redacción como primer párrafo del ar-
tículo 3.

Segunda. En el artículo 2 que hace referencia a la disposi-
ción de recursos para garantizar el cumplimiento de la Ley
en comento, estas comisiones dictaminadoras concluyen
que todas las disposiciones en materia presupuestaria se
concreten en el capítulo correspondiente, suprimiendo lo
contenido en este artículo. En su lugar se sugiere extraer
del glosario de términos la definición de prevención e in-
cluirla en el artículo 2 como una disposición independien-
te, dado que es el objeto que regula la presente ley y sólo
se enuncia en el artículo 1.

De esta definición se suprime el término “conducta antiso-
cial” en razón de que hay diversas significaciones de lo que
se puede entender por ésta. Por ejemplo, se entiende por
conducta antisocial al aislamiento al que se someten libre-
mente individuos, a su tendencia a apartarse de la vida co-
munitaria o colectiva, o a su simple rechazo a socializar.
Este tipo de conducta no puede ser considerada necesaria-
mente una causal de violencia o de delincuencia. Existen
también conductas antisociales asociadas a enfermedades
mentales o psicológicas. Hay quien califica como conduc-
ta antisocial el hecho de que un patrón “explote” a sus tra-
bajadores al no pagarles un salario remunerador. Se puede
decir que existe conducta antisocial que hace daño a la so-
ciedad y otra que no le beneficia pero tampoco afecta a la
colectividad. De este modo, por el grado de imprecisión del
término en la minuta, se decide suprimir este término. En
todo caso en los estudios de causalidad de la violencia de-
berá determinarse qué tipo de conductas antisociales oca-
sionan la violencia y la delincuencia.

Minuta

Artículo 2. La federación, los estados, el Distrito Fede-
ral y los municipios, en el ámbito de sus respectivas
competencias, dispondrán la utilización y destino de los
recursos para garantizar el cumplimiento de la presente
ley.

Dictamen

Artículo 2. La prevención social de la violencia y la
delincuencia es el conjunto de políticas públicas, pro-
gramas y acciones orientadas a reducir factores de
riesgo que favorezcan la generación de violencia,
conductas antisociales y la delincuencia, así como a
combatir las distintas causas y factores que la gene-
ran.

Tercera. En el artículo 3 se incorporan las funciones con-
sideradas en las fracciones I y II del artículo 1 de la Minu-
ta y se establece que el desarrollo de las mismas se llevará
a cabo tanto por las Instituciones de Seguridad Pública co-
mo por otras autoridades, lo cual fortalece el enfoque mul-
tidisciplinario con que debe abordarse la prevención social
de la violencia y la delincuencia.

Minuta

Artículo 3. Las bases a que se refiere el artículo 1 de la
presente Ley, deben cumplir con los siguientes princi-
pios:

Dictamen

Artículo 3. La planeación, programación, implemen-
tación y evaluación de las políticas públicas, progra-
mas y acciones se realizará en los diversos ámbitos
de competencia, por conducto de las Instituciones de
Seguridad Pública y demás autoridades que en ra-
zón de sus atribuciones deban contribuir directa o
indirectamente al cumplimiento de esta ley, debiendo
observar como mínimo los siguientes principios:

Una vez definidos los actores responsables de la preven-
ción social de la violencia y la delincuencia, se numeran
los principios en que deben sustentarse todas y cada una de
sus acciones sobre la materia, redactándose los siguientes
cambios y adiciones a las fracciones del artículo 3:

Minuta

I. Respeto irrestricto a los derechos humanos;

II. El Estado, en sus diversos órdenes de gobierno desa-
rrollará políticas públicas integrales eficaces para la pre-
vención de la violencia y la delincuencia, con la partici-
pación de los diferentes sectores y grupos de la sociedad
civil; 
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III. La prevención social de la violencia y la delincuen-
cia implica la articulación y complementariedad de los
diferentes programas de los órdenes de Gobierno, in-
cluidos los de justicia, seguridad pública, desarrollo so-
cial, económico, cultural y de derechos humanos; con
atención particular a las comunidades, las familias, las
niñas y niños, las mujeres, así como las y los jóvenes en
situación de riesgo; 

IV. Participación de personas, grupos sociales y órdenes
de gobierno de manera solidaria, para el desarrollo de
acciones conjuntas que contribuyan a la prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia y al mejoramiento
de la calidad de vida de la sociedad;

V. Continuidad de las políticas públicas de prevención
social de la violencia y la delincuencia para garantizar
los cambios socioculturales en el mediano y largo pla-
zos, a través del fortalecimiento de los mecanismos de
participación ciudadana, asignación de presupuesto, el
monitoreo y la evaluación;

VI. Las políticas públicas de prevención social de la
violencia y la delincuencia, deberán diseñarse tomando
en cuenta conocimientos y herramientas de distintas dis-
ciplinas y experiencias nacionales e internacionales; 

VII. Las políticas de prevención social de la violencia y
la delincuencia deberán considerar las necesidades y
circunstancias específicas determinadas por género, así
como las necesidades de grupos vulnerables o en riesgo,
mediante la atención diferenciada y acciones afirmati-
vas, y

VIII. Proximidad, en las políticas de prevención social
de la violencia y la delincuencia deberá prevalecer el en-
foque de proximidad orientado a la resolución pacífica
de conflictos, con estrategias claras, coherentes y esta-
bles, de respeto a los derechos humanos, la promoción
de la cultura de la paz y sobre la base del trabajo social
comunitario, así como del contacto permanente con los
actores sociales y comunitarios.

IX. La información relativa a la prevención social de la
violencia y la delincuencia, incluida la información pre-
supuestal, deberá ser pública, objetiva, oportuna, siste-
mática y veraz, en los términos de las leyes en la mate-
ria, y 

X. Las políticas públicas de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia deberán señalar quienes son los
sujetos responsables; cuáles son los objetivos; el alcan-
ce y procedimientos de evaluación, cuantitativa y cuali-
tativa, de los resultados, los procedimientos de audito-
ría, así como la estructura y periodicidad de los
informes a presentar para asegurar una rendición de
cuentas oportuna, clara, imparcial y transparente. 

Modificaciones

I. Se mantiene igual.

II. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el prin-
cipio que describe la fracción.

Asimismo, en su parte final se sustituye participación de
los sectores por participación ciudadana y comunitaria,
que es definida en el glosario de términos (artículo 4).

III. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el
principio que describe la fracción.

También se modifica y amplía la redacción para com-
plementar los alcances que deben abarcar los principios
de intersectorialidad y transversalidad.

IV. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el
principio que describe la fracción, con ajuste de redac-
ción.

V. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el prin-
cipio que describe la fracción y se modifica redacción
de esta fracción, incluyendo el término participación
ciudadana y comunitaria.

VI. Se incorpora al inicio el término que sintetiza el
principio que describe la fracción.

VII. Se incorpora el término que sintetiza el principio
que describe la fracción.

Adicionalmente, se agregan algunas de las determinan-
tes de la diversidad: el contexto local, la procedencia ét-
nica, sociocultural, religiosa y etaria”.

Asimismo, se considera conveniente que la atención que
se proporcione deberá ser bajo un enfoque de “integra-
lidad diferenciada”
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VIII. Se incorpora el término que sintetiza el principio
que describe la fracción.

También se agrega que para la resolución de conflictos
deberá ser en todos los casos por la vía pacífica.

IX. Se incorpora en el inicio el término que sintetiza el
principio que describe la fracción.

Se remite a las leyes aplicables.

X. Se elimina lo contenido en esta fracción en virtud de
que las distintas leyes, federales o locales, contienen re-
glas específicas en materia de transparencia y rendición
de cuentas. Asimismo, en la fracción anterior quedan re-
feridos tanto la transparencia como la rendición de
cuentas. En su lugar se sugiere incluir como principio a
la participación ciudadana.

Dictamen

I. …

II. Integralidad. El Estado, en sus diversos órdenes de
gobierno desarrollará políticas públicas integrales efica-
ces para la prevención de la violencia y la delincuencia,
con la participación ciudadana y comunitaria.

III. Intersectorialidad y transversalidad. Consiste en
la articulación, homologación y complementariedad de
las políticas públicas, programas y acciones de los dis-
tintos órdenes de gobierno, incluidas las de justicia, se-
guridad pública, desarrollo social, economía, cultura y
derechos humanos, con atención particular a las comu-
nidades, las familias, las niñas y niños, las mujeres, así
como las y los jóvenes en situación de riesgo;

IV. Trabajo conjunto. Comprende el desarrollo de
acciones conjuntas entre las autoridades de los dis-
tintos órdenes de gobierno, así como de los diferentes
sectores y grupos de la sociedad civil, organizada y
no organizada, así como de la comunidad académica.
de manera solidaria, para que contribuyan a la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia y al me-
joramiento de la calidad de vida de la sociedad;

V. Continuidad de las políticas públicas. Con el fin de
garantizar los cambios socioculturales en el mediano y
largo plazos, a través del fortalecimiento de los meca-

nismos de participación ciudadana y comunitaria, asig-
nación de presupuesto, el monitoreo y la evaluación;

VI. Interdisciplinariedad. Consiste en el diseño de
políticas públicas tomando en cuenta conocimientos y
herramientas de distintas disciplinas y experiencias na-
cionales e internacionales;

VII. Diversidad. Consiste en considerar las necesida-
des y circunstancias específicas determinadas por el
contexto local territorial, el género, la procedencia ét-
nica, sociocultural, religiosa, así como las necesidades
de grupos vulnerables o en riesgo, mediante la atención
integral diferenciada y acciones afirmativas;

VIII. Proximidad. Comprende la resolución pacífica
de conflictos, con estrategias claras, coherentes y es-
tables, de respeto a los derechos humanos, la promo-
ción de la cultura de la paz y sobre la base del trabajo
social comunitario, así como del contacto permanente
con los actores sociales y comunitarios, y

IX. Transparencia y rendición de cuentas. En los tér-
minos de las leyes aplicables.

X. …

Cuarta. En el artículo 4 relativo a los términos de referen-
cia comprendidos en el presente proyecto se hacen las si-
guientes modificaciones y adiciones:

Minuta 

I. Centro Nacional: El Centro Nacional de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana;

II. La Comisión Permanente: La Comisión de Preven-
ción del Delito y Participación Ciudadana;

V. Prevención social de la violencia y la delincuencia:
El conjunto de políticas públicas orientadas a reducir
factores de riesgo que favorecen la generación de vio-
lencia, conductas antisociales y la delincuencia, así co-
mo influir en sus distintas causas y manifestaciones;

…

X. Violencia: El uso deliberado de la fuerza física, ya
sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo,
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otra persona o un grupo o comunidad, que cause o ten-
ga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte,
daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privacio-
nes.

Modificación

I. El Centro Nacional es una unidad administrativa del
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, por lo que, a efectos de que no quede lugar
a dudas sobre su pertenencia a ese órgano desconcentra-
do, se adiciona dicha referencia como lo dispone la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

II. Del mismo modo que en la fracción anterior se in-
cluye a qué entidad pertenece la Comisión Permanente
como lo dispone la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública y para no generar confusiones con
la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, en
su forma sintética referenciable se emplea únicamente
la palabra “comisión”.

V. Se elimina el contenido de esta fracción en virtud de
que la definición de prevención se incluye en el nuevo
artículo 2, propuesto por las comisiones dictaminadoras.
En su lugar se incorpora la definición de participación
ciudadana y comunitaria.

Se incorpora una nueva fracción al glosario con el fin de
incluir la figura del secretario ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública que a su vez tiene distintas
funciones relacionadas con el Centro Nacional.

Con la adición anterior esta fracción pasa a ser la XI y
se le agregan dos elementos. Uno, es el señalar que ade-
más de la fuerza física, también el poder en su sentido
más amplio puede ser usado para generar violencia. El
otro se refiere a las diversas manifestaciones que puede
tener la violencia, entre las que se considera deben in-
cluirse aquéllas que en nuestro medio son las más co-
munes, a saber: la de género, la juvenil, la delictiva, la
institucional y la social, entre otras. Asimismo, se supri-
me la frase que expresa las “probabilidades de causar”
ya que previamente se indica que puede ser “en grado de
amenaza”, con lo que ya se incluye el sentido de proba-
bilístico.

Dictamen

I. Centro Nacional: El Centro Nacional de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana, unidad adminis-
trativa del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública;

II. Comisión: La Comisión Permanente de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana del Consejo Na-
cional de Seguridad Pública;

V. Participación ciudadana y comunitaria: La parti-
cipación de los diferentes sectores y grupos de la so-
ciedad civil, organizada y no organizada, así como de
la comunidad académica.

…

X. Secretario ejecutivo: El titular del Secretariado
Ejecutivo.

XI. Violencia: El uso deliberado del poder o de la fuer-
za física, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra
uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que
cause lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos
del desarrollo o privaciones. Quedan incluidas las di-
versas manifestaciones que tiene la violencia como la
de género, la juvenil, la delictiva, la institucional y la
social, entre otras.

Quinta. Las comisiones dictaminadoras consideran conve-
niente suprimir lo contenido en el artículo 5 que señala que
“los organismos a que alude el artículo anterior son los esta-
blecidos en la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública”, y en su lugar se propone establecer un artícu-
lo que haga referencia a la aplicación supletoria de dicha ley:

Artículo 5. En lo no previsto por la presente Ley, se
aplicarán, conforme a su naturaleza y de forma su-
pletoria, las disposiciones contenidas en la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Sexta. En el artículo 7, relativo a la manera en que se lle-
vará a cabo la prevención se plantean las siguientes modi-
ficaciones:

Minuta

Artículo 7. La prevención social de la violencia y la de-
lincuencia se llevará a cabo mediante: 
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I. Programas integrales de desarrollo social y económi-
co que no produzcan estigmatización, incluidos los pro-
gramas de salud, educación, vivienda y empleo;

IV. Estrategias de educación y sensibilización de la po-
blación para promover la cultura de legalidad y toleran-
cia respetando al mismo tiempo las diversas identidades
culturales. Incluye tanto programas generales como
aquellos enfocados en la juventud, las familias, niñas y
niños, mujeres, adultos mayores y las comunidades en
altas condiciones de vulnerabilidad, y

V. Estrategias que involucren a mujeres, jóvenes, niños
y niñas, adultos mayores, personas con discapacidad,
grupos en situación de vulnerabilidad, marginados, así
como en situación de pobreza y pobreza extrema.

Modificaciones

En congruencia con la definición de los ámbitos que
comprende la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia (artículo 6), se agrega que este articulo se re-
fiere al “ámbito social”.

I. Se agregan el tipo de programas que deben quedar
comprendidos en el tipo de acciones que se deben llevar
a cabo, destacando el “cultural” junto con los de desa-
rrollo social y económico y los que comprenden el “de-
porte y el desarrollo urbano”.

IV. Se fusionan las dos fracciones con lo que se evita la
repetición de los grupos de atención, y se decide elimi-
nar la lista que describe a los distintos grupos porque es
limitativa y excluyente de otros posibles grupos que po-
drían producirse con el tiempo y se suprimen otros o son
sustituidos por definiciones más acordes con los grupos
objeto de atención de esta ley.

V. Asimismo se propone adicionar una fracción que ex-
plicite que la prevención también se buscará a través de
programas que busquen modificar las condiciones so-
ciales y generar condiciones de desarrollo en los grupos
en riesgo o vulnerabilidad, en los siguientes términos:

Dictamen

Artículo 7. La prevención social de la violencia y la de-
lincuencia en el ámbito social se llevará a cabo me-
diante: 

I. Programas integrales de desarrollo social, cultural y
económico que no produzcan estigmatización, incluidos
los de salud, educación, vivienda, empleo, deporte y
desarrollo urbano;

IV. Estrategias de educación y sensibilización de la po-
blación para promover la cultura de legalidad y toleran-
cia respetando al mismo tiempo las diversas identidades
culturales. Incluye tanto programas generales como
aquéllos enfocados a grupos sociales y comunidades
en altas condiciones de vulnerabilidad, y

V. Se establecerán programas que modifiquen las
condiciones sociales de la comunidad y generen
oportunidades de desarrollo especialmente para los
grupos en situación de riesgo, vulnerabilidad, o afec-
tación.

Séptima. En el caso del artículo 8, relativo al ámbito co-
munitario de la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia se hacen las siguientes modificaciones:

Minuta diputados

Artículo 8. La prevención comunitaria pretende atender
los factores que generan conductas antisociales median-
te la participación ciudadana y comunitaria y compren-
de: 

III. Fomentar el empoderamiento comunitario, social y
la cohesión entre las comunidades frente a problemas
locales; 

IV. La participación de la comunidad, a través de meca-
nismos que garanticen la efectiva participación ciudada-
na en el diseño e implementación de planes y progra-
mas, su evaluación y sostenibilidad, y 

Modificaciones

Al igual que en el artículo anterior se precisa el tipo de
ámbito en el que se puede desarrollar la prevención. En
este caso el “ámbito comunitario”.

Al sustituir el término “conductas antisociales” por vio-
lencia y delincuencia.

Se precisan los tres procesos que se necesitan fomentar:
a) el “desarrollo comunitario” en lugar del “empodera-
miento comunitario”, b) convivencia, y c) cohesión so-
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cial, para que las comunidades puedan generar capaci-
dades para resolver los problemas locales.

Se hace una corrección a la redacción, al repetirse la pa-
labra “participación”, y se sustituye participación de la
comunidad por “participación ciudadana y comunita-
ria”.

Dictamen senadores

Artículo 8. La prevención en el ámbito comunitario
pretende atender los factores que generan conductas an-
tisociales violencia y delincuencia mediante la partici-
pación ciudadana y comunitaria y comprende: 

III. Fomentar el desarrollo comunitario, la conviven-
cia y la cohesión social entre las comunidades frente a
problemas locales;

IV. La participación ciudadana y comunitaria, a tra-
vés de mecanismos que garanticen su efectiva inter-
vención ciudadana en el diseño e implementación de
planes y programas, su evaluación y sostenibilidad, y

Octava. En el artículo 9, relativo al ámbito situacional de
la prevención social de la violencia y la delincuencia se ha-
cen las siguientes modificaciones:

Minuta diputados

Artículo 9. La prevención situacional consiste en modi-
ficar el entorno para propiciar la convivencia y la cohe-
sión social, así como disminuir los factores de riesgo y
oportunidades que faciliten conductas antisociales, fe-
nómenos de violencia y la incidencia delictiva, median-
te: 

I. El mejoramiento del desarrollo urbano, ambiental y el
diseño industrial, incluidos los sistemas de transporte
público, sistemas de vigilancia a través de circuito ce-
rrado, y el uso de sistemas computacionales, entre otros;

II. La utilización de métodos apropiados de vigilancia
que respeten los derechos a la intimidad y a la privaci-
dad;

III. Medidas administrativas encaminadas a disminuir la
disponibilidad de medios comisivos o facilitadores de
violencia, y

IV. La aplicación de estrategias para prevenir la repeti-
ción de casos de victimización.

Modificaciones

Al igual que en el artículo anterior se precisa el tipo de
ámbito en el que se puede desarrollar la prevención. En
este caso el “ámbito situacional”.

Asimismo, se suprime el término “conductas antisocia-
les”.

Se incluye la función reguladora con el objeto de que las
acciones en materia de prevención se lleven a cabo en el
marco del Estado de derecho.

Se agrega “desarrollo rural” porque también en este ám-
bito se requieren intensificar las acciones preventivas.

Se suprime el uso de “circuito cerrado y el uso de siste-
mas computacionales” en razón de que su uso no puede
ni es generalizable. Los sistemas de vigilancia pueden
ser diversos y no necesariamente basados en la tecnolo-
gía, por lo que se sugiere desagregar esta fracción en
virtud de que contiene dos herramientas distintas: siste-
mas y nuevas tecnologías.

No todos los sistemas suponen el uso de nuevas tecno-
logías.

Se recorre el número de la fracción y se simplifica re-
dacción.

Se recorre el número de la fracción.

Se corrige la redacción en razón de todo el artículo. No
se trata de “prevenir para prevenir”, por eso se opta en
esta fracción por sustituir “prevenir” por “garantizar”.

Dictamen diputados

Artículo 9. La prevención en el ámbito situacional con-
siste en modificar el entorno para propiciar la conviven-
cia y la cohesión social, así como disminuir los factores
de riesgo que facilitan fenómenos de violencia y de in-
cidencia delictiva, mediante:

I. El mejoramiento y regulación del desarrollo urbano,
rural, ambiental y el diseño industrial, incluidos los sis-
temas de transporte público y de vigilancia;
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II. El uso de nuevas tecnologías;

III. La vigilancia respetando los derechos a la intimidad
y a la privacidad; 

Se recorre número de la fracción.

IV. Medidas administrativas encaminadas a disminuir la
disponibilidad de medios comisivos o facilitadores de
violencia, y

V. La aplicación de estrategias para garantizar la no
repetición de casos de victimización.

Novena. En el artículo 10, relativo al ámbito psicosocial de
la prevención de la violencia y la delincuencia se hacen las
siguientes modificaciones:

Minuta diputados 

Artículo 10. La prevención psicosocial tiene como obje-
tivo incidir en las motivaciones individuales hacia la
violencia o las condiciones criminógenas con referencia
a los individuos, la familia, la escuela y la comunidad,
que entre otros incluye: 

I. Impulsar el diseño y aplicación de programas forma-
tivos en habilidades para la vida, dirigidos a la pobla-
ción en situación de riesgo y vulnerabilidad;

II. La inclusión de la prevención de la violencia, delde-
lito y de las adicciones, en las políticas públicas en ma-
teria de educación, y

Modificaciones

Al igual que los tres artículos anteriores se especifica el
ámbito de prevención. En este caso el “ámbito psicoso-
cial”. También se sugiere hacer del contenido de las
fracciones un mínimo indispensable de las políticas pú-
blicas de prevención en el ámbito psicosocial.

Se especifica el sentido de prioridad que deben tener es-
te tipo de programas.

Se sustituye delito por delincuencia en congruencia con
el objeto ampliado de la prevención de la ley propuesta.

Dictamen Senado

Artículo 10. La prevención en el ámbito psicosocial
tiene como objetivo incidir en las motivaciones indivi-
duales hacia la violencia o las condiciones criminógenas
con referencia a los individuos, la familia, la escuela y
la comunidad, que incluye como mínimo lo siguiente:

I. Impulsar el diseño y aplicación de programas forma-
tivos en habilidades para la vida, dirigidos principal-
mente a la población en situación de riesgo y vulnera-
bilidad; 

II. La inclusión de la prevención de la violencia, la de-
lincuencia y de las adicciones, en las políticas públicas
en materia de educación, y 

Décima. Con relación al artículo 11, relativo a las víctimas
de la violencia y la delincuencia se proponen los siguientes
cambios:

Minuta

III. La atención específica al impacto en grupos espe-
cialmente vulnerables a desarrollar problemas derivados
de delitos violentos particularmente los delitos sexuales
cometidos a niños, jóvenes, mujeres y adultos mayores. 

IV. Brindar respuesta oportuna a todas las inquietudes,
peticiones o solicitudes de intervención presentadas por
la población, a través de los mecanismos creados para
ese fin; y

Modificaciones

Se determina eliminar los casos de grupos de atención
particulares de la presente redacción, en razón de que
otros grupos no mencionados quedarían excluidos. Se
debe buscar que la ley sea general e incluyente.

Se considera que el contenido de esta fracción escapa al
ámbito de protección a las víctimas del delito por lo que
se sugiere especificar a qué grupo de población se le de-
be atender.

Se agrega una fracción V referida a la necesidad de que
la reparación del daño sea integral cuando se es víctima
de la violencia y/o la delincuencia. Deberá comprender
“el reconocimiento público”, “la reparación del daño
moral y material” y la “garantía de no repetición”. 
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Dictamen

III. La atención específica al impacto en grupos espe-
cialmente vulnerables a desarrollar problemas derivados
de delitos violentos. 

IV. Brindar respuesta a las peticiones o solicitudes de in-
tervención presentadas por las víctimas de la violencia
y la delincuencia, a través de los mecanismos creados
para ese fin; y

V. La reparación integral del daño que incluye el re-
conocimiento público, la reparación del daño moral
y material, y las garantías de no repetición.

Décima primera. Se considera necesario ajustar el nombre
del capítulo tercero para hacerlo congruente con los térmi-
nos dispuestos por la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública.

Minuta

Capítulo Tercero

De los órganos encargados de la prevención social de
la violencia y la delincuencia

Sección Primera

Del Consejo Nacional

Dictamen

Capítulo Tercero

De las instancias de coordinación

Sección Primera

Del Consejo Nacional

Décima segunda. Estas comisiones dictaminadoras consi-
deran innecesario e improcedente incluir dentro del Conse-
jo Nacional de Seguridad Pública a “…autoridades de los
tres órdenes de gobierno, responsables o vinculadas, cuya
función incida en la prevención social de la violencia y la
delincuencia” (párrafo segundo del artículo 12), por con-
travenir los principios constitucionales de distribución de
competencias, tanto a nivel federal como estatal. Cabe re-
cordar que los gobernadores forman parte del Consejo Na-

cional y, en todo caso, ellos podrían ser los portadores de
las iniciativas que en materia de prevención hicieran los
funcionarios de sus administraciones.

La inclusión de autoridades locales o municipales, implica
que las políticas en materia de seguridad pública, en espe-
cífico, de prevención social de la violencia y la delincuen-
cia, que deban ser implementadas a nivel federal por el Ti-
tular del Poder Ejecutivo, sean consensuadas o incluso,
determinadas por autoridades locales, en contravención al
régimen constitucional de distribución de competencias.
Cabe también recordar que para recoger las iniciativas que
las autoridades locales o municipales hagan en materia de
prevención, el Sistema Nacional de Seguridad Pública
cuenta con la Conferencia Nacional de Seguridad Pública
Municipal que ha de coordinarse con el Secretario Ejecuti-
vo del Sistema Nacional con dicho propósito.

Con el fin de que predominen los propósitos considerados
por la Cámara de Diputados, estas comisiones dictamina-
doras realizan los siguientes cambios y adiciones al artí-
culo 12: 

Minuta

Artículo 12. El Consejo Nacional será la máxima ins-
tancia para la coordinación y definición de la política de
prevención social de la violencia y la delincuencia. 

Se convocará con voz y voto a las autoridades de los tres
órdenes de gobierno, responsables o vinculadas, cuya
función incida en la prevención social de la violencia y
la delincuencia. 

Modificaciones

Se mantiene sin cambios el primer párrafo del artículo
12.

Se modifica el segundo párrafo estableciendo que la im-
plementación de las políticas sobre la materia y la coor-
dinación se realizarán a través del Secretariado Ejecuti-
vo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para lo
cual contará con el apoyo del Centro Nacional de Pre-
vención del Delito y Participación Ciudadana, como lo
establecen los artículos 17 y 18 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública

Se adiciona un tercer párrafo en el que se establece que
para el seguimiento del cumplimiento de los acuerdos y
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disposiciones en materia de prevención adoptados por el
Consejo Nacional el secretario Ejecutivo se coordinará
con la Comisión Permanente de Prevención del Delito y
Participación Ciudadana en los términos del artículo 16
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública.

Dictamen

El Consejo Nacional contará con el Secretariado
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca para coordinar e implementar la política de pre-
vención social de la violencia y la delincuencia, y és-
te se apoyará para ello en el Centro Nacional, en los
términos que señala la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública y demás normativa apli-
cable.

Para dar seguimiento al cumplimiento de las disposi-
ciones aplicables, el Secretariado Ejecutivo se coor-
dinará con la Comisión. 

Decimotercera. Con relación al artículo 13 relativo a las
atribuciones del Consejo Nacional de Seguridad Nacional,
estas comisiones dictaminadoras acuerdan los siguientes
cambios:

Minuta

Artículo 13. Las atribuciones del Consejo Nacional son:

I. Coordinar a las instituciones que lo integran para la
elaboración de los programas nacional, sectorial, espe-
ciales e institucionales de las dependencias cuyo ejerci-
cio presupuestario de sus programas incidan en la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia 

II. Formular políticas públicas para la prevención social
de la violencia y la delincuencia;

III. Coordinar a diferentes instituciones y agencias, tan-
to gubernamentales como de la sociedad civil; 

IV. Definir estrategias de colaboración interinstitucional
para facilitar la cooperación, contactos e intercambio de
información y experiencias entre la Federación, las en-
tidades federativas y los municipios; así como con orga-
nizaciones de la sociedad civil, centros educativos o de
investigación, o cualquier otro grupo de expertos o re-
des especializadas en prevención;

V. Establecer los lineamientos para recabar, analizar y
compartir la información existente sobre la prevención
social de la violencia y la delincuencia, análisis de las
mejores prácticas, su evaluación, así como su evolución
entre los tres órdenes de Gobierno, con objeto de con-
tribuir a la toma de decisiones;

VI. Informar a la sociedad anualmente sobre sus activi-
dades a través de los órganos competentes, e indicar los
ámbitos de acción prioritarios de su programa de traba-
jo para el año siguiente;

VII. Promover la generación de indicadores y métricas
estandarizados para todos los órdenes de gobierno en
materia de prevención de la violencia y la delincuencia,
los que al menos serán desagregados por edad, sexo,
ubicación geográfica y pertenencia étnica;

VIII. Convocar a las autoridades de los tres órdenes de
gobierno, responsables o vinculadas, cuya función inci-
da en la prevención social a efecto de coordinar accio-
nes; y

IX. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les y las que sean necesarias para el funcionamiento del
Sistema Nacional de Seguridad Pública en las materias
propias de esta Ley.

Modificaciones

Es necesario aclarar que las atribuciones a que se refie-
re la presente ley son las que corresponden a la preven-
ción social de la violencia y la delincuencia, bajo el en-
tendido de que en la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, en el artículo 14 se especifican
cuáles son las demás atribuciones que son de la compe-
tencia del Consejo Nacional de Seguridad Pública.

I. Se elimina esta fracción en virtud de que ya está con-
tenida de manera implícita en la facultad contenida en el
artículo 14, fracción V, de la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública.

II. Se elimina esta fracción en virtud de que ya está con-
templada de manera implícita en la facultad contenida
en el artículo 14, fracción III, de la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública.

III. Se elimina esta fracción en virtud de que ya está
contemplada de manera implícita en la facultad conteni-
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da en el artículo 14, fracciones V y XVI de la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

IV. Se ajusta numeración de las fracciones subsecuentes.

V. Se ajusta numeración de la fracción.

Se sustituye “los tres órdenes de gobierno” por “los in-
tegrantes de del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca”, para guardar congruencia con la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

VI. Se ajusta numeración de la fracción.

VII. Se ajusta numeración de la fracción y se sustituye
también “los órdenes de gobierno” por “integrantes del
Sistema Nacional de Seguridad Pública para guardar
congruencia con la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública.

VIII. Se suprime en razón de que la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública establece específi-
camente la forma en que se integran las instancias de co-
ordinación del Sistema, dividiendo ordenadamente los
trabajos y competencias en materia de seguridad públi-
ca, orden que se vería quebrantado de integrarse esta
fracción.

Dictamen

Artículo 13. Las atribuciones del Consejo Nacional en
materia de prevención social de la violencia y la de-
lincuencia son:

I. Definir estrategias de colaboración interinstitucional
para facilitar la cooperación, contactos e intercambio de
información y experiencias entre la federación, las enti-
dades federativas y los municipios; así como con orga-
nizaciones de la sociedad civil, centros educativos o de
investigación, o cualquier otro grupo de expertos o re-
des especializadas en prevención;

II. Establecer los lineamientos para recabar, analizar y
compartir la información existente sobre la prevención
social de la violencia y la delincuencia, análisis de las
mejores prácticas, su evaluación, así como su evolución
entre los integrantes del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, con objeto de contribuir a la toman de de-
cisiones;

III. Informar a la sociedad anualmente sobre sus activi-
dades a través de los órganos competentes, e indicar los
ámbitos de acción prioritarios de su programa de traba-
jo para el año siguiente;

IV. Promover la generación de indicadores y métricas
estandarizados para los integrantes del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública en materia de prevención
de la violencia y la delincuencia, los que al menos serán
desagregados por edad, sexo, ubicación geográfica y
pertenencia étnica, y

V. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les y las que sean necesarias para el funcionamiento del
Sistema Nacional de Seguridad Pública en las materias
propias de esta ley.

Decimocuarta. El contenido del artículo 14 que se refiere
a las atribuciones de la Comisión, pasa a colocarse después
de que son descritas las atribuciones del Secretariado Eje-
cutivo y el Centro Nacional, incorporando al nuevo artícu-
lo 14 las atribuciones del Secretariado Ejecutivo que es la
instancia ejecutora del Consejo Nacional en materia de pre-
vención social de la violencia y la delincuencia.

Adicionalmente se establece que el artículo 14 dé inicio a
una Sección Segunda correspondiente a las Instancias de
Coordinación en materia de prevención social de la violen-
cia y la delincuencia.

Minuta

Artículo 15. El Consejo Nacional, a través del Secreta-
riado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica: 

I. Ejecutará y dará seguimiento a los acuerdos y resolu-
ciones del propio Consejo Nacional y de su presidente;

De la fracción II a la X.

Modificaciones

Se agrega el objeto de la presente Ley con el fin de que
solamente se incluyan las atribuciones que correspon-
dan a este campo de actuación.

Se inicia con la función de coordinar la concepción y
planeación de las acciones en materia de prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia.
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En segundo lugar, la relativa de proponer al Consejo
Nacional los proyectos para su aprobación.

En tercer lugar, se retoman las funciones de ejecutar y
supervisar lo que el Consejo aprueba en la materia.

En cuarto lugar, se incorpora la función de difundir la
información que permita a todos los integrantes del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública compartir un mis-
mo diagnóstico sobre la materia.

No se incluyen las atribuciones que comprenden las
fracciones II a la X de la minuta en razón de que todas
ya están contempladas en el artículo 18 de la ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Dictamen

Sección Segunda

Del Secretariado Ejecutivo

Artículo 14. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública en materia de prevención
social de la violencia y la delincuencia, tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. Elaborar en coordinación con las demás instancias
del Sistema Nacional de Seguridad pública, las pro-
puestas de contenido del Programa Nacional de Pre-
vención Social de la Violencia y la Delincuencia, y
todos aquellos vinculados con esta materia; 

II. Proponer al Consejo Nacional de Seguridad Pú-
blica, políticas públicas, programas y acciones en
materia de prevención social de la violencia y la de-
lincuencia;

III. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y re-
soluciones del propio Consejo Nacional y de su Pre-
sidente sobre la materia;

IV. Difundir la información estadística en materia de
incidencia delictiva y de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia, y

V. Todas aquellas atribuciones conferidas al Secreta-
riado Ejecutivo en la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública y demás disposiciones
legales.

Decimoquinta. El Centro Nacional de Prevención del De-
lito y Participación Ciudadana formará parte de la Sección
Tercera del Capítulo Tercero, modificándose las siguientes
fracciones del artículo 16, relativo a las atribuciones que
corresponden a dicho Centro:

Minuta

Artículo 16. El Centro Nacional tendrá las siguientes
funciones: 

I. Proponer los aspectos técnicos para integrar el Pro-
grama Nacional de Prevención social de la violencia y
la delincuencia; 

II. Elaborar su programa anual de trabajo;

III. Recabar información sobre los delitos y sus tenden-
cias, los grupos de mayor victimización y, proyectos en-
focados en la prevención y sus resultados; 

IV. Realizar diagnósticos participativos; 

V. Generar mecanismos de participación de la comuni-
dad, de las organizaciones de la sociedad civil, de los or-
ganismos públicos de derechos humanos y de las insti-
tuciones de educación superior para el diagnóstico y
evaluación de las políticas públicas en materia de pre-
vención;

VI. Planear la ejecución de programas de prevención y
las formas de evaluación;

VII. Colaborar en el diseño científico de políticas crimi-
nológicas;

VIII. Elaborar mapas delictivos en colaboración con
otras autoridades sobre la base de la información reca-
bada, que estarán correlacionados con las condiciones
sociales, económicas y educativas de las localidades; 

IX. Realizar en coordinación con otras instituciones en-
cuestas nacionales de victimización en hogares, con la
periodicidad que se estime conveniente;

X. Identificar temas prioritarios o emergentes que pon-
gan en riesgo o que afecten directamente la seguridad
pública desde la perspectiva ciudadana;
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XI. Formular recomendaciones a ser consideradas por
los organismos encargados de la prevención y de asis-
tencia a la víctima, sobre la implementación de medidas
de prevención de la victimización;

XII. Monitorear y evaluar las políticas de prevención
social de la violencia y la delincuencia;

XIII. Efectuar estudios comparativos de las estadísticas
oficiales de criminalidad;

XIV. Incorporar a la comunidad a las tareas de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia, impulsan-
do la participación en la formulación de propuestas que
contribuyan a este fin y dialogando en forma permanen-
te con la sociedad a través de foros y asambleas vecina-
les, organizaciones no gubernamentales, consejos profe-
sionales, asociaciones civiles y con la sociedad en
general;

XV. Garantizar el libre acceso de la población a la in-
formación estadística en materia de delito y de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia;

XVI. Elaborar por sí o por los medios determinados en
el Programa Nacional, información para la comunidad
sobre prevención de la victimización, proporcionando
herramientas tendentes a evitar ser víctima de hechos
delictivos;

XVII. Informar a la población sobre las causas y facto-
res que confluyen en el fenómeno complejo de la crimi-
nalidad;

XVIII. Expedir los lineamientos y crear los mecanismos
que sean necesarios para garantizar que las inquietudes,
requerimientos y propuestas de los ciudadanos sean ele-
vadas al Consejo Nacional;

XIX. Asistir a las secretarías de la administración públi-
ca federal, las entidades federativas y municipios en el
desarrollo de estándares para la generación de informa-
ción para la prevención social de la violencia y la delin-
cuencia; 

XX. Generar y recabar información sobre: 

a) Las causas estructurales del delito;

b) Estadísticas de conductas ilícitas no denunciadas;

c) Diagnósticos sociodemográficos;

d) Prevención de la violencia infantil y juvenil;

e) Erradicación de la violencia, especialmente la
ejercida contra niñas, niños, jóvenes, mujeres, indí-
genas y adultos mayores,

e) Erradicación de la violencia entre grupos vulnera-
bles;

f) modelos de atención integral a las víctimas;

XXI. Organizar conferencias, seminarios, reuniones y
demás acciones destinadas a profundizar en los aspectos
técnicos de experiencias nacionales e internacionales
sobre la prevención, así como en la difusión de sus re-
sultados;

XXII. Organizar actividades que sirvan de estímulo pa-
ra mejorar el intercambio de experiencias y de las me-
jores prácticas;

XXIII. Poner a disposición de las entidades federativas,
municipios y miembros de la sociedad en general, cuan-
do sea necesario y a petición de éstos, su competencia
para asistirles en todas las cuestiones relacionadas con
la prevención;

XXIV. Celebrar convenios para la formación, capacita-
ción, especialización y actualización de servidores pú-
blicos cuyas funciones incidan en la prevención social
de la violencia y la delincuencia;

XXV. Intercambiar y desarrollar mecanismos de apren-
dizaje de experiencias internacionales;

XXVI. Remitir un informe anual a la Cámara de Dipu-
tados;

XXVII. Difundir la recopilación de las mejores prácti-
cas nacionales e internacionales;

XXVIII. Emitir opiniones y recomendaciones, dar se-
guimiento y evaluar los programas implementados por
las instituciones y organismos de la Administración Pú-
blica federal que incidan en la prevención social de la
violencia y la delincuencia; 
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XXIX. Analizar las inquietudes, requerimientos y pro-
puestas de los ciudadanos a través de las instancias cre-
adas al efecto, a partir de las directrices y mecanismos
establecidos por el Reglamento; 

XXX. Dar respuesta a las temáticas planteadas por la
participación comunitaria, y

XXXI. Las demás que establezcan otras disposiciones
legales.

Modificaciones

Se propone modificar la redacción de este párrafo para
indicar la complementariedad de esta ley respecto de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca.

En la fracción I del artículo 14 se establece que el Se-
cretariado Ejecutivo se encargará de integrar el Progra-
ma Nacional por lo que se recomienda sustituir el “pro-
poner los aspectos técnicos” por “participar”.

II. Se propone someter el ejercicio de esta facultad a la
aprobación del Secretario Ejecutivo, en atención a que
el Centro Nacional es una unidad administrativa del ór-
gano del que aquél es titular.

III. Se mantiene igual.

IV. Se recomienda delimitar los diagnósticos al objeto
de esta ley.

V. Se mantiene igual.

VI. Se propone someter el ejercicio de esta facultad a la
aprobación del Secretario Ejecutivo, en atención a que
el Centro Nacional es una unidad administrativa del ór-
gano del que aquél es titular.

VII. Se mantiene igual

VIII. Se propone modificar esta fracción en virtud de
que ésta facultad se encuentra implícita en la prevista en
la fracción IV del artículo 20 de la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública y se requiere esta-
blecer la especificidad de esta tarea en concordancia con
el objeto de esta ley.

IX. Se mantiene igual.

X. Se mantiene igual.

XI. Se propone una simplificación de la redacción.

XII. Cambio de redacción con el fin de establecer cate-
góricamente la función primordial de evaluación que in-
cluye el monitoreo como método de seguimiento. 

XIII. Se mantiene igual.

XIV. Se propone que el Centro Nacional oriente accio-
nes para que las autoridades involucren a los ciudadanos
en las tareas de prevención social. Las modalidades se
deberán ser consideradas en el Reglamento correspon-
diente; asimismo, a participación ciudadana se agrega
“comunitaria”.

XV. Se mantiene igual.

XVI. Se elimina esta fracción en virtud de que ésta fa-
cultad se encuentra implícita en la prevista en la frac-
ción V del artículo 20 de la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública.

XVII. Se modifica redacción incorporando la propuesta
de “realizar y difundir estudios” que contribuyan a la
adopción de medidas preventivas.

XVIII. Cambia número de la fracción.

XIX. Se elimina esta fracción en virtud de que esta fa-
cultad se encuentra implícita en la prevista en la frac-
ción V del artículo 11 del Reglamento del Secretariado
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

XX. Se mantiene igual contenido, pero cambia número
de fracción.

a) Se mantiene igual.

b) Se mantiene igual.

c) Se mantiene igual.

d) Se mantiene igual.

e) Se modifica bajo el mismo criterio argumentado an-
teriormente de evitar que la lista excluya a otros grupos
sociales.
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f) Se mantiene igual.

XXI. Se modifica la redacción en virtud de que es nece-
sario no solo organizar sino también difundir los resul-
tados de este tipo de eventos.

XXII. Se elimina esta fracción en virtud de que ésta fa-
cultad se encuentra implícita en la fracción anterior.

XXIII. Cambia número de la fracción y se corrige re-
dacción.

XXIV. Al Secretariado Ejecutivo corresponde la cele-
bración de convenios, por lo que se modifica la fracción
XXIV del presente artículo estableciendo que el Centro
Nacional se encargará de hacer la propuesta técnica de
los mismos.

XXV. Se mantiene igual.

XXVI. Se considera absolutamente inviable toda vez
que los únicos que constitucionalmente se encuentran
obligados a remitir informes al Congreso o comparecer
ante el mismo son los secretarios de despacho. Disposi-
ciones como la que se propone han sido consideradas in-
constitucionales por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.

XXVII. En la fracción XXVII se especifica la materia
objeto de la recopilación que se considera debe realizar
el Centro Nacional, así como la necesidad de difundir
los criterios de selección de las mejores prácticas de pre-
vención social: 

XXVIII. Se suprime en razón de que esta facultad ya se
encuentra contemplada en el artículo 20 fracción III de
la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica que al respecto dice “Emitir opiniones y recomen-
daciones, dar seguimiento y evaluar los programas im-
plementados por las Instituciones de Seguridad Pública,
en los tres órdenes de gobierno para: a) Prevenir la vio-
lencia infantil y juvenil; b) Promover la erradicación de
la violencia especialmente la ejercida contra niñas, ni-
ños, jóvenes, mujeres, indígenas, adultos mayores, den-
tro y fuera del seno familiar; c) Prevenir la violencia ge-
nerada por el uso de armas, el abuso de drogas y
alcohol, y d) Garantizar la atención integral a las vícti-
mas.”

XXIX. Se recorre numeración de las siguientes fraccio-
nes.

XXX. Se agrega a participación comunitaria la “ciuda-
dana”.

Dictamen

Sección Tercera

Del Centro Nacional de Prevención del Delito y Par-
ticipación Ciudadana

Artículo 15. El Centro Nacional tendrá, además de
las que le confiere la Ley General del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública y demás disposiciones apli-
cables, las siguientes atribuciones:

I. Participar en la elaboración del Programa Nacional
de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia;

II. Elaborar su programa anual de trabajo y someterlo a
la aprobación del Secretario Ejecutivo;

IV. Realizar diagnósticos participativos en materia de
prevención social de la violencia y la delincuencia;

…

VI. Planear la ejecución de programas de prevención y
las formas de evaluación, previa aprobación del secre-
tario ejecutivo;

VIII. Elaborar mapas de riesgos sobre la violencia y la
delincuencia en colaboración con otras autoridades so-
bre la base de la información recabada por el Centro
Nacional, que estarán correlacionados con las condicio-
nes sociales, económicas y educativas de las localida-
des;

…

XI. Formular recomendaciones sobre la implementa-
ción de medidas de prevención de la victimización;

XII. Evaluar la eficiencia y eficacia de las políticas
públicas, programas y acciones de prevención social
de la violencia y la delincuencia;
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XIV. Promover entre las autoridades de los gobier-
nos Federal, de los Estados, del Distrito Federal y los
municipios la participación ciudadana y comunitaria
en las tareas de prevención social de la violencia y la de-
lincuencia;

XVI. Realizar y difundir estudios sobre las causas y
factores que confluyen en el fenómeno de la criminali-
dad;

XVII. Expedir los lineamientos y crear los mecanismos
que sean necesarios para garantizar que las inquietudes,
requerimientos y propuestas de los ciudadanos sean ele-
vadas al Consejo Nacional; 

XVIII. Generar y recabar información sobre:

e) Erradicación de la violencia entre grupos vulnera-
bles;

XIX. Organizar y difundir los resultados y conclu-
siones de las conferencias, seminarios, reuniones y de-
más acciones destinadas a profundizar en aspectos téc-
nicos de experiencias nacionales e internacionales sobre
la prevención social de la violencia y la delincuencia;

XX. Brindar asesoría a las autoridades federales, de
las entidades federativas, las municipales, así como a la
sociedad civil, organizada o no, cuando estas así lo
soliciten;

XXI. Proponer al Secretariado Ejecutivo la celebra-
ción de convenios para la formación, capacitación, es-
pecialización y actualización de servidores públicos cu-
yas funciones incidan en la prevención social de la
violencia y la delincuencia;

XXII. Intercambiar y desarrollar mecanismos de apren-
dizaje de experiencias internacionales;

XXIII. Difundir la recopilación de las mejores prácticas
nacionales e internacionales sobre prevención social
de la violencia y la delincuencia, y los criterios para
tal determinación;

XXIV. Analizar las inquietudes, requerimientos y pro-
puestas de los ciudadanos a través de las instancias cre-
adas al efecto, a partir de las directrices y mecanismos
establecidos por el Reglamento;

XXV. Dar respuesta a las temáticas planteadas por la
participación ciudadana y comunitaria, y 

XXVI. Las demás que establezcan otras disposiciones
legales. 

Decimosexta. Se estable una Sección Cuarta en la que se
da caída a las atribuciones modificadas de la Comisión Per-
manente de Prevención del Delito y Participación Ciuda-
dana en los siguientes términos:

Minuta

Artículo 14. Para alcanzar sus objetivos, el Consejo Na-
cional a través de la comisión:

I. Definirá, vigilará y dará seguimiento a los programas
generales, especiales e institucionales de las dependen-
cias cuyas funciones incidan en la prevención social de
la violencia y la delincuencia; 

II. Dará prioridad a un enfoque multidisciplinario e in-
terinstitucional; 

III. Promoverá la colaboración para la prevención social
de la violencia y la delincuencia entre las secretarías de
Estado participantes y en todos los órdenes de gobierno,
y

IV. Establecerá los estándares y las metodologías de
evaluación para medir el impacto de los programas en
las materias propias de esta ley.

Modificaciones

I. La definición la hace el Consejo por tanto se reco-
mienda suprimir esta atribución. Asimismo, en con-
gruencia con las funciones de supervisión que le confie-
re el artículo 16 de la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Pública se incluye que en ello apoya al Se-
cretariado Ejecutivo.

II. En razón de que en la Ley General del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública en su artículo 16, se establece
que en las comisiones permanentes podrán participar ex-
pertos de instituciones académicas, de investigación y de
agrupaciones del sector social y privado”, se propone que
éstos aporten elementos que contribuyan a la adopción de
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enfoques interdisciplinarios y la transversalización de
los programas. 

III. Esta actividad corresponde principalmente al Cen-
tro Nacional, por tal motivo se propone que la promo-
ción que haga la Comisión Permanente se refiera “en
apoyo a dicho centro”. Se adiciona participación comu-
nitaria. 

A la vez se propone que la Comisión Permanente tenga
como una de sus facultades el proponer al Consejo Na-
cional los estándares a los que hace referencia la frac-
ción. Quien los establecerá será el Consejo Nacional,
para quedar la fracción como sigue:

Dictamen

Sección Cuarta

De la Comisión Permanente de Prevención del Deli-
to y Participación Ciudadana

Artículo 16. La Comisión tendrá, además de las que
le confiere la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables,
las siguientes atribuciones:

I. Apoyar al Secretariado Ejecutivo en el seguimien-
to del cumplimiento de los programas generales, espe-
ciales e institucionales de las dependencias cuyas fun-
ciones incidan en la prevención social de la violencia y
la delincuencia;

II. Proponer como resultado de la evaluación de los
programas, mecanismos para mejorar sus resulta-
dos.

III. Apoyar al Centro Nacional en la promoción de la
participación ciudadana y comunitaria en la preven-
ción social de la violencia y la delincuencia, y

IV. Proponer al Consejo Nacional los estándares y las
metodologías de evaluación para medir el impacto de
los programas en las materias propias de esta ley.

Decimoséptima. En el Capítulo Cuarto, relativo a la Coor-
dinación de Programas se efectúan los siguientes cambios:

Minuta

Artículo 17. Los programas nacional, sectorial, especial
e institucional que incidan en la prevención social de la
violencia y la delincuencia, deberán diseñarse conside-
rando la participación interinstitucional con enfoque
multidisciplinario, enfatizando la colaboración con uni-
versidades y entidades orientadas a la investigación, asi-
mismo se orientarán a contrarrestar, neutralizar o dismi-
nuir los factores de riesgo y las consecuencias, daño e
impacto social y comunitario del delito. 

Los programas tenderán a lograr un efecto multiplica-
dor, fomentando la participación de las autoridades de
los tres órdenes de gobierno, organismos públicos de
derechos humanos y de las organizaciones civiles, aca-
démicas y comunitarias en el diagnóstico, diseño, im-
plementación y evaluación de las políticas públicas y de
la prevención social de la violencia y la delincuencia.

Artículo 18. Las políticas de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia podrán ser monitoreadas, con la
participación de instituciones académicas, profesionales
y especialistas en la materia.

En caso de que los resultados de algún programa no al-
cancen las metas y objetivos planteados, se replantearán
sus estrategias y acciones, a partir del diagnóstico de se-
guridad local que se lleve a cabo para tal fin.

Artículo 19. Para el cumplimiento de sus funciones, el
Centro podrá convocar a:

I. La Secretaría de Desarrollo Social;

II. La Secretaría de Seguridad Pública;

III. La Procuraduría General de la República;

IV. La Secretaría de Educación Pública;

V. La Secretaría de Salud;

VI. La Secretaría del Trabajo;

VII. El Instituto Nacional de las Mujeres;

VIII. El Instituto Mexicano de la Juventud;

IX. La Comisión Nacional de Derechos Humanos;
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X. El Consejo Nacional para Prevenir la Discrimina-
ción;

XI. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia;

XII. Los mecanismos equivalentes de las entidades fe-
derativas y del Distrito Federal, y

XIII. Investigadores, académicos especialistas en el te-
ma, así como otros actores coadyuvantes en la preven-
ción social de la delincuencia, para lo cual se establece-
rán los mecanismos de participación en el Reglamento
correspondiente.

Artículo 20. Para implementar las acciones en materia
de prevención social de la violencia y la delincuencia e
impulsar la participación de la sociedad civil, los tres ór-
denes de Gobierno, en el ámbito de sus atribuciones, de-
berán: 

I. Proporcionar la información que necesitan las comu-
nidades para enfrentar los problemas derivados de la de-
lincuencia;

II. Apoyar el intercambio de experiencias, investigación
académica y aplicación práctica de conocimientos basa-
dos en evidencias;

III. Apoyar la organización y la sistematización de ex-
periencias exitosas en el combate a los delitos;

IV. Compartir conocimientos, según corresponda, con
investigadores, entes normativos, educadores, especia-
listas de otros sectores pertinentes y la sociedad en ge-
neral;

V. Aplicar esos conocimientos para repetir intervencio-
nes satisfactorias, concebir nuevas iniciativas y prever
nuevos problemas de delincuencia y posibilidades de
prevención;

VI. Establecer sistemas de datos para ayudar a adminis-
trar la prevención social de la violencia y la delincuencia
de manera más económica, incluso realizando estudios
periódicos sobre la victimización y la delincuencia, y

VII. Promover la aplicación de esos datos a fin de redu-
cir la victimización y la persistencia de delitos en zonas
con altos niveles de delincuencia.

Modificaciones

Se corrige redacción y se precisa al final del párrafo que
se trata de prevenir la violencia y la delincuencia y no
exclusivamente prevenir el delito.

Se mantiene igual.

El monitoreo es equivalente a seguimiento y lo que im-
porta es fortalecer la evaluación de las acciones con el
fin de corregir y mejorar los programas, por lo que se
sustituye “monitoreadas” por “evaluadas”.

Se suprime este párrafo en razón de que replantear las
metas y objetivos así como las asignaciones presupues-
tales es consecuencia natural de no alcanzar los resulta-
dos de un programa, por lo que se considera innecesario
prever este supuesto.

Resulta innecesario incluir esta facultad en virtud de
que ya se encuentra prevista en la fracción VIII del artí-
culo 20 de la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública y en la fracción XII del artículo 13 del
Reglamento del Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública. Además, lo que se plantea
es una atribución del Centro Nacional, que en todo cada
tendría que estar referida en el capítulo anterior de esta
ley.

Como se trata no solo de implementar acciones sino de
interactuar para su conceptualización, planeación, su-
pervisión y evaluación, se propone cambiar la redacción
y sustituir “los tres órdenes de gobierno” por “los go-
biernos Federal, de los Estados, el Distrito Federal y los
Municipios” en los siguientes términos: 

Queda igual

Queda igual

Queda igual

Se recomienda mejorar la conceptualización de esta
fracción sustituyendo “intervenciones satisfactorias”
por “intervenciones exitosas”; asimismo, “prever nue-
vos problemas de delincuencia” por “pronosticarlos”, de
tal suerte que se sistematice el análisis prospectivo a la
prevención de la violencia y la delincuencia.
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Se desagrega esta fracción en dos con el fin de distinguir
entre la función de integración de una base de datos y la
función de investigación que da soporte a los estudios.
El desagregado queda en las fracción VI y en la VII
(nueva).

Se fusiona la fracción VII con lo que queda de la VI.

Se añade la fracción como resultado de la fragmenta-
ción de la fracción VI de la minuta.

Se incluye una última fracción con el fin de reiterar que
en el proceso de coordinación de interinstitucional de
los diferentes órdenes de gobierno se deberá promover
la participación ciudadana y comunitaria.

Dictamen

Artículo 17. Los programas nacional, sectoriales, espe-
ciales e institucionales que incidan en la prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia, deberán diseñarse
considerando la participación interinstitucional con en-
foque multidisciplinario, enfatizando la colaboración
con universidades y entidades orientadas a la investiga-
ción, asimismo se orientarán a contrarrestar, neutralizar
o disminuir los factores de riesgo y las consecuencias,
daño e impacto social y comunitario de la violencia y la
delincuencia.

Artículo 18. Las políticas de prevención social podrán
ser evaluadas con la participación de instituciones aca-
démicas, profesionales, especialistas en la materia y or-
ganizaciones de la sociedad civil.

Artículo 19. En el cumplimiento del objeto de esta
Ley, las autoridades de los gobiernos federal, de los
estados, el Distrito Federal y los municipios, en el
ámbito de sus atribuciones, deberán:

I. Proporcionar información a las comunidades para en-
frentar los problemas derivados de la delincuencia;
siempre que no violente los principios de confiden-
cialidad y reserva;

V. Repetir intervenciones exitosas, concebir nuevas
iniciativas y pronosticar nuevos problemas de delin-
cuencia y posibilidades de prevención;

VI. Generar bases de datos especializadas que per-
mitan administrar la prevención social de la violencia y

la delincuencia, así como reducir la victimización y per-
sistencia de delitos en zonas con altos niveles de delin-
cuencia;

VII. Realizar estudios periódicos sobre la victimiza-
ción y la delincuencia, y

VIII. Impulsar la participación ciudadana y comuni-
taria, en la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia.

Décima octava. Con relación al Capítulo Quinto relativo
al Programa Nacional para la Prevención Social de la Vio-
lencia y la Delincuencia, se realizan los siguientes cam-
bios:

Minuta

Artículo 21. El Programa Nacional para la Prevención
social de la violencia y la delincuencia deberá contribuir
al objetivo general de proveer a las personas con el ni-
vel más alto de protección en las áreas de libertad, se-
guridad y justicia, con base en objetivos precisos, claros
y medibles, a través de:

I. La incorporación de la prevención como elemento
central de las prioridades en la calidad de vida de las
personas;

II. El diagnóstico de seguridad a través del análisis sis-
temático de los problemas de la violencia y la delin-
cuencia, sus causas, los factores de riesgo y las conse-
cuencias;

III. Los diagnósticos participativos;

IV. Los ámbitos y grupos prioritarios que deben ser
atendidos sobre la base del diagnóstico de seguridad;

V. Las principales acciones específicas de ejecución que
deben llevarse a cabo, incluidos los seminarios, estudios
e investigaciones o programas de formación entre otros,
para asegurar que las intervenciones sean apropiadas,
eficientes, eficaces y sostenibles;

VI. La movilización y construcción de una serie de ac-
ciones interinstitucionales que tengan capacidad para
abordar las causas y que incluyan a la sociedad civil;
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VII. El desarrollo de estrategias e implementación de
acciones concretas de prevención social y

X. El monitoreo y evaluación continuos de las estrate-
gias y acciones desarrolladas.

Los gobiernos de las entidades federativas y municipa-
les deberán incluir a la prevención social como una ca-
racterística de sus programas gubernamentales para re-
ducir la violencia y la delincuencia de tal manera que
existan acciones concretas planificadas que cuenten con
el financiamiento requerido. En todo caso, se deberá
asegurar que exista claridad en las responsabilidades al
interior de los gobiernos para la organización de la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia y su de-
sarrollo.

Para el cumplimiento de lo anterior, deberán involucrar
en la evaluación de los programas a la comunidad, la so-
ciedad civil, los organismos públicos de derechos hu-
manos y las instituciones de educación superior.

Modificaciones

Se sintetiza la redacción del artículo.

I. Se mantiene igual.

II. Se mantiene igual.

III. Se mantiene igual.

IV. Resulta innecesario reiterar que la atención de dará
sobre la base del diagnóstico de seguridad referido en la
fracción II.

V. Se incorpora a los funcionarios públicos como prin-
cipales receptores del proceso de profesionalización en
materia de prevención de la violencia y la delincuencia.

VI. Se mantiene igual.

VII. Se mantiene igual

X. Se corrige numeración de la fracción y se sintetiza su
contenido ya que también tendrían que evaluarse otros
elementos del Programa Nacional.

Se ajusta la redacción de este párrafo, en razón de que el
objeto de esta Ley no debe calificarse como una “carac-

terística” sino como un componente estratégico que de-
ben incorporar los diferentes órdenes de gobierno en sus
planes y programas.

Asimismo, el financiamiento es un tema que se incor-
pora en el capítulo específico.

Se elimina esta fracción dado que se considera redun-
dante incluirla por virtud de que esta facultad ya se en-
cuentra prevista en el Título Octavo de la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que hace re-
ferencia a la participación ciudadana y comunitaria de la
comunidad en las tareas de evaluación de las políticas e
instituciones de seguridad pública (artículo 131, frac-
ción I)

Dictamen

Artículo 20. El Programa Nacional deberá contribuir al
objetivo general de proveer a las personas protección en
las áreas de libertad, seguridad y justicia, con base en
objetivos precisos, claros y medibles, a través de:

IV. Los ámbitos y grupos prioritarios que deben ser
atendidos;

V. El fomento de la capacitación de los servidores pú-
blicos cuyas atribuciones se encuentren relacionadas
con la materia objeto de la presente ley, lo cual in-
cluirá la realización de seminarios, estudios e investi-
gaciones o programas de formación entre otros, para
asegurar que sus intervenciones sean apropiadas, efi-
cientes, eficaces y sostenibles;

VIII. El monitoreo y evaluación continuos.

Las autoridades de los gobiernos federal, de los esta-
dos, el Distrito Federal y los municipios en el ámbito
de sus respectivas atribuciones, deberán incluir a la
prevención social de la violencia y la delincuencia en
sus planes y programas.

Decimonovena. Para la ejecución del programa se conside-
ra conveniente conservar el párrafo que enuncia el artículo
22 y la primera de las fracciones integrando sus contenidos
en un solo párrafo. La segunda fracción se incorpora al ca-
pítulo específico en el que se aborda el tema de financia-
miento. El resto se elimina en razón de que sus contenidos
(criterios de evaluación y selección de proyectos) son ma-
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teria que debe incorporarse al Reglamento correspondiente
de la presente ley.

Minuta

Artículo 22. Para la ejecución del Programa Nacional, el
Centro Nacional:

I. Preparará un programa de trabajo anual que contenga
objetivos específicos, prioridades temáticas y una lista
de acciones específicas y de medidas complementarias;

Cambios

Se integran primer párrafo y fracción I en un solo pá-
rrafo.

Dictamen

Artículo 21. Para la ejecución del Programa Nacional, el
Centro Nacional preparará un programa de trabajo anual
que contenga objetivos específicos, prioridades temáticas
y una lista de acciones y de medidas complementarias.

Vigésima. Otro tanto ocurre con el contenido del artículo
23. Estas comisiones unidas dictaminadoras consideran
que los aspectos relacionados con la descripción de los li-
neamientos para el financiamiento de proyectos y del pro-
grama anual –como ya se indicó antes– deberán ser parte
del capítulo específico de este proyecto y otros del Regla-
mento correspondiente. Por lo que se suprime el contenido
del artículo referido con sus fracciones y se recorren los
subsecuentes.

Vigésima primera. Los artículos que forman parte de la
Sección Primera referida a la Evaluación se modifican en
los siguientes términos:

Minuta

Artículo 24. El Centro Nacional evaluará las acciones
realizadas para ejecutar el programa anual y los resulta-
dos del año anterior. El resultado de la evaluación se re-
mitirá al Consejo Nacional quien lo hará público en los
términos que establezca el Reglamento.

Para la evaluación de las acciones referidas se convoca-
rá a los organismos públicos de derechos humanos, ins-
tituciones académicas y organizaciones de la sociedad
civil.

Artículo 25. Los resultados de las evaluaciones determi-
narán la continuidad y el financiamiento de los progra-
mas para el siguiente periodo fiscal efectivo. No podrá
refinanciarse un determinado programa que previamen-
te no haya sido evaluado.

Artículo 26. El Centro Nacional deberá coordinarse con
la Auditoría Superior de la Federación, el Consejo Na-
cional de Evaluación de la Política Social u otras ins-
tancias gubernamentales o de la sociedad para el desa-
rrollo de las evaluaciones respectivas.

Modificación

Se modifica la última parte porque la evaluación puede
direccionarse a diferentes instancias y causas.

Se agregan referencias a los programas con el fin de pre-
cisar los elementos que deberán ser evaluados.

La primera parte de este artículo se recupera como ter-
cer párrafo del artículo anterior y la referencia al finan-
ciamiento se suprime como se ha dispuesto en anterio-
res artículos

La coordinación es una atribución, en este caso, y para
los fines de la presente Ley, de los diferentes órdenes de
gobierno y de manera trasversal de las instancias del go-
bierno federal. La evaluación es una función distinta por
lo que en este artículo se sustituye “coordinación” por
“coadyuvar”. Asimismo, se suprime a la Auditoría Su-
perior de la Federación, en razón de que ya existe la nor-
ma que establece las obligaciones que tiene la adminis-
tración pública en materia de cuenta pública. 

Dictamen

Artículo 22. El Centro Nacional evaluará las acciones
realizadas para ejecutar el programa anual y los resulta-
dos del año anterior. El resultado de la evaluación se re-
mitirá al Consejo Nacional quien lo hará público en los
términos que establezcan las disposiciones aplicables.

Para la evaluación de las acciones referidas en los pro-
gramas, se convocará a los organismos públicos de de-
rechos humanos, instituciones académicas y organiza-
ciones de la sociedad civil.

Los resultados de las evaluaciones determinarán la
continuidad de los programas.
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Artículo 23. El Centro Nacional deberá coadyuvar con
el Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social
u otras instancias gubernamentales o de la sociedad pa-
ra el desarrollo de las evaluaciones respectivas.

Vigésima segunda. Los artículos de la Sección Segunda
relativa a la participación comunitaria y ciudadana fueron
modificados en los siguientes términos:

Minuta

Sección Segunda

De la Participación Comunitaria y Ciudadana

Artículo 27. La participación comunitaria y ciudadana,
organizada o no organizada, en materia de prevención
social de la violencia y la delincuencia es un derecho de
las personas, siendo un deber constitucional del Estado
Mexicano reconocerla, garantizarla, promoverla y fo-
mentarla, conforme a la presente Ley.

Artículo 28. La participación comunitaria y ciudadana,
organizada o no organizada, se hace efectiva a través de
la actuación de las personas en las comunidades, en las
redes vecinales, las organizaciones para la prevención
social de la violencia y la delincuencia, en los consejos
de Participación Ciudadana o a través de cualquier otro
mecanismo local o legal, creado en virtud de sus nece-
sidades.

Modificaciones

Se modifica el título de la sección cambiando el orden
de las participaciones: primero la ciudadana y en segun-
do lugar la comunitaria, en congruencia y armonización
como aborda ambas participaciones la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Es innecesario hacer la aclaración sobre el deber del Es-
tado de reconocer y garantizar toda vez que el reconoci-
miento y garantías se da desde el artículo 21 Constitu-
cional, en la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y a través de la presente Ley.

Cambia el número del artículo y se agrega al Centro Na-
cional de Prevención del Delito y Participación Ciuda-
dana como otra de las instancias a través de las cuales se
hace efectiva la participación ciudadana y comunitaria.

Se adiciona un artículo con el propósito de que el Cen-
tro Nacional considere como una de sus prioridades el
favorecer la participación ciudadana de las comunida-
des y localidades para quedar como sigue:

Dictamen

Sección Segunda

De la Participación Ciudadana y Comunitaria 

Artículo 24. La participación ciudadana y comunita-
ria, organizada o no organizada, en materia de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia es un dere-
cho de las personas.

Artículo 25. La participación ciudadana y comunitaria,
organizada o no organizada, se hace efectiva a través de
la actuación de las personas en las comunidades, en las
redes vecinales, las organizaciones para la prevención
social de la violencia y la delincuencia, en los consejos
de Participación Ciudadana, en el Centro Nacional o a
través de cualquier otro mecanismo local o legal, crea-
do en virtud de sus necesidades.

Artículo 26. La coordinación entre los diferentes me-
canismos y espacios de participación ciudadana,
tanto comunitaria como local, será un objetivo fun-
damental del Centro Nacional, para lo cual desarro-
llará lineamientos claros de participación y consulta.

Vigésima tercera. Sobre el financiamiento estas comisio-
nes dictaminadoras establecen lo siguiente:

Minuta

Artículo 29. Los programas federales, de los estados, el
Distrito Federal o municipales, así como de la sociedad
civil, que funcionen con recursos públicos federales y
cuya aplicación incide o coadyuve a la prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia, deberán sujetarse
a las disposiciones vigentes en materia presupuestaria,
así como a las bases que fije la presente ley.

Artículo 30. La federación, los estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios preverán en sus respectivos pre-
supuestos los recursos necesarios para el diagnostico,
diseño, ejecución y evaluación de programas y acciones
de prevención social de la violencia y la delincuencia
derivados de la presente ley.
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Artículo 31. Por ningún motivo la financiación de un
proyecto por el programa podrá ser cofinanciado con re-
cursos que deriven del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración.

II. Desarrollará mecanismos de financiamiento para
proyectos de la sociedad civil, de los municipios o de las
entidades federativas que tengan incidencia directa en
temas prioritarios de prevención social de la violencia y
la delincuencia, con base en los lineamientos que emita
para tales efectos el Consejo Nacional;

Modificación

29. Es recomendable precisar que las bases de los re-
cursos las fijan tanto la presente ley como también la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, así como las demás disposiciones aplicables. Aclara-
do lo anterior se modifica la redacción del artículo to-
mando en consideración que las leyes en materia de
seguridad pública y de prevención social de la violencia
tienen el carácter de “generales” por lo que deben ob-
servarse sus disposiciones por los diferentes órdenes de
gobierno independientemente si los programas son cu-
biertos con recursos federales. Asimismo, debe ser obli-
gación de los diferentes órdenes de gobierno cubrir sus
respectivos programas. Finalmente, se elimina la men-
ción a programas “de la sociedad civil” ya que ésta no
cuenta con programas; en todo caso participan en el
marco de los programas de los diferentes órdenes de go-
bierno.

30. Se elimina la palabra “necesarios” dada su subjeti-
vidad. Tanto el Ejecutivo como el legislativo (el cabildo
en el caso de los municipios) destinarán los recursos co-
rrespondientes en función de los ingresos que tengan
disponibles y de las prioridades de sus respectivos pre-
supuestos

31. Se suprime en razón de que no es necesario ni reco-
mendable establecer limitaciones. Estas en todo caso se-
rán las que determinen anualmente la Cámara de Dipu-
tados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, por
lo que se sugiere incorporar un artículo transitorio 

En su lugar se incorpora el contenido de la fracción II
del artículo 22 de la minuta con los siguientes cambios:
pasa a ser artículo y se incorpora la figura del Secretario
Ejecutivo en la redacción de la fracción con el fin de se-
ñalar que las propuestas de los mecanismos de financia-

miento se harán al Secretariado Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública. Asimismo, se agrega un
criterio que debe prevalecer en la planeación de cada
programa anual y los proyectos a que se hace referencia;
la de evitar la duplicación del ejercicio de los recursos
disponibles en los diferentes órdenes de gobierno.

Dictamen

Artículo 27. Los programas federales, de los Estados, el
Distrito Federal o municipales, en materia de preven-
ción social de la violencia y de la delincuencia, debe-
rán cubrirse con cargo a sus respectivos presupues-
tos y sujetarse a las bases que establecen la presente
Ley, la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública y demás disposiciones legales aplicables.

Artículo 28. La federación, los estados, el Distrito Fe-
deral y los municipios preverán en sus respectivos pre-
supuestos recursos para el diagnóstico, diseño, ejecu-
ción y evaluación de programas y acciones de
prevención social de la violencia y la delincuencia deri-
vados de la presente ley.

Artículo 29. El Centro Nacional propondrá, previa
aprobación del Secretario Ejecutivo, el desarrollo de
mecanismos de financiamiento para proyectos de la so-
ciedad civil, de los municipios o de las entidades federa-
tivas que tengan incidencia directa en temas prioritarios
de prevención social de la violencia y la delincuencia, con
base en los lineamientos que emita para tales efectos el
Consejo Nacional, asegurando la coordinación de ac-
ciones para evitar la duplicación en el ejercicio de los
recursos.

Vigésima cuarta. Las comisiones consideran que del capí-
tulo séptimo relativo a las sanciones solo debe quedar el ar-
tículo 32 de la Minuta (cambiando únicamente el número
del artículo a 30) que a la letra dice:

Artículo 30. El incumplimiento en el ejercicio de las
obligaciones que se derivan de la presente ley será san-
cionado de conformidad con la legislación en materia de
responsabilidades administrativas de los servidores pú-
blicos. (Cambiando únicamente el número del artículo
al 33)

Acuerda que los artículos 33 y 34 de la minuta deben ser
suprimidos en razón de que estas comisiones observan
que se pierde de vista la naturaleza articuladora del Con-
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sejo Nacional y se le coloca como un órgano facultado
para incidir en la esfera de derechos y obligaciones de
los gobernados, lo que abre la puerta a la judicialización
del funcionamiento de las instancias de coordinación
del Sistema, lo que podría afectar gravemente su legiti-
midad en caso de que se planteen procesos constitucio-
nales. Los artículos aludidos son los siguientes:

Artículo 33. Para la imposición de la sanción que sea
procedente, el Consejo Nacional dictará el acuerdo es-
pecífico que así lo determine y lo hará saber al superior
jerárquico del infractor, por conducto del Secretariado
Ejecutivo, para que imponga la consecuencia jurídica
que resulte. 

Artículo 34. La dependencia o entidad que haya im-
puesto alguna sanción a sus subordinados con motivo de
la aplicación de la presente Ley, deberá informarlo al
Consejo Nacional, por conducto de su Secretariado Eje-
cutivo, en la siguiente sesión de este organismo. 

Vigésima quinta. Los artículos transitorios primero y se-
gundo quedan en los mismos términos, el tercero se per-
fecciona su redacción para quedar como sigue:

Minuta

Artículo Tercero. Se concede un plazo de hasta un año
contado a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto, para que las legislaturas de los estados y la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal expidan las normas
legales y tomen las medida presupuestales correspon-
dientes para garantizar el cumplimiento de la Ley Ge-
neral para la Prevención Social de la Violencia y la De-
lincuencia.

Dictamen

Artículo Tercero. La Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, las legislaturas de los
Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal
expedirán las normas legales y tomarán las medidas
presupuestales correspondientes para garantizar el cum-
plimiento de la Ley General para la Prevención Social
de la Violencia y la Delincuencia, en el ejercicio fiscal
siguiente a la entrada en vigor de este decreto.

Se agrega un artículo cuarto transitorio bajo el razona-
miento hecho en la parte correspondiente a las modifi-
caciones del capítulo relacionado con el financiamiento

del Programa Nacional, los programas anuales y los
proyectos objeto de esta Ley, en los siguientes términos:

Artículo Cuarto. Los programas, proyectos y demás
acciones que, en cumplimiento a lo dispuesto en esta
Ley y en razón de su competencia, corresponden a las
dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, deberán sujetarse a la disponibilidad presu-
puestaria que se apruebe para dichos fines en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación y a las disposiciones
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria.

IV. Consideraciones de la Cámara de Diputados

La reforma al marco jurídico federal en materia de seguri-
dad pública obliga, por lo menos, a una revisión integral
del régimen de seguridad pública nacional; es decir, a par-
tir de ese punto, es preciso, ahora, orientados por los mis-
mos criterios revisionistas implementados por el Constitu-
yente Permanente, emprender esta revisión del marco
normativo en general en materia de seguridad pública para
adecuarlo a dicha reforma, por un lado; y por otro, garanti-
zar la vigencia y la eficacia plena del estado de derecho.

La reforma al artículo 21 de la Carta Magna en este sentido,
es determinante; lo anterior, porque establece las directrices
que constituyen la referencia medular a la propuesta que nos
ocupa; así, los ejes rectores de la propuesta contenida en es-
te instrumento pretenden desarrollar el contenido de dicha
reforma constitucional la cual prevé, entre otras cosas:

• La formulación de políticas públicas tendientes a pre-
venir la comisión de delitos, y

• Se determinará la participación de la comunidad que
coadyuvará, entre otros, en los procesos de evaluación
de las políticas de prevención del delito así como de las
instituciones de seguridad pública.

La política pública se centra en la acción del Estado sin
considerar a los actores sociales al contexto de manera ais-
lada; así, el proceso de las políticas públicas consiste en
una serie de pasos o fases a través de las cuales se concibe
el tránsito de un problema, a la identificación de diversas
alternativas para solucionarlo; de este modo, en el proceso
de fijar los ciclos de las políticas públicas, nos hallamos en
todo momento con que su inicio siempre arranca de la exis-
tencia de un problema público o social reconocido como tal
en la agenda gubernamental.
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Ante un panorama como el actual, para poder hablar de una
auténtica política criminal es necesario, primero, ubicarla
en un concepto real de seguridad pública, ya que sólo de
este modo se puede comprender el rol que le toca jugar a la
administración pública en esa búsqueda de mayor seguri-
dad para los ciudadanos; de no hacerlo de este modo, se
continuará con un esquema que ha demostrado su absoluta
ineficacia.

México es una nación pluricultural. La atención diferen-
ciada y las acciones afirmativas. Apuntan en la dirección
correcta al señalar que los planes y programas de preven-
ción del delito “deben considerar las necesidades y cir-
cunstancias específicas determinadas por género, así como
las necesidades de grupos especialmente vulnerables o en
riesgo”; en efecto, múltiples fenómenos vinculados a la gé-
nesis, pero también a los rasgos específicos de la delin-
cuencia, hallan su origen en aspectos concretos como la
edad, el sexo o la condición social.

En consecuencia y derivado de las observaciones precisas
que hace la colegisladora a la Minuta que nos ocupa, esta
Comisión de Gobernación recibe con beneplácito las mi-
mas y concuerda con la necesidad de armonizar el presen-
te instrumento jurídico con otros instrumentos vigentes en
nuestro sistema jurídico nacional, por lo que hemos tenido
a bien apoyar en su totalidad las adecuaciones realizadas
por la colegisladora a la presente Minuta.

Por lo expuesto y fundado, la Comisión de Gobernación,
somete a la consideración de esta honorable asamblea y pa-
ra los efectos del inciso a) del artículo 72 constitucional, el
siguiente proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley General para la Pre-
vención Social de la Violencia y la Delincuencia

Artículo Único. Se expide la Ley General para la Preven-
ción Social de la Violencia y la Delincuencia, para quedar
como sigue:

Ley General para la Prevención Social de la Violencia y
la Delincuencia

Capítulo Primero
Disposiciones generales

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés so-
cial y de observancia general en todo el territorio nacional
y tiene por objeto establecer las bases de coordinación en-

tre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Mu-
nicipios en materia de prevención social de la violencia y
la delincuencia en el marco del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública, previsto en el artículo 21 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 2. La prevención social de la violencia y la delin-
cuencia es el conjunto de políticas públicas, programas y
acciones orientadas a reducir factores de riesgo que favo-
rezcan la generación de violencia y delincuencia, así como
a combatir las distintas causas y factores que la generan.

Artículo 3. La planeación, programación, implementación y
evaluación de las políticas públicas, programas y acciones se
realizará en los diversos ámbitos de competencia, por con-
ducto de las Instituciones de Seguridad Pública y demás au-
toridades que en razón de sus atribuciones deban contribuir
directa o indirectamente al cumplimiento de esta ley, de-
biendo observar como mínimo los siguientes principios:

I. Respeto irrestricto a los derechos humanos;

II. Integralidad. El Estado, en sus distintos órdenes de
gobierno desarrollará políticas públicas integrales efica-
ces para la prevención de la violencia y la delincuencia,
con la participación ciudadana y comunitaria.

III. Intersectorialidad y transversalidad. Consiste en la
articulación, homologación y complementariedad de las
políticas públicas, programas y acciones de los distintos
órdenes de gobierno, incluidas las de justicia, seguridad
pública, desarrollo social, economía, cultura y derechos
humanos, con atención particular a las comunidades, las
familias, las niñas y niños, las mujeres, así como las y
los jóvenes en situación de riesgo;

IV. Trabajo conjunto. Comprende el desarrollo de accio-
nes conjuntas entre las autoridades de los distintos ór-
denes de gobierno, así como de los diferentes sectores y
grupos de la sociedad civil, organizada y no organizada,
así como de la comunidad académica de manera solida-
ria, para que contribuyan a la prevención social de la
violencia y la delincuencia y al mejoramiento de la ca-
lidad de vida de la sociedad;

V. Continuidad de las políticas públicas. Con el fin de
garantizar los cambios socioculturales en el mediano y
largo plazos, a través del fortalecimiento de los meca-
nismos de participación ciudadana y comunitaria, asig-
nación de presupuesto, el monitoreo y la evaluación;
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VI. Interdisciplinariedad. Consiste en el diseño de polí-
ticas públicas tomando en cuenta conocimientos y he-
rramientas de distintas disciplinas y experiencias nacio-
nales e internacionales;

VII. Diversidad. Consiste en considerar las necesidades
y circunstancias específicas determinadas por el contex-
to local territorial, el género, la procedencia étnica, so-
ciocultural, religiosa, así como las necesidades de gru-
pos vulnerables o en riesgo, mediante la atención
integral diferenciada y acciones afirmativas;

VIII. Proximidad. Comprende la resolución pacífica de
conflictos, con estrategias claras, coherentes y estables,
de respeto a los derechos humanos, la promoción de la
cultura de la paz y sobre la base del trabajo social co-
munitario, así como del contacto permanente con los ac-
tores sociales y comunitarios, y

IX. Transparencia y rendición de cuentas. En los térmi-
nos de las leyes aplicables.

Artículo 4. Para efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Centro Nacional: El Centro Nacional de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana, Unidad Adminis-
trativa del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional
de Seguridad Pública; 

II. Comisión: La Comisión Permanente de Prevención
del Delito y Participación Ciudadana del Consejo Na-
cional de Seguridad Pública;

III. Consejo Nacional: El Consejo Nacional de Seguri-
dad Pública;

IV. Ley: La Ley General para la Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia;

V. Participación ciudadana y comunitaria: La participa-
ción de los diferentes sectores y grupos de la sociedad
civil, organizada y no organizada, así como de la comu-
nidad académica;

VI. Programa Nacional: El Programa Nacional para la
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia; 

VII. Programa anual: El programa de trabajo anual del
Centro Nacional; 

VIII. Reglamento: El Reglamento de la Ley General pa-
ra la Prevención Social de la Violencia y la Delincuen-
cia;

IX. Secretariado Ejecutivo: El Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública;

X. Secretario Ejecutivo: El Titular del Secretariado Eje-
cutivo, y

XI. Violencia: El uso deliberado del poder o de la fuer-
za física, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra
uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que
cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones,
muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o
privaciones. Quedan incluidas las diversas manifesta-
ciones que tiene la violencia como la de género, la ju-
venil, la delictiva, la institucional y la social, entre otras.

Artículo 5. En lo no previsto por la presente Ley, se apli-
carán, conforme a su naturaleza y de forma supletoria, las
disposiciones contenidas en la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública.

Capítulo Segundo
De la prevención social de la violencia y la 
delincuencia y la atención a las víctimas

Artículo 6. La prevención social de la violencia y la delin-
cuencia incluye los siguientes ámbitos: 

I. Social;

II. Comunitario;

III. Situacional, y

IV. Psicosocial.

Artículo 7. La prevención social de la violencia y la de-
lincuencia en el ámbito social se llevará a cabo median-
te:

I. Programas integrales de desarrollo social, cultural y
económico que no produzcan estigmatización, incluidos
los de salud, educación, vivienda, empleo, deporte y de-
sarrollo urbano;

II. La promoción de actividades que eliminen la margi-
nación y la exclusión;
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III. El fomento de la solución pacífica de conflictos; 

IV. Estrategias de educación y sensibilización de la po-
blación para promover la cultura de legalidad y toleran-
cia respetando al mismo tiempo las diversas identidades
culturales. Incluye tanto programas generales como
aquéllos enfocados a grupos sociales y comunidades en
altas condiciones de vulnerabilidad, y

V. Se establecerán programas que modifiquen las condi-
ciones sociales de la comunidad y generen oportunida-
des de desarrollo especialmente para los grupos en si-
tuación de riesgo, vulnerabilidad, o afectación.

Artículo 8. La prevención en el ámbito comunitario pre-
tende atender los factores que generan violencia y delin-
cuencia mediante la participación ciudadana y comunitaria
y comprende: 

I. La participación ciudadana y comunitaria en acciones
tendentes a establecer las prioridades de la prevención,
mediante diagnósticos participativos, el mejoramiento
de las condiciones de seguridad de su entorno y el desa-
rrollo de prácticas que fomenten una cultura de preven-
ción, autoprotección, denuncia ciudadana y de utiliza-
ción de los mecanismos alternativos de solución de
controversias; 

II. El mejoramiento del acceso de la comunidad a los
servicios básicos;

III. Fomentar el desarrollo comunitario, la convivencia
y la cohesión social entre las comunidades frente a pro-
blemas locales;

IV. La participación ciudadana y comunitaria, a través
de mecanismos que garanticen su efectiva intervención
ciudadana en el diseño e implementación de planes y
programas, su evaluación y sostenibilidad, y

V. El fomento de las actividades de las organizaciones
de la sociedad civil.

Artículo 9. La prevención en el ámbito situacional consis-
te en modificar el entorno para propiciar la convivencia y
la cohesión social, así como disminuir los factores de ries-
go que facilitan fenómenos de violencia y de incidencia de-
lictiva, mediante: 

I. El mejoramiento y regulación del desarrollo urbano,
rural, ambiental y el diseño industrial, incluidos los sis-
temas de transporte público y de vigilancia;

II. El uso de nuevas tecnologías;

III. La vigilancia respetando los derechos a la intimidad
y a la privacidad;

IV. Medidas administrativas encaminadas a disminuir la
disponibilidad de medios comisivos o facilitadores de
violencia, y

V. La aplicación de estrategias para garantizar la no re-
petición de casos de victimización.

Artículo 10. La prevención en el ámbito psicosocial tiene
como objetivo incidir en las motivaciones individuales ha-
cia la violencia o las condiciones criminógenas con refe-
rencia a los individuos, la familia, la escuela y la comuni-
dad, que incluye como mínimo lo siguiente: 

I. Impulsar el diseño y aplicación de programas forma-
tivos en habilidades para la vida, dirigidos principal-
mente a la población en situación de riesgo y vulnerabi-
lidad; 

II. La inclusión de la prevención de la violencia, la de-
lincuencia y de las adicciones, en las políticas públicas
en materia de educación, y 

III. El fortalecimiento de las capacidades institucionales
que asegure la sostenibilidad de los programas preven-
tivos.

Artículo 11. El acceso a la justicia y la atención integral
a las víctimas de la violencia o de la delincuencia debe
considerar la asistencia, protección, reparación del daño
y prevención de la doble victimización, a través de: 

I. La atención inmediata y efectiva a víctimas de delitos,
en términos del impacto emocional y el proceso legal,
velando por sus derechos y su seguridad en forma prio-
ritaria;

II. La atención psicológica especializada, inmediata y
subsecuente realizada por profesionales, considerando
diferentes modalidades terapéuticas;
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III. La atención específica al impacto en grupos espe-
cialmente vulnerables a desarrollar problemas derivados
de delitos violentos;

IV. Brindar respuesta a las peticiones o solicitudes de in-
tervención presentadas por las víctimas de la violencia y
la delincuencia, a través de los mecanismos creados pa-
ra ese fin, y

V. La reparación integral del daño que incluye el reco-
nocimiento público, la reparación del daño moral y ma-
terial, y las garantías de no repetición.

Capítulo tercero
De las instancias de coordinación

Sección Primera
Del Consejo Nacional de Seguridad Pública

Artículo 12. El Consejo Nacional será la máxima instancia
para la coordinación y definición de la política de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia. 

El Consejo Nacional contará con el Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública para coordinar
e implementar la política de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia, y éste se apoyará para ello en el
Centro Nacional, en los términos que señala la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás
normativa aplicable.

Para dar seguimiento al cumplimiento de las disposiciones
aplicables, el Secretariado Ejecutivo se coordinará con la
Comisión. 

Artículo 13. Las atribuciones del Consejo Nacional en ma-
teria de prevención social de la violencia y la delincuencia
son:

I. Definir estrategias de colaboración interinstitucional
para facilitar la cooperación, contactos e intercambio de
información y experiencias entre la Federación, las en-
tidades federativas y los municipios; así como con orga-
nizaciones de la sociedad civil, centros educativos o de
investigación, o cualquier otro grupo de expertos o re-
des especializadas en prevención;

II. Establecer los lineamientos para recabar, analizar y
compartir la información existente sobre la prevención

social de la violencia y la delincuencia, análisis de las
mejores prácticas, su evaluación, así como su evolución
entre los tres órdenes de gobierno del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, con objeto de contribuir a la toma
de decisiones;

III. Convocar a las autoridades de los tres órdenes de
gobierno, dentro del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
iblica, responsables o vinculadas, cuya función incida
en la prevención social a efecto de coordinar acciones

IV. Informar a la sociedad anualmente sobre sus activi-
dades a través de los órganos competentes, e indicar los
ámbitos de acción prioritarios de su programa de traba-
jo para el año siguiente;

V. Promover la generación de indicadores y métricas es-
tandarizados para los integrantes del Sistema Nacional
de Seguridad Pública en materia de prevención de la
violencia y la delincuencia, los que al menos serán des-
agregados por edad, sexo, ubicación geográfica y per-
tenencia étnica, y

VI. Las demás que establezcan otras disposiciones lega-
les y las que sean necesarias para el funcionamiento del
Sistema Nacional de Seguridad Pública en las materias
propias de esta Ley.

Sección Segunda
Del Secretariado Ejecutivo

Artículo 14. El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacio-
nal de Seguridad Pública en materia de prevención social
de la violencia y la delincuencia, tendrá las siguientes atri-
buciones:

I. Elaborar en coordinación con las demás instancias del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, las propuestas
de contenido del Programa Nacional de Prevención So-
cial de la Violencia y la Delincuencia, y todos aquellos
vinculados con esta materia;

II. Proponer al Consejo Nacional de Seguridad Pública,
políticas públicas, programas y acciones en materia de
prevención social de la violencia y la delincuencia;

III. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resolu-
ciones del propio Consejo Nacional y de su Presidente
sobre la materia;
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IV. Difundir la información estadística en materia de in-
cidencia delictiva y de prevención social de la violencia
y la delincuencia, y

V. Todas aquellas atribuciones conferidas al Secretaria-
do Ejecutivo en la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública y demás disposiciones legales.

Sección Tercera
Del Centro Nacional de Prevención del Delito y Parti-

cipación Ciudadana

Artículo 15. El Centro Nacional tendrá, además de las que
le confiere la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública y demás disposiciones aplicables, las siguien-
tes atribuciones:

I. Participar en la elaboración del Programa Nacional de
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia;

II. Elaborar su programa anual de trabajo y someterlo a
la aprobación del Secretario Ejecutivo;

III. Recabar información sobre los delitos y sus tenden-
cias, los grupos de mayor victimización y, proyectos en-
focados en la prevención y sus resultados;

IV. Realizar diagnósticos participativos en materia de
prevención social de la violencia y la delincuencia;

V. Generar mecanismos de participación ciudadana y
comunitaria, de los organismos públicos de derechos
humanos y de las instituciones de educación superior
para el diagnóstico y evaluación de las políticas públi-
cas en materia de prevención;

VI. Planear la ejecución de programas de prevención y
las formas de evaluación, previa aprobación del Secre-
tario Ejecutivo;

VII. Colaborar en el diseño científico de políticas crimi-
nológicas;

VIII. Elaborar mapas de riesgos sobre la violencia y la
delincuencia en colaboración con otras autoridades so-
bre la base de la información recabada por el Centro Na-
cional, que estarán correlacionados con las condiciones
sociales, económicas y educativas de las localidades;

IX. Realizar en coordinación con otras instituciones en-
cuestas nacionales de victimización en hogares, con la
periodicidad que se estime conveniente;

X. Identificar temas prioritarios o emergentes que pon-
gan en riesgo o que afecten directamente la seguridad
pública desde la perspectiva ciudadana;

XI. Formular recomendaciones sobre la implementa-
ción de medidas de prevención de la victimización;

XII. Evaluar la eficiencia y eficacia de las políticas pú-
blicas, programas y acciones de prevención social de la
violencia y la delincuencia;

XIII. Efectuar estudios comparativos de las estadísticas
oficiales de criminalidad;

XIV. Promover entre las autoridades los gobiernos fede-
ral, de los estados, el Distrito Federal y los municipios
la participación ciudadana y comunitaria en las tareas de
prevención social de la violencia y la delincuencia;

XV. Garantizar el libre acceso de la población a la in-
formación estadística en materia de delito y de preven-
ción social de la violencia y la delincuencia;

XVI. Realizar y difundir estudios sobre las causas y fac-
tores que confluyen en el fenómeno de la criminalidad;

XVII. Expedir los lineamientos y crear los mecanismos
que sean necesarios para garantizar que las inquietudes,
requerimientos y propuestas de los ciudadanos sean ele-
vadas al Consejo Nacional;

XVIII. Generar y recabar información sobre:

a) Las causas estructurales del delito;

b) Estadísticas de conductas ilícitas no denunciadas;

c) Diagnósticos sociodemográficos;

d) Prevención de la violencia infantil y juvenil;

e) Erradicación de la violencia entre grupos vulnera-
bles, y

f) Modelos de atención integral a las víctimas;
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XIX. Organizar y difundir los resultados y conclusiones
de las conferencias, seminarios, reuniones y demás ac-
ciones destinadas a profundizar en aspectos técnicos de
experiencias nacionales e internacionales sobre la pre-
vención social de la violencia y la delincuencia;

XX. Brindar asesoría a las autoridades federales, de las
entidades federativas, las municipales, así como a la so-
ciedad civil, organizada o no, cuando estas así lo solici-
ten;

XXI. Proponer al Secretariado Ejecutivo la celebración
de convenios para la formación, capacitación, especiali-
zación y actualización de servidores públicos cuyas fun-
ciones incidan en la prevención social de la violencia y
la delincuencia;

XXII. Intercambiar y desarrollar mecanismos de apren-
dizaje de experiencias internacionales;

XXIII. Difundir la recopilación de las mejores prácticas
nacionales e internacionales sobre prevención social de
la violencia y la delincuencia, y los criterios para tal de-
terminación;

XXIV. Analizar las inquietudes, requerimientos y pro-
puestas de los ciudadanos a través de las instancias cre-
adas al efecto, a partir de las directrices y mecanismos
establecidos por el Reglamento;

XXV. Dar respuesta a las temáticas planteadas por la
participación ciudadana y comunitaria, y

XXVI. Las demás que establezcan otras disposiciones
legales.

Sección Cuarta
De la Comisión Permanente de Prevención

del Delito y Participación Ciudadana

Artículo 16. La Comisión tendrá, además de las que le con-
fiere la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública y demás disposiciones aplicables, las siguientes
atribuciones:

I. Apoyar al Secretariado Ejecutivo en el seguimiento
del cumplimiento de los programas generales, especia-
les e institucionales de las dependencias cuyas funcio-
nes incidan en la prevención social de la violencia y la
delincuencia; 

II. Proponer como resultado de la evaluación de los pro-
gramas, mecanismos para mejorar sus resultados;

III. Apoyar al Centro Nacional en la promoción de la
participación ciudadana y comunitaria en la prevención
social de la violencia y la delincuencia, y

IV. Proponer al Consejo Nacional los estándares y las
metodologías de evaluación para medir el impacto de
los programas en las materias propias de esta Ley.

Capítulo Cuarto
De la coordinación de programas

Artículo 17. Los programas nacional, sectoriales, especia-
les e institucionales que incidan en la prevención social de
la violencia y la delincuencia, deberán diseñarse conside-
rando la participación interinstitucional con enfoque multi-
disciplinario, enfatizando la colaboración con universida-
des y entidades orientadas a la investigación, asimismo se
orientarán a contrarrestar, neutralizar o disminuir los facto-
res de riesgo y las consecuencias, daño e impacto social y
comunitario de la violencia y la delincuencia.

Los programas tenderán a lograr un efecto multiplicador,
fomentando la participación de las autoridades de los go-
biernos Federal, de los Estados, el Distrito Federal y los
Municipios, organismos públicos de derechos humanos y
de las organizaciones civiles, académicas y comunitarias
en el diagnóstico, diseño, implementación y evaluación de
las políticas públicas y de la prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia. 

Artículo 18. Las políticas de prevención social deberán ser
evaluadas con la participación de instituciones académicas,
profesionales, especialistas en la materia y organizaciones
de la sociedad civil.

Artículo 19. En el cumplimiento del objeto de esta Ley, las
autoridades de los gobiernos federal, de los estados, el Dis-
trito Federal y los municipios, en el ámbito de sus atribu-
ciones, deberán:

I. Proporcionar información a las comunidades para en-
frentar los problemas derivados de la delincuencia;
siempre que no violente los principios de confidenciali-
dad y reserva;
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II. Apoyar el intercambio de experiencias, investigación
académica y aplicación práctica de conocimientos basa-
dos en evidencias;

III. Apoyar la organización y la sistematización de ex-
periencias exitosas en el combate a los delitos;

IV. Compartir conocimientos, según corresponda, con
investigadores, entes normativos, educadores, especia-
listas de otros sectores pertinentes y la sociedad en ge-
neral;

V. Repetir intervenciones exitosas, concebir nuevas ini-
ciativas y pronosticar nuevos problemas de delincuencia
y posibilidades de prevención;

VI. Generar bases de datos especializadas que permitan
administrar la prevención social de la violencia y la de-
lincuencia, así como reducir la victimización y persis-
tencia de delitos en zonas con altos niveles de delin-
cuencia;

VII. Realizar estudios periódicos sobre la victimización
y la delincuencia, y

VIII. Impulsar la participación ciudadana y comunitaria,
en la prevención social de la violencia y la delincuencia.

Capítulo quinto
Del Programa Nacional para la Prevención 

Social de la Violencia y la Delincuencia

Artículo 20. El Programa Nacional deberá contribuir al ob-
jetivo general de proveer a las personas protección en las
áreas de libertad, seguridad y justicia, con base en objeti-
vos precisos, claros y medibles, a través de:

I. La incorporación de la prevención como elemento
central de las prioridades en la calidad de vida de las
personas;

II. El diagnóstico de seguridad a través del análisis sis-
temático de los problemas de la delincuencia, sus cau-
sas, los factores de riesgo y las consecuencias;

III. Los diagnósticos participativos;

IV. Los ámbitos y grupos prioritarios que deben ser
atendidos;

V. El fomento de la capacitación de los servidores pú-
blicos cuyas atribuciones se encuentren relacionadas
con la materia objeto de la presente ley, lo cual incluirá
la realización de seminarios, estudios e investigaciones
o programas de formación entre otros, para asegurar que
sus intervenciones sean apropiadas, eficientes, eficaces
y sostenibles;

VI. La movilización y construcción de una serie de ac-
ciones interinstitucionales que tengan capacidad para
abordar las causas y que incluyan a la sociedad civil;

VII. El desarrollo de estrategias de prevención social de
la violencia y la delincuencia, y

VIII. El monitoreo y evaluación continuos.

Las autoridades de los gobiernos Federal, los Estados, el
Distrito Federal y los Municipios en el ámbito de sus res-
pectivas atribuciones, deberán incluir a la prevención so-
cial de la violencia y la delincuencia en sus planes y pro-
gramas.

Artículo 21. Para la ejecución del Programa Nacional, el
Centro Nacional preparará un programa de trabajo anual
que contenga objetivos específicos, prioridades temáticas y
una lista de acciones y de medidas complementarias.

Sección Primera
De la evaluación

Artículo 22. El Centro Nacional evaluará las acciones rea-
lizadas para ejecutar el programa anual y los resultados del
año anterior. El resultado de la evaluación se remitirá al
Consejo Nacional quien lo hará público en los términos
que establezcan las disposiciones aplicables.

Para la evaluación de las acciones referidas en los progra-
mas, se convocará a los organismos públicos de derechos
humanos, instituciones académicas y organizaciones de la
sociedad civil.

Los resultados de las evaluaciones determinarán la conti-
nuidad de los programas.

Artículo 23. El Centro Nacional deberá coadyuvar con el
Consejo Nacional de Evaluación de la Política Social u
otras instancias gubernamentales o de la sociedad para el
desarrollo de las evaluaciones respectivas.
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Sección Segunda
De la participación ciudadana y comunitaria

Artículo 24. La participación ciudadana y comunitaria, or-
ganizada o no organizada, en materia de prevención social
de la violencia y la delincuencia, es un derecho de las per-
sonas.

Artículo 25. La participación ciudadana y comunitaria, or-
ganizada o no organizada, se hace efectiva a través de la
actuación de las personas en las comunidades, en las redes
vecinales, las organizaciones para la prevención social de
la violencia y la delincuencia, en los consejos de participa-
ción ciudadana, en el Centro Nacional o a través de cual-
quier otro mecanismo local o legal, creado en virtud de sus
necesidades.

Artículo 26. La coordinación entre los diferentes mecanis-
mos y espacios de participación ciudadana, tanto comuni-
taria como local, será un objetivo fundamental del Centro
Nacional, para lo cual desarrollará lineamientos claros de
participación y consulta.

Capítulo sexto
Del financiamiento

Artículo 27. Los programas federales, de los estados, el
Distrito Federal o municipales, en materia de prevención
social de la violencia y de la delincuencia, deberán cubrir-
se con cargo a sus respectivos presupuestos y sujetarse a
las bases que establecen la presente ley, la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás disposi-
ciones legales aplicables.

Artículo 28. La federación, los estados, el Distrito Federal
y los municipios preverán en sus respectivos presupuestos
recursos para el diagnóstico, diseño, ejecución y evalua-
ción de programas y acciones de prevención social de la
violencia y la delincuencia derivados de la presente ley.

Artículo 29. El Centro Nacional propondrá, previa aproba-
ción del Secretario Ejecutivo, el desarrollo de mecanismos
de financiamiento para proyectos de la sociedad civil, de
los municipios o de las entidades federativas que tengan in-
cidencia directa en temas prioritarios de prevención social
de la violencia y la delincuencia, con base en los linea-
mientos que emita para tales efectos el Consejo Nacional,
asegurando la coordinación de acciones para evitar la du-
plicación en el ejercicio de los recursos. 

Capítulo Séptimo
De las sanciones

Artículo 30. El incumplimiento en el ejercicio de las obli-
gaciones que se derivan de la presente Ley será sanciona-
do de conformidad con la legislación en materia de res-
ponsabilidades administrativas de los servidores públicos.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Ejecutivo federal expedirá el Regla-
mento respectivo en un término de hasta ciento ochenta dí-
as naturales a partir de la entrada en vigor de este Decreto

Artículo Tercero. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, las legislaturas de los estados y la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal expedirán las
normas legales y tomarán las medidas presupuestales co-
rrespondientes para garantizar el cumplimiento de la Ley
General para la Prevención Social de la Violencia y la De-
lincuencia, en el ejercicio fiscal siguiente a la entrada en
vigor de este decreto.

Artículo Cuarto. Los programas, proyectos y demás ac-
ciones que, en cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley y
en razón de su competencia, corresponden a las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal, de-
berán sujetarse a la disponibilidad presupuestaria que se
apruebe para dichos fines en el Presupuesto de Egresos de
la Federación y a las disposiciones de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a treinta
de noviembre de dos mil once.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rú-
brica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza
(rúbrica en abstención), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Gastón Luken
Garza, Francisco Ramos Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez
Reyes, Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Sergio Mancillas Zayas
(rúbrica) secretarios; Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Sa-
mi David David (rúbrica), Nancy González Ulloa (rúbrica), Marcela
Guerra Castillo, Jorge Antonio Kahwagi Macari, Gregorio Hurtado
Leija (rúbrica), Teresa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica),
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Humberto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ra-
món Martel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Agustín To-
rres Ibarrola (rúbrica), Alejandro Encinas Rodríguez, Nazario Norber-
to Sánchez, Beatriz Elena Paredes Rangel, Liev Vladimir Ramos
Cárdenas (rúbrica), Carlos Oznerol Pacheco Castro, Arturo Zamora Ji-
ménez.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY GENERAL DE PROTECCION CIVIL

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto
de decreto que expide la Ley General de Protección Civil

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la LXI Legislatura fue
turnada, para estudio, análisis y dictamen correspondiente,
la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley Ge-
neral de Protección Civil. 

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 70, párrafo primero, 72 y 73, fracción XXIX-I, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39
y 45, numerales 6, incisos e) y f), y 7 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y
80, 157, numeral 1, fracción I, 158, numeral 1, fracción IV,
y 167, numeral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, y habiendo analizado el contenido de la iniciativa de
referencia, somete a consideración de esta honorable
asamblea el presente dictamen basándose en los siguientes

Antecedentes

1. En sesión del nueve de marzo de dos mil diez, los dipu-
tados Fernando Morales Martínez, Onésimo Mariscales
Delgadillo, Enrique Torres Delgado y Avelino Méndez
Rangel, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentaron la iniciativa con
proyecto de decreto que expide la Ley General de Protec-
ción Civil, misma que fue turnada a la Comisión de Go-
bernación con opinión de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública. Esta misma iniciativa fue suscrita por los

diputados Jorge A. Juraidini Rumilla, Georgina Trujillo
Zentella, Oznerol Pacheco Castro, Fernando Morales Mar-
tínez, Avelino Méndez Rangel y Onésimo Mariscales Del-
gadillo, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional; por el diputado Enrique To-
rres Delgado, integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional; y por los diputados Mauricio Toledo
Gutiérrez y María Dina Herrera Soto, integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca.

2. El quince de abril de dos mil diez, la Presidencia de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados ordenó la am-
pliación de turno siendo returnada la iniciativa de referen-
cia a la Comisión de Gobernación con opinión de la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública, y de la Comisión
Especial en materia de protección civil.

3. En sesión del 23 de octubre de 2003, las comisiones dic-
taminadoras presentaron a consideración del pleno de la
Cámara de Senadores el proyecto correspondiente, apro-
bándose por 74 votos a favor ese mismo día. 

4. El nueve de marzo de dos mil diez, la Presidencia de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados remitió a la Co-
misión de Gobernación copia del acuerdo aprobado por el
Congreso del Estado de Puebla mediante el cual se exhor-
ta a la Cámara de Diputados a considerar y, en su caso,
aprobar, el anteproyecto de Ley de Protección Civil pre-
sentado por la Conferencia Nacional de Gobernadores.

5. El veintisiete de abril de dos mil diez, la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados remitió a la Comisión de Go-
bernación copia del acuerdo aprobado por el Congreso del
Estado de Hidalgo relativo a la iniciativa que expide la Ley
General de Protección Civil, con el fin de exhortar a la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión a
efecto de considerar y, en su caso, aprobar, el anteproyecto
de Ley de Protección Civil presentado por la Conferencia
Nacional de Gobernadores.

6. El veintitrés de junio de dos mil diez, la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados
envió a la Comisión de Gobernación la opinión de impac-
to presupuestario con fundamento en la valoración del im-
pacto presupuestario que elabora el Centro de Estudios de
las Finanzas Públicas en relación a la iniciativa que expide
la Ley General de Protección Civil, presentada por el dipu-
tado Fernando Morales Martínez.
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7. El catorce de octubre de dos mil diez, el diputado Enri-
que Torres Delgado, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, presentó solicitud a fin de ex-
citar a la Comisión de Gobernación para que emita el dic-
tamen de la iniciativa por la que se expide la Ley General
de Protección Civil, materia del presente dictamen.

8. El nueve de noviembre de dos mil diez, el diputado Ca-
nek Vázquez Góngora, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presentó solicitud
a fin de excitar a la Comisión de Gobernación para que
emita el dictamen de las diversas iniciativas relacionadas
con el tema de protección civil.

Contenido de la iniciativa

Refiere el autor de la iniciativa que la Ley General de Pro-
tección Civil, publicada el 12 de mayo del 2006 en el Dia-
rio Oficial de la Federación, expone las políticas como es-
trategias y mecanismos de coordinación entre las distintas
entidades, la federación, los estados y municipios para
atender situaciones de emergencias. Afirma, por otro lado,
que la Conferencia Nacional de Gobernadores, Conago,
“entregó una agenda temática a la Comisión Especial en
materia de protección civil, la cual resulta del esfuerzo co-
ordinado entre las Direcciones Estatales de Protección Ci-
vil, así como de las autoridades federales responsables de
la materia, la cual contiene entre otros puntos, promover el
proyecto de la nueva Ley General de Protección Civil y su
Reglamento, gestionar ante los poderes federales la asigna-
ción de partidas presupuestales para acciones de protección
civil y proponer que se gestione ante las instancias federa-
les la actualización de las Reglas de Operación del Fonden
y del Fopreden.

La protección civil, misma que vio su nacimiento en 12 de
agosto de 1949, tiene por tareas el  servicio de alarma, eva-
cuación, habilitación y organización de refugios, aplica-
ción de medidas de oscurecimiento, salvamento, servicios
sanitarios, incluidos los de primeros auxilios, y asistencia
religiosa; lucha contra incendios; detección y señalamien-
to de zonas peligrosas; descontaminación y medidas simi-
lares de protección; provisión de alojamiento y abasteci-
mientos de urgencia; ayuda en caso de urgencia para el
restablecimiento y el mantenimiento del orden en zonas
damnificadas; medidas de urgencia para el restablecimien-
to de los servicios públicos indispensables; servicios fune-
rarios de urgencia, entre otros. 

El promovente refiere a nuestro país como un territorio
donde los desastres naturales son sucesos periódicos, cada
vez más fuertes y que han variado en intensidad por el
cambio del clima a nivel global, aumentando la fragilidad
del entorno natural, provocando mermas drásticas en pro-
ducción y productividad en actividades esenciales como la
pesca, la agricultura, la ganadería y la silvicultura, afecta-
dos por fenómenos como los frentes fríos, precipitaciones
pluviales que saturan sistemas hidrológicos, incendios fo-
restales.

De acuerdo con el iniciador, datos recientes dan cuenta de
la incidencia anual de más de cuarenta frentes fríos en bue-
na parte de las entidades federativas; de precipitaciones
que saturan y rebasan arroyos, ríos, sistemas hidrológicos
y diversos cuerpos de agua, ocasionando serios daños en
ciudades y en actividades productivas en la industria, los
servicios y el sector agropecuario; otras veces, en las mis-
mas o en otras zonas del país, ocurren incendios forestales
que destruyen la cubierta vegetal; o bien los huracanes que
se centran con mayor énfasis en las zonas costeras al inicio
del verano, tanto del lado del Pacífico como por el Atlánti-
co, produciendo la destrucción de la infraestructura social
y productiva, especialmente en el campo”. 

Las consecuencias de estos fenómenos, señala la exposi-
ción de motivos, son evidentes en “situaciones desastrosas
como la vivida hace un año en Tabasco, cuya economía se
colapsó en más de tres cuartas partes por el desbordamiento
de sus sistemas hidrológicos; y graves secuelas de destruc-
ción también en Chiapas, Tamaulipas, Zacatecas y nueva-
mente Veracruz, que han puesto una vez más al descubier-
to la inoperancia en los sistemas de alerta temprana, en el
Sistema Nacional de Protección Civil y los sistemas estata-
les, los cuales han mostrado también lentitud para hacer
llegar los apoyos inmediatos y para contribuir a la repara-
ción de daños. De ahí las justas y múltiples quejas de co-
munidades y municipios damnificados y formalmente de-
clarados zona de desastre, donde, una vez pasado el
impacto mediático, no se informa con objetividad y veraci-
dad sobre cuáles, cuántos y en qué forma se resarcen los
daños, si es que lo son en alguna medida. Esto ocurre en es-
pecial con las iniciativas que se emprenden en lo que se re-
fiere a los apoyos para los campesinos y grupos rurales más
vulnerables”. Esta vulnerabilidad necesita del impulso y
difusión de una cultura de la protección civil que, de acuer-
do al iniciador, comprende los temas económicos y de
“participación, prevención y educación…”; de esta forma,
cita algunas de las tragedias importantes que sufrido la ciu-
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dadanía como la del bar Lobohombo, la guardería ABC de
Hermosillo, las inundaciones del Valle de Chalco o la tra-
gedia de la discoteca News Divine.

De esta forma, la exposición de motivos señala el conteni-
do de la iniciativa que es materia del presente dictamen, in-
tegrándose por “15 capítulos y 76 artículos. Dividida en 3
grandes secciones, la ley incluye un apartado de disposi-
ciones generales, uno dedicado al Sistema Nacional de
Protección Civil y por último uno dedicado principalmen-
te a la prevención de desastres”.  De acuerdo con  el ini-
ciador, su propuesta pretende más organismos y da un ade-
lanto de la nueva estructura del Sistema Nacional de
Protección Civil, entre otras nuevas instancias operativas,
al mencionar las nuevas partes que lo conforman y estable-
ce los principios que regirán su actuar; desarrolla las facul-
tades del Poder Ejecutivo y contempla la figura de la Ges-
tión Integral de Riesgos, la integración del Sistema
Nacional de Protección Civil, señalando obligaciones fun-
cionales y la incorporación del Atlas Nacional de Riesgos
que facilitará el logro de los objetivos del Sistema Nacio-
nal. 

Crea, igualmente, el Comité Nacional de Emergencias y
pretende dar claridad a los instrumentos financieros en ca-
so de emergencia y de desastre. Una de las nuevas aporta-
ciones de esta iniciativa es la de las donaciones para que
sean fáciles y viables y permitan paliar los desastres natu-
rales. A mayor abundamiento, se pretende ser más claros
que la ley actual en lo relativo a los Instrumentos Finan-
cieros en caso de Declaratoria de Emergencia y/o desastre
y establecer la obligación de elaborar programas específi-
cos de protección civil en los eventos públicos y en espa-
cios de concentración masiva. 

Establecidos los antecedentes y el contenido de la iniciati-
va, los integrantes la Comisión de Gobernación exponemos
las siguientes

Consideraciones

A) En lo general

1. Iniciativas en materia de protección civil turnadas a
la Comisión de Gobernación

1. De acuerdo con el artículo de la Ley del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, corresponde a la
Comisión de Gobernación el análisis y dictamen de los
asuntos turnados por la mesa directiva. Al haber sido tur-

nadas diversas iniciativas con proyecto de decreto que re-
forman y adicionan la Ley General de Protección Civil en
vigor,  por lo que, después de su estudio, se dictaminan en
conjunto por resultar coincidentes con el propósito de la
iniciativa en estudio y que se mencionan a continuación:

• El diecisiete de marzo de dos mil once, el diputado Fran-
cisco Saracho Navarro, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presentó la inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de las Leyes Generales de Protección Ci-
vil, de Educación, de la Infraestructura Física Educativa, y
de Salud, para elaborar e implementar planes de contin-
gencia para hacer frente a posibles disturbios en centros
educativos y de salud, dada la vulnerabilidad de quienes se
encuentran en los mismos y que fue turnada a la Comisio-
nes Unidas de Gobernación, de Educación Pública y Servi-
cios Educativos y de Salud para su estudio y dictamen co-
rrespondiente.  

Dicha iniciativa tiene como propósito la elaboración e im-
plementación de programas y planes de contingencia, así
como sus lineamientos y criterios para hacer frente a posi-
bles disturbios que pudieran presentarse principalmente en
los centros educativos y de salud; a fin de que las autorida-
des federales puedan implementar acciones de respuesta
eficaz, tales como la suspensión de clases y respecto de
riesgos que pudieran ocasionar amenazas de atentados o
ataques, despliegue de las fuerzas de seguridad, terrorismo,
interrupción de servicios básicos, bloqueos a las vías te-
rrestres de comunicación y cualquier otra acción de natura-
leza análoga.

• El ocho de abril de dos mil diez, el diputado Canek Váz-
quez Góngora presentó la iniciativa con proyecto de decre-
to que adiciona y reforma diversos artículos de la Ley Ge-
neral de Protección Civil y el 40 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y que
fue turnada a la Comisión de Gobernación para su estudio
y dictamen correspondiente.

El propósito de la iniciativa es establecer que los estados
afectados intervengan en el proceso para determinar la de-
claratoria de emergencia que no es necesario que las capa-
cidades de respuesta de municipios y estados se vean reba-
sadas para que puedan acudir a la siguiente instancia de
apoyo. Reducir los tiempos para la publicación de la de-
claratoria de emergencia y para el acceso a los recursos pa-
ra la atención de desastres. Precisar el término “estados
afectados”. Prever que el Consejo Nacional de Protección
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Civil sesione de manera ordinaria al menos 3 veces al año
y establecer que si existe la necesidad de una sesión ex-
traordinaria podrán solicitar la reunión, además del Presi-
dente de la República, el Secretario de Gobernación y el
Coordinador General de Protección Civil, al menos 3 go-
bernadores de los estados que así lo requieran. Prever que
en el caso de la notificación técnica, la autoridad federal
observe la información generada por la autoridad de la en-
tidad federativa de que se trate, para su elaboración, esta-
bleciendo un plazo de hasta 15 días hábiles para que la fe-
deración genere dicha notificación. En caso de que un
grupo de voluntarios notifique a la autoridad una situación
potencial de riesgo, contará con 5 días hábiles para verifi-
car la denuncia respectiva y anunciar las acciones condu-
centes. Establecer una Comisión de Protección Civil que se
encargará de proyectos de ley o de decreto para adecuar las
normas relativas a la protección civil en el país y, de ma-
nera conjunta con la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, elaborar el dictamen del Presupuesto de Egresos
de la Federación en el rubro de protección civil.

• El diecisiete de febrero de dos mil once, el diputado Ser-
gio Mancillas Salas, presentó la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de
las Leyes General de Protección Civil, Federal de Respon-
sabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, Fe-
deral de los Trabajadores al Servicio del Estado, y Federal
del Trabajo, misma que fue turnada a las  Comisiones Uni-
das de Gobernación, de la Función Pública y de Trabajo y
Previsión Social. 

La iniciativa quiere promover por parte de las dependen-
cias e instituciones del sector público, con la participación
de organizaciones e instituciones de los sectores social, pri-
vado y académico la realización semestral de al menos un
simulacro y establece como obligación de todo servidor
público, la participación  en la realización de los simula-
cros de protección civil que se lleven a cabo en su centro
de trabajo.

• El diez de marzo de dos mil once, la diputada Leticia Ro-
bles Colín, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa que re-
forma diversas disposiciones de las Leyes Orgánica de la
Administración Pública Federal, y General de Protección
Civil, con la finalidad de crear la Secretaría de Protección
Civil y que fue turnada  a la Comisión de Gobernación pa-
ra su estudio y dictamen correspondiente.

La iniciativa plantea la creación de la Secretaría de Protec-
ción Civil, con facultades de integrar, coordinar y supervi-
sar el Sistema Nacional para garantizar, mediante la ade-
cuada planeación, la prevención, auxilio y recuperación de
la población y de su entorno ante situaciones de desastre,
incorporando la participación activa y comprometida de la
sociedad, tanto en lo individual como en lo colectivo; pro-
pone, igualmente, las políticas y estrategias para el desa-
rrollo de programas internos, especiales y regionales de
protección civil; entre otras. Sustituir en el cuerpo norma-
tivo de la Ley General de Protección Civil “Secretaría de
Gobernación” por “Secretaría de Protección Civil Fede-
ral”.

• El veinticuatro de marzo de dos mil once, el diputado Héc-
tor Guevara Ramírez, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presentó la iniciati-
va que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
las Leyes Orgánica de la Administración Pública Federal, y
General de Protección Civil, para crear la Secretaría de Pro-
tección Civil y que fue turnada a la Comisión de Goberna-
ción para su estudio y dictamen correspondiente.

La iniciativa pretende la creación de una  Secretaría de Pro-
tección Civil de la Administración Pública Federal, elimi-
nando la facultad de la Secretaría de Gobernación para
conducir y poner en ejecución, en coordinación con las au-
toridades de los gobiernos de los estados, del Distrito Fe-
deral, con los gobiernos municipales, y con las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal, las
políticas y programas de protección civil del Ejecutivo, por
lo anterior, la iniciativa pretende la actualización de los
cuerpos normativos de la Ley General de Protección Civil,
para transferir las facultades y obligaciones de la Secreta-
ría de Gobernación a la Secretaría de Protección Civil.

• El trece de octubre de dos mil diez, el diputado Víctor
Manuel Báez Ceja, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, presentó la iniciati-
va que reforma el artículo 4o. de la Ley General de Protec-
ción Civil, para la promoción de una cultura de protección
civil. La iniciativa de referencia fue turnada a la Comisión
de Gobernación para su estudio y dictamen correspon-
diente.

Dicho proyecto de decreto pretende facultar al Ejecutivo
Federal para promover y desarrollar una cultura de protec-
ción civil en las escuelas, universidades, estados, munici-
pios y comunidades rurales y zonas de riesgo producidas
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por agentes perturbadores; también propone el Ejecutivo
Federal deberá entregar un informe trimestral a las Comi-
siones Unidas de Seguridad y de Cultura de la Cámara de
Diputados sobre el avance social y financiero de la activi-
dad de difusión, preparación cultural y educacional de pro-
tección civil; asimismo y invertir en ciencia y tecnología
para prevenir y combatir los agentes perturbadores, y pre-
sentará de igual forma, un informe financiero trimestral so-
bre el proyecto de inversión.

• El dos de junio de dos mil diez, el diputado Jorge Anto-
nio Kahwagi Macari presentó la iniciativa que reforma el
artículo 4 de la Ley General de Protección Civil, siendo
turnada a la Comisión de Gobernación para su estudio y
dictamen.

La iniciativa pretende establecer que una vez que el Ejecu-
tivo Federal emita la declaratoria de emergencia o desastre,
deberá presentar dentro de los 5 días siguientes a la misma,
una resolución donde podrá condonar o eximir, total o par-
cialmente, el pago de contribuciones y sus accesorios, au-
torizar su pago a plazo, diferido o en parcialidades.

B) En lo general

1. La protección civil en México

1. México está expuesto a fenómenos naturales como hu-
racanes, terremotos, erupciones volcánicas, inundaciones,
deslaves o cualquiera más de acuerdo a las características
particulares de cada región del territorio nacional. Algunos
de estos fenómenos han sido notables no sólo por la inten-
sidad sino por la magnitud del daño causado a la infraes-
tructura y el número de víctimas como fueron los sismos de
septiembre de 1985 que impactaron la ciudad de México y
el paso de meteoros hidrometereológicos como los huraca-
nes Gilbert y Stan; las inundaciones en estados costeros co-
mo Tabasco y, más recientemente, el paso del huracán
Wilma por los estados de Quintana Roo y Yucatán.

2. Los desastres en México, desde el año 1980 a 1999, han
ocasionado pérdidas por 10.400 millones de dólares, repre-
sentando el 1,82% del total del PIB durante el 2000. Por
ello, a raíz de los sismos de 1985, se vio la  necesidad de
contar con un sistema de gestión y administración de re-
cursos para hacer frente a situaciones de desastres. Los pri-
mero esfuerzos gubernamentales y legislativos, derivaron
en la conformación, en 1986, del Sistema Nacional de Pro-
tección Civil.

3. Otro avance significativo en la conformación del Siste-
ma Nacional de protección civil fue la adición de una frac-
ción XXIX-I al artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, decreto publicado en el
Diario Oficial de la Federación, el 28 de junio de 1999, por
el cual se dio al Congreso de la Unión la facultad para ex-
pedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la fe-
deración, los estados, el Distrito Federal y los municipios,
coordinarán sus acciones en materia de protección civil; sin
embargo, años atrás, se fueron constituyendo las bases pa-
ra los proyectos de protección civil, como la creación del
Centro Nacional de Prevención de Desastres por decreto
del 20 septiembre de 1988 y la integración del primer Plan
Nacional de Protección Civil 1990-1994. La organización
del Sistema Nacional de Protección Civil y las adiciones
constitucionales en la materia dieron origen a la primera
Ley General de Protección Civil, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el doce de mayo de dos mil.

4. El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 establece una
estrategia clara y viable para avanzar en la transformación
de México sobre bases sólidas, realistas y sobre todo, res-
ponsables, de ahí que se señale la necesidad de transitar de
un sistema de protección civil reactivo a uno preventivo
con la corresponsabilidad y participación de los tres órde-
nes de gobierno, y los sectores social y privado, existiendo
una responsabilidad compartida en aquellos programas que
requieran la concurrencia y coordinación para la atención
de los desastres, así como la revisión cuidadosa de los pro-
cedimientos para asignar los recursos del Fondo de Desas-
tres Naturales con la agilidad que esta materia requiere.

5. Es por esto que en las disposiciones en vigor sobre Pro-
tección Civil, uno de los instrumentos más importantes es
el Fondo de Desastres Naturales, cuyas reglas de operación
fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación el
tres de diciembre de 2010, y cuyo determinando que su na-
turaleza es el de ser un instrumento interinstitucional que
tiene por objeto ejecutar acciones, autorizar y aplicar re-
cursos para mitigar los efectos que produzca un fenómeno
natural perturbador, en el marco del Sistema Nacional de
Protección Civil. El acceso a los recursos del mismo Fon-
do está determinado por los principios de de complementa-
riedad, oportunidad y transparencia. El Fondo de Desastres
Naturales está integrado por otros instrumentos financieros
de atención de emergencias y desastres naturales como son
el Fondo Revolvente Fonden, a cargo de la Secretaría de
Gobernación; el Programa Fondo de Desastres Naturales
del Ramo General 23, “Provisiones Salariales y Económi-
cas”, del Presupuesto de Egresos de la Federación de cada
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ejercicio fiscal; y  el Fideicomiso Fondo de Desastres Na-
turales. 

6. El artículo 4o de las reglas de operación mencionadas
determina que son fines del Fondo canalizar recursos para
la reconstrucción de los daños sufridos por un fenómeno
natural perturbador en los sectores de competencia federal,
estatal o municipal;  la transferencia de recursos al Fondo
Revolvente Fonden y al Fideicomiso Fondo de Desastres
Naturales; otorgar recursos a las dependencias y entidades
de la administración pública federal para la adquisición de
equipo especializado destinado a la atención de emergen-
cias y desastres naturales; otorgar recursos para la realiza-
ción de proyectos y el establecimiento de instrumentos de
administración y transferencia de riesgos que estén relacio-
nado con la prevención y atención de los efectos ocasiona-
dos por fenómenos naturales perturbadores, entre otros. 

7. Por otro lado, y con el fin de impulsar la gestión integral
de riesgos, fueron publicadas en el Diario Oficial de la Fe-
deración del 23 de diciembre de 2010, las Reglas de Ope-
ración del Fondo para la Prevención de Desastres Natura-
les y cuyo objetivo son la promoción y fomento a la
actividad preventiva tendiente a reducir los riesgos, y dis-
minuir o evitar los efectos del impacto destructivo origina-
do por fenómenos naturales promoviendo el desarrollo de
estudios orientados a la Gestión Integral del Riesgo para
fomentar y apoyar la investigación aplicada y el desarrollo
tecnológico en favor de la prevención de desastres y miti-
gación de riesgos derivados de fenómenos naturales per-
turbadores y la adaptación a sus efectos. A través del ese
instrumento, se establecen mecanismos que permiten apo-
yar a las entidades federativas, cuando los daños ocasiona-
dos por los fenómenos naturales perturbadores superen su
capacidad financiera y operativa de respuesta, así como a
las dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal, en los términos de las disposiciones aplicables. 

8. De acuerdo con el artículo 7 de las Reglas de Operación
ya mencionadas, el Fondo de Prevención de Desastres Na-
turales se sustenta en la Gestión Integral del Riesgo, la cual
reconoce al riesgo como un proceso social en permanente
construcción por lo que el conocimiento y análisis de las
causas de fondo que lo conforman, es el punto de partida
para la toma de decisiones y la propuesta de acciones en-
caminadas a su reducción, previsión y control permanente,
integradas al desarrollo humano, económico, ambiental y
territorial, sostenibles. Sus ejes de acción son el conoci-
miento del origen y construcción social del riesgo; la iden-
tificación de peligros, vulnerabilidades, riesgos y sus esce-

narios; el análisis y evaluación de los posibles efectos; las
acciones y mecanismos para la prevención y reducción de
riesgos y mitigación de impactos; el desarrollo de una ma-
yor comprensión y concientización de los riesgos y el for-
talecimiento de la capacidad de resiliencia del gobierno y
de la sociedad civil.

9. Si bien los planes nacionales y las políticas de protec-
ción civil han querido dar cabida a la capacidad preventiva
más que de reacción ante los desastres naturales, es nece-
sario  que nuestro país cuente con un marco legal que res-
ponda a la realidad ya que México, dado la alteración de la
biósfera y al impacto de los factores creados por el ser hu-
mano, es un país sometido a desastres naturales y de ca-
rácter antropogénico que lo hacen vulnerable; más aún, la
prevención y la atención de las emergencias y desastres ne-
cesitan de la distribución ágil, eficaz y transparente de los
recursos para la población beneficiada, por los programas
de preventivos o bien a la atención inmediata causada por
desgracias naturales o de índole humano.

10. Más aún, la experiencia de los últimos veinticinco años
ha servido para detectar los problemas más urgentes en ma-
teria de protección civil  consistentes, de forma general en
la carencia de información oportuna y la difusión sobre los
riesgos así como el fomento de una cultura de la preven-
ción entre la población vulnerable a desastres naturales; la
capacidad de reacción del Sistema Nacional de protección
civil ante las emergencias; la corresponsabilidad entre los
órdenes de gobierno, la población en general y en particu-
lar de los actores sociales y privados; el centralismo en la
toma de decisiones; el rezago en la infraestructura para el
monitoreo de los fenómenos naturales perturbadores; la
constitución necesaria de las unidades de protección civil
estatales y municipales y otras opciones de financiamiento
para la prevención y atención de daños causados por los
desastres.

2. Valoración de la iniciativa con proyecto de decreto
que expide la Ley General de Protección Civil

1. El diagnóstico general de la protección civil en México
tuvo aparejado el apoyo de modelos tradicionales de pro-
tección civil que consideran los desastres como el centro
del problema, con un alto grado de dificultad para la pre-
vención y control y un margen de acción limitado por su
concepción de respuesta asistencial e inmediata, incorpo-
rando, escasamente, la participación social y los derechos
humanos. Los planes de protección civil inspirados en esta
visión carecen de fuerza para mitigar los impactos y por

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 2011147



ello los desastres destruyen el entorno material y privan de
continuidad el desarrollo de sistemas institucionales sobre
protección civil.

2. En México ha prevalecido la influencia de este modelo
de protección civil, pero los desastres severos de las déca-
das previas como el sismo de 1985 en la Ciudad de Méxi-
co, las explosiones urbanas en la Ciudad de Guadalajara en
1992 o el huracán Paulina en el Océano Pacífico en 1997,
aportaron grandes lecciones que hicieron imperativa la re-
novación de la visión preventiva de protección civil. Sin
embargo, es posible contribuir mejor a mitigar los efectos
de los desastres, reconociendo la imposibilidad de alcanzar
una sociedad libre de riesgos.

3. Es importante destacar un aspecto de la iniciativa relati-
va al impulso de la gestión integral de riesgos como nove-
dad de esta ley. Efectivamente, de acuerdo con las valora-
ciones hechas por la Comisión especial de Protección Civil
de la Cámara de Diputados, la Gestión Integral de Riesgo
básicamente reconoce que su objeto y centro de estudios es
el riesgo: tanto en su origen y evolución, como en los di-
versos factores que confluyan, ya sea de orden histórico,
económico, social, cultural, etcétera. Y además de lo ante-
rior, se sustenta en el aserto que los riesgos se construyen
socialmente. Esto, a diferencia de la visión que prevalece
en muchas partes del mundo, en donde es el desastre el
punto de partida de la acción y seguimiento de los esfuer-
zos conjuntos, civiles y públicos.

4. Debemos entender como riesgo, los daños o pérdidas
probables sobre determinada población y/o infraestructura
pública, con cierto grado de vulnerabilidad, en la que con-
curran,  en  tiempo y espacio,  con  el peligro de ocurren-
cia de un fenómeno de orden natural o no. Para  esto, pue-
den bastar muy poco tiempo hasta siglos, para que un
riesgo se pueda materializar en uno o varios desastres. En-
tonces el tiempo que trascurre entre el nacimiento de un
riego y el eventual desastre, significa el área de oportuni-
dad para intervenir, ya sea para eliminar el riesgo o, en su
caso, para lograr la mitigación del mismo. Se trata enton-
ces de un proceso social complejo, cuyo fin último es la re-
ducción o la previsión y control permanente del riesgo de
desastre en la sociedad.

5. Sin embargo, la Gestión Integral del Riesgo no se conci-
be como una política pública aislada, sino inserta en un
proceso de desarrollo sostenible, es decir, uno que apunte
al logro de pautas de desarrollo humano, económico, am-
biental y territorial. Esto crea necesariamente distintos ni-

veles de coordinación e intervención que van desde lo glo-
bal, integral, lo sectorial y lo macro-territorial hasta lo lo-
cal, lo comunitario y lo familiar, brindando a los gobiernos
un área de intervención mucho más amplia en un plano
temporal y, sobretodo, en el de acciones anticipadas a la
posible ocurrencia de una emergencia y/o desastre.

6. Tanto en México como en el resto del mundo, se trata de
un tópico inacabado y por lo tanto en constante avance. No
son pocos los foros y conferencias internacionales en las
que se ha venido trabajando conjuntamente en la construc-
ción de esta visión, una que permita abrazar el universo de
posibilidades alrededor de las eventualidades humanas o
de origen natural, que pueden poner en riesgo, en primerí-
simo orden, la vida de las personas, así como también su
integridad física, posesiones, vivienda y, sin omitir, la in-
fraestructura y servicios públicos que delimitan su cotidia-
nidad y normalidad.

7. La Gestión Integral del Riesgo, se sustenta en el análisis
del riesgo en sus diferentes fases    y   momentos: previsión,
identificación de riesgos, prevención, mitigación, prepara-
ción, atención de la emergencia, recuperación y recons-
trucción; y en su conjunto constituye, sin duda, el común
denominador de las políticas públicas en materia de pro-
tección civil en la mayoría de los países desarrollados. Pe-
ro más aún, ha logrado sobrepasar ya su propio ámbito al
grado que hoy la comunidad internacional es consciente de
que los esfuerzos en la reducción del riesgo de desastres
debe integrarse sistemáticamente en las políticas, los pla-
nes y los programas de desarrollo sostenible y reducción de
la pobreza.

8. En México, la Gestión Integral del Riesgo ya se ponde-
ra desde el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, y se le
da forma en el Programa Nacional de Protección Civil
2008-2012, señalando que los desastres: “… deben ser
abordados desde la óptica del desarrollo humano y ser in-
corporados a los temas del desarrollo nacional, resultando
imprescindible plantear y emprender la modernización
conceptual, institucional y estratégica que responda a la di-
mensión que lanza el plan en materia de Protección Civil”.

9. Se concluye en decir que la gestión integral de riesgos
debe introducirse fuertemente en los procesos de planea-
ción, programación, que corra de manera  transversal, no
sólo al interior de la administración pública federal, sino
también al interior de las entidades federativas y munici-
pios.
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10. En suma, la Gestión Integral del Riesgo debe llegar a
ser una política pública fundamental, no solo respecto de la
planeación, programación y presupuesto del gasto público,
sino como un eje prioritario en el desarrollo del país por in-
volucrar tanto el bienestar, como la seguridad de la pobla-
ción y así, la construcción de infraestructura y servicios pú-
blicos desprovistos de riesgos o por lo menos con niveles
mínimos de riesgos, ofreciendo por ende seguridad hacia el
futuro.

C) Modificaciones a la iniciativa

Esta comisión considera una serie de modificaciones con el
fin de que la iniciativa materia de este dictamen confluya
en conceptos claros e instrumentos más eficientes para la
atención y gestión de los riesgos que consoliden los objeti-
vos de la nueva Ley General de Protección Civil.

1. Se elimina la fracción IX del artículo 2 del proyecto de
decreto relativo a los Centros de Acopio, considerando que
la propuesta hace una sobrerregulación a las iniciativas
particulares y privadas que coadyuven en el acopio de re-
cursos para la atención de desastres.

2. Se considera oportuno trasladar el contenido del artícu-
lo 6 del proyecto al artículo 42, mismo que establece me-
canismos para el fomento de la cultura de la protección ci-
vil con el fin de que la sociedad civil, particularmente,
participe en la planeación de los programas y, a su vez, co-
mo parte de esta cultura, el derecho a la información de la
población vulnerable a los fenómenos naturales perturba-
dores. De esta manera, el artículo propuesto queda como
sigue, recorriéndose en su orden las subsecuentes al haber
sido trasladado el artículo sexto ya mencionado.

De la cultura de protección civil

Artículo 42. Las autoridades federales, de las entidades
federativas, del Distrito Federal, municipales y delega-
cionales, fomentarán la cultura en materia de protección
civil entre la población, mediante su participación indi-
vidual y colectiva. 

Las autoridades en la materia, establecerán mecanismos
idóneos para que la sociedad participe en la planeación
y supervisión de la protección civil, en los términos de
esta Ley, su Reglamento y los demás ordenamientos
aplicables.

La población vulnerable y expuesta a un peligro, tiene
derecho a estar informada de ello y a contar con las ví-
as adecuadas de opinión y participación en la gestión del
riesgo.

2. Se elimina del artículo 14 lo relativo a las radios comu-
nitarias ya que, como es sabido, este tipo no se encuentra
regulado por los ordenamientos correspondientes, por lo
que no puede hacerse mención de figuras que no tienen una
definición legal específica; adicionalmente, las llamadas
radios comunitarias sufren de cargas de las que los conce-
sionarios y permisionarios están libres por lo que vendría a
deteriorar la precaria estabilidad financiara en la que se en-
cuentran las primeras. De esta forma, la redacción del artí-
culo 14 queda como sigue:

Artículo 14. Los medios de comunicación masiva elec-
trónicos y escritos, al formar parte del Sistema Nacio-
nal, colaborarán con las autoridades con arreglo a los
convenios que se concreten sobre el particular, orientan-
do y difundiendo oportuna y verazmente, información
en materia de protección civil y de la Gestión Integral de
Riesgos.

Los convenios de concertación contendrán las acciones
de la gestión integral de riesgos y su incorporación en la
elaboración de planes, programas y recomendaciones,
así como en el diseño y transmisión de información pú-
blica acerca

3.  Respecto al artículo 17 del proyecto, se modifica la re-
dacción del segundo párrafo con el fin de eliminar el ca-
rácter obligatorio y hacer énfasis de las facultades concu-
rrentes de los responsables en materia de protección civil;
así la redacción se propone como sigue:

Artículo 17. …

Los integrantes del Sistema Nacional deberán compartir
con la autoridad competente que solicite y justifique su
utilidad, la información de carácter técnico, ya sea im-
presa, electrónica o en tiempo real relativa a los siste-
mas y/o redes de alerta, detección, monitoreo, pronósti-
co y medición de riesgos.

4. Se estima oportuno la adopción de la definición del artí-
culo 24 relativa al Centro Nacional de Prevención de De-
sastres, por lo que es ociosa la contenida en el artículo 2,
fracción VIII, del proyecto, considerando sólo enunciar lo

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 2011149



que debe ser entendido por Centro Nacional, para quedar
como sigue:

VIII. Centro Nacional: El Centro Nacional de Preven-
ción de Desastres;

5.  Se elimina el segundo párrafo del artículo 75 del pro-
yecto ya que las facultades de las fuerzas armadas se en-
cuentran delimitadas en el texto de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; si no se prevén en las
mismas, entonces no hay competencia alguna. De realizar-
se dichas acciones, entonces estarán viciadas de inconstitu-
cionalidad. De esta forma, la propuesta de redacción del ar-
tículo 75 queda como sigue:

Artículo 75. En caso de riesgo inminente, sin perjuicio
de la emisión de una declaratoria de emergencia o de-
sastre natural y de lo que establezcan otras disposicio-
nes legales, las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, de las entidades federativas,
de los municipios y de las delegaciones, ejecutarán las
medidas de seguridad que les competan, a fin de prote-
ger la vida de la población y sus bienes, la planta pro-
ductiva y su entorno, para garantizar el funcionamiento
de los servicios esenciales de la comunidad, informando
en forma inmediata a las autoridades de protección civil
correspondientes sobre las acciones emprendidas, quie-
nes instalarán en los casos que se considere necesario y
conforme a la normatividad aplicable, el centro de ope-
raciones, como centro de comando y de coordinación de
las acciones en el sitio.

6. Se estima oportuno eliminar el capítulo XIX, “De las
sanciones e indemnizaciones”, que comprende los artículos
97 al 104 en virtud de que la protección civil se refiere a las
gestiones preventivas y de atención ante las contingencias
y desastres ocasionadas por fenómenos naturales; las san-
ciones e indemnizaciones corresponden a la aplicación de
penas y de causas de reparaciones por daños u otros actos
de responsabilidad civil y, en su caso, penal, reguladas en
las disposiciones correspondientes.

7. Se elimina el artículo segundo del proyecto de decreto
que adiciona la fracción XVII al artículo 194 del Código
Federal de Procedimientos Penales, en virtud de que un de-
lito está tipificado como la conducta antijurídica y culpable
establecida en el Código sustantivo correspondiente; al no
tener una conducta tipificada, la adición de la fracción pro-
puesta no encuentra sustento legal alguno.

8. Por otro lado, se modifican las nomenclaturas referidas
a las disposiciones legales que cita la nueva ley para ser
enunciadas nominalmente y hacer uniforme las referencias
establecidas a lo largo de la nueva disposición. Así, las no-
menclaturas que se sustituyen son:

En los artículos que corresponda Sistema Nacional, para
ser Sistema Nacional de Protección Civil y Cenapred, por
Centro Nacional de Prevención de Desastres.

Por lo anterior expuesto, los integrantes de la Comisión de
Gobernación ponen a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente

Decreto

Único. Se expide la Ley General de Protección Civil pa-
ra quedar como sigue:

Ley General de Protección Civil

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
social y tiene por objeto establecer las bases de coordina-
ción entre los tres órdenes de gobierno en materia de pro-
tección civil. Los sectores privado y social participarán en
la consecución de los objetivos de esta ley, en los términos
y condiciones que la misma establece. 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. Agente Regulador: Lo constituyen las acciones, ins-
trumentos, normas, obras y en general todo aquello des-
tinado a proteger a las personas, bienes, infraestructura
estratégica, planta productiva y el medio ambiente, a re-
ducir los riesgos y a controlar y prevenir los efectos ad-
versos de un agente perturbador;

II. Albergado: Persona que en forma temporal recibe
asilo, amparo, alojamiento y resguardo ante la amenaza,
inminencia u ocurrencia de un agente perturbador; 

III. Albergue: Instalación que se establece para brindar
resguardo a las personas que se han visto afectadas en
sus viviendas por los efectos de fenómenos perturbado-
res y en donde permanecen hasta que se da la recupera-
ción o reconstrucción de sus viviendas;
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IV. Atlas Nacional de Riesgos: Sistema integral de in-
formación sobre los agentes perturbadores y daños es-
perados, resultado de un análisis espacial y temporal so-
bre la interacción entre los peligros, la vulnerabilidad y
el grado de exposición de los agentes afectables;

V. Auxilio: respuesta de ayuda a las personas en riesgo
o las víctimas de un siniestro, emergencia o desastre,
por parte de grupos especializados públicos o privados,
o por las unidades internas de protección civil, así como
las acciones para salvaguardar los demás agentes afec-
tables; 

VI. Brigada: Grupo de personas que se organizan dentro
de un inmueble, capacitadas y adiestradas en funciones
básicas de respuesta a emergencias tales como: primeros
auxilios, combate a conatos de incendio, evacuación,
búsqueda y rescate; designados en la Unidad Interna de
Protección Civil como encargados del desarrollo y eje-
cución de acciones de prevención, auxilio y recupera-
ción, con base en lo estipulado en el Programa Interno
de Protección Civil del inmueble;

VII. Cambio climático: Cambio en el clima, atribuible
directa o indirectamente a la actividad humana, que al-
tera la composición de la atmósfera mundial y que se su-
ma a la variabilidad climática natural observada duran-
te períodos comparables;

VIII. Centro Nacional: El Centro Nacional de Preven-
ción de Desastres;

IX. Comité Nacional: Al Comité Nacional de Emergen-
cias y Desastres de Protección Civil;

X. Consejo Consultivo: Al Consejo Consultivo Perma-
nente de Protección Civil, como órgano asesor del Con-
sejo Nacional;

XI. Consejo Nacional: Al Consejo Nacional de Protec-
ción Civil;

XII. Continuidad de Operaciones: al proceso de planea-
ción, documentación y actuación que garantiza que las
actividades sustantivas de las instituciones públicas, pri-
vadas y sociales, afectadas por un agente perturbador,
puedan recuperarse y regresar a la normalidad en un
tiempo mínimo. Esta planeación deberá estar contenida
en un documento o serie de documentos cuyo contenido
se dirija hacia la prevención, respuesta inmediata, recu-

peración y restauración, todas ellas avaladas por sesio-
nes de capacitación continua y realización de simula-
cros;

XIII. Coordinación Nacional: A la Coordinación Nacio-
nal de Protección Civil de la Secretaría de Gobernación;

XIV. Damnificado: Persona afectada por un agente per-
turbador, ya sea que haya sufrido daños en su integridad
física o un perjuicio en sus bienes de tal manera que re-
quiere asistencia externa para su subsistencia; conside-
rándose con esa condición en tanto no se concluya la
emergencia o se restablezca la situación de normalidad
previa al desastre;

XV. Delegaciones: los órganos político-administrativos
previstos en el Estatuto de Gobierno del Distrito Fede-
ral;

XVI. Desastre: Al resultado de la ocurrencia de uno o
más agentes perturbadores severos y/o extremos, conca-
tenados o no, de origen natural o de la actividad huma-
na, que cuando acontecen en un tiempo y en una zona
determinada, causan daños y que por su magnitud exce-
den la capacidad de respuesta de la comunidad afectada;

XVII. Donativo: La aportación en dinero o en especie
que realizan las diversas personas físicas o morales, na-
cionales o internacionales, a través de los centros de
acopio autorizados o en las instituciones de crédito, pa-
ra ayudar a las entidades federativas, municipios o co-
munidades en emergencia o desastre. 

XVIII. Emergencia: Situación anormal que puede cau-
sar un daño a la sociedad y propiciar un riesgo excesivo
para la seguridad e integridad de la población en gene-
ral, generada o asociada con la inminencia, alta proba-
bilidad o presencia de un agente perturbador;

XIX. Evacuado: Persona que, con carácter preventivo y
provisional ante la posibilidad o certeza de una emer-
gencia o desastre, se retira o es retirado de su lugar de
alojamiento usual, para garantizar su seguridad y super-
vivencia;

XX. Fenómeno Antropogénico: Agente perturbador
producido por la actividad humana;

XXI. Fenómeno Natural Perturbador: Agente perturba-
dor producido por la naturaleza;
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XXII. Fenómeno Geológico: Agente perturbador que
tiene como causa directa las acciones y movimientos de
la corteza terrestre. A esta categoría pertenecen los sis-
mos, las erupciones volcánicas, los sunamis, la inestabi-
lidad de laderas, los flujos, los caídos o derrumbes, los
hundimientos, la subsidencia y los agrietamientos; 

XXIII. Fenómeno Hidrometeorológico: Agente pertur-
bador que se genera por la acción de los agentes atmos-
féricos, tales como: ciclones tropicales, lluvias extre-
mas, inundaciones pluviales, fluviales, costeras y
lacustres; tormentas de nieve, granizo, polvo y electrici-
dad; heladas; sequías; ondas cálidas y gélidas; y torna-
dos;

XXIV. Fenómeno Químico-Tecnológico: Agente pertur-
bador que se genera por la acción violenta de diferentes
sustancias derivadas de su interacción molecular o nu-
clear. Comprende fenómenos destructivos tales como:
incendios de todo tipo, explosiones, fugas tóxicas, ra-
diaciones y derrames;

XXV. Fenómeno Sanitario-Ecológico: Agente perturba-
dor que se genera por la acción patógena de agentes bio-
lógicos que afectan a la población, a los animales y a las
cosechas, causando su muerte o la alteración de su sa-
lud. Las epidemias o plagas constituyen un desastre sa-
nitario en el sentido estricto del término. En esta clasifi-
cación también se ubica la contaminación del aire, agua,
suelo y alimentos;

XXVI. Fenómeno Socio-Organizativo: Agente pertur-
bador que se genera con motivo de errores humanos o
por acciones premeditadas, que se dan en el marco de
grandes concentraciones o movimientos masivos de po-
blación, tales como: demostraciones de inconformidad
social, concentración masiva de población, terrorismo,
sabotaje, vandalismo, accidentes aéreos, marítimos o te-
rrestres, e interrupción o afectación de los servicios bá-
sicos o de infraestructura estratégica;

XXVII. Gestión Integral de Riesgos: El conjunto de ac-
ciones encaminadas a la identificación, análisis, evalua-
ción, control y reducción de los riesgos, considerándo-
los por su origen multifactorial y en un proceso
permanente de construcción, que involucra a los tres ni-
veles de gobierno, así como a los sectores de la socie-
dad, lo que facilita la realización de acciones dirigidas a
la creación e implementación de políticas públicas, es-
trategias y procedimientos integrados al logro de pautas

de desarrollo sostenible, que combatan las causas es-
tructurales de los desastres y fortalezcan las capacidades
de resiliencia o resistencia de la sociedad. Involucra las
etapas de: identificación de los riesgos y/o su proceso de
formación, previsión, prevención, mitigación, prepara-
ción, auxilio, recuperación y reconstrucción;

XXVIII. Grupos Voluntarios: Las personas morales o
las personas físicas, que se han acreditado ante las auto-
ridades competentes, y que cuentan con personal, cono-
cimientos, experiencia y equipo necesarios, para prestar
de manera altruista y comprometida, sus servicios en ac-
ciones de protección civil;

XXIX. Hospital Seguro: Establecimiento de servicios
de salud que debe permanecer accesible y funcionando
a su máxima capacidad, con la misma estructura, bajo
una situación de emergencia o de desastre;

XXX. Identificación de Riesgos: Reconocer y valorar
las pérdidas o daños probables sobre los agentes afecta-
bles y su distribución geográfica, a través del análisis de
los peligros y la vulnerabilidad;

XXXI. Infraestructura Estratégica: Aquella que es indis-
pensable para la provisión de bienes y servicios públi-
cos, y cuya destrucción o inhabilitación es una amenaza
en contra de la seguridad nacional;

XXXII. Instrumentos Financieros de Gestión de Ries-
gos: Son aquellos programas y mecanismos de financia-
miento y cofinanciamiento con el que cuenta el gobier-
no federal para apoyar a las instancias públicas
federales y entidades federativas, en la ejecución de pro-
yectos y acciones derivadas de la Gestión Integral de
Riesgos, para la prevención y atención de situaciones de
emergencia y/o desastre de origen natural;

XXXIII. Instrumentos de administración y transferencia
de riesgos: Son aquellos programas o mecanismos fi-
nancieros que permiten a las entidades públicas de los
diversos órdenes de gobierno, compartir o cubrir sus
riesgos catastróficos, transfiriendo el costo total o par-
cial a instituciones financieras nacionales o internacio-
nales.

XXXIV. Inventario Nacional de Necesidades de In-
fraestructura: Inventario integrado por las obras de in-
fraestructura que son consideradas estratégicas para dis-
minuir el riesgo de la población y su patrimonio.
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XXXV. Mitigación: Es toda acción orientada a dismi-
nuir el impacto o daños ante la presencia de un agente
perturbador sobre un agente afectable;

XXXVI. Peligro: Probabilidad de ocurrencia de un
agente perturbador potencialmente dañino de cierta in-
tensidad, durante un cierto periodo y en un sitio deter-
minado;

XXXVII. Preparación: Actividades y medidas tomadas
anticipadamente para asegurar una respuesta eficaz ante
el impacto de un fenómeno perturbador en el corto, me-
diano y largo plazo;

XXXVIII. Prevención: Conjunto de acciones y meca-
nismos implementados con antelación a la ocurrencia de
los agentes perturbadores, con la finalidad de conocer
los peligros o los riesgos, identificarlos, eliminarlos o
reducirlos; evitar o mitigar su impacto destructivo sobre
las personas, bienes, infraestructura, así como anticipar-
se a los procesos sociales de construcción de los mis-
mos;

XXXIX. Previsión: Tomar conciencia de los riesgos que
pueden causarse y las necesidades para enfrentarlos a
través de las etapas de identificación de riesgos, preven-
ción, mitigación, preparación, atención de emergencias,
recuperación y reconstrucción;

XL. Programa Interno de Protección Civil: Es un instru-
mento de planeación y operación, circunscrito al ámbito
de una dependencia, entidad, institución u organismo del
sector público, privado o social; que se compone por el
plan operativo para la Unidad Interna de Protección Civil,
el plan para la continuidad de operaciones y el plan de
contingencias, y tiene como propósito mitigar los riesgos
previamente identificados y definir acciones preventivas
y de respuesta para estar en condiciones de atender la
eventualidad de alguna emergencia o desastre;

XLI. Programa Nacional: Al Programa Nacional de Pro-
tección Civil;

XLII. Protección Civil: Es la acción solidaria y partici-
pativa, que en consideración tanto de los riesgos de ori-
gen natural o entrópico como de los efectos adversos de
los agentes perturbadores, prevé la coordinación y con-
certación de los sectores público, privado y social en el
marco del Sistema Nacional, con el fin de crear un con-
junto de disposiciones, planes, programas, estrategias,

mecanismos y recursos para que de manera correspon-
sable, y privilegiando la Gestión Integral de Riesgos y
la Continuidad de Operaciones, se apliquen las medidas
y acciones que sean necesarias para salvaguardar la vi-
da, integridad y salud de la población, así como sus bie-
nes; la infraestructura, la planta productiva y el medio
ambiente;

XLIII. Reconstrucción: La acción transitoria orientada a
alcanzar el entorno de normalidad social y económica
que prevalecía entre la población antes de sufrir los
efectos producidos por un agente perturbador en un de-
terminado espacio o jurisdicción. Este proceso debe
buscar en la medida de lo posible la reducción de los
riesgos existentes, asegurando la no generación de nue-
vos riesgos y mejorando para ello las condiciones pree-
xistentes;

XLIV. Recuperación: Proceso que inicia durante la
emergencia, consistente en acciones encaminadas al re-
torno a la normalidad de la comunidad afectada;

XLV. Reducción de Riesgos: Intervención preventiva de
individuos, instituciones y comunidades que nos permi-
te eliminar o reducir, mediante acciones de preparación
y mitigación, el impacto adverso de los desastres. Con-
templa la identificación de riesgos y el análisis de vul-
nerabilidades, resiliencia y capacidades de respuesta, el
desarrollo de una cultura de la protección civil, el com-
promiso público y el desarrollo de un marco institucio-
nal, la implementación de medidas de protección del
medio ambiente, uso del suelo y planeación urbana, pro-
tección de la infraestructura crítica, generación de alian-
zas y desarrollo de instrumentos financieros y transfe-
rencia de riesgos, y el desarrollo de sistemas de
alertamiento;

XLVI. Refugio Temporal: La instalación física habilita-
da para brindar temporalmente protección y bienestar a
las personas que no tienen posibilidades inmediatas de
acceso a una habitación segura en caso de un riesgo in-
minente, una emergencia, siniestro o desastre.

XLVII. Resiliencia: Es la capacidad de un sistema, co-
munidad o sociedad potencialmente expuesta a un peli-
gro para resistir, asimilar, adaptarse y recuperarse de sus
efectos en un corto plazo y de manera eficiente, a través
de la preservación y restauración de sus estructuras bá-
sicas  y funcionales, logrando una mejor protección fu-
tura y mejorando las medidas de reducción de riesgos;
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XLVIII. Riesgo: Daños o pérdidas probables sobre un
agente afectable, resultado de la interacción entre su
vulnerabilidad y la presencia de un agente perturbador;

XLIX. Riesgo Inminente: Aquel riesgo que según la
opinión de una instancia técnica especializada, debe
considerar la realización de acciones inmediatas en vir-
tud de existir condiciones o altas probabilidades de que
se produzcan los efectos adversos sobre un agente afec-
table;

L. Secretaría: La Secretaría de Gobernación del Gobier-
no Federal;

LI. Seguro: Instrumento de Administración y Transfe-
rencia de Riesgos.

LII. Simulacro: Representación mediante una simula-
ción de las acciones de respuesta previamente planeadas
con el fin de observar, probar y corregir una respuesta
eficaz ante posibles situaciones reales de emergencia o
desastre. Implica el montaje de un escenario en terreno
específico, diseñado a partir de la identificación y análi-
sis de riesgos y la vulnerabilidad de los sistemas afecta-
bles;

LIII. Sistema Nacional: El Sistema Nacional de Protec-
ción Civil.

LIV. Siniestro: Situación crítica y dañina generada por
la incidencia de uno o más fenómenos perturbadores en
un inmueble o instalación afectando a su población y
equipo, con posible afectación a instalaciones circun-
dantes;

LV. Unidad Interna de Protección Civil: El órgano nor-
mativo y operativo responsable de desarrollar y dirigir
las acciones de protección civil, así como elaborar, ac-
tualizar, operar y vigilar el Programa Interno de Protec-
ción Civil en los inmuebles e instalaciones fijas y móvi-
les de una dependencia, institución o entidad
perteneciente a los sectores público, privado y social;
también conocidas como Brigadas Institucionales de
Protección Civil;

LVI. Unidades de Protección Civil: Los organismos de
la administración pública de las entidades federativas,
municipales o de las delegaciones, encargados de la or-
ganización, coordinación y operación del Sistema Na-
cional, en su demarcación territorial;

LVII. Vulnerabilidad: Susceptibilidad o propensión de
un agente afectable a sufrir daños o pérdidas ante la pre-
sencia de un agente perturbador, determinado por facto-
res físicos, sociales, económicos y ambientales.

LVIII. Zona de Desastre: Espacio territorial determina-
do en el tiempo por la declaración formal de la autori-
dad competente, en virtud del desajuste que sufre en su
estructura social, impidiéndose el cumplimiento normal
de las actividades de la comunidad. Puede involucrar el
ejercicio de recursos públicos a través del Fondo de De-
sastres.

LIX. Zona de Riesgo: Espacio territorial determinado en
el que existe la probabilidad de que se produzca un da-
ño, originado por un fenómeno perturbador, y

LX. Zona de Riesgo Grave: Asentamiento humano que
se encuentra dentro de una zona de grave riesgo, origi-
nado por un posible fenómeno perturbador.

Artículo 3. Los tres niveles de gobierno tratarán en todo
momento que los programas y estrategias dirigidas al for-
talecimiento de los instrumentos de organización y funcio-
namiento de las instituciones de protección civil se susten-
ten en un enfoque de Gestión Integral del Riesgo.

Artículo 4. Las políticas públicas en materia de protección
civil, se ceñirán al Plan Nacional de Desarrollo y al Pro-
grama Nacional de Protección Civil, identificando para
ello las siguientes prioridades:

I. La identificación y análisis de riesgos como sustento
para la implementación de medidas de prevención y mi-
tigación;

II. Promoción de una cultura de responsabilidad social
dirigida a la protección civil con énfasis en la preven-
ción y autoprotección respecto de los riesgos y peligros
que representan los agentes perturbadores y su vulnera-
bilidad;

III. Obligación del Estado en sus tres órdenes de go-
bierno, para reducir los riesgos sobre los agentes afecta-
bles y llevar a cabo las acciones necesarias para la iden-
tificación y el reconocimiento de la vulnerabilidad de
las zonas bajo su jurisdicción;

IV. El fomento de la participación social para crear co-
munidades resilientes, y por ello capaces de resistir los
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efectos negativos de los desastres, mediante una acción
solidaria, y recuperar en el menor tiempo posible sus ac-
tividades productivas, económicas y sociales;

V. Incorporación de la Gestión Integral del Riesgo, co-
mo aspecto fundamental en la planeación y programa-
ción del desarrollo y ordenamiento del país para rever-
tir el proceso de generación de riesgos;

VI. El establecimiento de un sistema de certificación de
competencias, que garantice un perfil adecuado en el
personal responsable de la protección civil en los tres
órdenes de gobierno, y 

VII. El conocimiento y la adaptación al cambio climáti-
co, y en general a las consecuencias y efectos del calen-
tamiento global provocados por el ser humano y la apli-
cación de las tecnologías.

Artículo 5. Las autoridades de protección civil, enumera-
das en el artículo 27 de esta ley, deberán actuar con base en
los siguientes principios:

I. Prioridad en la protección a la vida, la salud y la inte-
gridad de las personas;

II. Inmediatez, equidad, profesionalismo, eficacia y efi-
ciencia en la prestación del auxilio y entrega de recursos
a la población en caso de emergencia o desastre; 

III. Subsidiariedad, complementariedad, transversalidad
y proporcionalidad en las funciones asignadas a las di-
versas instancias del Gobierno;

IV. Publicidad y participación social en todas las fases
de la protección civil, pero particularmente en la de pre-
vención; 

V. Establecimiento y desarrollo de una cultura de la pro-
tección civil, con énfasis en la prevención en la pobla-
ción en general; 

VI. Legalidad, control, eficacia, racionalidad, equidad,
transparencia y rendición de cuentas en la administra-
ción de los recursos públicos;

VII. Corresponsabilidad entre sociedad y gobierno, y

VIII. Honradez y de respeto a los derechos humanos.

Artículo 6. La coordinación y aplicación de esta Ley, se
hará con respeto absoluto a las atribuciones constituciona-
les y legales de las autoridades e instituciones que intervie-
nen en el Sistema Nacional.

Capítulo II
De la Protección Civil

Artículo 7. Corresponde al Ejecutivo Federal en materia
de protección civil:

I. Asegurar el correcto funcionamiento del Sistema Na-
cional y dictar los lineamientos generales para coordinar
las labores de protección civil en beneficio de la pobla-
ción, sus bienes y entorno, induciendo y conduciendo la
participación de los diferentes sectores y grupos de la
sociedad en el marco de la Gestión Integral de Riesgos;

II. Promover la incorporación de la Gestión Integral de
Riesgos en el desarrollo local y regional, estableciendo
estrategias y políticas basadas en el análisis de los ries-
gos, con el fin de evitar la construcción de riesgos futu-
ros y la realización de acciones de intervención para re-
ducir los riesgos existentes;

III. Contemplar, el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración de cada ejercicio fiscal, recursos para el óptimo
funcionamiento y operación de los Instrumentos Finan-
cieros de Gestión de Riesgos, establecidos conforme a
la normatividad administrativa en la materia, con el fin
de promover y apoyar la realización de acciones de or-
den preventivo; así como las orientadas tanto al auxilio
de la población en situación de emergencia, como la
atención de los daños provocados por los desastres de
origen natural;

IV. Considerar las adecuaciones presupuestarias que se
requieran en cada periodo para propiciar el cumpli-
miento de los objetivos del Sistema Nacional y el Pro-
grama Nacional en materia de protección civil, así como
de los instrumentos financieros previstos en la fracción
anterior;

V. Emitir declaratorias de emergencia o desastre de ori-
gen natural, en los términos establecidos en esta Ley y
en la normatividad administrativa; 

VI. Disponer la utilización y destino de los recursos de
los Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos,
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con apego a lo dispuesto por la normatividad adminis-
trativa en la materia;

VII. Promover, ante la eventualidad de los desastres de
origen natural, la realización de acciones dirigidas a una
estrategia integral de transferencia de riesgos, a través
de herramientas tales como la identificación de la in-
fraestructura por asegurar, el análisis de los riesgos, las
medidas para su reducción y la definición de los esque-
mas de retención y aseguramiento, entre otros;

VIII. Dictar los lineamientos generales en materia de
protección civil para inducir y fomentar que el principio
de la Gestión Integral de Riesgos y la Continuidad de
Operaciones, sea un valor de política pública y una ta-
rea transversal para que con ello se realicen acciones de
orden preventivo, con especial énfasis en aquellas que
tienen relación directa con la salud, la educación, el or-
denamiento territorial, la planeación urbano-regional, la
conservación y empleo de los recursos naturales, la go-
bernabilidad y la seguridad;

IX. Vigilar, mediante las dependencias y entidades com-
petentes y conforme a las disposiciones legales aplica-
bles, que no se autoricen centros de población en zonas de
riesgo y, de ser el caso, se notifique a las autoridades
competentes para que proceda a su desalojo, así como al
deslinde de las responsabilidades en las que incurren por
la omisión y complacencia ante dichas irregularidades y;

X. Promover ante los titulares de los Poderes Ejecutivo y
Legislativo de las entidades federativas, la homologación
del marco normativo y las estructuras funcionales de la
protección civil.

Artículo 8. Los Poderes Legislativo y Judicial de la Unión,
las entidades federativas, los municipios, las delegaciones,
los organismos descentralizados, los organismos constitu-
cionales autónomos y los sectores privado y social, así co-
mo la población en general, deberán coadyuvar para que
las acciones de protección civil se realicen en forma coor-
dinada y eficaz.

Artículo 9. La organización y la prestación de la política
pública de protección civil corresponden al Estado quien
deberá realizarlas en los términos de esta Ley y de su Re-
glamento, por conducto de la Federación, los estados, el
Distrito Federal, los municipios y las delegaciones, en sus
respectivos ámbitos de competencia. 

La Secretaría deberá promover la interacción de la protec-
ción civil con los procesos de información, a fin de impul-
sar acciones a favor del aprendizaje y práctica de conduc-
tas seguras, mediante el aprovechamiento de los tiempos
oficiales en los medios de comunicación electrónicos.

Artículo 10. La Gestión Integral de Riesgos considera, en-
tre otras, las siguientes fases anticipadas a la ocurrencia de
un agente perturbador:

I. Conocimiento del origen y naturaleza de los riesgos,
además de los procesos de construcción social de los
mismos;

II. Identificación de peligros, vulnerabilidades y riesgos,
así como sus escenarios;

III. Análisis y evaluación de los posibles efectos; 

IV. Revisión de controles para la mitigación del impac-
to;

V. Acciones y mecanismos para la prevención y mitiga-
ción de riesgos;

VI. Desarrollo de una mayor comprensión y concienti-
zación de los riesgos, y

VII. Fortalecimiento de la resiliencia de la sociedad

Artículo 11. Para que los particulares o dependencias pú-
blicas puedan ejercer la actividad de asesoría, capacitación,
evaluación, elaboración de programas internos de protec-
ción civil, de continuidad de operaciones y estudios de vul-
nerabilidad y riesgos en materia de protección civil, debe-
rán contar con el registro expedido por la autoridad
competente de protección civil, de acuerdo con los linea-
mientos establecidos en el Reglamento de esta ley. 

El registro será obligatorio y permitirá a los particulares o
dependencias públicas referidas en el párrafo anterior, emi-
tir la carta de corresponsabilidad que se requiera para la
aprobación de los programas internos y especiales de pro-
tección civil. 

Artículo 12. El emblema distintivo de la protección civil
en el país deberá contener el adoptado en el ámbito inter-
nacional, conforme a la imagen institucional que se defina
en el Reglamento y solamente será utilizado por el perso-
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nal y las instituciones autorizadas en los términos del pro-
pio Reglamento. 

Artículo 13. Los medios de comunicación masiva electró-
nicos y escritos, al formar parte del Sistema Nacional, co-
laborarán con las autoridades con arreglo a los convenios
que se concreten sobre el particular, orientando y difun-
diendo oportuna y verazmente, información en materia de
protección civil y de la Gestión Integral de Riesgos.

Los convenios de concertación contendrán las acciones de
la gestión integral de riesgos y su incorporación en la ela-
boración de planes, programas y recomendaciones, así co-
mo en el diseño y transmisión de información pública acer-
ca de la protección civil.

Capítulo III
Del Sistema Nacional de Protección Civil 

Artículo 14. El Sistema Nacional es un conjunto orgánico
y articulado de estructuras, relaciones funcionales, méto-
dos, normas, instancias, principios, instrumentos, políticas,
procedimientos, servicios y acciones, que establecen co-
rresponsablemente las dependencias y entidades del sector
público entre sí, con las organizaciones de los diversos
grupos voluntarios, sociales, privados y con los Poderes
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de los organismos consti-
tucionales autónomos, de las entidades federativas, de los
municipios y las delegaciones, a fin de efectuar acciones
coordinadas, en materia de protección civil.

Artículo 15. El objetivo general del Sistema Nacional es el
de proteger a la persona y a la sociedad y su entorno ante
la eventualidad de los riesgos y peligros que representan
los agentes perturbadores y la vulnerabilidad en el corto,
mediano o largo plazo, provocada por fenómenos naturales
o antropogénicos, a través de la Gestión Integral de Ries-
gos y el fomento de la capacidad de adaptación, auxilio y
restablecimiento en la población.

Artículo 16. El Sistema Nacional se encuentra integrado
por todas las dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal, por los sistemas de protección civil
de las entidades federativas, sus municipios y las delega-
ciones; por los grupos voluntarios, vecinales y organiza-
ciones de la sociedad civil, los cuerpos de bomberos, así
como por los representantes de los sectores privado y so-
cial, los medios de comunicación y los centros de investi-
gación, educación y desarrollo tecnológico.

Los integrantes del Sistema Nacional deberán compartir
con la autoridad competente que solicite y justifique su uti-
lidad, la información de carácter técnico, ya sea impresa,
electrónica o en tiempo real relativa a los sistemas y/o re-
des de alerta, detección, monitoreo, pronóstico y medición
de riesgos.

Artículo 17. Los Gobernadores de los Estados, el Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, los Presidentes Municipales
y los Jefes Delegacionales del Distrito Federal, tendrán
dentro de su jurisdicción la responsabilidad sobre la inte-
gración y funcionamiento de los sistemas de protección ci-
vil, conforme a lo que establezca la presente Ley y la le-
gislación local correspondiente.

Igualmente, en cada uno de sus ámbitos, se asegurarán del
correcto funcionamiento de los consejos y unidades de pro-
tección civil, promoviendo para que sean constituidos, con
un nivel no menor a Dirección General preferentemente y
de acuerdo a la legislación aplicable, como organismos con
autonomía administrativa, financiera, de operación y ges-
tión, dependiente de la Secretaría de Gobierno, Secretaría
del Ayuntamiento, y las Delegaciones, respectivamente.

Aquellos servidores públicos que desempeñen una respon-
sabilidad en las Unidades Estatales, Municipales y Delega-
cionales de Protección Civil deberán contar con certifica-
ción de competencia expedida por alguna de las
instituciones registradas en la Escuela Nacional.

Las unidades estatales de protección civil, con sustento en
las leyes y disposiciones locales, propiciarán una distribu-
ción estratégica de las tareas, entre los centros regionales
ubicados con criterios basados en la localización de los
riesgos, las necesidades y los recursos disponibles.

Sobre la denominación que a nivel nacional se tiene de las
unidades estatales, municipales, del Distrito Federal y De-
legaciones, se dispondrá por virtud de la presente ley lla-
marse Coordinación Estatal de Protección Civil del Estado
o en su caso, Coordinación Municipal de Protección Civil. 

Artículo 18. Es responsabilidad de los Gobernadores de
los Estados y del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, la
contratación de seguros y demás instrumentos de adminis-
tración y transferencia de riesgos para la cobertura de da-
ños causados por un desastre natural en sus entidades fede-
rativas.
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Para el cumplimiento de esta obligación, las entidades fe-
derativas podrán utilizar los recursos  de los Instrumentos
Financieros de Gestión de Riesgos que tanto la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público como la Secretaría de Go-
bernación, designen para cubrir el costo de la prima del
instrumento contratado, cumpliendo con lo establecido en
los lineamientos que para tal efecto se emitan.

Para acceder a los apoyos referidos en el párrafo anterior,
los gobiernos estatales deberán acreditar que en el proceso
de contratación del instrumento seleccionado se cumplie-
ron con los principios de economía, eficacia, eficiencia,
imparcialidad, honradez y transparencia que aseguren las
mejores condiciones para el Estado.

Artículo 19. La coordinación ejecutiva del Sistema Nacio-
nal recaerá en la Secretaría por conducto de la Coordina-
ción Nacional, la cual tiene las atribuciones siguientes en
materia de protección civil:

I. Garantizar el correcto funcionamiento del Sistema
Nacional a través de la supervisión y la coordinación de
acciones de protección civil que realicen los diversos
órdenes de gobierno, mediante la adecuada Gestión In-
tegral de los Riesgos, incorporando la participación ac-
tiva y comprometida de la sociedad, tanto en lo indivi-
dual como en lo colectivo;

II. Verificar los avances en el cumplimiento del Progra-
ma Nacional;

III. Proponer políticas y estrategias para el desarrollo de
programas internos, especiales y regionales de protec-
ción civil;

IV. Promover y apoyar la creación de las instancias, me-
canismos, instrumentos y procedimientos de carácter
técnico operativo, de servicios y logística que permitan
prevenir y atender la eventualidad de un riesgo o peligro
que representan los agentes perturbadores y la vulnera-
bilidad;

V. Investigar, estudiar y evaluar riesgos, peligros y vul-
nerabilidades, integrando y ampliando los conocimien-
tos de tales acontecimientos en coordinación con las de-
pendencias responsables;

VI. Difundir entre las autoridades correspondientes y la
población en general los resultados de los trabajos que
realice, así como toda aquella información pública que

tienda a la generación, desarrollo y consolidación de
una cultura nacional en la materia, con las reservas que
correspondan en materia de transparencia y de seguri-
dad nacional.

VII. Asesorar y apoyar a las dependencias y entidades
de la Administración Pública Federal, a los gobiernos de
las entidades federativas, de los municipios y delegacio-
nes, así como a otras instituciones de carácter social y
privado en materia de protección civil;

VIII. Asesorar y apoyar a los gobiernos de las entidades
federativas en el análisis y selección del modelo reque-
rido para la transferencia de riesgos a que se refiere el
Artículo 18 de esta Ley, para lo cual podrá solicitar re-
cursos de los instrumentos financieros.

IX. Instrumentar y en su caso, operar redes de detec-
ción, monitoreo, pronóstico y sistemas de alertamiento,
en coordinación con las dependencias responsables e in-
corporando los esfuerzos de otras redes de monitoreo
públicas o privadas;

X. Suscribir convenios en materia de protección civil y
gestión de riesgos en el ámbito nacional e internacional,
en coordinación con las autoridades competentes en la
materia;

XI. Emitir y publicar las declaratorias de emergencia y
de desastre natural;

XII. Promover la constitución de fondos de las entida-
des federativas para la prevención y atención de emer-
gencias y desastres de origen natural;

XIII. Suscribir convenios de colaboración administrati-
va con las entidades federativas en materia de preven-
ción y atención de emergencias y desastres;

XIV. Coordinar la administración y operación de los
Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos;

XV. Gestionar la autorización de recursos con cargo a
los Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos;

XVI. Emitir las Normas Oficiales Mexicanas en materia
de Protección Civil;

XVII. Gestionar ante las autoridades correspondientes,
la incorporación y ampliación de contenidos de protec-
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ción civil con un enfoque de Gestión Integral de Ries-
gos en el Sistema Educativo Nacional en todos los ni-
veles, desde educación preescolar, primaria y secunda-
ria, hasta los niveles superiores;

XVIII. Fomentar en la población una cultura de protec-
ción civil que le brinde herramientas que en un momen-
to dado le permitan salvaguardar su vida, sus posesiones
y su entorno frente a los riesgos derivados de fenóme-
nos naturales y humanos. Para esta tarea, debe conside-
rarse el apoyo de las instituciones y organizaciones de la
sociedad civil que cuenten con una certificación de
competencia y que esté capacitada para esta actividad.

XIX. Promover, conjuntamente con las personas mora-
les, la constitución de mecanismos tendientes a la ob-
tención de recursos que sirvan para fomentar una cultu-
ra de protección civil y, en su caso, para coadyuvar en la
gestión de los riesgos; 

XX. Promover el establecimiento de programas básicos
de seguridad por regiones y entidades federativas, para
hacer frente a agentes perturbadores recurrentes o im-
previstos;

XXI. Promover entre las instancias competentes de los
distintos órdenes de gobierno, la generación de infor-
mación relativa a la protección civil, que por su oportu-
nidad, calidad y cantidad fortalezca los procesos de to-
ma de decisiones;

XXII. Promover la instrumentación de un Subsistema
de Información de Riesgos, Peligros y Vulnerabilidades
que permita mantener informada oportunamente a la po-
blación;

XXIII. Supervisar, a través del Centro Nacional, que se
realice y se mantenga actualizado el Atlas Nacional de
Riesgos, así como los correspondientes a las entidades
federativas, municipios y delegaciones.

El Atlas se integra con la información a nivel nacional,
estatal, del Distrito Federal, municipal y delegacional.
Consta de bases de datos, sistemas de información geo-
gráfica y herramientas para el análisis y la simulación de
escenarios, así como la estimación de pérdidas por de-
sastres. Por la naturaleza dinámica del riesgo, deberá
mantenerse como un instrumento de actualización per-
manente.

Los atlas de riesgo constituyen el marco de referencia
para la elaboración de políticas y programas en todas las
etapas de la Gestión Integral del Riesgo;

XXIV. Coordinar el apoyo y asesoría a las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal, a los
demás Poderes de la Unión y a los órganos constitucio-
nales autónomos en la prevención de desastres y, con
base en la suscripción de convenios, a los gobiernos de
las entidades federativas, municipios o delegaciones, así
como a las instituciones de carácter social y privado;

XXV. Promover y apoyar la capacitación de los profe-
sionales, especialistas y técnicos mexicanos en materia
de protección civil;

XXVI. Promover entre los gobiernos de las entidades
federativas, municipios y delegaciones la creación y
construcción de infraestructura y la distribución de
equipamiento de protección civil, tendientes a fortalecer
las herramientas de gestión del riesgo;

XXVII. Gestionar ante la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores y las autoridades de otros países, la recepción y
envío de apoyos internacionales;

XXVIII. Intercambiar con otros países y con organis-
mos internacionales, conocimientos, experiencias y co-
operación técnica y científica para fortalecer la protec-
ción civil mediante la incorporación de los avances en la
materia, con la participación que corresponda a la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores;

XXIX. Promover que los gobiernos de las entidades fe-
derativas y de los municipios o delegaciones, según co-
rresponda, elaboren y mantengan actualizados sus res-
pectivos programas de protección civil y formen parte
de sus planes de desarrollo;

XXX. Proponer los modelos de contratación de seguros
e instrumentos financieros de gestión de riesgos, que ga-
ranticen a la Federación las mejores condiciones en
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y
demás circunstancias pertinentes, y 

XXXI. Las demás que señalen los ordenamientos apli-
cables o que le atribuyan el Presidente o el Consejo Na-
cional dentro de la esfera de sus facultades.
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Artículo 20. Para el mejor cumplimiento de sus funciones,
la Coordinación Nacional podrá integrar Comités Interins-
titucionales para los diferentes agentes perturbadores, quie-
nes apoyarán a las autoridades en el diagnóstico y toma de
decisión en la gestión del riesgo, a fin de reducir al máxi-
mo los posibles daños que pudiesen generar. Dichos Comi-
tés Interinstitucionales, serán técnicamente apoyados por
los Comités Científicos Asesores u otras instancias técni-
cas conforme el Manual de Organización del Sistema Na-
cional. 

Artículo 21. En una situación de emergencia, el auxilio a
la población debe constituirse en una función prioritaria de
la protección civil, por lo que las instancias de coordina-
ción deberán actuar en forma conjunta y ordenada, en los
términos de esta Ley y de las demás disposiciones aplica-
bles. También se hará del conocimiento de la Secretaría de
la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina para que se
implemente el Plan de Auxilio a la Población Civil en caso
de desastres y el Plan General de Auxilio a la Población Ci-
vil, respectivamente. 

Con la finalidad de iniciar las actividades de auxilio en ca-
so de emergencia, la primera autoridad que tome conoci-
miento de ésta, deberá proceder a la inmediata prestación
de ayuda e informar tan pronto como sea posible a las ins-
tancias especializadas de protección civil.

El Reglamento de esta Ley y las demás disposiciones ad-
ministrativas en la materia establecerán los casos en los
que se requiera de una intervención especializada para la
atención de una emergencia o desastre. 

La primera instancia de actuación especializada, corres-
ponde a las Unidades Internas de Protección Civil de cada
instalación pública o privada, así como a la autoridad mu-
nicipal o delegacional que conozca de la situación de emer-
gencia. Además, corresponderá en primera instancia a la
Unidad Municipal o Delegacional de Protección Civil el
ejercicio de las atribuciones de vigilancia y aplicación de
medidas de seguridad.

En caso de que la emergencia o desastre supere la capaci-
dad de respuesta del municipio o delegación, acudirá a la
instancia estatal o del Distrito Federal correspondiente, en
los términos de la legislación aplicable. Si ésta resulta in-
suficiente, se procederá a informar a las instancias federa-
les correspondientes, las que actuarán de acuerdo con los
programas establecidos al efecto, en los términos de esta
Ley y de las demás disposiciones jurídicas aplicables.

En las acciones de gestión de riesgos se dará prioridad a los
grupos sociales vulnerables y de escasos recursos econó-
micos.

Artículo 22. Las políticas, lineamientos y acciones de co-
ordinación entre la Federación, las entidades federativas,
los municipios y las delegaciones, se llevarán a cabo me-
diante la suscripción de convenios de coordinación, en los
términos de la normatividad aplicable, o con base en los
acuerdos y resoluciones que se tomen en el Consejo Na-
cional y en las demás instancias de coordinación, con ple-
no respeto de la autonomía de las entidades federativas y
de los municipios.

Artículo 23. El Centro Nacional es la institución técnica-
científica de la Coordinación Nacional de Protección Civil
encargada de crear, gestionar y promover políticas públicas
en materia de prevención de desastres y reducción de riesgos
a través de la investigación, el monitoreo, la capacitación y
la difusión. Tiene entre sus atribuciones, el apoyo técnico al
Sistema Nacional, así como la integración del Atlas Nacio-
nal de Riesgos, la conducción de la Escuela Nacional de Pro-
tección Civil, la coordinación del monitoreo y alertamiento
de fenómenos perturbadores y promover el fortalecimiento
de la resiliencia de la sociedad en su conjunto.

Artículo 24. El Centro Nacional de Comunicación y Ope-
ración de Protección Civil, es la instancia operativa de co-
municación, alertamiento, información, apoyo permanente
y enlace entre los integrantes del Sistema Nacional, en las
tareas de preparación, auxilio y recuperación; asimismo,
está encargada de integrar sistemas, equipos, documentos y
demás instrumentos que contribuyan a facilitar a los inte-
grantes del Sistema Nacional, la oportuna y adecuada toma
de decisiones.

La Secretaría por conducto de la Coordinación Nacional,
determinará las acciones y medidas necesarias para que es-
te Centro cuente en todo momento con las condiciones, in-
fraestructura e información actualizada, que permitan su
óptima operación, en los términos que al efecto se deter-
minen en el Reglamento.

Artículo 25. Las autoridades correspondientes en su ámbi-
to de competencia llevarán a cabo proyectos, estudios e in-
versiones necesarias para ampliar y modernizar la cobertu-
ra de los sistemas de medición de los distintos fenómenos
perturbadores naturales y antropogénicos, encaminados a
prevenir riesgos que pongan en peligro la vida y que pue-
dan provocar daños a la población.
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Capítulo IV
Del Consejo Nacional de Protección Civil

Artículo 26. El Consejo Nacional es un órgano guberna-
mental consultivo en materia de protección civil. Sus atri-
buciones son las siguientes:

I. Proponer la aprobación del Programa Nacional de
Protección Civil y vigilar el cumplimiento de sus obje-
tivos y metas; 

II. Proponer el establecimiento de los instrumentos y
políticas públicas integrales, sistemáticas, continuas y
evaluables, tendientes a cumplir los objetivos y fines de
la protección civil;

III. Proponer la emisión de acuerdos y resoluciones ge-
nerales, para el funcionamiento del Sistema Nacional; 

IV. Fungir como órgano de consulta y de coordinación
de acciones del Gobierno Federal y de las entidades fe-
derativas para convocar, concertar, inducir e integrar las
actividades de los diversos participantes e interesados
en la materia, a fin de garantizar la consecución del ob-
jetivo del Sistema Nacional;

V. Promover la efectiva coordinación de las instancias
que integran el Sistema Nacional y dar seguimiento de
las acciones que para tal efecto se establezcan;

VI. Proponer el establecimiento de medidas para vincu-
lar al Sistema Nacional con los sistemas estatales y mu-
nicipales de protección civil;

VII. Fomentar la participación comprometida y corres-
ponsable de todos los sectores de la sociedad, en la for-
mulación y ejecución de los programas destinados a sa-
tisfacer las necesidades de protección civil en el
territorio nacional;

VIII. Convocar, coordinar y armonizar, con pleno res-
peto a sus respectivas soberanías, la participación de las
entidades federativas y por conducto de éstas, de los
municipios, las delegaciones y de los diversos grupos
sociales locales organizados, en la definición y ejecu-
ción de las acciones que se convenga realizar en mate-
ria de protección civil;

IX. Proponer a la Secretaría de Relaciones Exteriores,
los criterios para la celebración y el cumplimiento de los
acuerdos internacionales en materia de protección civil;

X. Proponer el establecimiento de las modalidades de
cooperación y auxilio internacionales en casos de de-
sastres, de acuerdo con la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores y en los términos establecidos en el Reglamen-
to;

XI. Promover el estudio, la investigación y la capacita-
ción en materia de protección civil, identificando sus
problemas y tendencias, y proponiendo las normas y
programas que permitan su solución;

XII. Promover el desarrollo y la consolidación de una
cultura nacional de protección civil;

XIII. Crear grupos de trabajo para el apoyo de sus fun-
ciones, y

XIV. Las demás que se establezcan en otras disposicio-
nes normativas y las que sean necesarias para el funcio-
namiento del Sistema Nacional.

Artículo 27. El Consejo Nacional estará integrado por el
Presidente de la República, quien lo presidirá y por los ti-
tulares de las Secretarías de Estado, los Gobernadores de
los Estados, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, quie-
nes podrán ser suplidos por servidores públicos que osten-
ten cargos con nivel inmediato inferior, y la Mesa Directi-
va de la Comisión de Protección Civil de la Cámara de
Senadores y la de Diputados. En el caso del Presidente de
la República, lo suplirá el Secretario de Gobernación,
quien a su vez será suplido por el Coordinador Nacional de
Protección Civil.

El Consejo Nacional podrá asesorarse en la toma de deci-
siones en materia de protección civil del Consejo Consulti-
vo, en los términos que se establezcan en el Reglamento.

Los integrantes del Consejo Consultivo podrán ser convo-
cados a las sesiones del Consejo Nacional, por invitación
que formule el Secretario Ejecutivo.

Artículo 28. El Secretario de Gobernación será el Secreta-
rio Ejecutivo del Consejo Nacional. El Secretario Técnico
será el Coordinador Nacional de Protección Civil.
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Artículo 29. El Consejo Nacional sesionará ordinariamen-
te en pleno por lo menos una vez al año y extraordinaria-
mente cuando sea convocado por el Presidente de la Repú-
blica. Corresponde al Secretario Ejecutivo:

I. Presentar a la consideración del Consejo Nacional el
Informe del Avance del Programa Nacional;

II. Concertar con los poderes Legislativo y Judicial de la
Unión, así como con las autoridades de las entidades fe-
derativas y con las organizaciones voluntarias, privadas
y sociales el cumplimiento del Programa Nacional;

III. Proporcionar a la población en general la informa-
ción pública que se genere en materia de protección ci-
vil relacionada con la autoprotección y el autocuidado; 

IV. Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos y resolu-
ciones del Consejo Nacional y de su Presidente;

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Consejo
Nacional, llevar el archivo de éstos y de los instrumen-
tos jurídicos que deriven y expedir constancia de los
mismos;

VI. Informar periódicamente al Consejo Nacional y a su
Presidente de sus actividades;

VII. Celebrar convenios de coordinación, colaboración
y concertación necesarios para el cumplimiento de los
fines del Sistema Nacional;

VIII. Verificar el cumplimiento de las disposiciones de
esta Ley, los convenios generales y específicos en la
materia, así como las demás disposiciones aplicables e
informar lo conducente al Consejo Nacional;

IX. Presentar al Consejo Nacional los informes respec-
to al seguimiento de los acuerdos y resoluciones que se
adopten en su seno;

X. Colaborar con las instituciones que integran el Siste-
ma Nacional, para fortalecer y hacer eficientes los me-
canismos de coordinación;

XI. Coadyuvar con la Auditoría Superior de la Federa-
ción y demás instancias de fiscalización, proporcionan-
do la información con la que cuente respecto del ejerci-
cio de los recursos de los fondos de ayuda federal, así
como del cumplimiento de esta Ley;

XII. Supervisar, en coordinación con las demás instan-
cias competentes, la correcta aplicación de los recursos
de los fondos por las entidades federativas y por los mu-
nicipios y delegaciones, y

XIII. Las demás que le otorga esta Ley y demás dispo-
siciones aplicables, así como las que le encomiende el
Consejo Nacional o su Presidente.

Artículo 30. Corresponde al Secretario Técnico:

I. Suplir al Secretario Ejecutivo en sus ausencias;

II. Elaborar y someter a la consideración del Secretario
Ejecutivo, el proyecto de calendario de sesiones del
Consejo Nacional y el proyecto de orden del día de ca-
da sesión, para que en su momento sean sometidos a la
aprobación del Consejo Nacional;

III. Coordinar la realización de los trabajos específicos
y acciones que determine el Consejo Nacional;

IV. Coordinar la realización de estudios especializados
sobre las materias de protección civil; 

V. Verificar que los programas, estrategias, acciones y
políticas que se adopten por las entidades federativas se
coordinen con el Sistema Nacional y que cumplan con
los lineamientos y acuerdos generales que dicte el Con-
sejo Nacional;

VI. Preparar la evaluación de cumplimiento del Progra-
ma Nacional de Protección Civil, y

VII. Las demás funciones que se señalen en el Regla-
mento de esta Ley o que le sean encomendadas por el
Presidente o el Secretario Ejecutivo del Consejo Nacio-
nal.

Artículo 31. La Coordinación Nacional de Protección Ci-
vil, para efectos presupuestarios dependerá del presupues-
to de la Secretaría de Gobernación, la cual contemplará en
cada ejercicio presupuestario los recursos necesarios para
que la Coordinación realice sus tareas y objetivos. En lo
que se refiere a su actuación, rendición de cuentas y la rea-
lización de su cometido, la Coordinación tendrá el carácter
autónomo.
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Capítulo V
Del Comité Nacional de Emergencias

Artículo 32. El Comité Nacional, es el mecanismo de co-
ordinación de las acciones en situaciones de emergencia y
desastre ocasionadas por la presencia de agentes perturba-
dores que pongan en riesgo a la población, bienes y entor-
no, sin menoscabo de lo establecido en el artículo 20 de es-
ta Ley y de conformidad con el Manual de Organización y
Operación del Sistema Nacional y en los términos que se
establezcan en el Reglamento.

Artículo 33. El Comité Nacional estará constituido por los
titulares o por un representante de las dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal, con rango no
inferior al de Director General o equivalente, que de acuer-
do a su especialidad asume la responsabilidad de asesorar,
apoyar y aportar, dentro de sus funciones, programas, pla-
nes de emergencia y sus recursos humanos y materiales, al
Sistema Nacional, así como por el representante que al
efecto designe el o los Gobernadores de los Estados afec-
tados o por el Jefe del Gobierno del Distrito Federal, en su
caso.

El Comité Nacional estará presidido por el Secretario de
Gobernación, o en su ausencia por el Titular de la Coordi-
nación Nacional, quienes podrán convocar para sesionar en
forma extraordinaria cuando se presenten situaciones ex-
tremas de emergencia o desastre, o cuando la probabilidad
de afectación por un agente perturbador sea muy alta, po-
niendo en inminente riesgo a grandes núcleos de población
e infraestructura del país.

El Secretariado Técnico del Comité Nacional recaerá en el
Titular de la Coordinación Nacional o el servidor público
que éste designe para el efecto, debiendo tener un nivel je-
rárquico de Director General o su equivalente.

Los esquemas de coordinación de este Comité serán preci-
sados en el Reglamento.

Artículo 34. El Comité Nacional tendrá las siguientes atri-
buciones:

I. Analizar la situación de emergencia o desastre que
afecte al país, a fin de evaluar el alcance del impacto y
formular las recomendaciones necesarias para proteger
a la población, sus bienes y su entorno;

II. Determinar las medidas urgentes que deben ponerse
en práctica para hacer frente a la situación, así como los
recursos indispensables para ello;

III. Proveer de los programas institucionales, los medios
materiales y financieros necesarios para las acciones de
auxilio, recuperación y reconstrucción;

IV. Vigilar el cumplimiento de las acciones acordadas y
dar seguimiento a la situación de emergencia o desastre,
hasta que ésta haya sido superada, y

V. Emitir boletines y comunicados conjuntos hacia los
medios de comunicación y público en general.

Capítulo VI
De los Programas de Protección Civil

Artículo 35. El Programa Nacional, en el marco del Plan
Nacional de Desarrollo, es el conjunto de objetivos, políti-
cas, estrategias, líneas de acción y metas para cumplir con
el objetivo del Sistema Nacional, según lo dispuesto por la
Ley de Planeación.

Artículo 36. El Programa Nacional, estará basado en los
principios que establece esta Ley, la Ley de Planeación, la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública y demás normatividad en materia de planeación,
transparencia y rendición de cuentas.

Artículo 37. En la elaboración de los Programas de Pro-
tección Civil de las entidades federativas, municipios y de-
legaciones, deberán considerarse las líneas generales que
establezca el Programa Nacional, así como las etapas con-
sideradas en la Gestión Integral de Riesgos y conforme lo
establezca la normatividad local en materia de planeación.

Artículo 38. Los Programas Especiales de Protección Ci-
vil son el instrumento de planeación y operación que se im-
plementa con la participación corresponsable de diversas
dependencias e instituciones, ante un peligro o riesgo es-
pecífico derivado de un agente perturbador en un área o re-
gión determinada, que involucran a grupos de población
específicos y vulnerables, y que por las características pre-
visibles de los mismos, permiten un tiempo adecuado de
planeación, con base en las etapas consideradas en la Ges-
tión Integral de Riesgos.

Artículo 39. El Programa Interno de Protección Civil se
lleva a cabo en cada uno de los inmuebles para mitigar los
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riesgos previamente identificados y estar en condiciones de
atender la eventualidad de alguna emergencia o desastre.

Para la implementación del Programa Interno de Protec-
ción Civil cada instancia a la que se refiere el artículo si-
guiente, deberá crear una estructura organizacional especí-
fica denominada Unidad Interna de Protección Civil que
elabore, actualice, opere y vigile este instrumento en forma
centralizada y en cada uno de sus inmuebles.

Para el caso de las unidades hospitalarias, en la elaboración
del Programa Interno se deberán tomar en consideración
los lineamientos establecidos en el Programa Hospital Se-
guro.

Artículo 40. Los inmuebles e instalaciones fijas y móviles
de las dependencias, entidades, instituciones, organismos,
industrias o empresas pertenecientes a los sectores público,
privado y social, a que se refiere el Reglamento de esta
Ley, deberán contar con un Programa Interno de Protec-
ción Civil.

Dicho programa deberá ser elaborado, actualizado, opera-
do y vigilado por la Unidad Interna de Protección Civil, la
que podrá ser asesorada por una persona física o moral que
cuente con el registro actualizado correspondiente, de
acuerdo con lo que se establece en el artículo 11 de esta
Ley. 

El contenido y las especificaciones de este tipo de progra-
mas, se precisarán en el Reglamento.

Capítulo VII
De la Cultura de Protección Civil

Artículo 41. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, del Distrito Federal, municipales y delegaciona-
les, fomentarán la cultura en materia de protección civil en-
tre la población, mediante su participación individual y
colectiva. 

Las autoridades en la materia, establecerán mecanismos
idóneos para que la sociedad participe en la planeación y
supervisión de la protección civil, en los términos de esta
Ley, su Reglamento y los demás ordenamientos aplicables.

La población vulnerable y expuesta a un peligro, tiene de-
recho a estar informada de ello y a contar con las vías ade-
cuadas de opinión y participación en la gestión del riesgo.

Artículo 42. Corresponde a la Secretaría dictar los linea-
mientos generales y diseñar formas para inducir y conducir
la formación de una cultura de protección civil.

Artículo 43. A fin de fomentar dicha cultura, las autorida-
des correspondientes dentro de sus respectivos ámbitos de
competencia, deberán:

I. Fomentar las actividades de protección civil;

II. Incorporar contenidos temáticos de protección civil
en todos los niveles educativos públicos y privados,
considerándola como asignatura obligatoria;

III. Concretar el establecimiento de programas educati-
vos a diferentes niveles académicos, que aborden en su
amplitud el tema de la protección civil y la Gestión In-
tegral de Riesgos;

IV. Impulsar programas dirigidos a la población en ge-
neral que le permita conocer de forma clara mecanismos
de prevención y autoprotección;

V. Elaborar, estructurar y promocionar campañas de di-
fusión sobre temas de su competencia relacionados con
la protección civil, y

VI. Promover la celebración de convenios con los sec-
tores público, social, privado y académico con el objeto
de difundir la cultura de protección civil.

Artículo 44. Los integrantes del Sistema Nacional promo-
verán mecanismos para motivar y facilitar la participación
de sus dependencias de forma activa, real, concreta y res-
ponsable en acciones específicas que reflejen una cultura
de prevención en protección civil.

Artículo 45. Las autoridades correspondientes en su ámbi-
to de competencia llevarán a cabo proyectos, estudios e in-
versiones necesarias para ampliar y modernizar la cobertu-
ra de los sistemas de medición de los distintos agentes
perturbadores, encaminados a prevenir riesgos que pongan
en peligro la vida y que puedan provocar daños irreversi-
bles a la población.

Capítulo VIII
De la Profesionalización de la Protección Civil

Artículo 46. La profesionalización de los integrantes del
Sistema Nacional será permanente y tendrá por objeto lo-
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grar una mejor y más eficaz prestación del servicio, así co-
mo el desarrollo integral de sus elementos mediante la ins-
titucionalización de un servicio civil de carrera cuando se
trate de servidores públicos de los tres órdenes de gobier-
no, de conformidad a lo que se establezca en la ley de la
materia.

Artículo 47. Para los efectos del artículo anterior, cada en-
tidad federativa y cada municipio, se sujetará a la normati-
vidad que exista en materia de servicio civil de carrera o la
que haga sus veces, en la que se deberá regular el ingreso,
formación, permanencia, promoción, evaluación y todos
aquellos aspectos que se consideren pertinentes a la profe-
sionalización y estímulos a los miembros del Sistema Na-
cional, conforme a las características que le son propias, y
a los requerimientos de la sociedad y del Estado.

En caso de que no exista dicha normatividad, se promove-
rá ante las instancias competentes, por conducto de la Co-
ordinación Nacional, que se cree un sistema civil de carre-
ra para los servidores públicos responsables de la
protección civil.

Artículo 48. La normatividad correspondiente precisará y
detallará todos los rubros que atañen a los puestos de man-
do y jerarquías de las Unidades Estatales, Municipales y
Delegacionales de Protección Civil.

Capítulo IX
De la Escuela Nacional de Protección Civil 
Capacitación, Acreditación y Certificación

Artículo 49. La Escuela Nacional de Protección Civil es
una instancia dependiente de la Coordinación Nacional por
conducto del Centro Nacional, orientada a la formación
sistemática e institucionalizada de capital humano, a través
de la capacitación, actualización y especialización de ma-
terias teóricas y prácticas.

Tendrá como función la acreditación y certificación de las
capacidades de personas físicas y morales que ofrezcan y
comercialicen servicios de asesoría y capacitación en los
temas relacionados con protección civil, sin perjuicio de
que existan otras instancias de acreditación y certificación
dentro del Sistema Educativo Nacional. 

Artículo 50. La estructura, organización y operación de la
Escuela Nacional de Protección Civil se especificará en las
disposiciones normativas que para tal efecto emita la Co-
ordinación Nacional.

Capítulo X
De los Grupos Voluntarios

Artículo 51. Para desarrollar actividades especializadas en
material de protección civil, tales como tareas de rescate y
auxilio, combate a incendios, administración de albergues
y centros de acopio, servicios médicos de urgencia, entre
otros, los Grupos Voluntarios de carácter regional y nacio-
nal deberán tramitar su registro ante la Secretaría; los esta-
tales, municipales y delegacionales según lo establezca la
legislación local respectiva.

Las disposiciones reglamentarias y los ordenamientos lo-
cales establecerán en forma específica los trámites y pro-
cedimientos para obtener los registros correspondientes,
así como las medidas a adoptar para que estos grupos par-
ticipen garantizando la seguridad de sus miembros.

Artículo 52. Son derechos y obligaciones de los Grupos
Voluntarios:

I. Disponer del reconocimiento oficial una vez obtenido
su registro; 

II. En su caso, recibir información y capacitación, y

III. Coordinarse con las autoridades de protección civil
que correspondan.

Artículo 53. Las personas que deseen desempeñar labores
de rescate y auxilio, deberán integrarse o constituirse pre-
ferentemente en Grupos Voluntarios. 

Aquellos que no deseen integrarse a un Grupo Voluntario,
podrán registrarse individualmente en las unidades de pro-
tección civil correspondientes, precisando su actividad,
oficio o profesión, así como su especialidad aplicable a ta-
reas de protección civil.

Capítulo XI
De la Red Nacional de Brigadistas Comunitarios

Artículo 54. La Red Nacional de Brigadistas Comunitarios
es una estructura organizada y formada por voluntarios con
el fin de capacitarse y trabajar coordinadamente con las au-
toridades de protección civil para enfrentar en su entorno
riesgos causados por los diversos agentes perturbadores.

Artículo 55. Los Brigadistas Comunitarios son los volun-
tarios capacitados en materias afines a la protección civil,
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que han sido registradas en la Red Nacional de Brigadistas
Comunitarios, bajo la coordinación y supervisión de las au-
toridades de protección civil en su comunidad para apoyar
a éstas en tareas y actividades tales como el alertamiento,
la evacuación, la aplicación de medidas preventivas y la
atención a refugios temporales, entre otras.

Artículo 56. La Secretaría coordinará el funcionamiento
de la Red Nacional de Brigadistas Comunitarios. Para tal
efecto, las Unidades Estatales, Municipales y Delegaciona-
les de Protección Civil en las entidades federativas, debe-
rán promover en el marco de sus competencias, la capaci-
tación, organización y preparación de los voluntarios que
deseen constituirse en brigadistas comunitarios, pudiendo
constituir redes municipales, estatales o regionales de bri-
gadistas comunitarios, y realizar los trámites de registro en
la Red Nacional de Brigadistas Comunitarios ante la Coor-
dinación Nacional.

Capítulo XII
De los Instrumentos Financieros 

de Gestión de Riesgos

Artículo 57. Le corresponde a la Secretaría, a través de la
Coordinación Nacional, la administración y operación de
los Instrumentos Financieros de Gestión de Riesgos, en el
marco de la Gestión Integral de Riesgos.

Artículo 58. La Coordinación Nacional, con los Instru-
mentos Financieros de Gestión de Riesgos, podrá destinar
también para apoyar la contratación de instrumentos de ad-
ministración y transferencia de riesgos de las entidades fe-
derativas, los recursos que tanto la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público como la Secretaría de Gobernación de-
signen para cubrir el costo de la prima del instrumento con-
tratado, esto en adición a los destinos ya señalados como
son la prevención, la atención y la recuperación de situa-
ciones de emergencia o desastres.

Artículo 59. Para acceder a los recursos de los Instrumen-
tos Financieros de Gestión de Riesgos, se deberá: 

I. Presentar a la Secretaría una solicitud firmada por el
titular de la instancia pública federal, o bien, del Poder
Ejecutivo en caso que se trate de una entidad federativa,
de acuerdo a los requisitos y términos previstos en la
normatividad administrativa respectiva; 

II. La manifestación expresa de que se evitarán las du-
plicidades con otros programas y fuentes de financia-
miento, y 

III. Para el caso de las entidades federativas en situación
de emergencia y/o desastre, la manifestación expresa de
que las circunstancias han superado su capacidad opera-
tiva y financiera para atender por sí sola la contingencia. 

Artículo 60. La declaratoria de emergencia es el acto me-
diante el cual la Secretaría reconoce que uno o varios mu-
nicipios o delegaciones de una o más entidades federativas
se encuentran ante la inminencia, alta probabilidad o pre-
sencia de una situación anormal generada por un agente na-
tural perturbador y por ello se requiere prestar auxilio in-
mediato a la población cuya seguridad e integridad está en
riesgo. 

Artículo 61. La declaratoria de desastre natural es el acto
mediante el cual la Secretaría reconoce la presencia de un
agente natural perturbador severo en determinados munici-
pios o delegaciones de una o más entidades federativas, cu-
yos daños rebasan la capacidad financiera y operativa local
para su atención, para efectos de poder acceder a recursos
del instrumento financiero de atención de desastres natura-
les. 

Para el caso de las declaratorias de desastre natural, éstas
también podrán ser solicitadas por los titulares de las ins-
tancias públicas federales, a fin de que éstas puedan aten-
der los daños sufridos en la infraestructura, bienes y patri-
monio federal a su cargo. 

Artículo 62. Las declaratorias deberán ser publicadas en el
Diario Oficial de la Federación, sin perjuicio de que se di-
fundan a través de otros medios de información. 

La declaratoria de emergencia podrá publicarse en dicho
órgano de difusión con posterioridad a su emisión, sin que
ello afecte su validez y efectos. 

Artículo 63. El Gobierno Federal, a través de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público asegurará en todo momen-
to la capacidad financiera y administrativa para la oportu-
na atención de las situaciones de emergencias y de desas-
tres, por lo que en caso de que los recursos disponibles se
hayan agotado, se harán las adecuaciones presupuestarias
y/o transferencias de recursos necesarias para subsanar di-
cha situación. 
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Artículo 64. Las disposiciones administrativas, regularán
los procedimientos, fórmulas de financiamiento y cofinan-
ciamiento y demás requisitos para el acceso y ejercicio de
los recursos de los Instrumentos Financieros de Gestión de
Riesgos, constituidos para tal efecto. 

La retención injustificada de dichos recursos por parte de
los servidores públicos federales involucrados en el proce-
dimiento de acceso será sancionada de conformidad con la
Ley Federal de Responsabilidad Administrativa de los Ser-
vidores Públicos. 

Cuando se autoricen los recursos con cargo a los Instru-
mentos Financieros de Gestión de Riesgo, la Secretaría in-
formará trimestralmente su uso y destino a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, para que esta los incluya en
los informes trimestrales sobre la situación económica, las
finanzas públicas y la deuda pública. 

La aplicación, erogación, regulación, justificación, compro-
bación, rendición de cuentas y transparencia de los recursos
autorizados en los Instrumentos Financieros de gestión de
riesgos se sujetarán a las reglas y demás disposiciones apli-
cables. 

Las Dependencias y entidades Federales facilitarán que la
Función Pública  directamente o, en su caso, a través de los
órganos internos de control en las Dependencias y entida-
des Federales puedan realizar, en cualquier momento, de
acuerdo a su ámbito de competencia, la inspección, fiscali-
zación y vigilancia de dichos recursos, incluyendo la revi-
sión programática-presupuestal y la inspección física de las
obras y acciones apoyadas con recursos federales, así como
recibir, turnar y dar seguimiento a las quejas y denuncias
que se presenten sobre su manejo. 

Lo anterior, sin menoscabo de las acciones que en el ámbi-
to de su competencia le correspondan a la Auditoría Supe-
rior de la Federación.

Artículo 65. Ante la inminencia o alta probabilidad de que
ocurra un agente natural perturbador que ponga en riesgo
la vida humana y cuando la rapidez de la actuación del Sis-
tema Nacional sea esencial, la Secretaría podrá emitir una
declaratoria de emergencia, a fin de poder brindar de ma-
nera inmediata los apoyos necesarios y urgentes para la po-
blación susceptible de ser afectada. 

La normatividad administrativa determinará los casos en
que podrá emitirse una declaratoria de emergencia por in-

minencia o alta probabilidad, así como los apoyos que po-
drán brindarse con cargo al instrumento financiero de ges-
tión de riesgos establecido para la atención de emergen-
cias. 

La autorización de la declaratoria de emergencia no debe-
rá tardar más de 5 días y el suministro de los insumos au-
torizados deberá iniciar al día siguiente de la autorización
correspondiente. Este proceso completo no deberá de tar-
dar más de 10 días. 

Artículo 66. Los fenómenos antropogénicos, son en esen-
cia provocados por la actividad humana y no por un fenó-
meno natural. Generan un marco de responsabilidad civil,
por lo que no son competencia de los Instrumentos Finan-
cieros de Gestión de Riesgos previstos en esta Ley.  

Dichos fenómenos encuentran responsabilidad en su aten-
ción, regulación y supervisión en el marco de las compe-
tencias establecidas por las leyes locales a las entidades
federativas, municipios o delegaciones, y en el ámbito fe-
deral, a través de las instancias públicas federales, según
correspondan. 

La Coordinación Nacional y las Unidades de Protección
Civil de las entidades federativas, municipios y delegacio-
nes, promoverán con las diversas instancias del Sistema
Nacional, para que desarrollen programas especiales desti-
nados a reducir o mitigar los riesgos antropogénicos, así
como de atención a la población en caso de contingencias
derivadas de tales fenómenos. 

Capítulo XIII
Del Fondo de Protección Civil

Artículo 67. La Coordinación Nacional en coordinación
con las Unidades de Protección Civil de las entidades fe-
derativas formará y administrará el Fondo de Protección
Civil, cuya finalidad será el promover la inversión en ca-
pacitación, equipamiento y sistematización de las Unida-
des de Protección Civil de las entidades federativas, muni-
cipios y delegaciones. 

Artículo 68. El Fondo de Protección Civil, que formará
parte de los Instrumentos Financieros de Gestión de Ries-
go, se integrará a través de recursos públicos federales y
estatales y operará según se establezca en la normatividad
administrativa correspondiente, precisando para ello los
porcentajes de coparticipación de las instancias del orden
local, los requisitos para el acceso, ejercicio y comproba-
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ción de los recursos, así como las obligaciones en el mane-
jo y mantenimiento de los equipos adquiridos. 

La capacitación será acorde a los lineamientos dictados por
la Escuela Nacional de Protección Civil y los recursos des-
tinados a la sistematización de las unidades de protección
civil deberán procurar la optimización del manejo e inter-
cambio de información y su homologación a nivel nacio-
nal. 

Capítulo XIV
De las Donaciones para Auxiliar a la Población

Artículo 69. Las autoridades correspondientes establece-
rán las bases y lineamientos, con apego a lo establecido en
la presente Ley y su Reglamento, para emitir las convoca-
torias, recepción, administración, control y distribución de
los donativos que se aporten con fines altruistas para aten-
ción de emergencias y/o desastres.

Las personas físicas o morales, que deseen colaborar con la
captación de donaciones en especie deberán obtener la au-
torización de las Unidades Estatales de Protección Civil,
conforme a los requisitos y criterios que establezca el Re-
glamento y la legislación aplicable.

Artículo 70. Serán las autoridades competentes en los di-
ferentes órdenes de gobierno las que determinarán con ape-
go a su regulación local, los criterios de uso y destino de
los donativos, debiendo en todos los casos rendir un infor-
me detallado.

Artículo 71. Sin menoscabo de lo que expresa el artículo
anterior, el Ejecutivo Federal deberá promover al interior
del Consejo Nacional un mecanismo ágil, transparente y
efectivo de control y coordinación para que los recursos
donados sean administrados y entregados en beneficio de
la población de las entidades, municipios, delegaciones o
comunidades en emergencia o desastre.

Artículo 72. Los donativos en efectivo recibidos por las
instituciones bancarias o financieras, cuando sean destina-
dos a la población damnificada, serán deducibles para
quienes realizan las aportaciones pero no para las institu-
ciones que las reciban, quienes podrán vigilar la aplicación
de los recursos en las acciones que se determinen necesa-
rias por el Consejo Nacional o por el Consejo Estatal de
Protección Civil, respectivamente.

Artículo 73. Las autoridades correspondientes deberán ve-
rificar que en todo momento las donaciones se apliquen es-
trictamente para beneficiar a la población afectada por la
emergencia y/o desastre con nivel económico y social ba-
jo, y en su caso, a favor de programas de apoyo específicos
a microempresarios y pequeños productores.

Capítulo XV
De las Medidas de Seguridad

Artículo 74. En caso de riesgo inminente, sin perjuicio de
la emisión de una declaratoria de emergencia o desastre na-
tural y de lo que establezcan otras disposiciones legales, las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral, de las entidades federativas, de los municipios y de
las delegaciones, ejecutarán las medidas de seguridad que
les competan, a fin de proteger la vida de la población y sus
bienes, la planta productiva y su entorno, para garantizar el
funcionamiento de los servicios esenciales de la comuni-
dad, informando en forma inmediata a las autoridades de
protección civil correspondientes sobre las acciones em-
prendidas, quienes instalarán en los casos que se considere
necesario y conforme a la normatividad aplicable, el centro
de operaciones, como centro de comando y de coordina-
ción de las acciones en el sitio.

Artículo 75. Esta Ley, el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración, así como las disposiciones administrativas en la
materia, regularán los medios, formalidades y demás re-
quisitos para acceder y hacer uso de los recursos financie-
ros tendientes a la prevención y atención de desastres, aten-
diendo al principio de inmediatez. 

Una vez presentada la solicitud de declaratoria de desastre
natural, la autoridad tendrá un plazo de hasta 5 días natu-
rales para su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

El plazo para que gobiernos de las entidades federativas y
del Distrito Federal tengan acceso a los recursos tendientes
a la atención de desastres, será de hasta 10 días naturales,
contados a partir del día en que se publique en el Diario
Oficial de la Federación a la declaratoria de desastre.

Artículo 76. Las Unidades Estatales, Municipales y Dele-
gacionales de Protección Civil, así como la del Distrito Fe-
deral, tendrán la facultad de aplicar las siguientes medidas
de seguridad:
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I. Identificación y delimitación de lugares o zonas de
riesgo;

II. Control de rutas de evacuación y acceso a las zonas
afectadas; 

III. Acciones preventivas para la movilización precauto-
ria de la población y su instalación y atención en refu-
gios temporales;

IV. Coordinación de los servicios asistenciales;

V. El aislamiento temporal, parcial o total del área afec-
tada;

VI. La suspensión de trabajos, actividades y servicios, y

VII. Las demás que en materia de protección civil de-
terminen las disposiciones reglamentarias y la legisla-
ción local correspondiente, tendientes a evitar que se ge-
neren o sigan causando daños.

Asimismo, las Unidades a que se refiere este artículo y la
Secretaría podrán promover ante las autoridades compe-
tentes, la ejecución de alguna o algunas de las medidas de
seguridad que se establezcan en otros ordenamientos.

Artículo 77. Cuando se apliquen las medidas de seguridad
previstas en el artículo anterior, se precisará su temporali-
dad y, en su caso, las acciones para su suspensión.

Artículo 78. Previo a la realización de eventos públicos y
en espacios de concentración masiva, deberán elaborarse
programas específicos de protección civil, los cuales serán
entregados oportunamente a las autoridades de protección
civil para su aprobación y coordinación con otras instan-
cias de seguridad. Las principales medidas del programa y
las conductas apropiadas en caso de una contingencia de-
berán ser difundidas al público participante por parte del
organizador antes del evento o al inicio del mismo.

Capítulo XVI

De los Particulares

Artículo 79. Los particulares que por su uso y destino con-
centren o reciban una afluencia masiva de personas, están
obligadas a contar con una unidad interna de protección ci-
vil y elaborar un programa interno, en los términos que es-

tablezca esta ley y su reglamento, sin perjuicio de lo seña-
lado en los respectivos ordenamientos locales.

Artículo 80. Las personas físicas o morales del sector pri-
vado cuya actividad sea el manejo, almacenamiento, distri-
bución, transporte y utilización de materiales peligrosos,
hidrocarburos y explosivos presentarán ante la autoridad
correspondiente los programas internos de protección civil
a que se refiere la fracción XLI del artículo 2 de la presen-
te ley.

Artículo 81. Los responsables de la administración y ope-
ración de las actividades señaladas en los artículos anterio-
res deberán integrar las unidades internas con su respecti-
vo personal, de acuerdo con los requisitos que señale el
reglamento interno de la presente ley, sin perjuicio de lo
que establezcan las leyes y reglamentos locales.

Artículo 82. Toda persona física o moral deberá informar
a las autoridades competentes, haciéndolo de forma direc-
ta de cualquier alto riesgo, siniestro o desastre que se pre-
sente o pudiera presentarse.

Capítulo XVII
De Detección de Zonas de Riesgo

Artículo 83. El Gobierno Federal, con la participación de
las entidades federativas y el Gobierno del Distrito Federal,
deberá buscar concentrar la información climatológica, ge-
ológica y meteorológica de que se disponga a nivel nacio-
nal. 

Artículo 84. El Gobierno Federal, con la participación de
las entidades federativas y el Gobierno del Distrito Federal,
promoverá la creación de las bases que permitan la identi-
ficación y registro en los Atlas Nacional, Estatales y Muni-
cipales de Riesgos de las zonas en el país con riesgo para
la población, el patrimonio público y privado, que posibili-
te a las autoridades competentes regular la edificación de
asentamientos.

Artículo 85. Se consideran como delito grave la construc-
ción, edificación, realización de obras de infraestructura y
los asentamientos humanos que se lleven a cabo en una zo-
na determinada sin elaborar un análisis de riesgos y, en su
caso, definir las medidas para su reducción, tomando en
consideración la normatividad aplicable y los Atlas muni-
cipales, estatales y el Nacional y no cuenten con la autori-
zación de la autoridad correspondiente. 
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Artículo 86. Son autoridades competentes para aplicar lo
dispuesto por este capítulo, dentro del ámbito de sus res-
pectivas atribuciones conforme a la ley: 

I. Las distintas Dependencias del Ejecutivo Federal; 

II. La Procuraduría General de la República; 

III. Los Gobiernos de los Estados; 

IV. El Gobierno del Distrito Federal, y

V. Los Municipios y Órganos Político Administrativos. 

Artículo 87. En el Atlas Nacional de Riesgos y en los res-
pectivos Atlas Estatales y Municipales de Riesgos, deberán
establecerse los diferentes niveles de peligro y riesgo, para
todos los fenómenos que influyan en las distintas zonas.
Dichos instrumentos deberán ser tomados en consideración
por las autoridades competentes, para la autorización o no
de cualquier tipo de construcciones, obras de infraestructu-
ra o asentamientos humanos.

Artículo 88. En el caso de asentamientos humanos ya es-
tablecidos en Zonas de Alto Riesgo, las autoridades com-
petentes con base en estudios de riesgos específicos, deter-
minará la realización de las obras de infraestructura que
sean necesarias para mitigar el riesgo a que están expues-
tas o, de ser el caso, deberán formular un plan a fin de de-
terminar cuáles de ellos deben ser reubicados, proponiendo
mecanismos financieros que permitan ésta acción. 

Artículo 89. El Gobierno Federal, los de las entidades fe-
derativas, y el del Distrito Federal, buscarán y propondrán
mecanismos para la transferencia de riesgos a través de la
contratación de seguros o de otros instrumentos financie-
ros. 

Artículo 90. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, el Gobierno del Distrito Federal, los municipios
y los órganos político administrativos, determinarán qué
autoridad bajo su estricta responsabilidad, tendrá compe-
tencia y facultades para autorizar la utilización de una ex-
tensión territorial en consistencia con el uso de suelo per-
mitido, una vez consideradas las acciones de prevención o
reducción de riesgo a que se refieren los artículos de este
capítulo.

Artículo 91. La autorización de permisos de uso de suelo
o de utilización por parte de servidores públicos de cual-

quiera de los tres niveles de gobierno, que no cuenten con
la aprobación correspondiente, se considerará una conduc-
ta grave, la cual se sancionará de acuerdo con la Ley de
Responsabilidad de los Servidores Públicos respectiva,
además de constituir un hecho delictivo en los términos de
esta ley y de las demás disposiciones legales aplicables.

Capítulo XVIII
De la Atención a la Población Rural Afectada 

por Contingencias Climatológicas

Artículo 92. Es responsabilidad del Gobierno Federal y de
las entidades federativas atender los efectos negativos pro-
vocados por fenómenos climatológicos extremos en el sec-
tor rural, en este sentido, se deberá contar con los mecanis-
mos que permitan atender de manera ágil y oportuna
mediante apoyos directos y contratación de seguros catas-
tróficos a los productores agrícolas, pecuarios, acuícolas y
pesqueros, de bajos ingresos, afectados por contingencias
climatológicas extremas, de conformidad con lo estableci-
do en el artículo 126 de la Ley de Desarrollo Rural Susten-
table.

Artículo 93. Para dar cumplimiento a la responsabilidad
del Gobierno Federal de atender a los productores rurales
de bajos ingresos afectados por contingencias climatológi-
cas, el Ejecutivo Federal deberá vigilar, la instrumentación
de un programa exclusivo para la atención de contingen-
cias climatológicas que afecten los activos productivos de
productores rurales de bajos ingresos y su previsión presu-
puestal según lo establecido en el artículo 3 de esta ley.

Artículo 94. Los Gobiernos Federal y Estatal deberán con-
currir tanto en acciones como en la aportación de recursos,
para la instrumentación de programas que coadyuven a la
reincorporación de los productores de bajos ingresos a sus
actividades productivas.

Artículo 95. El Gobierno Federal deberá crear una reserva
especial para el sector rural con el propósito de proveer de
recursos en forma expedita al Programa de Atención a
Contingencias Climatológicas, cuando los recursos asigna-
dos en el presupuesto de egresos de la Federación se hu-
biesen agotado. 

Transitorios

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Segundo. El Ejecutivo federal emitirá el Reglamento de
esta Ley en un plazo no mayor a 180 días a partir de su pu-
blicación.

Tercero. La presente Ley abroga a la Ley General de Pro-
tección Civil publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 12 de mayo de 2000 y a sus reformas de 29 de di-
ciembre de 2001, 13 de junio de 2003, 15 de junio de 2004
y 24 de abril de 2006.

Cuarto. Las disposiciones reglamentarias y administrati-
vas de protección civil se seguirán aplicando en lo que no
se opongan a esta Ley, en tanto se emite el Reglamento.

Quinto. Las demás disposiciones que en materia de pro-
tección civil que se contengan en otros ordenamientos fe-
derales, serán complementarios de esta Ley, en lo que no se
opongan a ella.

Sexto. Los desastres y las emergencias que hayan ocurrido
con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley, se atende-
rán conforme a los recursos financieros y a las disposicio-
nes administrativas vigentes a la fecha en que sucedieron.

Séptimo. Los Gobernadores de los Estados, el Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal, los Presidentes Municipales, y
los Jefes Delegacionales del Distrito Federal, contarán con
un plazo de hasta 180 días a partir de la publicación de es-
ta ley para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo
18 de esta Ley.

Octavo. Las autoridades locales realizarán las gestiones
conducentes con el propósito de que se realicen las ade-
cuaciones correspondientes en las leyes y demás disposi-
ciones locales en la materia en un plazo no mayor a 365 dí-
as a partir de la publicación de esta ley, ajustándose en todo
momento a los principios y directrices de esta Ley.

Noveno. En un plazo no mayor a 90 días a partir de la pu-
blicación de esta ley, el Ejecutivo Federal deberá rendir un
informe del estado que guardan los recursos del Fideico-
miso del Fondo de Desastres Naturales, y estos pasarán a
formar parte de los Instrumentos Financieros de Gestión de
Riesgos. De cumplirse tal condición, los recursos del Fi-
deicomiso que se constituya para tal efecto, estarán sujetos
a lo que dispone el artículo 63. 

Décimo. En un plazo no mayor a 90 días a partir de la pu-
blicación de esta ley, el ejecutivo federal elaborará los li-
neamientos para que los estados y el Distrito Federal pue-

dan acceder a los recursos para cumplir con las obligacio-
nes determinadas en el artículo 17 de esta Ley.

Décimo Primero. Con relación al artículo 17 de esta ley,
las entidades federativas y el Distrito Federal, procurarán
adecuar tal denominación y la estructura a más tardar en
180 días después de la entrada en vigor de la presente nor-
mativa.

Décimo Segundo. Con relación al artículo 31 y en lo refe-
rente a los recursos necesarios como los inmuebles que le
sirvan de sede, infraestructura, personal y demás recursos
necesarios para la realización de sus objetivos, la Secreta-
ría de Gobernación dotará de estos para que la Coordina-
ción realice sus objetivos y se establezca. 

Décimo Tercero. Respecto de la fracción VI del artículo 4,
en dicha certificación de competencias deberá ser extensi-
va a los integrantes de aquellos organismos e instituciones
que por su naturaleza estén integrados al Sistema Nacional
de Protección Civil.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, DF, a treinta de noviembre
de dos mil once.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rú-
brica en abstención), Lorena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique
Ibarra Pedroza (rúbrica en abstención), Claudia Ruiz Massieu Salinas,
Gastón Luken Garza (rúbrica), Francisco Ramos Montaño (rúbrica),
María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas
(rúbrica), Sergio Mancilla Zayas (rúbrica), secretarios; Agustín Carlos
Castilla Marroquín (rúbrica), Sami David David (rúbrica), Nancy Gon-
zález Ulloa (rúbrica), Marcela Guerra Castillo, Jorge Antonio Kahwa-
gi Macari, Gregorio Hurtado Leija (rúbrica), Teresa del Carmen In-
cháustegui Romero (rúbrica en abstención), Humberto Lepe Lepe,
Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ramón Martel López, An-
drés Massieu Fernández (rúbrica), Agustín Torres Ibarrola (rúbrica),
Alejandro Encinas Rodríguez, Nazario Norberto Sánchez (rúbrica),
Beatriz Paredes Rangel, Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Car-
los Oznerol Pacheco Castro, Arturo Zamora Jiménez.»

«Opinión de impacto presupuestario que emite la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública con fundamento en
la valoración del impacto presupuestario que elabora el
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, en relación a
la iniciativa que expide la Ley General de Protección Civil,
presentada por el diputado Fernando Morales Martínez.
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Honorable Asamblea:

A esta Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, corres-
pondiente a la LXI Legislatura de la H. Cámara de Diputa-
dos, le fue turnada para su opinión la iniciativa que expide
la Ley General de Protección Civil presentada por el Dipu-
tado Fernando Morales Martínez.

Esta Comisión, con fundamento en los artículos 39, nume-
rales 1 y 2 fracción XXVIII; 45, numeral 6, incisos e) y f)
y 49, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; así como con base en
los artículos 18 párrafo tercero de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria; y 1 y 42 del Acuer-
do de la Conferencia para la Dirección y Programación de
los Trabajos Legislativos, por el que se establecen las nor-
mas relativas al funcionamiento de las Comisiones y Co-
mités de la Cámara de Diputados, se abocó al estudio y
análisis de la Iniciativa anteriormente descrita al tenor de
los siguientes:

Antecedentes

I. Con fecha 9 de marzo de 2010, el diputado Fernando
Morales Martínez del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, integrante de la LXI Legislatu-
ra, presentó la Iniciativa que expide la Ley General de Pro-
tección Civil.

II. En esa misma fecha, el Presidente de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados turnó dicha iniciativa a la Co-
misión de Gobernación con opinión de la Comisión de Pre-
supuesto y Cuenta Pública, para efectos de su estudio y
dictamen correspondientes.

III. Con base en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y en
el numeral 3 del artículo 49 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se solici-
tó al Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, median-
te oficio de fecha 10 de marzo de 2010, la valoración del
impacto presupuestario.

IV. Esta Comisión recibió el 21 de abril del 2010, por par-
te del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, la men-
cionada valoración de impacto presupuestario de la Inicia-
tiva en comento, la cual sirve de fundamento para la
presente opinión.

Objetivo de la iniciativa

El objetivo de la iniciativa materia de la presente opinión
consiste en fortalecer el Sistema Nacional de Protección
Civil (SINAPROC), con el fin de proteger a la población
ante la eventualidad de los riesgos y peligros que represen-
tan los fenómenos naturales o antropogénicos. La iniciati-
va contempla la figura de la Gestión Integral de Riesgos, la
cual dentro de sus principales objetivos esta la identifica-
ción de los riesgos, previsión, prevención, recuperación y
reconstrucción de lo afectado, previendo la creación de la
figura del Comité Nacional de Emergencias que es el me-
canismo de coordinación de las acciones en situaciones de
emergencia.

Consideraciones

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con funda-
mento en la valoración de impacto presupuestario emitida
por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas y del
análisis realizado a la Iniciativa, observa que la misma es
preponderantemente enunciativa, ya que tiene contenido
jurídico regulatorio, normativo y procedimental; asimismo,
no contempla la creación de instituciones ni la modifica-
ción de estructuras orgánicas y ocupacionales existentes,
pues propone dotar de elementos jurídicos que fortalezcan
los programas que lleve a cabo la Coordinación General de
Protección Civil y la Secretaría de Gobernación, por lo que
no implica un impacto presupuestario.

Es importante señalar que la iniciativa contempla la crea-
ción de instituciones pero sin modificar las estructuras or-
gánicas y ocupacionales existentes, por lo tanto su aproba-
ción no modifica el presupuesto asignado a la Secretaría de
Gobernación, unidad responsable de la aplicación de la
Ley.

Por todo lo anterior, es de emitirse la siguiente:

Opinión

Primero. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública,
con fundamento en los artículos, 39 numeral 1 y 45, nume-
ral 6 incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y el artículo 18
párrafo tercero de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria y con base en la valoración reali-
zada por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas,
opina que la iniciativa que expide Ley General de Protec-
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ción Civil, presentada por el diputado Fernando Morales
Martínez, no implica impacto presupuestario.

Segundo. La presente opinión se formula, solamente en la
materia de la competencia de esta Comisión, tomando co-
mo base la valoración del imparcto presupuestario que ela-
boró el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, por lo
que el sentido del dictamen que se dicte respecto de la Ley
General de Protección Civil, es de la exclusiva competen-
cia de la Comisión de Gobernación.

Tercero. Remítase la presente opinión a la Comisión de
Gobernación para los efectos legales a que haya lugar.

Cuarto. Por oficio, comuníquese la presente Opinión a la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, para su co-
nocimiento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de junio de 2010.

Diputados: Luis Videgaray Caso (rúbrica), presidente; Baltazar Ma-
nuel Hinojosa Ochoa, Felipe Enríquez Hernández, Jesús Alberto Cano
Vélez (rúbrica), Mario Moreno Arcos (rúbrica), Rolando Rodrigo Za-
pata Bello (rúbrica), Luis Enrique Mercado, Alfredo Javier Rodríguez
Dávila, Sergio Gutiérrez Villanueva, Vidal Llerenas Morales (rúbrica),
María del Rosario Brindis Álvarez (rúbrica), Pedro Vázquez González
(rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Pedro Jiménez León, secre-
tarios; Cruz López Aguilar (rúbrica), David Penchyna Grub (rúbrica),
Fernando Morales Martínez, Héctor Ramírez Puga Leyva (rúbrica),
Silvio Lagos Galindo (rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Salinas, Manuel
Márquez Lizalde (rúbrica), María Esther Sherman Leaño (rúbrica),
Miguel Riquelme Solís, Óscar Levin Coppel (rúbrica), Óscar Lara Aré-
chiga (rúbrica), Roberto Albores Gleason (rúbrica), Sebastián Lerdo de
Tejada Covarrubias, Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Gabriela Cuevas
Barron (rúbrica), Enrique Trejo Azuara (rúbrica), Felipe Rangel Vargas
(rúbrica), Francisco Orduño Valdez, Guadalupe Vera Hernández (rú-
brica), Marcos Pérez Esquer (rúbrica), Mario Becerra Pocoroba, Ovi-
dio Cortazar Ramos (rúbrica), Rigoberto Salgado Vázquez, Armando
Ríos Piter, Claudia Anaya Mota, Emiliano Velázquez Esquivel, Marcos
Covarrubias Villaseñor, Juan José Guerra Abud (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.
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